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CAPÍTULO 1: ORIGEN Y RAZÓN DE SER DE LAS RENTAS MÍNIMAS DE INSERCIÓN

PRÓLOGO

Las bolsas de pobreza y marginación, con cuya existencia parecemos haber 
aprendido a convivir de manera aparentemente insensible, son uno de los contrastes 
más llamativos y lacerantes de las cada vez más opulentas sociedades de nuestro 
tiempo. Constituyen, sin duda, una notoria injusticia social y plantean un reto impor-
tante al llamado Estado del Bienestar.

En cuanto a situaciones marginales, en el estricto sentido del término, quedan 
además fuera de los cauces normales de cobertura de las necesidades individua-
les a que atienden los sistemas clásicos de Seguridad Social, que, de uno u otro 
modo, restringen su campo de aplicación a quienes no son marginales, esto es, a 
los integrados en el sistema. La exigencia de derechos que acompaña a la ciudada-
nía, signo de identidad de los Estados desarrollados de nuestro tiempo, se aviene 
mal, por otra parte, a que las situaciones de exclusión social sean atendidas por 
periclitadas acciones de mera benefi cencia, que estuvieron siempre inmersas en el 
ámbito incierto de la discrecionalidad.

Las situaciones de exclusión social han experimentado un notable incremento 
tras las crisis del empleo que, con intensidad variable, han venido cíclicamente 
sacudiendo al mundo desde fi nales de la década de los setenta del pasado siglo. 
No es por ello de extrañar que en el seno de los países europeos, que acuñaron 
el Welfare State, se haya suscitado desde hace años la necesidad de garantizar 
mínimos de subsistencia a quienes, por diversas razones, quedan fuera del mercado 
de trabajo y cuyas necesidades vitales no pueden, por ello, ser atendidas por los 
sistemas convencionales de protección social. 

La regulación de estos mínimos de subsistencia se encuentra hoy generalizada 
en el derecho interno de la mayoría de los Estados que confi guran la Unión Europea 
y desde la cumbre de Niza, 7 de diciembre 2000, todos deben elaborar con carácter 
bianual los correspondientes planes de acción tendentes a lograr la inclusión social 
de los desfavorecidos. Es más, la Carta de los Derechos Fundamentales, entonces 
aprobada y que hoy se incorpora al Proyecto de Constitución Europea, otorga a 
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todos los ciudadanos de la Unión el derecho al apoyo para combatir la exclusión 
social y la pobreza a fi n de garantizarles una existencia digna. 

En nuestro Derecho, como se sabe, la respuesta jurídica a la marginación 
social ha discurrido por cauces atípicos, no exentos de debates, a veces poco 
comprensibles, sobre la distribución de competencias entre el Estado Central y las 
Comunidades Autónomas en materia de Asistencia Social. Debates que permanecen 
obstinadamente abiertos y que han originado, a la postre, la implantación genera-
lizada de un sistema dual en el que, no sin interferencias, conviven los programas 
autonómicos de rentas mínimas y los sucesivos programas Estatales denominados 
de Renta Activa de Inserción, en vigor desde el año 2000.

Los programas autonómicos de rentas mínimas fueron iniciados, en el marco 
competencial de la Asistencia Social que establece el art. 148.1.20 CE, por el País 
Vasco en 1989 y sucesivamente extendidos al resto de Comunidades Autónomas. 
Aunque heterogéneos en su confi guración, presentan como rasgo común el estable-
cimiento de una prestación subsidiaria o de cierre para quienes, en principio, carecen 
de cualquier otro medio de subvenir a necesidades esenciales, debiendo estos asumir, 
al formular la solicitud de prestación, un llamado «compromiso de inserción» para la 
realización de actividades de promoción personal y socio-profesional.

Los programas Estatales de Renta Activa de Inserción se mueven en la dirección 
de integrar en el concepto de Seguridad Social una serie de medidas que, en cuanto 
asistenciales, eran originariamente competencia de las Comunidades Autónomas. 
Son, por ello, programas que aparecen vinculados a situaciones de desempleo de 
especial difi cultad, aunque instauran una serie de prestaciones con un contenido 
parcial o totalmente coincidente con las rentas autonómicas. Esta dualidad de sis-
temas aunque no genera una estricta incompatibilidad, sí exige una articulación o 
ensamblaje entre ambos niveles de protección (estatal y autonómico).

* * *

El presente libro, que me honro en prologar, analiza la prestación de Ingreso 
Mínimo de Inserción (IMI) en nuestra Comunidad Autónoma. Es un trabajo auspi-
ciado por el Consejo Económico y Social de la Región de Murcia, dentro de las 
funciones que le encomienda su Ley reguladora (Ley 3/1993, de 16 de julio) de 
fomentar estudios referentes a aspectos sociales y económicos de la vida regional 
(art. 6.6). El estudio ha sido llevado a cabo por un prestigioso equipo pluridisciplinar 
de economistas y juristas, dirigido por la Profesora de Derecho del Trabajo de la 
Universidad de Murcia, Belén García Romero, experta destacada en el tema, del 
que ya se había ocupado, aunque de manera no principal, en un previo estudio 
de ámbito más amplio y ambicioso, «Rentas mínimas garantizadas en la Unión 
Europea», publicado por el CES nacional en 1999.

En cuanto interdisciplinar, el estudio de la prestación del IMI Regional se lleva 
a cabo tanto en sus aspectos jurídicos como en el del análisis económico.
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El análisis jurídico, realizado personalmente por la Profesora García Romero, 
sitúa comparativamente el programa de rentas mínimas de inserción existente 
desde 1991 en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, tanto en el marco 
europeo, que se toma como referente, como en el de nuestro Derecho interno, en 
el que efectúa un necesario desdoblamiento, para poner en relación, por un lado, la 
normativa vigente en el ámbito Regional con la emanada del resto de CCAA y para 
analizar, por otro, los mecanismos de articulación entre los diferentes programas 
autonómicos y el programa estatal de Renta Activa de Inserción.

El análisis económico, efectuado por los Profesores Antonio Losa Carmona 
y Miguel Esteban Yago, no se circuscribe en exclusiva a la prestación del IMI Re-
gional, sino que, tomándola como eje nuclear y preferente, se extiende al conjunto 
heterogéneo de medidas adoptadas en la Comunidad para facilitar la promoción e 
inserción laboral y social de los más desfavorecidos (menores, discapacitados, per-
sonas mayores u otras en situación de urgente necesidad), que se agrupan bajo la 
rúbrica de Plan Regional de Inserción y Protección Social. En el análisis se muestra 
básicamente la estructura y evolución del presupuesto que dedica la Comunidad para 
tales medidas, su ritmo de crecimiento y el gasto efectivamente ejecutado en los 
diferentes ejercicios comprendidos entre los años 1994 al 2003, así como las solici-
tudes recibidas y los benefi ciarios efectivos de las diferentes prestaciones analizadas. 
Se establecen, así mismo, las oportunas comparaciones de los datos económicos 
regionales con los de programas equivalentes del resto de autonomías. Con rela-
ción específi ca al IMI Regional se efectúa la pertinente estimación de los recursos 
necesarios para que éste constituya un auténtico derecho subjetivo, atendiendo a 
los umbrales de pobreza y población benefi ciaria que existen en la Comunidad. El 
estudio acaba efectuando una serie ponderada de interesantes propuestas de mejora 
que afectan tanto al propio marco regulador de este tipo de prestaciones cuanto al 
contenido mismo del derecho protector a que las mismas atienden. 

Nos encontramos, en suma, ante un análisis claro y exhaustivo de la actual 
situación de la prestación de IMI en nuestra Región. Análisis que cumple el objetivo 
trazado por el CESRM al encargar el estudio a sus autores y que convierte al libro 
que hoy lo recoge en referencia obligada para todos los que, con responsabilidades 
gestoras o sin ellas, se encuentren interesados en el tema.

Murcia, febrero de 2005.

Jesús M. Galiana Moreno
Director del Departamento de Derecho del Trabajo y Seguridad Social de la 

Universisad de Murcia y Consejero del CESRM

PRÓLOGO
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PRESENTACIÓN

El presente estudio tiene su origen en un encargo realizado por el CES de la 
Región de Murcia a la directora del equipo investigador. 

A través del esquema propuesto a continuación se pretende analizar la situación 
actual de las prestaciones de renta mínima de inserción en Europa, y en España, para 
una vez situados en el ámbito de las Comunidades Autónomas, realizar un análisis 
en profundidad de la regulación vigente en la Comunidad Autónoma de Murcia. En 
relación con esta última Región, el estudio pretende poner de manifi esto los pun-
tos fuertes y débiles de la vigente regulación y, de manera particular, se propone 
examinar la posibilidad de reconocimiento de la prestación de Ingreso Mínimo de 
Inserción como un auténtico derecho subjetivo, haciendo desaparecer de la regu-
lación actual cualquier nota de discrecionalidad administrativa en el reconocimiento 
del mismo. En este sentido, se quiere estudiar la posibilidad de dejar de condicionar 
el disfrute de la prestación a las disponibilidades presupuestarias. Para ello, será 
necesario analizar la población benefi ciaria de este tipo de prestación social, para 
poder realizar una estimación de los costes que su reconocimiento puede entrañar 
para los presupuestos de la Región. 

Además del análisis jurídico de la prestación de ingreso mínimo en el triple 
ámbito supranacional, nacional y regional mencionado, cuya ejecución material ha 
sido llevada a cabo por la Profesora Mª Belén García Romero (perteneciente al 
Departamento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad 
de Murcia), el desarrollo del proyecto ha requerido también la colaboración de dos 
economistas, los Profesores Antonio Losa Carmona y Miguel Esteban Yago (pro-
fesores del Departamento de Economía Aplicada de la Universidad de Murcia), 
los cuales han asumido la ardua tarea de realizar una estimación de la población 
benefi ciaria y de los costes necesarios para la satisfacción de las necesidades que 
esta prestación pretende cubrir. 
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CAPÍTULO 1
EL ORIGEN Y RAZÓN DE SER DE LAS RENTAS MÍNIMAS DE 
INSERCIÓN

Por rentas de inserción podemos entender un conjunto de prestaciones de ca-
rácter público, en el sentido de fi nanciadas y gestionadas por los poderes públicos, 
cuyo objeto es atender, tanto a través de prestaciones económicas como, sobre 
todo, en especie (servicios individualizados de inserción laboral), las situaciones de 
necesidad padecidas por personas con especiales difi cultades de acceso al mercado 
de trabajo, razón por la cual quedan fuera de los mecanismos normales de obtención 
de recursos primarios (el trabajo remunerado) y, derivadamente, quedan también 
privadas de los medios ordinarios de protección contra el desempleo.

La fórmula del ingreso mínimo garantizado no es nueva sino que, por el contrario, 
existe desde hace bastantes años en varios Estados europeos, en los que podemos 
encontrar normativas sobre esta materia con anterioridad incluso a la crisis de los 
años 70. Tal es el caso de Alemania, Holanda y Reino Unido. 

Inicialmente la renta garantizada obedece a la idea de dispensación por los 
poderes públicos de una prestación, fundamentalmente de carácter económico, 
destinada a satisfacer las necesidades esenciales de quienes no tienen la posibilidad 
de obtener recursos por otras vías sin importar la causa o circunstancia concreta 
de la que deriva esa situación de necesidad.

Sin embargo, será a partir de los años 80 cuando la idea de la renta de inserción 
cobre realmente fuerza coincidiendo con un momento histórico caracterizado por la 
crisis del empleo y la crisis de la Seguridad Social provocadas por las importantes 
transformaciones sociales y económicas que tienen lugar en Europa. En efecto, frente 
a los altos niveles de empleo y de crecimiento económico existentes en la etapa en 
la que surgen los primeros sistemas de garantía de ingresos mínimos, los cambios 
posteriores demostraron la imposibilidad de atender por las vías convencionales más 
clásicas –el trabajo asalariado y las prestaciones de la Seguridad Social– las nece-
sidades de protección de una parte importante de la población que antes quedaba 
efectivamente amparada. Pero al mismo tiempo, dichas transformaciones pusieron 
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de relieve la inadecuación del objetivo de mantenimiento del nivel de renta sin un 
objetivo complementario de inserción social. 

Las nuevas políticas europeas vinculan causalmente el disfrute de la renta al 
sometimiento a las acciones de inserción por parte del interesado, dando así paso 
a los denominados ingresos mínimos garantizados «de la segunda generación», 
cuyo prototipo es el sistema francés de Revenu minimum d’insertion. Este último 
modelo ha tenido un importante refl ejo en la regulación de las rentas mínimas que 
se ha llevado a cabo en nuestro ordenamiento interno, primero en el ámbito de las 
diferentes Comunidades Autónomas y, muy recientemente, en el ámbito estatal. 

Este modelo parte de la idea de que debe existir una provisionalidad pública de 
servicios básicos como la sanidad, la enseñanza, etc., por parte del Estado. Junto a 
ellos, y para los casos de exclusión de los mecanismos de protección social (perso-
nas que no han cotizado nunca a la Seguridad Social o que lo han hecho de forma 
insufi ciente, casos de paro de larga duración, etc.), debe estructurarse un sistema 
de ingresos mínimos garantizados1.

Muchos países comunitarios han implantado, como veremos, lo que se denomina 
«ingreso mínimo» o «renta mínima garantizada», con el fi n de prestar protección 
social a los más desfavorecidos y a los económicamente débiles. El ingreso mínimo 
«completivo» es un mecanismo destinado a colmar las lagunas de la protección social 
y que sólo interviene cuando las demás posibilidades de prestaciones y de garantías 
han sido agotadas2. La renta mínima garantizada es, desde esta perspectiva, una 
medida concreta de un programa asistencial de lucha contra la pobreza.

Además, diversos organismos internacionales (como la OIT) y la propia Co-
munidad Europea han hecho propuestas en el sentido de que la Seguridad Social 
debe incorporar como objetivo a medio plazo la lucha contra la pobreza, vinculando 
los proyectos de ayuda en sentido estricto con iniciativas de formación y reinserción 
profesional, de modo que la prestación social no se reduzca a la cobertura de la 
marginalidad, sino que intente paliar sus efectos3.

1 Vid. J. M. CABASES HITA y J. MONSERRAT I CODORNIU, «Análisis económico de la im-
plantación de la renta mínima garantizada», en Nuevas necesidades, nuevas prestaciones (IV Jornadas Nuevas necesidades, nuevas prestaciones (IV Jornadas Nuevas necesidades, nuevas prestaciones
de Economía de los Servicios Sociales), Vitoria-Gasteiz, 1990, pág. 73.

2 B. GAZIER, «Fondements de la protection sociale et revenu minimum garanti», Rev. Fr. Aff. 
Soc., núm. 2, 1988, pág. 14.

3 Considerando que la persistencia de la pobreza en las sociedades prósperas es particular-
mente intolerable, se recomienda que la garantía de un ingreso mínimo para todos sea asumida como el 
gran objetivo de la política de la Seguridad Social para el año 2000 (Cfr. OIT. La Seguridad Social en la 
perspectiva del año 2000perspectiva del año 2000,, Ginebra, 1984, pág. 34). De manera señalada, la Comunidad Europea viene 
considerando en los últimos años que el mantenimiento del nivel de renta no puede seguir siendo el único 
objetivo de la política social, sino que actualmente es necesario ayudar a las personas a encontrar un 
lugar en la sociedad. Por lo tanto, aceptada la necesidad de que todos los ciudadanos tengan una garantía 
de recursos, la integración social de todos los ciudadanos reviste ahora una importancia fundamental. 
Para ello es preciso la adopción de estrategias integrales e integradas en niveles como la educación, la 
formación, el empleo, la protección social, los servicios sociales, la vivienda, la salud, etc. (A título de 
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La instauración de una renta mínima para todo ciudadano carente de recursos, 
ya había sido propuesta en el «Proyecto de Código para la armonización de las 
legislaciones nacionales europeas de Seguridad Social», elaborado en la Univer-
sidad belga de Lovaina en 19774, una de cuyas más importantes novedades es la 
garantía a todo ciudadano o residente de «una renta mínima que le permita una 
existencia humana y digna».

Entre las diversas alternativas posibles, el Código pretende conseguir el objetivo 
que el mismo se propone –la realización de la Seguridad Social y la promoción, a 
su través, de la justicia social (artículo 1)– mediante la concesión de los derechos 
de Seguridad Social que en él se enumeran.

Entre tales derechos, ocupa un lugar destacado el derecho reconocido en su 
artículo 4 a una renta mínima garantizada. Esta fórmula del artículo 4 –inspiradora 
de las reformas en los sistemas de Seguridad Social europeos5– se desarrolla con 
amplitud en los artículos 139 a 156, que abren las disposiciones específi cas sobre 
las prestaciones. La Seguridad Social garantiza a toda persona mayor de 18 años –o 
emancipada por matrimonio, o que tenga una o varias personas a su cargo– aunque 
sobre ella no haya incidido ningún riesgo ni genérico ni específi co, bien la percepción 
íntegra de la renta mínima (cuya cuantifi cación se deja a la decisión que el poder 
legislativo de cada país adopte al respecto), bien el complemento hasta ella de los 
ingresos que efectivamente perciba de otras fuentes.

Los riesgos dejan de operar ya sobre lo indiferenciado y confuso de las situa-
ciones fácticas, y parten de la base fi rme de que ex lege como mínimo la situación ex lege como mínimo la situación ex lege

ejemplo, Cfr. la posición mantenida al respecto por la COMISION DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS, 
en el Libro Verde. Política Social Europea. Opciones para la Unión, COM (93) 551, Luxemburgo, 1993, 
págs. 21, 22 y 43; asimismo Comunicación de la Comisión «El futuro de la protección social. Marco para 
un debate europeo» COM (95) 466 fi nal, de 31 de octubre de 1995; ROISENGRAVE, T. «Enfoque y re-
comendaciones del Comité Económico y Social de la Comunidad Europea relativo a una renta mínima», 
en Documentación Social, 1990, 78, monográfi co, Simposio Renta mínima y salario ciudadano. 

4 Esta obra fue realizada por el Instituto de Seguridad Social de la Universidad Católica de Lo-
vaina, cuyos trabajos culminaron en el coloquio celebrado en aquélla ciudad belga en septiembre de 1977. 
El Código de Lovaina es, antes que nada, un proyecto de investigación con la meta confesada de lograr la 
«armonización de la Seguridad Social», partiendo de los sistemas de Seguridad Social existentes en los 
países miembros de las Comunidades Europeas. Pero, a diferencia de los instrumentos de convergencia 
corrientemente utilizados por la OIT (Convenios 19, 102, etc.), Naciones Unidas (Declaración Universal 
de los Derechos del Hombre, art. 22) y el Consejo de Europa (Carta Social Europea, Código Europeo 
de Seguridad Social, etc.), con el Código de Lovaina no se trata de introducir nominales estructuras 
comunes, sino de presentar un «modelo» de Seguridad Social que pueda ser válido para el futuro, y en 
el que todos vean el resultado fi nal que puede alcanzarse en un plazo razonable. Cfr. M. ALONSO OLEA 
«Presentación y análisis general del Código de Seguridad Social», en AA.VV, Un nuevo modelo europeo 
de Seguridad Social. El proyecto de Código de Lovaina, Instituto de Estudios de Sanidad y Seguridad 
Social, Madrid, 1978, pág. 11.; en la misma obra, vid. J. M. CANALES ALIENDE, J. Mª. FERNANDEZ 
PASTRANA y A. REBOLLO ÁLVAREZ AMANDI, «Un Modelo europeo para la reforma de la Seguridad 
Social española», págs. 53-54.

5 J. M. CABASES HITA y J. MONTSERRAT I CODORNIU, «Análisis económico de la implantación 
de la renta mínima garantizada», en Nuevas necesidades. Nuevas prestaciones, op. cit., pág. 67.
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real del protegido es el mínimo que el Código garantiza. Es decir, aparte de atender 
todas aquéllas situaciones en que hay un riesgo de defecto de ingresos o de rentas 
(vejez, invalidez, paro forzoso, supervivencia, etc.), éste atiende también como riesgo 
al puro y simple hecho de que las rentas que se tienen no alcancen el nivel míni-
mo que se determine (artículo 23). Con ello, la asistencia social –tradicionalmente 
destinada a cubrir la insufi ciencia o inexistencia de las prestaciones de la Seguridad 
Social– abandona este papel complementario y pasa a situarse en la base misma 
del sistema de Seguridad Social, como cimientos sobre los que éste se edifi ca6.

Dicha renta, junto con los cuidados de salud y prestaciones familiares por hijos 
a cargo, debería signifi car el primer nivel de atención y protección del sistema de 
la Seguridad Social, en el que se ofrezca a todos los ciudadanos «un conjunto de 
prestaciones mínimas pero sufi cientes»7.

En fi n, frente a la concepción clásica de la Seguridad Social que reposa sobre 
la idea de que su mecánica de cobertura sólo entra en juego cuando se actualiza 
un riesgo cuya producción se considera anormal, en la concepción que el Código 
prodiga desaparece la anormalidad en la situación como determinante de protección 
o, si se prefi ere, lo que se hace es considerar como anormal que en una sociedad 
contemporánea alguien no tenga de qué vivir por los motivos que sean y que la 
sociedad misma lo consienta o lo tolere8.

6 Cfr. M. ALONSO OLEA, «Presentación y análisis general del Código de Seguridad Social», Cfr. M. ALONSO OLEA, «Presentación y análisis general del Código de Seguridad Social», Cfr
en AA.VV, Un nuevo modelo Europeo de Seguridad Social..., op. cit., págs. 14 y 15.

7 J.M. CANALES, J.M. FERNÁNDEZ y A. REBOLLO, «Un modelo europeo para la reforma de 
la Seguridad Social española», AA.VV, Un nuevo modelo..., op. cit., pág. 62.

8  M. ALONSO OLEA, cit, pág. 14.cit, pág. 14.cit
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CAPÍTULO 2
SITUACIÓN ACTUAL DE LAS RENTAS DE INSERCIÓN EN 
EUROPA

1. ANTECEDENTES

En la construcción histórica de las garantías de un mínimo de recursos pode-
mos distinguir esencialmente dos grandes generaciones, cada una de las cuales 
tiene como fundamento una específi ca categoría de derechos que al incorporarse 
a la cultura jurídica y política ha contribuido a redefi nir progresivamente las distintas 
dimensiones de la protección social9.

La primera generación, que pone el acento en la esfera de los derechos indivi-
duales, subraya la importancia de las prestaciones destinadas a asegurar la propia 
existencia en situaciones de necesidad. Surgen así las prestaciones económicas 
de subsistencia, basadas en un estricto derecho subjetivo, tanto si se nutren de 
cotizaciones previas como si se fi nancian mediante impuestos. Construidas a partir 
de la idea de que solamente un reducido número de personas resultarían excluidas 
del mercado de trabajo y de la protección de la Seguridad Social, están concebidas 
como una última «malla de seguridad» que debe permitir a esas personas, a la 
espera de alcanzar su autonomía, subvenir a sus necesidades más elementales, 
a pesar de los posibles factores individuales o sociales que provocan su exclusión 
socio-profesional10. Estas prestaciones constituyen una dimensión básica del Estado 
del Bienestar.

Con la emergencia de los derechos civiles aquéllas prestaciones básicas se 
verán reforzadas mediante las prestaciones técnicas (información, accesibilidad, 
convivencia, cooperación y resocialización) destinadas a incrementar los potenciales 
de auto-organización de una sociedad. Situadas en la esfera de los derechos de 

9 Vid. J. GARCÍA ROCA, «Rentas mínimas garantizadas». Revista de Serveis Socials, Valencia, 
1989, pág. 32.

10 Cfr. sobre este aspecto, COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS, Libro Verde..., op. 
cit., pág. 43.
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ciudadanía, estas prestaciones tienen por objeto dar a las personas y a los grupos 
sociales los medios necesarios para que puedan resolver sus propios riesgos.

La segunda generación histórica de ingresos mínimos coincide con la aparición 
de los derechos sociales, cuyo signifi cado va a ser concretado por las prestaciones 
básicas de solidaridad. Las nuevas prestaciones, cuyos prototipos son los ingresos 
mínimos de inserción, representados por el modelo francés, el de Luxemburgo, así 
como por los ingresos mínimos regionales españoles, aparecen en un contexto 
socio-económico en el que el desempleo más o menos inveterado es un elemento 
indisociable del paisaje social. 

El diseño de estos modernos ingresos mínimos, parte de una hipótesis contraria 
a la que sirvió de base a los sistemas de garantía de ingresos mínimos anteriores 
a la crisis, a saber, la sociedad está lejos de ofrecer un puesto a todos los ciuda-
danos y la inserción exige la previa creación de tales puestos. Por ello, según este 
planteamiento, el fomento del empleo, tanto en el plano cuantitativo como cualitativo, 
constituye el mejor medio para evitar que la protección social ejerza un efecto desin-
centivador del trabajo, que perpetúa la necesidad de asistencia11. En otras palabras, 
en la actualidad existe un común acuerdo sobre la necesidad de que todos los ciu-
dadanos tengan una garantía de recursos. Pero se considera que el mantenimiento 
del nivel de renta no puede seguir siendo el único objetivo de la política social, sino 
que es preciso, además reducir la dependencia de los ciudadanos respecto de este 
tipo de ayudas. Esto es, la lucha contra la exclusión social exige que las políticas 
sociales se fi jen también como objetivo el más ambicioso de ayudar a las personas 
a encontrar un lugar en la sociedad12 y aumentar su productividad.

En suma, las nuevas prestaciones están orientadas hacia la participación social 
y vinculan las prestaciones económicas (asistencia social) y las medidas de inser-
ción (prestaciones técnicas), pudiendo ser califi cadas, como se ha anticipado, como 
prestaciones de solidaridad, aunque en la mayoría de los casos están reguladas en 
el marco de la asistencia social. Signo de esta evolución es la incorporación de un 
nuevo vocablo en la literatura anglosajona, al pasarse del término «welfare» o renta 
mínima garantizada al de «workfare» o renta mínima de inserción13.

La fórmula del ingreso mínimo «completivo» no es nueva sino que, por el contra-
rio, existe desde hace algunos años en varios Estados, en los que el reconocimiento 
del derecho a un ingreso mínimo garantizado se ha efectuado en el marco de los 
mecanismos de asistencia y solidaridad imperantes. Desde este punto de vista, tales 
ingresos mínimos no van a cuestionar la necesidad ni la efi cacia de los sistemas de 

11 C. STOFFAES, «Vers un revenu minimum garanti généralisé?, Droit Social, núm 11, 1974, 
págs. 158-159.

12 COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS, Libro Verde..., op. cit., pág. 21.
13 J. M. CABASES HITA y J. MONTSERRAT I CODORNIU, «Análisis económico de la implanta-

ción...», op. cit., pág. 68. 
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protección social vigentes y, por lo demás, no atacan los fundamentos de la solida-
ridad: el trabajo asalariado y los derechos sociales vinculados a aquél14. 

Así, tres países de la Unión Europea poseen normativas sobre ingresos mínimos 
garantizados con anterioridad, incluso, a la crisis de los años 70. Es en Gran Bretaña 
donde, con ocasión de la institución del Welfare State en 1948, se asiste por vez Welfare State en 1948, se asiste por vez Welfare State
primera a la instauración de una renta mínima garantizada nacional15. En contextos 
diferentes, esta iniciativa ha sido seguida a partir de los años sesenta por Alemania, 
con una Ley federal de 30 de junio de 1961, sobre la Asistencia Social y los Países 
Bajos (Ley general de 13 de junio de 1963 sobre Asistencia social). Por su parte, 
Bélgica e Irlanda se incorporarían a dicho modelo en la década de los 70.

Estos sistemas de ingresos mínimos creados con anterioridad a la crisis consti-
tuyen lo que nosotros hemos convenido en llamar ingresos mínimos «de la primera 
generación», en el sentido de que su fi nalidad básica es la de satisfacer las necesi-
dades vitales de las personas consideradas16. Tales modelos, aunque difi eren entre 
sí en varios aspectos17, presentan el defecto común de que resultan inefi caces para 
combatir la pobreza. Por tanto deben ser revisados para poder adaptarse al nuevo 
rostro de la pobreza y permitir a los excluidos la recuperación de su autonomía social 
y profesional, gracias a la combinación de asistencia y de inserción18.

En efecto, la solución adoptada inicialmente en países como Alemania u Holanda 
responde a la fórmula tradicional de ayuda concedida previa comprobación de los 
recursos, de acuerdo con la noción de la Asistencia Social o a través de la misma. 
Dicha fórmula acepta el reparto de tareas establecido en la época del Seguro Social, 
basado en el reconocimiento del derecho a la ayuda pública y, hasta cierto punto, 

14 Vid. J-P. LABORDE y R. LAFORE, Les problèmes juridiques de la réglementation et de la 
mise en oeuvre d´un revenu minimum pour chacun. (Ponencia Nacional). Tema XIII. Congreso Mundial 
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Atenas, septiembre de 1991, pág. 223.

15 Dicha renta fue actualizada en 1966 y después en 1970. (Cfr. Estudios realizados en 1990 Cfr. Estudios realizados en 1990 Cfr
para la C.A de Murcia por la empresa EMER).

16 Principalmente se trata de familias que no están protegidas por los regímenes de seguro o 
que se hallan insufi cientemente protegidas por ellos, sea porque ninguno de sus miembros tiene una 
ocupación «normal», sea porque su base de ingresos es demasiado baja (y el cónyuge no trabaja), sea 
porque pade cen varias desventajas a la vez.

17 De manera señalada, en lo que atañe al importe de las prestaciones, al método de cálculo, 
a las condiciones fi jadas para su atribución y a las formas de fi nanciación.

18  En efecto, en el momento histórico en que surgen estos sistemas de garantía de ingresos 
mínimos, caracterizado por unos elevados niveles de empleo y de crecimiento económico, no resultaba 
apenas visible la circunstancia de que no contemplaran el objetivo de la integración social. Sin embargo, 
las recientes transformaciones estructurales acaecidas en los últimos veinte años han demostrado la 
inadecuación del objetivo de mantenimiento del nivel de renta sin un objetivo complementario de inte-
gración social. Vid. Ch. EUZEBY, «La renta mínima en los países de la Comunidad Económica Europea. 
Experiencias y Perspectivas», en Nuevas necesidades, nuevas prestaciones, op. cit., pág. 94. En el mismo 
sentido, COMISION DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS, Libro Verde..., op. cit., pág. 21 y ss.; NAGEL, 
S., «Protección social e ingresos mínimos garantizados. Resumen de algunos programas gubernamen-
tales en Europa», en Los sistemas de seguridad social y las nuevas realidades sociales, Madrid, MTSS, 
1992. 
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efi caz en la medida en que las prestaciones concedidas responden a las necesida-
des reales19. En cambio, presenta algunos inconvenientes muy conocidos, porque 
no elimina el estigma de la asistencia, no resuelve el problema de coordinación con 
la Seguridad Social y prefi ere la ayuda material a las medidas de fomento de la 
inserción, con lo que se corre el riesgo de que los pobres queden en una situación 
de dependencia permanente del régimen de Asistencia Social. 

En otros países se ha juzgado preferible confi ar las nuevas fórmulas a regíme-
nes específi cos de protección, concebidos especialmente para el tratamiento de las 
situaciones actuales de pobreza.

Así, por ejemplo, surgieron regímenes residuales que representan una segunda 
fórmula derivada, pero distinta de la anterior, cuyo propósito consiste en garantizar 
unos ingresos mínimos de subsistencia a toda persona que no disponga de recursos 
sufi cientes, independientemente de que se haya producido un riesgo reconocido por 
el sistema de protección social, a menos que se considere que el riesgo reconocido 
en este caso es precisamente el de pobreza a la que se dirigen específi camente 
aquellos regímenes. Además, y en esto reside la esencia de este otro tipo de ingresos 
mínimos, junto al riesgo de la pobreza, entendida como una insufi ciencia de medios 
económicos, se contempla también el de la exclusión social20exclusión social20exclusión social . En este sentido, los 
ingresos mínimos se conciben como una estrategia de lucha contra la pobreza en 
la perspectiva de la inserción21. 

A esta clase de regímenes específi cos pertenecen las medidas adoptadas por la 
Ley luxemburguesa de 26 de julio de 1986 sobre el Derecho a unos Ingresos Mínimos 
Garantizados y la creación de un Servicio Nacional de Acción Social, así como la 
Ley francesa de 1 de diciembre de 1988 sobre el Ingreso Mínimo de Inserción. Este 
mismo esquema se reproduce también en la mayoría de las regulaciones adoptadas 
en materia de rentas mínimas por las Comunidades Autónomas españolas entre 
1989 y 1995, al haberse inspirado claramente en su homólogo francés, así como en 
el sistema instaurado en Portugal en virtud de la Ley de 29 de junio de 1996. 

Este otro modelo de ingreso mínimo garantizado, que nosotros llamaremos 
ingresos mínimos «de la segunda generación» responde por una parte a la idea de 
mínimo de subsistencia para las personas que escapan al entramado del sistema de 
protección social, a su vez bastante desarrollado y diversifi cado (Francia) y, por otra 
parte, a la idea de reinserción de los benefi ciarios de la renta mínima garantizada 
(Luxemburgo, Francia)22. 

19 Vid. G. PERRIN, «La Seguridad Social y la pobreza en los países desarrollados». RSS. núm. 
41 enero-marzo 1989. pág. 24. 

20 Vid., J-J. DUPEYROUX, Droit de la Sécurité Sociale, 12 edición, Précis Dalloz, París, 1993, 
pág. 888.

21 Cfr.. J. ESTIVILL PASCUAL, «Estrategias de Lucha contra la pobreza. Rentas Mínimas de 
Inserción», en I Encuentro Internacional sobre Política Social, Documentos de Bienestar Social, núm. 37, 
Servicio Central de Publicaciones del Gobierno Vasco, Vitoria-Gasteiz, 1991, pág. 253.

22 Ch. EUZEBY: «Le revenu minimum garanti dans la CEE: expériences et propositions». Rev. 
fr. Aff .soc,. numéro hors-série, octubre 1991, pág. 11. 
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El rasgo común que caracteriza a estos regímenes consiste en conceder 
subsidios diferentes, previa comprobación de recursos, adoptando como punto de 
referencia un mínimo social sensiblemente inferior al salario mínimo. Por lo general, 
la concesión de estos subsidios da derecho a ciertas prestaciones de Seguridad 
Social, principalmente a la asistencia sanitaria. Además, impone la obligación de 
entablar contacto con la Ofi cina de Empleo a fi n de examinar la posibilidad de una 
readaptación profesional. 

No obstante, estos principios se hallan actualmente presentes en todas las 
regulaciones de renta mínima existentes en Europa. En todos los países se parte, 
en efecto, de que es la exclusión del empleo y de la protección social la que fun-
damenta el derecho a la prestación económica básica, pero que debe fomentarse 
la recuperación de la autonomía material y social de los perceptores de este tipo 
de ayudas a través del empleo. De ahí que se exija la disponibilidad para trabajar, 
demostrada mediante la aceptación de la obligación de inscribirse como demandante 
de empleo y de aceptar una oferta de empleo adecuada. 

Ciertamente, a diferencia de lo sucedido en los períodos anteriores, desde 
mediados de los años 90 del pasado siglo, sobre todo, la mayor parte de los países 
europeos ha modifi cado sus estrategias de lucha contra la pobreza y la exclusión 
social desarrollando políticas públicas en torno a dos ejes. El primero de ellos, par-
tiendo de la afi rmación de que la pobreza y la exclusión tienen su causa primera en el 
desempleo, sitúa en un primer plano la política de empleo. El segundo, ante la toma 
de conciencia de que la pobreza y la exclusión son fenómenos multidimensionales, 
trata de favorecer el acceso de las personas más necesitadas a todos los derechos, 
promoviendo para ello un enfoque global que integre los problemas específi cos 
de estos colectivos en las diferentes políticas sectoriales (empleo, vivienda, salud, 
educación, formación, cultura y justicia)23.

 La concepción básica de los regímenes europeos de la renta nacional mínima, 
radicalmente distinta de la noción americana del subsidio activo o «Workfare»24, 

23  A esta doble lógica responde claramente la Ley contra las exclusiones (LCE), adoptada en 
Francia en julio de 1998 y que se acompañaba de un programa trianual (1998-2001) de medidas fuer-
temente centradas en el acceso de las personas en difi cultad a los derechos sociales y sobre el papel 
que juega el acceso al empleo en la salida de la situación de pobreza. Véase, al respecto el Informe 
realizado, en julio de 2003, por el experto Michel Legros para la Dirección General de Empleo y Asuntos 
Sociales de la Comisión Europea relativo a la implantación y desarrollo del PNAI-France (Plan Nacional 
de Acción Para la Inclusión Social de Francia).

24  Según defi nición dada por The Collins English Dictionary, debe entenderse como <<a scheme 
under which the government of a country requires unemployed people to do community work or undergo 
job training in return for a social-security paiements. [from ⎨work⎬ + ⎨( well) (fare)⎬] (Un dispositivo de ] (Un dispositivo de ]
acuerdo con el cual el gobierno de un país exige a las personas desempleadas la realización de trabajos 
de utilidad general o de una formación profesional como contrapartida de las prestaciones percibidas).
Aunque esta idea del subsidio activo tiene una larga historia –sus principios se formularon por primera 
vez en la Ley de Pobres promulgada en Inglaterra en 1536, en relación con los llamados «vagabundos 
aptos para el trabajo»–, su denominación social surgió en los Estados Unidos a fi nales de la década de 
los 60, sobre todo a raíz del Programa Federal de Incentivos al Empleo (WIN), y de su aplicación parcial 
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parte de la idea de que la supresión de la pobreza exige el reconocimiento de un 
complejo de derechos sociales entre los que deben fi gurar la garantía de unos in-
gresos mínimos y la inserción profesional y social. En la fi losofía europea el trabajo 
no es el principio para tener derecho a la protección como ocurre en el sistema del 
«workfare», sino que el derecho a la protección fi gura como principio para la inser-
ción adaptada a la capacidad del interesado25. 

Sin embargo, en la aplicación de los sistemas europeos de ingresos mínimos 
aparecen importantes analogías con la política del subsidio activo, en el sentido de 
que el ingreso se confi gura como la contraprestación de un trabajo obligatorio (al 
igual que en el subsidio activo «obligado»), o del seguimiento de cursos de formación 
profesional (como en el subsidio activo «de nuevo estilo», que incluye un «subsidio 
de aprendizaje» y un «subsidio de formación»)26. La prueba de ello es que el incum-
plimiento por el benefi ciario del compromiso adquirido a cambio de las transferencias 
de ingresos realizadas por cuenta del Estado, conlleva, en la mayoría de los casos la 
suspensión o, incluso, la supresión del derecho a la prestación económica. Además, 
muchos de los argumentos esgrimidos a favor de las medidas de inserción social que 
llevan implícitas las nuevas políticas europeas de ingresos mínimos garantizados, 
coinciden con aquellos otros avanzados en defensa del subsidio activo: la técnica de 
las contraprestaciones combate la «cultura de la dependencia», reduce la pobreza, 
es un instrumento de desarrollo de las califi caciones, es un medio de restaurar la 

en ese país en 1981, cuando una serie de leyes federales autorizaron a los Estados a instituir progra-
mas de bienestar social por y para el trabajo, con objeto de combatir el desempleo. Según esta noción, 
la virtud precede al derecho, por lo que el pobre con capacidad para trabajar no debe recibir nada a 
cambio de nada, sino que debe aceptar el trabajo para que se le preste ayuda como contrapartida. (G. 
PERRIN: «La Seguridad Social y la pobreza en los países desarrollados», RSS, núm. 41, 1989, pág. 25. 
En general, sobre el este tema, cfr. G. STANDING, «El camino hacia el subsidio activo ¿Otra forma de 
protección social o una amenaza para la ocupación?», R.I.T., vol. 109, 1990, núm. 4, pág. 499 y ss.).

25 Sin embargo, en los últimos años, la argumentación relativa al subsidio activo en los Estados 
Unidos ha pasado de la idea de «trabajo a cambio de una contraprestación» a la noción de «preparación 
para la autosufi ciencia durante el período de percepción de las prestaciones». Así pues, casi todos los 
Estados de la Unión han instaurado planes que imponen a los benefi ciarios que no quieren perder las 
percepciones, la elección entre aceptar un empleo no contractual estipulado, asistir a «clases de bús-
queda de trabajo» y reanudar los estudios escolares o emprender cursos de capacitación profesional a 
tiempo completo. Mientras tanto, en Europa se ha observado en los últimos años una pujante y acelerada 
progresión del subsidio activo, sobre todo en el Reino Unido (por ejemplo, con el programa de reinserción 
RESTART), en la RFA (con la Ley federal de asistencia social), en Suecia (en especial, con los equipos 
de juventud) y en Dinamarca e Italia (En este sentido, G. STANDING, «El camino hacia el subsidio activo 
¿Otra forma de protección social o amenaza para la ocupación?», op. cit., págs. 500-501).

26 Sobre la distinción entre subsidio activo «obligado» y subsidio activo «de nuevo estilo», Cfr.
G. STANDING, «El camino hacia el subsidio activo ¿Otra forma de protección social o amenaza para la 
ocupación?, op. cit., pág. 503.
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«ética del trabajo», contribuye a reducir la economía sumergida, restablece la unidad 
familiar, etc.27

En defi nitiva, la existencia de una atmósfera progresivamente favorable a la 
exigencia de contraprestación, que hace que esta idea penetre cada vez más en 
amplios segmentos de la opinión pública de los países europeos, deja traslucir el 
peso creciente que, frente a la naturaleza incondicional de los derechos, adquiere 
el principio de reciprocidad en la defi nición de la justicia social, en el sentido de 
que los miembros de la sociedad tienen derechos en la medida en que adquieren 
obligaciones respecto de esa misma sociedad y de sus componentes.

Esta deriva se pone de relieve en la reforma recientemente operada en Francia 
del dispositivo RMI, mediante Ley nº 2003-1200, de 18 de diciembre de 200328, 
relativa a la descentralización del RMI y a la creación de un ingreso mínimo de 
actividad (RMA).

De acuerdo con el dispositivo RMA, el departamento podrá proponer a las per-
sonas que sean benefi ciarias del RMI durante un período de dos años, la suscripción 
de un contrato de trabajo con un empresario del sector privado o con un empleador 
del sector no comercial, con una duración mínima de 20 horas semanales y una 
remuneración al menos igual a 20 veces el salario mínimo hora vigente. De acuerdo 
con la Exposición de Motivos de la Ley de 2003, el RMA «vincula una prestación 
a tanto alzado del revenu minimum d’insertion (el correspondiente a una persona revenu minimum d’insertion (el correspondiente a una persona revenu minimum d’insertion
sola previa deducción de la ayuda por alojamiento) y un complemento a cargo del 
empleador». El empleador abona la totalidad de la renta mínima de actividad pero 
recibe una subvención de cuantía igual al importe del subsidio correspondiente. 
Como puede observarse se trata de un contrato fuertemente subvencionado en el 
que de la remuneración fi nal percibida sólo una parte tiene la naturaleza de salario, 
y no es otra que la que corresponde al complemento a cargo del empleador, de 
modo que los derechos en materia de seguridad social asociados a este empleo 
(desempleo, jubilación), al igual que las cotizaciones sociales, sólo están calculados 
sobre el citado complemento de remuneración.

Dicha reforma ha sido fuertemente contestada29. En efecto, puede decirse que 
en el momento en que se instituyó por vez primera el RMI en el año 1988, la re-

27 En relación con el subsidio activo, véanse los argumentos en pro del mismo en STANDING, G. 
«El camino hacia el subsidio activo ¿Otra forma de Protección social o amenaza para la ocupación?, op. 
cit., págs. 502-515. En relación con los argumentos en defensa de la vertiente inserción del ingreso mínimo 
garantizado, sirvan de ejemplo los debates parlamentarios desarrollados en la Asamblea Nacional francesa 
a propósito del proyecto gubernamental sobre el RMI: «El mínimo garantizado hace perdurar las situaciones 
de pobreza, manteniendo a los benefi ciarios en la asistencia y favoreciendo los bajos salarios; puede ser 
un factor de desintegración de la familia; en fi n (...), el RMI amenaza con dar un nuevo impulso al trabajo 
clandestino...; la respuesta a esos reproches está en una sola palabra: la inserción». Cfr. R. LAFORE, «Les 
trois défi s du RMI», AJDA (Actualité Juridique Droit Administratif), octubre de 1989, pág. 570. 

28  Entró en vigor el 1 de enero de 2004.
29  Véase, M. DOLLÉ, «La décentralisation du RMI et la création d’un revenu minimu d’activité, 

le RMA: une reforme problematique», Droit Social, núm. 7/8, 2003, pág. 691 y ss.
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lación entre el trabajo y el derecho a percibir la renta mínima estaba revestida de 
cierta ambigüedad. El artículo 1 de la ley creadora del RMI reconocía un verdadero 
derecho a un ingreso mínimo de solidaridad, condicionado sólo a la incapacidad de 
trabajar. Pero, en ningún caso, permitía invertir la relación, en el sentido de que la 
percepción del ingreso mínimo no podía implicar la ejecución de un trabajo como 
contrapartida.

La diferencia respecto de la anterior regulación no es el carácter obligatorio del 
contrato para el benefi ciario, puesto que las medidas de inserción son, en ambos 
casos, «propuestas» y no «impuestas». En realidad la principal disimilitud se produce 
más en el terreno de los incentivos o estímulos para el trabajo. Así, en el marco del 
dispositivo originario, el empleo ocupado por el benefi ciario del RMI daba lugar a una 
remuneración salarial claramente defi nida como tal, cuyo importe estaba en función 
de la naturaleza del empleo realizado, con independencia de la situación social de 
la persona ocupada. A efectos de mantener a salvo el interés de los benefi ciarios 
de este tipo de prestaciones sociales por acceder o volver a aceptar un empleo, la 
retribución ligada al mismo podía temporalmente acumularse con el subsidio RMI y 
en una determinada fracción variable con el paso del tiempo o dependiendo del tipo 
de contrato suscrito. En cambio, en el ámbito del RMA la ganancia adicional obtenida 
corresponde únicamente a la parte de remuneración a cargo del empresario. Este 
carácter compuesto de la remuneración hace que se haya afi rmado que el contrato 
de inserción-ingreso mínimo de actividad «no sea un auténtico contrato de trabajo, 
sino más bien un híbrido que se compone de un trabajo realizado por la cuenta de 
un empleador pero que sólo tiene la naturaleza de contrato de trabajo por la parte 
de actividad remunerada efectivamente a cargo del empleador, mientras que no 
puede predicarse tal carácter de la parte de jornada retribuida mediante la presta-
ción RMI»30. La reducción de los derechos sociales diferidos que comporta respecto 
de un contrato de trabajo ordinario, al estar limitados al complemento a cargo del 
empleador, puede entrañar el riesgo de modifi car profundamente la concepción del 
RMI para hacerlo entrar en la lógica del Workfare. La lucha contra el desempleo 
prima sobre la lucha contra la pobreza.

Por último, cabe señalar que en la evolución de los sistemas europeos de rentas 
mínimas garantizadas, se ha producido un progresivo acercamiento de los modelos 
de la primera generación a los sistemas más modernos, al hacerse permeables a los 
cambios sociales y a la creciente preocupación por lograr el objetivo de la inserción 
social, de modo que en su última etapa los primitivos modelos incorporan medidas 
propias de la segunda generación de rentas mínimas.

Un claro ejemplo de esta transformación nos lo brinda el sistema belga sobre 
el derecho a un mínimo de medios de existencia (minimex). En efecto, el minimex, 
instaurado por Ley de 7 de agosto de 1974 en la época en la que la pobreza era 

30  Vid. M. DOLLÉ, «La décentralisation du RMI et la création d’un revenu minimu d’activité, le 
RMA: une reforme problematique», cit., pág. 692.
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considerada como un fenómeno residual, no parecía adecuado para la lucha contra 
la exclusión social en un momento histórico en que ésta se manifestaba con mayor 
ímpetu y afectaba a grupos de población antes considerados seguros y en el que 
socialmente se aceptaba ya el carácter relativo de la pobreza, su causalidad es-
tructural y acumulativa y, por tanto, la necesidad de adoptar concretas medidas de 
discriminación positiva.

El legislador de aquél país en un principio se contentó con imponer la condición 
de disponibilidad para el trabajo, sin prever ningún mecanismo para permitir una in-
serción profesional activa y refl exionada. Sin embargo, diversas normas posteriores, 
fruto de múltiples tentativas de reabsorber el desempleo, han tratado de vincular 
los proyectos de ayuda económica en sentido estricto con iniciativas de formación 
y reinserción profesional. 

La última fase del itinerario seguido por el modelo belga se abre con la aprobación 
de la Ley de 26 de mayo de 2002, relativa al derecho a la «integración» social. En 
ella se declara que toda persona que reúna las condiciones establecidas en dicha 
norma tiene derecho a la integración social, pudiendo adoptar dicho derecho la forma 
de un empleo y/o de una renta de integración, que pueden estar o no acompañados 
de un proyecto individualizado de integración social. La integración social a través 
del empleo, es la vía prioritaria prevista para los benefi ciarios menores de 25 años. 
Este derecho puede concretarse bien en la fi rma inmediata de un contrato de trabajo 
o bien en la suscripción de un proyecto individualizado de integración social y pro-
fesional conducente, dentro de un plazo determinado, a la fi rma de un contrato de 
trabajo31. A la espera de lograr un empleo adaptado a sus capacidades y situación 
personal o en el marco de la ejecución de un proyecto individualizado de inserción 
social, o incluso si la persona no puede trabajar por motivos de salud o de equidad 
(por ejemplo, si se considera conveniente que la persona afectada inicie, continúe 
o retome los estudios para incrementar sus posibilidades de inserción profesional), 
tiene derecho a un ingreso de integración (revenu d’integration), llamado a sustituir 
al minimex. Asimismo, cuando la remuneración obtenida por la realización del trabajo minimex. Asimismo, cuando la remuneración obtenida por la realización del trabajo minimex
conseguido es inferior a la cuantía del ingreso de integración, la persona afectada 
tiene derecho a que se le mantenga el pago de dicha renta mínima. A partir de los 
25 años de edad, el derecho a la integración social puede ser realizado bien me-
diante la concesión de un ingreso mínimo de integración, bien mediante el acceso 
al empleo (opción ésta última que tiene un carácter prioritario). 

31  Las dos formas principales de inserción laboral de los usuarios de los servicios sociales 
son: bien la contratación directa por parte de los Centros Públicos de Asistencia Social, bien dándoles 
prioridad de acceso al empleo subvencionado. Para mayor desarrollo, véase Mª.B. GARCÍA ROMERO, 
Rentas Mínimas Garantizadas en la Unión Europea, CES, Madrid, 1999, págs. 69-73.
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2. LA ESTRATEGIA EUROPEA DE LUCHA CONTRA LA EXCLUSIÓN SOCIAL

2.1. Introducción

El modelo de no intervencionismo en lo social que se diseña en el art. 117 del 
Tratado de Roma (art. 136 del Texto consolidado), y que pasa por la equiparación 
en el progreso, tiene como consecuencia en materia social la falta de desarrollo de 
una política social comunitaria, pero, sobre todo, del hermano más débil: la protec-
ción social32.

No parece probable que la Comunidad aborde el problema de la protección social 
de manera general, aunque sí son posibles acciones específi cas en los ámbitos en 
los que dicha intervención parezca necesaria. Esto creará una dinámica ascendente 
en el conjunto del espacio social europeo. 

Ahora bien, la necesidad de compensación de los efectos negativos que el 
mercado único ha de generar en determinadas regiones y colectivos de la Unión 
Europea33, proporciona un argumento esencial para defender la creación de pro-
gramas parciales de protección social de diseño y ámbito estrictamente comunitario 
en aquellos aspectos compensados tradicionalmente por los sistemas de seguridad 
social nacionales: renta mínima, desempleo, jubilaciones anticipadas, etc.34. Por ello 
sería conveniente la adopción de un instrumento especial que procure armonizar 
las garantías de ingresos sociales mínimos. Estas garantías podrían quedar fi jadas 
por el legislador nacional o, mejor aún, de acuerdo con un método único decidido 
por el Consejo de Ministros, en proporción a la renta nacional media disponible o 
del salario medio de cada Estado miembro35.

Debemos adelantar que, pese a que la armonización y la convergencia exigen 
una reglamentación vinculante, hasta el Tratado de Maastricht de 1992, la mayoría 
de las disposiciones adoptadas son «actos atípicos», es decir, actos distintos de los 

32  J. LÓPEZ LÓPEZ, «La coordinación...», cit., pág. 45; J. Mª. GALIANA MORENO, cit.
33  El impacto del gran mercado europeo sobre la protección social ha sido analizado en un 

cierto número de estudios y seminarios fi nanciados por la Comisión. Para un examen de los principales 
problemas que se plantean en el conjunto de dichos estudios y refl exiones, Cfr. Y. CHASSARD, Pour 
une convergence des politiques des États membres de la Communauté dans le domaine de la protection 
sociale», cit., pág. 161 y ss.

34  En este sentido, Cfr. D. PIETERS, «Las prestaciones de sustitución: algunas vías de convergen-
cia», en AA.VV, Convergencia de políticas sociales, Madrid, 1993, pp. 179-180; J. SEGURA, «problemas 
de protección social en una perspectiva comunitaria», cit., pp. 161-162: A. OJEDA AVILÉS, El sistema 
común europeo..., cit., págs. 74 y 75.

35  G. PERRIN, «Prestaciones no contributivas y legislación...», cit., pág. 159.
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previstos en el artículo 189 TCEE36, casi siempre desprovistos de efi cacia jurídica 
obligatoria37.

En defi nitiva, a pesar de que la amenaza de la pobreza que afecta ya a más de 
60 millones de europeos ha sido claramente percibida por las instituciones comuni-
tarias38, los medios desplegados para evitar el riesgo de dualización de Europa –la 
Europa de los ricos y la de los pobres– siguen siendo raquíticos39.

No obstante, justo es señalar que a partir de los Consejos Europeos de Lisboa 
y de Niza, existe una más fi rme decisión de la Unión Europea de intensifi car la 
cooperación política en los ámbitos cruciales de la protección social, con el fi n de 
garantizar la viabilidad de los sistemas nacionales de alta calidad y la integración 
social de los grupos vulnerables. Para el logro de este objetivo se considera esencial 
mejorar el empleo tanto desde el punto de vista cuantitativo como cualitativo. 

2.2. La instauración de un programa comunitario de lucha contra la pobreza 

La Comunidad se ocupa de aportar ayudas a determinadas capas poco favore-
cidas de la población, concretamente, los jóvenes, las mujeres, los parados de larga 
duración, los minusválidos y los ancianos40. Estas ayudas se inscriben en el marco 

36  Otro de los actos frecuentemente utilizados en esta materia es la decisión. Debemos recordar 
que la decisión es uno de los actos jurídicos previstos en el artículo 189 TCEE (acto típico). La decisión 
es obligatoria en todos sus elementos para los destinatarios que ella designa. Ahora bien, la decisión se 
asimila al Reglamento (directamente aplicable) o a la directiva (que requiere una medida de transposición 
al orden interno), en función del destinatario al que se dirige: si se trata de un particular, es directamente 
aplicable; si se trata de uno o de varios Estados, no podrá surtir plenos efectos hasta que se haya adop-
tado una medida de transposición al orden interno. Sobre el particular, Cfr. G. VANDERSANDEN, Droit 
des Communautés Européennes, 1ª ed., P.U.B., Bruselas, 1991, Vol. 1, págs. 108 y 109. 

37  Así, Resoluciones, Declaraciones, Conclusiones y Programas de Acción del Consejo, Co-
municaciones de la Comisión, etc. Sobre su contenido así como sobre cuándo tales actos, pese a su 
califi cación formal, producen efectos vinculantes. Cfr. G. VANDERSANDEN, Droit des Communautés 
Européennes, cit., vol. 2., págs. 110 y ss. 

38 Ello signifi ca que el 18 % de la población de la Unión Europea vive en hogares con ingresos 
inferiores al 60% de la renta media nacional equivalente. Esta cifra está basada en datos armonizados 
del Panel de Hogares de la Unión Europea de Eurostat. Para el análisis detallado de los indicadores de 
pobreza no monetarios basado en el Panel de Hogares de la Comunidad Europea, véase el documento 
«European social statistics- Income, poverty and social exclusion», Eurostat 2000. Véase, asimismo el 
«Informe conjunto sobre la integración social», Parte I, La Unión Europea, del Consejo de la Unión Eu-
ropea, Bruselas, 12 de diciembre de 2001, págs. 14-24.

39 Cfr. J. FIERENS, Droit et pauvreté. Droits de l’homme, sécurité sociale et aide sociale, Ed. 
Bruylant, Bruselas, 1992, págs. 165-166. 

40 Para mayor desarrollo sobre las acciones emprendidas de cara a cada una de estos colectivos, 
Cfr. C. MENÉNDEZ ROCHES, Y-J. BELOEIL BENOIST, Y-H. NOUAILHAT, P. VANBERGEN y A. FEURY, 
Las perspectivas de Europa. Antecedentes de Maastricht, Asociación Europea de Enseñantes (AEDE), Las perspectivas de Europa. Antecedentes de Maastricht, Asociación Europea de Enseñantes (AEDE), Las perspectivas de Europa. Antecedentes de Maastricht
Madrid, 1992, págs. 32-35.
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de la lucha contra el desempleo41, pero también están relacionadas con medidas 
específi cas o con la garantía de ciertos derechos. Además, desde 1986, la Comisión 
concede ayudas fi nancieras y alimenticias de carácter puntual42. 

Aparte de ello, desde 1975, la Comunidad ha manifestado una especial preocu-
pación por las cuestiones relacionadas con la pobreza y la exclusión social. Ya no se 
trata solamente de proteger a las personas del riesgo de desempleo sino de acordar 
una protección adecuada al riesgo de encontrarse en una situación de necesidad. 
Tal toma de conciencia de las dimensiones de este problema se pone de manifi esto 
en una serie de disposiciones adoptadas por las instituciones políticas comunitarias, 
la mayoría de los cuales, como se ha indicado son «actos atípicos», es decir, actos 
distintos de los previstos en el artículo 189 TCEE, casi siempre desprovistos de 
efi cacia jurídica obligatoria43.

A) Disposiciones del Consejo y de la Comisión 

En 1975 se inicia la lucha contra la pobreza por medio de programas pluri-
anuales que han servido básicamente para fi nanciar investigaciones y promover la 
circulación de información.

El primer Programa defi ne una serie de acciones para conocer y desarrollar 
nuevos métodos destinados a ayudar a los colectivos más desfavorecidos44.

Ante la agravación de las situaciones de precariedad y partiendo de las ex-
periencias del primer programa, la Comunidad lanza en 1984 una nueva acción 

41 Sobre los programas y disposiciones de lucha contra el desempleo que afecta a grupos es-
pecífi cos de trabajadores con especiales difi cultades de acceso al mercado de trabajo, Cfr. A. MONTOYA 
MELGAR, J. M. GALIANA MORENO y A.V. SEMPERRE NAVARRO, Derecho Social Europeo, Edit. Tecnos, 
Madrid, 1994, págs. 178-181.

42 Cfr. Reglamento (CEE) nº 3730/87 del Consejo, de 10 de diciembre de 1987 por el que se 
establecen normas generales aplicables al suministro a determinadas organizaciones de alimentos pro-
cedentes de exis tencias de intervención y destinados a ser distribuidos a las personas más necesitadas 
de la Comunidad (DO L 352, de 15-12-87, p. 1) y Reglamento (CEE) nº 3149 de la Comisión, por el que 
se establecen las disposiciones de aplicación de dicho suministro (DO L 313, de 30.10.92, P. 50).

43 Así, Resoluciones, Declaraciones, Decisiones, Conclusiones y Programas de Acción del Con-
sejo, Comunicaciones de la Comisión, etc. Sobre su contenido así como sobre cuándo tales actos, pese 
a su califi cación formal, producen efectos vinculantes. Cfr. G. VANDERSANDEN, Droit des Communautés 
Européennes, op. cit., vol 2., pág. 110 y ss. 

44 Decisión del Consejo 75/458, de 22 julio de 1975, sobre el primer programa europeo de lucha 
contra la pobreza (1975-1980). D.O.L. 199 de 30 de julio de 1975. Previamente, en su Resolución de 21 
de febrero de 1974 (Resolución relativa a un Programa de acción social), el Consejo expresa su voluntad 
de adoptar en el período 1974-1976 las medidas que sean necesarias para: ofrecer soluciones a los 
problemas de empleo que afectan a algunas categorías de personas más vulnerables, como jóvenes y 
personas de edad avanzada); extender progresivamente la protección social, sobre todo en el marco de 
los regímenes de Seguridad So cial, a las categorías de personas que no cubren los regímenes existen-
tes o están insufi cientemente protegidas, y adoptar, en cooperación con los Estados miembros, varias 
medidas concretas de lucha contra la pobreza, preparando proyectos piloto.
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Comunitaria específi ca de lucha contra la pobreza45. Este programa tenía como 
objetivo el establecimiento de acciones encaminadas a una mejor comprensión de la 
dinámica de los procesos que conducen a nuevas formas de pobreza y las medidas 
que ofrecen buenas perspectivas de combatirla.

Tratándose de la dimensión europea del programa, los resultados concretos del 
mismo se sitúan en tres niveles:

– Constatar que la pobreza no es solamente una cuestión de dinero o de ac-
ceso a los servicios tradicionales, sino que está también ligada a la exclusión 
social y cultural;

– Favorecer la creación de una red de profesionales e investigadores que se 
dediquen a los problemas de la pobreza.

– La formación de equipos transnacionales que pueden intercambiar sus 
experiencias y conocimientos y proponer algunas medidas concretas para 
combatir la pobreza. 

Por otra parte, la Comisión de las Comunidades Europeas, en su documento so-
bre «Problemas de Seguridad Social. Temas de interés común», de 16 de septiembre 
de 198646, propuso el análisis de todos los proyectos y proposiciones que tendieran 
a la instauración de un «ingreso mínimo social» para combatir la pobreza. Se dio, 
en consecuencia, un paso muy importante de asunción en el ámbito comunitario 
de la idea de que todo ciudadano tiene derecho a una percepción económica, con 
independencia de cual sea la causa por la que carezca de recursos47. 

Como prolongación de los dos programas anteriores, y en la perspectiva de la 
realización del mercado interior, la Comunidad estableció, para el período del 1 de 
julio de 1989 al 30 de junio de 1994, un programa comunitario de acción a medio 
plazo relativo a la integración económica y social de las categorías de personas 
económica y socialmente menos favorecidas48.

Este Tercer Programa de acción para los menos favorecidos continúa ocupándose 
de los aspectos informativos, pero con una diferencia cualitativa respecto a los dos 
programas anteriores. Se apunta más directamente al problema y a las causas de 

45  Decisión del Consejo 85/8/CEE, de 18 de diciembre 1984, sobre el Segundo Programa europeo 
de lucha contra la pobreza (1985-1989), D.O. L. 2, de 3 de enero de 1985. Previamente a esta decisión, 
el Consejo, en sus Conclusiones de 22-6-1984 relativas a un programa de acción social comunitario a 
medio plazo, expresa la necesidad de reforzar las acciones comunitarias en especial las relativas a la 
inserción social de los jóvenes y mujeres, así como la posibilidad de introducir modifi caciones en los 
sistemas nacionales de protección social para aumentar su efi cacia de cara al objetivo de la cohesión 
social (DO C 175, de 4 de julio de 1984). DO C 175, de 4 de julio de 1984). DO C

46 COM (86) 410 fi nal.
47 Cfr. E. ROJO TORRECILLA, «La renta mínima garantizada: aproximación jurídico social a las 

primeras experiencias», en Temas Laborales, nº 17/1990, págs. 59-60.
48 Decisión del Consejo 89/457, de 18 de julio de 1989. D.O.L. 224, de 2 de agosto de 1989.
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la exclusión social. Además, otorga una fi nanciación más importante a las acciones 
concretas.

Las acciones a realizar en el marco del programa deben articularse alrededor 
de dos polos, en razón de las respuestas específi cas a las necesidades: «acciones 
remedio» para dar respuesta a las necesidades de la pobreza, y estrategias pre-
ventivas en favor de los grupos de riesgo situados fundamentalmente en las regio-
nes con retraso de desarrollo o en declive. Las medidas específi cas conciernen la 
creación de empleos y la formación profesional, la coordinación de los servicios e 
instituciones públicas y privadas implicadas en la lucha contra la pobreza, medidas 
tendentes a evitar una mayor dependencia de las instituciones de las personas en 
situación de precariedad, etc.

No obstante, en la citada Comunicación de la Comisión al Consejo sobre «pro-
blemas de Seguridad Social-temas de interés común», al abordar los problemas de 
marginación y, en particular, el caso de las personas no cubiertas o insufi cientemente 
cubiertas por los sistemas de protección social en vigor, la Comisión propone «(...) 
examinar con los Estados miembros, en primer lugar, las adaptaciones que serían 
posibles o necesarias de realizar en las legislaciones de Seguridad Social y asis-
tencia social, para responder a la aparición de nuevas necesidades sociales. En 
este contexto, se concederá especial atención a los diferentes proyectos o proposi-
ciones que tiendan a la instauración de un ingreso mínimo social, como medio 
de combatir la pobreza». 

Por su parte, la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de 
los Trabajadores, de 1989, marca un hito en esta materia, no tanto por el alcance 
de sus disposiciones sino, sobre todo, por la infl uencia que ejercerá en las acciones 
posteriores adoptadas por las instituciones comunitarias tendentes a hacer efecti-
vos los derechos en ella reconocidos. Así, la Carta debe ser considerada fuente de 
principios de general aceptación49. 

La Carta Comunitaria, en su artículo 10 establece que, con arreglo a las mo-
dalidades propias de cada país, «Todo trabajador de la Comunidad Europea tiene Todo trabajador de la Comunidad Europea tiene Todo trabajador
derecho a una protección social adecuada y, sea cual fuere su estatuto y sea cual 
fuere la dimensión de la empresa en que trabaja, debe benefi ciarse de prestaciones 
de seguridad social de nivel sufi ciente».

En su párrafo segundo, este mismo precepto establece que «las personas que 
estén excluidas del mercado de trabajo, ya sea por no haber podido acceder a él, 
ya por no haber podido reinsertarse en el mismo, y que no dispongan de medios 
de subsistencia, deben poder benefi ciarse de prestaciones y recursos sufi cientes 
adaptados a su situación personal».

49 R. BLANPAIN, B. HEPPLE, S. SCIARRA Y M. WEISS, «Derechos sociales fundamentales: 
propuestas para la Unión Europea», REDT, Civitas, nº 74, 1995, pág. 874. REDT, Civitas, nº 74, 1995, pág. 874. REDT
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La Carta, en este artículo está reconociendo, de un lado, el derecho del traba-
jador a «benefi ciarse de prestaciones de seguridad social de nivel sufi ciente» y de 
otro, el derecho de toda persona excluida del mercado laboral y que se encuentre 
en situación de necesidad a «prestaciones y recursos sufi cientes»50.

Ahora bien, la redacción de este precepto impide entender que la Carta 
está formulando derechos completos en sí mismos o reglas jurídicas aplicables 
directamente a los particulares (cláusulas self-executing), pues, en ambos casos, self-executing), pues, en ambos casos, self-executing
la Carta difi ere la efectividad de los derechos singularmente enunciados51 a la 
responsabilidad de los Estados miembros: «con arreglo a las modalidades propias 
de cada país».

El texto defi nitivo de la Carta incorpora los enunciados contenidos en la Resolu-
ción del Consejo de Ministros de Asuntos Sociales sobre la lucha contra la exclusión 
social52. A diferencia de las distintas versiones anteriores del mismo, no comporta 
la noción de renta mínima garantizada53, sino que sus disposiciones se refi eren a 
la idea de una garantía de «recursos y prestaciones sufi cientes» para las personas 
desprovistas de medios de subsistencia, nociones éstas últimas que son demasiado 
abiertas y generales54. Además, no se precisan las modalidades concretas conforme 
a las cuales estos derechos estarán asegurados por los Estados miembros y por 
sus sistemas de protección social.

Con todo, la Carta expresa el consenso, que tiende instaurarse entre los Estados 
miembros, en cuanto a la necesidad de reconocer un derecho a un nivel mínimo 
de recursos. De este modo, la Carta, permitió replantearse a nivel comunitario la 
cuestión de la renta mínima. 

50 Cfr. Recomendación 92/441/CEE, del Consejo, de 24 de junio de 1992, sobre los criterios 
comunes relati vos a recursos y prestaciones sufi cientes en los sistemas de protección social (DO nº L DO nº L DO
245/46, de 26 de agosto de 1992).

51 Como en la mayoría de las ocasiones, los derechos se enuncian de una forma muy abierta, 
apareciendo redactados «en clave objetiva de mandatos, principios o derechos que sólo operarán a través 
de una intermediación normativa adicional». Cfr. M. RODRÍGUEZ PIÑERO, «La declaración de derechos 
sociales comunitarios», Relaciones Laborales, 1989, II, p. 64; F. VALDES DAL-RE, «La Carta Comunitaria 
de los Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores», en la obra colectiva, El Espacio Social 
Europeo, Editorial Lex nova, Valladolid, 1991, pág. 27. 

52 DOCE, C 277, de 31 de octubre de 1989. En esta resolución se subraya que la «existencia DOCE, C 277, de 31 de octubre de 1989. En esta resolución se subraya que la «existencia DOCE
de una garantía de recursos es un factor esencial de la lucha contra la exclusión social».

53 El parágrafo del proyecto de Carta elaborado por la Comisión (Cfr. COM (89), de 2 de octubre 
de 1989) relativo a las personas carentes de medios de subsistencia sufi cientes y a las garantías sociales 
que debían serles acordadas desapareció. En dicho proyecto la Comisión se refi ere expresamente a la 
idea de garantizar unas rentas mínimas a través de la Comunidad. La Comisión alega que si los procesos 
de cambio económico de la Comunidad están produciendo un aumento de la inseguridad, entonces las 
garantías de renta mínima deben también desarrollarse a escala europea. Estas garantías son una de 
las condiciones para la continuidad de la legitimidad política de la Comunidad Europea... 

54 H. DELEECK, «La Sécurité sociale face à l’Europe de 1992», Droit Social, nº 2, 1991, 
pág. 174. 
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La necesidad de adoptar principios básicos comunes en materia de garantía 
de un ingreso mínimo (aunque evitando utilizar este término) fue enunciada en el 
Programa de Acción de la Comisión que siguió a la Carta55.

Los Estados miembros deben comprometerse directamente a luchar contra la 
pobreza, garantizando, según los procedimientos habituales en cada uno de ellos, 
unos ingresos mínimos sufi cientes y adecuados a las situaciones personales de 
sus ciudadanos. 

En 1991, el Consejo recomienda a los Estados miembros que adapten sus siste-
mas de protección social a fi n de posibilitar el reconocimiento de un derecho subjetivo 
general a una renta mínima garantizada como medida auxiliar o complementaria de 
la protección social general en cada uno de dichos Estados. La organización de este 
derecho debe responder a los siguientes principios generales: la afi rmación de un 
derecho basado en la necesidad; la extensión del mismo a todos los residentes en 
el territorio de un Estado miembro, cuando no dispongan de recursos por lo menos 
iguales a una cantidad determinada (aquélla, que en cada uno de los Estados, en 
función del nivel de vida y de precios, se estime sufi ciente para cubrir las necesida-
des esenciales por encima de la estricta subsistencia); la prestación se concede en 
concepto de ayuda fi nanciera diferencial para permitir a sus benefi ciarios disponer 
de dicho importe; el acceso a este derecho sin limitación de duración, mientras se 
cumplan las condiciones que motivan su concesión; el acompañamiento de este de-
recho con las políticas necesarias para conseguir la integración económica y social 
de las personas afectadas, y en particular su acceso automático a la protección de 
la salud y a los derechos, servicios o prestaciones, especialmente en materia de 
vivienda y de formación56. 

Aunque la garantía de estas prestaciones es responsabilidad de los Estados 
miembros, la aplicación de unos principios básicos comunes debe permitir la exis-
tencia de una «iniciativa comunitaria» que, con espíritu de solidaridad, se dirija a 
los ciudadanos menos favorecidos de la Comunidad57. En este mismo sentido, se 

55 Comunicación de la Comisión sobre su Programa de acción para la aplicación de la Carta 
Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores (COM (89) 568 fi n, de 29 
de noviembre de 1989). En su apartado 5, relativo a la política social, la Comisión pone de relieve la 
imposibilidad de plantear una armonización de los sistemas nacionales de Seguridad Social. Pero en 
cambio, considera conveniente la aplicación en materia de lucha contra la pobreza y la marginación de 
unos principios básicos comunes. 

56 Recomendación 7/91/CEE, del Consejo de las Comunidades Europeas sobre la garantía de 
derechos y prestaciones, de 7 de mayo de 1991. 

57 La Comisión considera que, en el estado actual del Derecho Comunitario, la Recomendación 
es el instru mento más adecuado para la consecución de una convergencia de objetivos de las políticas de 
protección social de los Estados miembros. El CES, en su Dictamen sobre el Proyecto de Recomendación 
del Consejo referente a los criterios comunes relativos a los recursos y prestaciones sufi cientes en los 
sistemas de protección social (DOCE c 14, de 20 de enero de 1992), está de acuerdo con la Comisión DOCE c 14, de 20 de enero de 1992), está de acuerdo con la Comisión DOCE c
en que actualmente la vía más adecuada es establecer principios y criterios comunes generales para 
todos los Estados miembros. Por ello considera que «la Recomendación puede constituir un primer paso 
para la realización de la Europa Social».
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pronuncia el Consejo en sendas recomendaciones adoptadas en 199258. En cuanto 
recomendaciones, es decir, textos jurídicamente no obligatorios, estos actos tienen 
como fi nalidad precisar y apoyar la aplicación por los Estados miembros de las 
disposiciones de la Carta Comunitaria.

En el Libro Verde sobre Política Social Europea. Opciones para la Unión, la Co-
misión aborda los graves problemas a los que se enfrentan los Estados del Bienestar 
de los Estados miembros e incide en la necesidad de luchar contra la exclusión de los 
grupos vulnerables y de centrarse en el bienestar de todas las personas, trabajadores 
y otros. Reconoce la existencia de un consenso en Europa sobre la necesidad de que 
todos los ciudadanos tengan una garantía de recursos, pero exhorta a los países a 
que se fi jen dentro del marco de sus políticas sociales el objetivo más ambicioso de 
ayudar a las personas a encontrar un lugar en la sociedad, principalmente a través 
del empleo remunerado. Considera necesaria la vinculación de sistemas de ingresos 
mínimos con servicios de promoción de la reinserción económica y profesional, lo 
que sólo puede lograrse, a su juicio, mediante una relación más estrecha entre las 
políticas de empleo y las políticas sociales59. 

Con posterioridad a este documento, la Comisión Europea aprueba el 27 de julio 
de 1994 el Libro Blanco sobre Política social europea. Una vía a seguir para la Unión. 
En su capítulo VI, la Unión se fi ja como prioridad la promoción de la integración social 
de todos, proporcionando un marco jurídico para apoyar y estimular los esfuerzos 
de los Estados miembros. La exclusión social, reconoce, está relacionada no sólo 
con el paro y/o los bajos ingresos, sino también con las condiciones de vivienda, los 
niveles de educación y de oportunidades, la salud, la discriminación, la ciudadanía y 
la integración en la comunidad local. Por ello, en el nivel europeo, la exclusión social 
debe tratarse en todas las políticas de la Unión. En consecuencia, debe apoyarse 
la tendencia a pasar de medidas pasivas a medidas activas de mercado laboral, 
aplicando la recomendación de 1992 sobre recursos sufi cientes y combinando la 
garantía de un nivel mínimo de recursos con una política activa que mantendría 

58 Recomendación de 24 de junio de 1992 (92/441/CEE) sobre criterios comunes relativos a 
recursos y prestaciones sufi cientes en los sistemas de protección social (DO L 245/46, de 26 de agosto 
de 1992) y Recomendación de 27 de julio de 1992, relativa a la convergencia de objetivos y de las po-
líticas de protección social (DO L 245, de 26 de agosto de 1992). La primera de las recomendaciones 
se basa en una propuesta de la Comisión (DOCE nº C 163/3), en la cual ésta se pronuncia en favor de DOCE nº C 163/3), en la cual ésta se pronuncia en favor de DOCE
la instauración de un derecho subjetivo general a la garantía de recursos y prestaciones sufi cientes, en 
el marco de un dispositivo global de lucha contra la exclusión social. En febrero de 1999, la Comisión 
realizó un informe sobre el estado de aplicación de esta Recomendación en los Estados miembros. En 
la segunda Recomendación se fi jan como objetivos a alcanzar por cada Estado miembro los siguientes: 
garantizar a la persona un nivel de recursos conforme a la dignidad humana; favorecer la integración a la persona un nivel de recursos conforme a la dignidad humana; favorecer la integración a la persona
social de todas las personas que residan legalmente en el terri torio del Estado miembro, así como la 
integración en el mercado laboral de quienes están en condiciones de ejercer una actividad remunerada, 
y adaptar los sistemas de protección social a la evolución de los comportamientos demográfi cos y estruc-
turas familiares del mercado laboral. Sin embargo, el signifi cado real de esta convergencia permanece 
un tanto confuso al no haberse precisado, por ejemplo, en lo referente a las prestaciones mínimas, ni 
cuál deba ser la duración mínima de su percibo ni quiénes son los benefi ciarios.

59 COM (93) 551, cit. pág. 21.cit. pág. 21.cit
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los incentivos fi nancieros. Esto podría incluir propuestas para la aplicación gradual 
por los Estados miembros de exigencias mínimas, por ejemplo, sobre la ayuda a 
quienes buscan empleo para que lleguen a contribuir plenamente a la sociedad, y 
la integración social de quienes no puedan acceder al mercado laboral60. 

Por último, debemos mencionar otras dos acciones de la Comisión en este 
ámbito. Así, Comunicación de la Comisión «Hacia una Europa de la Solidaridad-In-
tensifi cación de la lucha contra la exclusión social y promoción de la integración»61

y Comunicación de la Comisión al Consejo relativa a un cuarto programa de lucha 
contra la pobreza para el período 1994-199962.

Pese a que ésta última Comunicación de la Comisión dio lugar a una Propuesta 
de Decisión del Consejo, sobre la base del artículo 235 del Tratado, relativa a la 
aprobación del Programa «Pobreza Cuatro», tal decisión no ha sido todavía adoptada 
por falta de unanimidad del Consejo63.

Finalmente no parece oportuno cerrar este epígrafe sin hacer mención a una 
decisión del Consejo relativamente reciente por la que se crea un órgano que sin 
duda va a jugar un papel esencial para la implantación y desarrollo de políticas de 
integración social más ambiciosas, según se desprende de las conclusiones de los 
Consejos Europeos de Lisboa y Niza, y cuyos objetivos en este terreno tendremos 
la ocasión de analizar más adelante. Se trata de la Decisión del Consejo de 29 de 
junio de 2000, instituyendo un Comité de protección social (2000/436/CE). Este 
nuevo órgano –que inició ofi cialmente sus actividades en diciembre de 2000– está 
llamado a servir de foro de intercambio en relación con las medidas adoptadas por 
los Estados miembros para la consecución de los cuatro objetivos adoptados por el 
Consejo con el fi n de reforzar la cooperación en el ámbito de la protección social. 
Tales objetivos son: convertir el trabajo en más atrayente (a través del incremento 
de incentivos económicos al trabajo, así como de la presión ejercida sobre los be-
nefi ciarios de prestaciones sociales apara que participen en las medidas de empleo 
activas), garantizar las pensiones de jubilación; promover la integración social y 
garantizar un nivel elevado y duradero de protección de la salud.

60 COM (94) 333, cit. págs. 53-56.
61 COM (92) 542 fi nal, de 23 de diciembre de 1992. En ella, la Comisión propone acciones que 

la Comunidad podría desarrollar en este ámbito, en el respeto del principio de subsidiariedad.
62 Programa de acción para medio plazo para luchar contra la exclusión social y promover la 

solidaridad: nuevo programa para apoyar y fomentar la solidaridad (1994-1999), COM (93) 435 fi nal, de 
22 de septiembre de 1993; PE 24.2.1994 (DO C 77 de 14.3.1994, p. 43); CES 21.12.1993 (DO C 52, de DO C 52, de DO C
19.2.1994, p. 4).

63 Cfr. COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS, Libro Blanco: La política Social Europea. 
Un paso adelante para la Unión. COM (94) 333, de 27 de julio de 1994.
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B) Disposiciones adoptadas por el Parlamento Europeo

Los Informes y Resoluciones del Parlamento Europeo aluden al tema de la renta 
mínima garantizada en varias ocasiones y en relación con diversos temas64.

En su Resolución sobre la lucha contra la pobreza en la Comunidad65 indica 
que una de las medidas para combatir la pobreza es la creación de «(...) un ingreso 
mínimo familiar garantizado (...)» aunque inmediatamente después, señala que «las 
cuestiones de este tipo siguen siendo competencia de los Estados miembros...». Pero 
pide a la Comisión que «estimule la instauración en todos los Estados miembros de 
una renta mínima garantizada para favorecer la inserción de los ciudadanos más 
pobres en la sociedad», señalando que «el nivel más conveniente de intervención 
es el nacional, el regional e incluso el local (...)»66. 

En la Resolución sobre la dimensión social del mercado interior67, el Parlamento 
Europeo se refi ere a que las garantías sociales deben ser concedidas a todos los 
ciudadanos y no sólo a los trabajadores o a la población activa68. La Parte VI de la 
Resolución contempla de forma explícita a las personas desfavorecidas, recordando 
«que la lucha contra la pobreza y contra las personas desfavorecidas debe inscribirse 
en el marco de la lucha por los derechos del hombre». En este mismo documento, 
el Parlamento declara:

– Todo individuo tiene derecho a condiciones aceptables de existencia, dignas 
de un ser humano, así como a una vivienda adecuada;

– Toda persona tiene derecho a benefi ciarse de ayuda y de apoyo fi nanciero 
necesarios para vivir dignamente; todo trabajador excluido del mercado de 
trabajo debe tener garantizado como derecho social fundamental «un salario 
mínimo garantizado y unos ingresos mínimos garantizados»; 

64 A pesar de que las Resoluciones del Parlamento carecen de valor vinculante, salvo en el 
caso de las de naturaleza legislativa, sin embargo gozan de un cierto valor moral al traducir la voluntad 
de los repre sentantes de los ciudadanos europeos. De ahí, que deban ser tenidas en cuenta aquellas 
manifestaciones del Parlamento Europeo que hayan podido dar pie a propuestas de actos comunitarios, a 
reorientar los existentes o a impulsar el debate sobre el problema de la protección social de las personas 
en situación de necesidad. 

65 PE DOC A 2- 171/88, de 16 de agosto de 1988.
66 Exposición de motivos, punto núm. 9.
67 Resolución de 15 de marzo de 1989, DO C 96, de 17 de abril de 1989. En el proyecto de texto DO C 96, de 17 de abril de 1989. En el proyecto de texto DO

sometido a los parlamentarios se mencionaba la obligación de todo Estado miembro de garantizar un 
ingreso mínimo para todos sus ciudadanos, que tomara como referencia la renta media de cada Estado. 
Sin embargo, dicha mención desapareció en el texto fi nalmente aprobado. Cfr. E. ROJO TORRECILLA, 
«La renta mínima garantizada: aproximación jurídico social a las primeras experiencias», Temas Laborales, 
nº 17/1990, pág. 60. 

68 El Parlamento subrayó que «la dimensión social del mercado interior ha tenido fundamen-
talmente en cuenta a la población activa en cuanto factor de producción, olvidando al número cada vez 
mayor de categorías sociales no activas, fenómeno que ha contribuido a aumentar las discriminaciones 
en la Comunidad». 
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– Es indispensable que los derechos reconocidos en este ámbito sean efecti-
vamente accesibles, especialmente a las personas menos favorecidas; 

– Esos derechos deben ser integrados en el Tratado CEE con el fi n de permitir 
que la Comisión elabore propuestas tendentes a eliminar las causas de la 
pobreza. 

Por otra parte, en su Resolución sobre el programa de acción de la Comisión 
para la aplicación de la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales 
de los Trabajadores69, se alude a la necesidad de «considerar como prioritario (...) 
el derecho a una renta mínima, según el nivel de los salarios en el Estado miem-
bro concernido, acompañada de medidas que permitan la reinserción en el mundo 
del trabajo». Asimismo solicita la propuesta de directivas que establezcan normas 
mínimas sobre el ingreso mínimo garantizado.

En esta misma línea se sitúan varias disposiciones adoptadas con posterioridad 
por esta institución comunitaria, entre otras, merecen ser citadas las siguientes:

– Resolución sobre ciudadanía de la Unión70.

– Resolución sobre la lucha contra la pobreza y la exclusión social en la 
Comunidad Europea, de 13 de julio de 199371, en la que se afi rma de un 
lado, que el objetivo de la integración social presupone la armonización de 
las políticas sociales de los Estados miembros y, de otro, que los Fondos 
estructurales deben ser el instrumento más efi caz en la política comunitaria 
contra la pobreza y la exclusión social.

– Resolución sobre la exclusión social72, en la que reitera la necesidad de 
garantizar, en cada Estado miembro, unos ingresos mínimos y un salario 
mínimo. Además, se propone que, con ocasión de la revisión del Tratado de 
Maastricht en 1996, y con el fi n de hacer frente al problema de la exclusión 
social, deberían quedar incorporados al Tratado algunos derechos fundamen-
tales del ciudadano, como el derecho a un ingreso mínimo y a una vivienda 
digna. Finalmente, pide a la Comisión que estudie la posibilidad de optar por 
otros sistemas de garantía de ingresos mínimos como los sistemas de renta 
basados en la ciudadanía (ayuda universal) y el impuesto negativo sobre la 
renta.

– Resolución sobre la nueva dimensión social del Tratado de Maastricht, de 
24 de febrero de 199473.

69 PE DOC A 3- 69/89, de 9 de noviembre de 1989, punto 4.
70 DOCE C 183, de 15 de julio de 1991.DOCE C 183, de 15 de julio de 1991.DOCE
71 DOCE C 255, de 20 de septiembre de 1993.DOCE C 255, de 20 de septiembre de 1993.DOCE C
72 DOCE C 315, de 22 de noviembre de 1993.DOCE C 315, de 22 de noviembre de 1993.DOCE C
73 DOCE C 77, de 14 de marzo de 1994.DOCE C 77, de 14 de marzo de 1994.DOCE C
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C) El parecer del Comité Económico y Social (CES)

En su Dictamen de 22 de febrero de 198974, el CES afi rma que el reconoci-
miento de los derechos sociales fundamentales debe realizarse mediante normas 
comunitarias. Entre los derechos cuyo reconocimiento preconiza fi gura el derecho 
a la protección social de todas las categorías de la población. Asimismo, para ga-
rantizar su respeto y permitir la adopción de medidas sociales indispensables para 
su plena efectividad, el CES se pronuncia en favor de la adopción de instrumentos 
comunitarios jurídicamente obligatorios. 

El Comité Económico y Social, en un «Documento Informativo sobre la Po-
breza»75, considera que la garantía de una renta mínima en la perspectiva de la 
reinserción social y profesional, constituye un medio privilegiado de lucha contra la 
pobreza.

En efecto, el CES comienza afi rmando que «garantizar un mínimo de renta no 
es ciertamente una condición sufi ciente para permitir a sus destinatarios alcanzar 
su propia autonomía. Es una medida necesaria para evitar la eclosión y el desarrollo 
de situaciones de miseria indigna de las sociedades desarrolladas». Por ello, reco-
mienda la atribución de una prestación social que adopte la forma de una «renta 
mínima de inserción», para las personas que sean capaces de seguir una formación 
o de trabajar76. Esto es, la renta debe ir acompañada de «medidas que den a los 
benefi ciarios la posibilidad de no instalarse en una situación de asistencia, con el 
fi n de adentrarse progresivamente en el camino de la reinserción y de la utilidad 
social»77.

En otras palabras, el CES considera que una política adecuada para combatir 
la pobreza no puede reducirse a asegurar una renta mínima para todos, si bien ésta 
constituye un presupuesto necesario para el éxito de un amplio rango de medidas 
de prevención en el campo de la educación, la formación profesional, la salud, la 
vivienda, etc.78

Además, para el CES, el ingreso mínimo social debe cumplir dos condiciones. 
Por un lado, el ingreso mínimo debe representar una cantidad sufi ciente para que 

74 Dictamen sobre los derechos sociales fundamentales comunitarios de 22 de febrero de 1989, 
CES, 270/89. 

75 CES 421/88, de 15 de marzo de 1989.
76 Para las personas que no puedan hacerlo deberán encontrarse otras soluciones que, más 

allá de la garant ía de una renta, les ofrezcan una verdadera protección: acogida familiar, acogida en 
establecimientos especializados, ayuda doméstica, tutela, etc.

77 En este mismo sentido se pronuncia el CES en su Dictamen sobre la propuesta de decisión 
del Consejo relativa a la implantación de un programa a medio plazo de medidas para la integración 
económica y social de los grupos menos favorecidos (DO C 159, de 26 de junio de 1989). DO C 159, de 26 de junio de 1989). DO C

78 F. MINGUEZ, «Rentas mínimas garantizadas. Algunas refl exiones para el debate», Cuadernos 
de Acción Social, nº 9, 1987, pág. 26.
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sus benefi ciarios puedan vivir dignamente en el país en que residan y, por otro lado, 
no debe tener efectos negativos sobre el mercado de trabajo. 

Por último, la puesta en práctica del mínimo social debe realizarse a un nivel 
muy descentralizado79.

Este documento del CES se sitúa en la misma línea que la Ley francesa sobre 
Renta Mínima de Inserción y aquellas normas aprobadas en la materia por las Co-
munidades Autónomas españolas, inspirándose en el llamado «modelo vasco» de 
ingresos mínimos garantizados80. Se trata de priorizar la reinserción de aquellos que 
perciban la renta de subsistencia, potenciando el aspecto formativo y reforzando las 
relaciones de la protección social con el empleo, sin que ello implique suprimir la 
asistencia y la ayuda para los más necesitados81.

Por último, en un Dictamen sobre la Pobreza82, el CES, recoge las ideas funda-
mentales del Documento informativo, completando y precisando algunas de ellas.

El tema central del Dictamen gira en torno al objetivo de la devolución a las 
personas y familias afectadas por situaciones de gran pobreza83 de todos los dere-
chos y medios reconocidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
teniendo en cuenta el énfasis que en ella se pone en la «dignidad del ser humano». 
Sus intervenciones prioritarias de cara a estas carencias aparecen formuladas en 
términos de derechos, entre los que fi gura el derecho a disponer de una renta mí-
nima de inserción. Es decir, la renta mínima no es una cuestión de asistencia sino 
de derecho.

El mínimo social debe constituir, a juicio del CES, «la última red de un sistema 
de protección social cuyos principios son la solidaridad, el respeto de las personas 
y de sus derechos, y la justicia social».

Los objetivos de la renta mínima son, en palabras del Comité «garantizar a las 
personas y familias unos recursos mínimos que satisfagan sus necesidades esen-
ciales, más allá de la mera supervivencia alimenticia, y aportar a los benefi ciarios 
un acompañamiento social y de formación para que se vayan adentrando progresi-
vamente en la vía de la reinserción».

El Comité señala, sin embargo, que este medio de lucha tiene sus exigencias 
y limitaciones:

79 Para el CES sólo a nivel local podrá encontrarse o suscitarse la solidaridad necesaria para el 
éxito de las medidas de inserción.

80 Infra.
81 E. ROJO TORRECILLA, «La renta mínima garantizada: aproximación jurídico social a las 

primeras experiencias». Temas Laborales, núm. 17, 1990, pág. 61.
82 CES 834/89, de 12 de julio de 1989 (DOCE C 221, de 28 de agosto de 1989).DOCE C 221, de 28 de agosto de 1989).DOCE C
83 Ausencia de vivienda o alojamiento, indigno de un ser humano; ausencia de recursos fi nan-

cieros y ausen cia de protección social y sanitaria. 
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– Su importe debe establecerse de tal forma que incite al trabajo y al esfuer-
zo;

– Sus condiciones de atribución deben ser sencillas;

– Cuando la renta mínima vaya dirigida a personas en edad de trabajar, debe 
ir acompañada de medidas formativas y de reinserción que permitan la 
«reincorporación» del ciudadano a la sociedad y que eviten que se instale 
en una situación de asistencia social.

– La atribución de la prestación y la inserción social deben efectuarse a nivel 
descentralizado; el esfuerzo de reinserción debe desembocar en la oferta de 
un trabajo que, por sus características, represente una concretización visible 
del progreso realizado;

– Los trabajos realizados en el marco de la inserción deben ofrecer todas las 
garantías de un trabajo. Nunca deberán gravar indirectamente las garantías y 
los derechos sociales. Esto es, la creación de empleo a título de la reinserción 
nunca debe ir en detrimento de las condiciones laborales generales, sobre 
todo en lo que se refi ere al estatuto de los asalariados, a su remuneración 
y sus derechos, puesto que «la solidaridad basada en una reducción de los 
derechos fundamentales sería una caricatura de solidaridad»;

– Las personas que, por su edad, salud o estado psicológico, no pudieran 
integrarse en el mecanismo de inserción, deberán recibir las necesarias 
ayudas requeridas por su condición.

Ciertamente, todas estas acciones en favor de las categorías de población 
desfavorecidas pueden parecer incoherentes y parcelarias. Por lo menos dos tipos 
de causas diferentes pueden explicar esta situación. Así, en primer lugar, estas 
categorías a menudo se solapan: hay muchos jóvenes parados de larga duración o 
mujeres que pertenecen a las categorías más desprovistas desde el punto de vista 
material; y, en segundo término, hasta el Tratado de la Unión Europea adoptado en 
Maastricht, en 1992, la Comunidad no disponía de competencias reales en este 
ámbito.

2.3. Perspectivas abiertas por el Tratado de la Unión Europea

El TUE, en su versión consolidada tras las reformas introducidas en el Tratado 
de Maastricht por el Tratado de Amsterdam (fi rmado el 2 de octubre de 199784), es 
la referencia normativa obligada en este punto de la evolución histórica. Éste lleva 
a efecto una notabilísima ampliación del campo de la acción comunitaria. El Tratado 
confi rma sin ambigüedades la importancia capital del empleo, de la protección social 
y de las condiciones de vida y de trabajo, ofrece una oportunidad de cooperación 

84 DO. 10-11-1997 (97/C340/01).
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entre los Estados miembros, con la asistencia y la acción complementaria de la Unión, 
para reconstruir sus políticas sociales y desempeñar así un papel más positivo en el 
proceso de desarrollo económico y social85. La Comunidad afi rma en el Tratado «su 
vocación de actuar en todos los campos en los que una acción comunitaria sirva 
mejor a los intereses de los Estados miembros y de los ciudadanos»86.

Esta nueva visión de la Comunidad parece anunciar un fortalecimiento del com-
promiso comunitario en materia social y, paralelamente de los medios e instrumentos 
para llevarlo a efecto87.

A partir del Tratado de Amsterdam, un nuevo precepto –el 117 (art. 136 en la 
versión consolidada del TUE)– enumera los objetivos de la Unión en materia de po-
lítica social: «el fomento del empleo, la mejora de las condiciones de vida y trabajo, 
una protección social adecuada, (...) y la lucha contra las exclusiones».

La consecución de estos objetivos obligará a la Comunidad y a los Estados 
miembros a «emprender acciones» (nuevo artículo 137, posteriormente revisado 
en Niza, según se verá). En otras palabras, el logro de los objetivos sociales de 
la Comunidad pasa ahora por la realización de acciones específi cas y deja de ser 
considerado lógica consecuencia del establecimiento del mercado común88.

Para el logro de los fi nes enunciados en el artículo 136 del Tratado, éste prevé 
una ampliación de las competencias comunitarias en materia social. Esta amplia-
ción competencial se lleva a cabo distinguiendo tres bloques materiales. Uno, en 
el que la intervención comunitaria se producirá mediante directivas y conforme al 
procedimiento establecido en el artículo 252 del Tratado, esto es, cooperación y 
mayoría cualifi cada. Otro en el que la intervención se producirá, también mediante 
directivas, por unanimidad, conforme al procedimiento de consulta89. Y otro, en fi n, 
que excluye toda intervención comunitaria90. Para interpretar el alcance de estos 
bloques materiales es importante tener presente el tenor de la Carta Comunitaria 
de los Derechos Sociales, cuyo cumplimiento anima la actuación de los fi rmantes 
del Tratado de Amsterdam91.

85 COMISIÓN CEE, Libro Verde. Política Social Europea..., cit., pág. 45.
86 C. F. DURAND, «Le Traité sur l’Union Européenne. Quelques réfl exions», en Le Droit de la 

CEE, Commentaire Megret, vol. I, Bruselas, 1992, pág. 389.
87 F. PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, El Derecho Comunitario en el Tratado de la Unión 

Europea, cit., p. 92; COMISIÓN CEE, Libro Blanco. La Política Social Europea..., cit., pág. 54-59.
88 Cfr. F. PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, El Derecho Social Comunitario..., cit., pág. 111.
89 Sobre los procedimientos de toma de decisiones, Cfr. G. VANDERSANDEN, Droit des Com-

munautés Européenes, cit., págs. 58-62.
90 Son materias expresamente excluidas del ámbito competencial del Tratado, las remuneraciones, 

el derecho de asociación y sindicación, el derecho de huelga y el derecho al cierre patronal, materias 
que, fuera de las remuneraciones, constituyen el núcleo básico del Derecho colectivo del trabajo.

91 Referencia expresa a la citada Carta se hace ahora en el artículos 136. Con ello queda cla-
ramente explicitado que este instrumento debe ser considerado fuente de derechos fundamentales con 
efectos de principios generales del Derecho Comunitario. Debe tenerse en cuenta que en el art. 10.2 del 
citado Texto se reconoce el derecho de toda persona excluida del mercado laboral y que se encuentre 
en situación de necesidad a «prestaciones y recursos sufi cientes». 
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Limitaremos nuestro análisis a aquéllas disposiciones sociales del Tratado de 
la Unión Europea cuya fi nalidad, explícitamente declarada o no, sea la lucha contra 
la pobreza y la exclusión social en la Comunidad92. 

Entre las modifi caciones que el Tratado de la Unión Europea introduce en las 
disposiciones sociales del Tratado de Roma, nos interesa aquí destacar, en primer 
lugar, las operadas en materia de formación profesional y en materia de «cohesión 
económica y social», en cuanto ámbitos relacionados con la protección de los grupos 
menos favorecidos. 

En estos concretos sectores, el Tratado es susceptible de abrir una nueva fase 
en la acción comunitaria. No así en el terreno de la Seguridad Social. En efecto, a 
pesar de las diversas tentativas habidas acerca de la ampliación del ámbito de la 
coordinación comunitaria de las legislaciones nacionales de Seguridad Social (in-
troducción de la regla de la mayoría cualifi cada, extensión del campo de aplicación 
personal a sujetos distintos de los que revistan la condición de trabajadores, etc.), 
fi nalmente, el artículo 51 del Tratado de Roma se ha mantenido inalterado93.

En el ámbito de la formación profesional94, la principal virtualidad de la nueva 
regulación probablemente sea la de cerrar defi nitivamente el debate sobre el alcance 
de la competencia comunitaria en esta materia95.

La competencia en materia de formación profesional será concurrente de la Co-
munidad y los Estados miembros, y para su delimitación habrá que estar al principio 
general de subsidiariedad contenido en el artículo 3 del Tratado96. La Comunidad 

92  Véase, B. GARCÍA ROMERO, «Protección contra la pobreza desde la perspectiva del Dere-
cho Internacional», Revista Anales de Derecho, Universidad de Murcia, núm. 18, 2000, pags. 41-90, en 
especial, págs. 82 y ss.

93  M. LAROQUE, «Coordination et convergence des systèmes de Sécurité sociale des Etats 
membres de la CEE», Droit Soc., núm. 9/10, 1993, pág. 796.

94 Hay que tener en cuenta que la práctica totalidad de las disposiciones adoptadas por las 
instituciones comunitarias en materia de lucha contra la pobreza y la exclusión social, consideran la 
formación profesional como un factor de primerísima importancia en orden a la integración profesional 
de los ciudadanos. Así, a título de ejemplo citaremos, Resolución del Consejo, de 21 de enero de 1974, 
relativo a un Programa de Acción Social; Dictamen del CES sobre la pobreza, de 12 de julio de 1989 
(supra); Resolución del Parlamento Europeo sobre la lucha contra la pobreza en la CEE, de 16 de agosto 
1988 (supra), etc. 

95 El nuevo precepto 127, en efecto, sustituye la críptica alusión del viejo artículo 128 a unos 
«principios generales para la puesta en práctica de una política común» por el tenor siguiente: «La Co-
munidad des arrollará una política de formación profesional que refuerce y complete las acciones de los 
Estados miembros, respetando plenamente la responsabilidad de los mismos en lo relativo al contenido 
y organización de dicha formación». Cfr. F. PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, op. cit. pág. 106.

96 Esbozado ya en la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los Traba-
jadores, dicho principio es confi gurado por el Tratado de la Unión Europea a través de dos rasgos: a) la 
acción de la Comunidad será subsidiaria en los <<ámbitos que no sean de su competencia exclusiva>>; 
y b) la subsidia riedad supone que en tales ámbitos primariamente son los Estados miembros quienes 
han de emprender las correspondientes acciones, y sólo en defecto de la acción de aquellos procederá 
la comunitaria. En este sentido y para mayor desarrollo, Cfr. A. MONTOYA MELGAR, J. Mª. GALIANA 
MORENO y A.V. SEMPERE NAVARRO, Derecho Social Europeo, op. cit., págs. 43-44. 
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tiene desde ahora, un ámbito de actuación propio que no se limita a la fi jación de 
principios, pero que tiene un indudable carácter subsidiario: completará y reforzará 
la acción de los Estados, respetando las responsabilidades de éstos en cuanto al 
contenido y la organización de la formación profesional97.

Los principios que dirigirán la acción de la Comunidad se explicitan en el 
Tratado y evidencian una concepción moderna de la formación profesional98. Ésta 
se concibe como un instrumento esencial para la lucha contra el desempleo y la 
exclusión social. Así, la acción comunitaria en materia de formación profesional 
debe estar encaminada de modo concreto a facilitar la adaptación a las trans-
formaciones industriales, especialmente mediante la formación y reconversión 
profesionales; mejorar la formación profesional inicial y permanente, para facilitar 
la inserción y reinserción profesional en el mercado laboral; favorecer el acceso 
a la formación profesional, la movilidad de educadores y de las personas en for-
mación, especialmente de los jóvenes; estimular la cooperación entre centros de 
enseñanza y empresas e incrementar los intercambios de información y experiencia 
(art. 127. 2 y 3).

Las pertinentes medidas comunitarias de formación están poco defi nidas. Se 
excluye toda acción armonizadora de disposiciones legales o reglamentarias de los 
Estados miembros. Por lo demás, tales medidas se encomiendan al Consejo por 
los trámites del artículo 189 (procedimiento de cooperación y mayoría cualifi cada) 
y previa consulta del Comité Económico y Social (art. 127.4). 

En segundo lugar, en materia de Política de «cohesión económica y social», 
se han introducido importantes modifi caciones.

En efecto, la toma de conciencia de que, de un lado, la unión económica y 
monetaria supondrá la pérdida de la tasa de cambio como instrumento de ajuste 
económico, que impondrá un importante control del gasto público, y que, de otro lado, 
la aplicación de los programas de convergencia va a comportar a corto y a medio 
plazo una agudización de los desequilibrios estructurales de las regiones y países 
de la Comunidad, se ha traducido en un fortalecimiento de la «cohesión», que se ha 
confi gurado como objetivo de la Unión (art. B) y misión de la misma (art. 2)99. 

Entre las modifi caciones introducidas en la regula ción anterior, destaca la pre-
visión sobre una reforma general de los Fondos existentes.

Con la reforma de los Fondos estructurales llevada a cabo en el año 1988, 
consecuencia del Acta Única, se ampliaron las funciones atribuidas al Fondo Social, 

97 Cfr. F. PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, op. cit., pág. 107.
98 Cfr. F. PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, El Derecho Social Comunitario..., op. cit., pág. 

167.
99 Cfr. F. PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, El Derecho social comunitario..., op. cit., pp. 107-108; 

Asimismo, sobre los desafíos a la cohesión social de la Unión, Cfr. COMISION DE LAS COMUNIDADES 
EUROPEAS, Libro Verde..., op. cit, págs. 13-32.op. cit, págs. 13-32.op. cit



43

CAPÍTULO 2: SITUACIÓN ACTUAL DE LAS RENTAS DE INSERCIÓN EN EUROPA

previendo actuaciones de éste para «facilitar su adaptación a las transformaciones 
industriales y a los cambios de los sistemas de producción, especialmente mediante 
la formación y la reconversión profesionales». Ampliación que evidencia el empeño 
de la Comunidad de hacer del Fondo Social más un instrumento de prevención de 
los problemas sociales que de su cura, más actor de políticas de empleo activas 
que de asistencia social100.

Estas pautas del Tratado se han refl ejado en la reforma del reglamento regu-
lador del Fondo Social Europeo (Reglamento núm. 2084/1993, de 20 de julio de 
1993), que amplía el objetivo 3 a los trabajadores expuestos a una situación de 
desempleo de larga duración y de exclusión del mercado de trabajo, y presta espe-
cial atención al objetivo 4, esto es, la transformación del empleo al compás de las 
reestructuraciones productivas101. La consecución de los objetivos 3 y 4 son ahora 
función prioritaria del FSE102.

En este contexto, el FSE prestará su ayuda a estudios o planes piloto, especial-
mente si se refi eren a aspectos comunes a varios Estados miembros103. 

De otro lado, entre las materias para las que también se exige la mayoría 
cualifi cada, conforme al artículo 137, fi gura expresamente «la integración de las 
personas excluidas del mercado laboral, sin perjuicio de las disposiciones del 
artículo 150 del Tratado».

Este precepto confi ere a la Unión un papel específi co de apoyo y complemento 
de las acciones de los Estados miembros relativas a la lucha contra la pobreza y la 
integración de los excluidos del mercado laboral104.

100 Cfr. F. PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, íbidem, pág. 109; A. MARTÍN VALVERDE, «El 
Fondo Social Europeo», en la obra colectiva El espacio social europeo, Editorial Lex nova, Valladolid, 
1991, págs. 37 y ss.; J.L. DOMÍNGUEZ GARRIDO, «El nuevo régimen jurídico del Fondo Social Europeo», 
Doc. Laboral, nº 27/28 IV (1988)-I (1989), págs. 31-57; F. VANDAMME, «Los Fondos estructurales de la 
CEE: Perspectivas y límites de una reforma», en R.I.T., Vol. 109, núm. 4, 1990, págs. 517 y ss.

101 Los seis reglamentos revisados que regulan los Fondos estructurales fueron adoptados por 
el Consejo de Ministros el 20 de julio de 1993 y publicados en el DOCE de 31 de julio de 1993.DOCE de 31 de julio de 1993.DOCE

102 Recuérdese la Resolución del Parlamento Europeo sobre la lucha contra la pobreza y la 
exclusión social, de 13 de julio de 1993 (supra), en la que declara que los Fondos estructurales deben 
ser el instrumento más efi caz en la política comunitaria contra la pobreza y la exclusión social. En este 
sentido, considera necesario un nuevo programa específi co reforzado mediante el incremento de los 
medios de que disponen los gobiernos, una mejor coordinación con los Fondos estructurales y con los 
programas de iniciativa comunitaria, etc. 

103 Para mayor desarrollo, Cfr. A. MONTOYA MELGAR, J.Mª. GALIANA MORENO y A.V. SEMPERE 
NAVARRO, Derecho Social Europeo, op. cit., págs. 157-169. 

104 Obsérvese que, de entre los diversos objetivos enunciados en el artículo 136 del texto conso-
lidado del TUE, en los nuevos Reglamentos del Consejo de julio de 1993 sobre los Fondos Estructurales, 
sólo se hace referencia al de la lucha contra las exclusiones del mercado de trabajo. Cfr. F. VANDAMME, 
«Les bases juridiques de la politique sociale communautaire», Revue du Travail, núm. 12, 1993, pág. 
24.
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El concepto de «excluidos del mercado laboral» comprende, especialmente, a los 
colectivos marginados en el mercado de trabajo, como jóvenes, trabajadores de edad 
avanzada, parados de larga duración y minusválidos. A pesar de su vaguedad, este 
precepto parece referirse –al margen de las medidas de formación profesional adop-
tadas al amparo del artículo 150 del Tratado– a otras diversas medidas económicas y 
sociales como las destinadas a combatir los efectos, especialmente perniciosos que 
el desempleo tiene sobre estos colectivos, siguiendo la línea de las disposiciones 
adoptadas hasta el momento en materia de promoción del empleo105. Sin embargo, 
las acciones relacionadas con el tema de la vivienda, la salud, la ciudadanía, la 
integración en la comunidad local, etc., idóneas para la consecución del objetivo de 
la lucha contra las exclusiones106, parecen exceder del ámbito competencial asumi-
do aquí por la Comunidad Europea, al haberse circunscrito en el artículo 136 ese 
amplio objetivo a la sola integración en el mercado de trabajo107.

Sobre la base de este artículo, la Comisión se plantea la posibilidad de una 
propuesta que tendría como fi nalidad la determinación de objetivos y de líneas 
directrices comunes, más que disposiciones detalladas de soluciones uniformes, 
aplicando la Recomendación del Consejo sobre prestaciones y recursos sufi cientes 
y combinando la garantía de un nivel mínimo de recursos con una política activa 
que mantendría los incentivos fi nancieros para conseguir un empleo. Esto podría 
incluir propuestas para la aplicación gradual por los Estados miembros de exigen-
cias mínimas, por ejemplo, sobre la ayuda a quienes buscan un empleo para que 
lleguen a contribuir plenamente a la sociedad, y a la integración social de quienes 
no pueden acceder al mercado laboral108.

En suma, la lucha contra la desocupación constituye hoy el núcleo esencial 
de la acción comunitaria. Esta centralidad puede suponer un cambio importante 
de estrategia para el avance y desarrollo de la protección social en Europa109. Con 
el Tratado de Ámsterdam, la actuación comunitaria para atajar la problemática 
de la exclusión social en el ámbito europeo adquiere una mayor relevancia jurí-
dica al incluir en su propio articulado el objetivo de lucha contra la exclusiones y 
organizarse en un nuevo precepto la intervención de la Comunidad en este cam-

105 Sobre las medidas y programas destinados a la lucha contra el desempleo de larga duración, 
así como sobre las acciones para combatir el paro que afecta a grupos específi cos de trabajadores que 
encuentran especiales difi cultades de inserción en el mercado de trabajo (jóvenes, mujeres y minusvá-
lidos), Cfr. A. MONTOYA MELGAR, J. M. GALIANA MORENO y A.V. SEMPERE NAVARRO, cit., págs. 
179-180. 

106 La prevención y la lucha contra la exclusión social requiere una movilización global de esfuer-
zos y la combinación de medidas económicas y sociales. COMISIÓN CEE, Libro Blanco..., cit., pág. 56 
y ss.

107 F. VANDAMME, «Les bases juridiques de la politique sociale communautaire», cit., pág. 25.
108 COMISION DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS, Libro Blanco..., op. cit., págs. 56-57. 
109 Cfr. G.G. BALANDI, «Tendencias de la Seguridad Social en los países de la Unión Europea», Cfr. G.G. BALANDI, «Tendencias de la Seguridad Social en los países de la Unión Europea», Cfr

Relaciones Laborales, núm. 5, 1996, pág. 32.
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po110, intervención que debería ser multidisciplinar porque una de las virtudes que 
está teniendo el debate sobre la reforma del TUE es precisamente haber puesto de 
relieve que «el problema de la exclusión social supera las difi cultades con las que 
se topan las poblaciones marginadas en la Comunidad... y en el mismo tiene una 
especial importancia la precariedad en el empleo»111.

Por otro lado, entre las materias para las que se exige la unanimidad del Consejo, 
previa consulta al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social, se incluye 
la «Seguridad Social y protección social de los trabajadores»112.

En contra de una lógica coherente con la propia evolución de la protección 
social, esta materia no ha sido regulada separadamente en un artículo específi co, 
sino agregada a las disposiciones relativas a los trabajadores.

Por lo tanto, pese a la novedad que supone la afi rmación de la protección so-
cial como elemento integrante de la política social comunitaria, su alcance se halla 
doblemente circunscrito. Primero, porque se trata de la «Seguridad Social y de la 
protección social de los trabajadores» y, segundo, porque es un ámbito en el que 
el Consejo debe decidir por unanimidad113. 

El exiguo tratamiento que recibe la protección social choca con el artículo 2 del 
Tratado de Roma, que incluye como principio de la CEE «un alto nivel de empleo 
y de protección social, la elevación del nivel y de la calidad de vida, la cohesión 
económica y social y la solidaridad entre los Estados miembros», y con el espíritu 
de los artículos F.2 y K.2, que proclaman el respeto por la Unión de los derechos 
fundamentales tal y como se garantizan en el Convenio Europeo para la protección 
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales y tal y como resultan 
de las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros como principios 
generales del Derecho Comunitario114.

110 Así se planteó por el Comité de Sabios en el primer Foro europeo de la política social celebrado 
en Bruselas del 27 al 30 de marzo de 1996. Cfr. «Rapport sur les travaux du Forum» en COMMISSION 
EUROPÉENNE, Le développement de la politique sociale européenne, Luxemburgo, 1996, pág. 6. Con 
anterioridad, esta propuesta había sido formulada por el Parlamento Europeo en su Resolución sobre la 
exclusión social (supra).

111 E. ROJO TORRECILLA, «Protección Social y Rentas Mínimas de Inserción (De la Cobertura 
económica al derecho de ciudadanía)», en AA.VV., Seguridad Social y protección social: temas de ac-
tualidad, Marcial Pons, Ediciones jurídicas y Sociales, S.A., Madrid 1996, págs. 114-115. R. BLANPAIN, tualidad, Marcial Pons, Ediciones jurídicas y Sociales, S.A., Madrid 1996, págs. 114-115. R. BLANPAIN, tualidad
B. HEPPLE, S, SCIARRA y M. WEIS, «Derechos sociales fundamentales: propuestas para la Unión 
Europea», op. cit, págs. 873-883.

112 El Parlamento Europeo, en su Resolución sobre la nueva dimensión social del Tratado de 
Maastricht (supra), lamenta que, el Consejo, a pesar de poder establecer Directivas sociales por mayoría 
cualifi cada de votos, aspire a tomar decisiones por unanimidad. Ello implica, a juicio del Parlamento, una 
falta de coherencia y se traduce en un nivel demasiado bajo de protección social.

113 M. LAROQUE, «Coordination et convergence des systèmes de Sécurité sociale des Etatas 
membres de la CEE», Droit Soc., núm. 9/10, 1993, pág. 796.

114 J. LÓPEZ LÓPEZ, «La coordinación comunitaria de los sistemas de protección social de los 
países miembros», en AA.VV, Seguridad Social y Protección Social. Temas de Actualidad, Ed. Marcial 
Pons, Madrid, 1996, pág. 47. 
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Sin embargo, lo que es innegable es que la Comunidad ha asumido, por fi n, 
competencias en materia de Seguridad Social y de protección social. Esta ampliación 
de las atribuciones comunitarias tiene un considerable signifi cado institucional, pero no 
permite afi rmar que se haya introducido un planteamiento radicalmente nuevo, capaz 
de corregir el carácter secundario de la dimensión social de la Comunidad115. 

No obstante, ello no impide la posibilidad de adoptar en materia de protección 
social disposiciones de mayor alcance que permitan la aplicación efectiva de las 
previsiones contenidas en la Carta comunitaria de los derechos sociales en el marco 
del artículo 235 del Tratado. En efecto, la Comisión podrá, si lo estima conveniente, 
hacer propuestas en este ámbito116, incluidas aquéllas tendentes a defi nir un marco 
europeo de ingresos mínimos garantizados con el fi n de promover la integración 
económica y social117, propuestas que, según el artículo 149 TCEE, sólo podrán ser 
rechazadas por el voto unánime del Consejo118.

115 Cfr. M. RODRÍGUEZ PIÑERO y Mª. E. CASAS BAAMONDE, «Por una Constitución Europea», 
op. cit., pág. 4.

116 De hecho la Comisión hizo al Consejo una propuesta de Decisión sobre la aprobación del 
Programa «Pobreza cuatro», que no ha sido adoptada. Asimismo, Cfr. Libro Blanco de la Comisión. La 
Política Social Europea. Un paso adelante para la Unión, en el que se establecen las principales líneas 
de acción de la Unión, el marco de actuación o el planteamiento de la Comisión para la próxima fase de 
desarrollo de la política social (1995-1999), (COM (94), 333, de 27 de julio de 1994). En este documento, 
la Comisión elabora propuestas políticas concretas teniendo como base el Libro Verde sobre Política 
Social Europea. Opciones para la Unión (COM (93) 551, 1993). La Comisión tiene previsto adoptar o 
proponer: una Recome ndación complementaria sobre la adaptación de los sistemas de protección social 
a los cambios de las estructuras familiares, concretamente mediante la individualización de los derechos 
y contribuciones sobre la base de una comparación de las desigualdades reales por sexos en la Seguri-
dad Social; una Recomendación sobre la fi nanciación de la Seguridad Social, por la que se establezcan 
líneas directrices comunes para promover una mejor adaptación de la Seguridad Social a la promoción 
del empleo, mientras se mantienen redes de solidaridad y se permite la coexistencia de distintos siste-
mas nacionales; una Recomendación sobre un seguro de asistencia a largo plazo para personas que se 
conviertan en dependientes; una modifi ca ción de la Directiva sobre la igualdad de trato en sistemas de 
Seguridad Social profesionales. 

117 En efecto, entre los diversos modelos posibles de ingresos mínimos garantizados, la Comisión 
se decan ta abiertamente por el sistema de ingresos mínimos garantizados de inserción. En efecto, hay 
consenso en Europa sobre la necesidad de que todos los ciudadanos tengan una garantía de recursos. 
Sin embargo, se considera que esta garantía de renta no es sufi ciente, sino que es preciso combinarla 
con una serie de políticas sociales activas dirigidas a garantizar la integración de las personas más 
vulnerables en el trabajo y en la sociedad. En este sentido se propone la vinculación de los sistemas 
de ingresos mínimos con servicios de promoción de la reinserción económica y profesional, una mejor 
adaptación de los programas sociales para evitar las trampas de la pobreza y el desempleo, la adopción 
de estrategias integrales en niveles más amplios, como la educación, la vivienda, los servicios sociales, 
la protección social, etc. Cfr. COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS, Libro Verde..., op. cit., 
pág. 21-22 y Libro Blanco..., op. cit., pág. 54 y Proyecto de Decisión sobre un programa de acción a medio 
plazo para combatir la exclusión y promover la solidaridad (COM (93) 435 fi nal, de 22 de septiembre de 
1993); Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social y 
al Comité de las Regiones sobre su Programa de acción social a medio plazo 1995-1997, en COMISIÓN 
EUROPEA, Europa Social, 1/1995, Luxemburgo, 1995.

118 Cfr. G. VANDERSANDEN, Droit des Communautés Européennes, op. cit., vol. 1, pág. 29.
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De hecho, los Libros Verde y Blanco de la Comisión marcan una nueva línea 
de actuación de desarrollo comunitario de la protección social119. El Libro Verde 
representa un documento clave para diseñar las orientaciones de la política social 
comunitaria en la década de los noventa. En su apartado III. A, «democracia y 
política social: una estrategia a medio plazo», se enumeran los objetivos que la 
Comisión considera que podrían servir de base para la política a varios niveles. 
Concretamente se afi rma que las políticas de protección social y las políticas del 
mercado de trabajo deben orientarse en lo posible a la consecución de los objetivos 
positivos del desarrollo de los recursos humanos, la autosufi ciencia del individuo y 
su integración en la sociedad. 

Con referencia a la Seguridad Social se insiste en la importancia de la coordi-
nación comunitaria como técnica indispensable para garantizar la efectiva libertad 
de circulación en Europa. Respecto a la lucha contra la pobreza y la exclusión 
social, parcelas éstas integrantes del más amplio concepto de protección social120, 
se afi rma que la integración social y económica (la reintegración de las personas 
al sistema) y el mantenimiento del nivel de renta constituyen los principales objeti-
vos de la política social de la Comunidad. Sirven de punto de referencia para una 
evolución de los sistemas «trampolín» de protección social que no sólo impidan 
que las personas pierdan un nivel de vida aceptable, sino que les ayuden a volver 
a saltar al mismo. Ello requiere una actuación compensadora a corto plazo a través 
de un ingreso mínimo de inserción, acompañada de una estrategia preventiva a 
largo plazo que limite la pobreza y la exclusión social y promueva en el futuro la 
integración social. Sin embargo reconoce que, dada la diversidad y complejidad de 
los sistemas nacionales, la armonización en un sistema único es impracticable. En 
consecuencia se propone la convergencia de los sistemas nacionales, que segui-
rán siendo autónomos, hacia objetivos comunes sobre la base de normas mínimas 
establecidas en el nivel comunitario121. 

Previamente, como ya se ha señalado, las Recomendaciones del Consejo 92/991, 
de 24 de junio de 1992 y 92/442, de 27 de julio de 1992 (citadas), trataron de esta-
blecer la convergencia de los objetivos y de las políticas de protección social, con el convergencia de los objetivos y de las políticas de protección social, con el convergencia
objeto de defi nir en común los objetivos que deben guiar las políticas de los Estados 

119  J. LÓPEZ LÓPEZ, «La coordinación comunitaria de los sistemas de Seguridad Social de los 
Estados miembros», op. cit., pág. 49.op. cit., pág. 49.op. cit

120  En efecto, el documento Metodología del SEEPROS (Sistema Europeo de Estadísticas Inte-Metodología del SEEPROS (Sistema Europeo de Estadísticas Inte-Metodología
gradas de Protección Social), se considera como «funciones de protección social» otorgar prestaciones 
económicas y técnicas en una serie amplia de campos. Además de las contingencias tradicionalmente 
protegidas por la Seguridad Social, conforme al Convenio núm. 102 de la OIT (enfermedad, invalidez, 
vejez, supervivencia,..), se relaciona también la promoción del empleo, la vivienda y situaciones diversas, 
entre las que se mencionan «ayudas en favor de indigentes no clasifi cables en otra función, gastos de 
asistencia social de lucha contra la pobreza» y «demás formas de asistencia social en favor de las personas 
sin recursos, de personas sin hogar y de disminuidos sociales, etc.». Cfr. M. R. ALARCÓN CARACUEL, 
«Hacia el Derecho de la Protección Social», en AA.VV., Seguridad Social y Protección Social: Temas de 
Actualidad, Ed. Marcial Pons, Madrid, 1996, págs. 23-24. Actualidad, Ed. Marcial Pons, Madrid, 1996, págs. 23-24. Actualidad

121  Libro Verde, apartado III B. 3, págs. 43-45. 
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miembros. Estos objetivos comunes son: a) la garantía de una renta mínima que 
permita una vida conforme a la dignidad humana a todas las personas que residan 
legalmente en el territorio de un Estado miembro b) favorecer la integración social 
y profesional de aquéllas, y c) la concesión a los trabajadores por cuenta ajena que 
suspendan su actividad laboral al término de su vida laboral o se vean forzados a 
interrumpirla por enfermedad, accidente, maternidad, invalidez o desempleo, unos 
ingresos sustitutivos que preserven su nivel de vida de manera razonable y propor-
cional a su participación en regímenes de seguridad social apropiados.

En el Libro Blanco, la Comisión señala que la Unión tiene por misión preservar 
y desarrollar el modelo social europeo. Entre los objetivos prioritarios que la Unión 
se fi ja en el ámbito social se encuentra el de desarrollar los niveles de solidaridad, 
con especial incidencia en los mecanismos de solidaridad activa. No basta con pro-
porcionar benefi cios en efectivo mediante la redistribución de ingresos. Es preciso 
aumentar gradualmente la transferencia de recursos pero dirigirla hacia una mejor 
redistribución de oportunidades.

Si bien, en virtud del principio de subsidiariedad, la responsabilidad básica 
tanto de la política como de la acción recae sobre los Estados miembros, también 
es necesaria la acción de la Unión no sólo en favor de quienes tiene un empleo, 
sino también en interés de quienes están excluidos de la sociedad. Sobre la base 
del artículo 137 del Tratado que confi ere a la Unión un papel específi co de apoyo 
y complemento de las actividades de los Estados miembros en cuanto a la inte-
gración de los excluidos del mercado laboral, la Comisión se propone examinar la 
posibilidad de una acción más enérgica de aquélla en este terreno que cubra tanto 
las dimensiones económicas como las sociales de la integración de los excluidos 
del mercado laboral, proporcionando un marco jurídico para apoyar y estimular los 
esfuerzos de los Estados miembros. Se trata en suma, de determinar objetivos y líneas 
directrices comunes a aplicar gradualmente por los Estados miembros, pero no de 
imponerles disposiciones detalladas uniformes122. Concretamente la Comisión estudia 
la adopción de una recomendación sobre fi nanciación de la seguridad social, por la 
que se establezcan líneas directrices comunes para promover una mejor adaptación 
de la seguridad social a la promoción del empleo, mientras se mantiene redes de 
solidaridad y se permite la coexistencia de distintos sistemas nacionales123. 

A modo de conclusiones debe destacarse que la confi guración de la política 
comunitaria de protección social dentro de un modelo de Estado de Bienestar, 
elemento éste necesario para lograr el Mercado Único, exige un marco jurídico de 
referencia global y, por ende, más amplio que los Reglamentos de Seguridad Social 
de los trabajadores emigrantes que, a pesar de su tendencia expansiva, siguen siendo 
normas de claro contenido económico y vinculadas a la libre circulación.

122  Libro Blanco, págs. 13-15 y 53-57. Véase en el mismo sentido la Comunicación de la Comi-
sión «Una estrategia concertada para modernizar la protección social» [COM (1999) 347, publicada en 
1999].

123  Ibídem, pág. 53.
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Por otra parte, parece que, en la convergencia de políticas nacionales de 
protección social, la Comunidad está decidida a ejercer una infl uencia decisiva en 
los Estados miembros mediante el establecimiento de objetivos comunes y cuyo 
eje central es la garantía a todas las personas residentes de un nivel de recursos 
conforme a la dignidad humana124.

2.4. Los Consejos europeos de Lisboa y Niza: Una nueva cooperación europea 
en materia de protección social y de lucha contra la exclusión social

La pobreza y la exclusión social siguen constituyendo hoy en día motivo de 
extraordinaria preocupación en la Unión Europea. Las conclusiones de los Consejos 
europeos de Lisboa y Niza, que insisten en la necesidad de modernizar el modelo 
social europeo, de invertir en las personas y de combatir la exclusión social, se hacen 
cada vez más presentes. El objetivo general de la modernización es reforzar el papel 
de la protección social para que se convierta en un instrumento efi caz de gestión 
de los cambios que tienen lugar en el ámbito de la Unión Europea, minimizando las 
consecuencias sociales negativas de los mismos. 

El Consejo europeo de Lisboa celebrado los días 23 y 24 de marzo de 2000 
estableció un nuevo método abierto de coordinación como principal herramienta de 
cooperación de los Estados miembros en el ámbito social y reconoció al Consejo 
Europeo el papel de servir de faro de orientación y de coordinación para asegurar 
la coherencia general y un seguimiento efectivo de los progresos realizados. El 
método indicado insta a los Estados miembros a trabajar juntos para mejorar la 
contribución a la integración social de las políticas aplicadas en ámbitos como la 
protección social, el empleo, la salud, la vivienda y la educación. De este modo, un 
proceso de conocimiento mutuo y de diálogo entre todos los actores afectados en 
los Estados miembros y en el seno de la Unión Europea ha comenzado a dar sus 
primeros frutos. 

A partir del Consejo europeo de Lisboa de marzo de 2000, la promoción de la 
integración social es uno de los objetivos clave de la política europea. Se pretende 
dar un impulso decisivo a la eliminación de la pobreza y de la exclusión social. 
Este compromiso se ha traducido inmediatamente en el Consejo europeo de Niza 
de diciembre de 2000, en la adopción de objetivos comunes de lucha contra la 
pobreza y la exclusión social que refl ejan la naturaleza compleja y pluridimensional 
de ambos problemas y la interdependencia de las políticas económica, social y del 
empleo. De este modo se subraya la necesidad de facilitar a la vez la participación 
en el empleo y el acceso de todos a los recursos, a los derechos, a los bienes y 
servicios en un conjunto de ámbitos fundamentales como son la vivienda, la salud, 

124  J. LÓPEZ LÓPEZ, «La coordinación comunitaria de los sistemas de protección social de los 
Estados miembros», op. cit., págs. 69-70. Sobre la convergencia de objetivos de las políticas nacionales op. cit., págs. 69-70. Sobre la convergencia de objetivos de las políticas nacionales op. cit
de protección social en general y de rentas mínimas garantizadas, en particular, véase, Mª.B. GARCÍA 
ROMERO, Rentas Mínimas Garantizadas en la Unión Europea, op. cit., págs. 341 y ss.
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la educación, la justicia y otros servicios públicos y privados tales como la cultura, 
el deporte y el ocio.

Como consecuencia del mandato efectuado en la Cumbre de Lisboa, Niza 
aprueba una nueva Agenda de Política Social 2000-2005 (COM (2000) 379 fi nal), 
que contiene las prioridades de actuación en el ámbito social para el período com-
prendido hasta el año 2005. 

El núcleo de la Agenda lo constituyen la modernización del modelo social 
europeo y la transformación de los compromisos políticos acordados en Lisboa en 
una acción concreta.

Además la Cumbre de Niza aprobó otra serie de medidas para potenciar y defi nir 
la estrategia europea de lucha contra la exclusión social:

– Aprobación de objetivos comunes en la lucha contra la pobreza y la exclu-
sión social (2001/C 82/02). En concreto:

1. Fomento de la participación en el empleo y del acceso a los recursos, 
derechos, bienes y servicios por parte de todos.

2.  Prevención de los riesgos de exclusión.

3. Actuación a favor de los más vulnerables.

4. Movilización de todos los agentes.

– Creación del Comité de Protección Social (Decisión 2000/436/CE) de carác-
ter consultivo destinado a fomentar la cooperación en materia de protección 
social.

– Dedicar cada primavera un Consejo extraordinario de la UE a analizar el de-
sarrollo de la Agenda de Política Social, a partir de una serie de indicadores 
comúnmente acordados.

– En Niza, el 7 de diciembre de 2000, se aprobó la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, cuyo artículo 34 establece que el 
ciudadano de la Unión tiene el derecho al apoyo social para combatir la exclu-
sión social y la pobreza, con el fi n de garantizarle una existencia digna125.

– Por último, en Niza todos los Estados miembros adquirieron el compromiso 
de elaborar para junio de 2001 sus propios planes nacionales de acción
de carácter bianual para favorecer la integración social sobre la base de esos 
objetivos. Tales planes tienen como base jurídica el artículo 137 del TUE, 

125  Se trata de un documento proclamado conjuntamente por el Parlamento, el Consejo y la Co-
misión, que, pese a no haber sido aún ratifi cado por los Estados miembros, pone claramente de relieve 
cuál es la tendencia actual en la Unión y cuáles son sus valores y objetivos prioritarios.
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modifi cado por el Tratado de Niza de 26 de febrero de 2001, siguiendo la 
línea iniciada con anterioridad por el Tratado de Amsterdam de 1997126. En 
ellos se recogen sus prioridades en la lucha contra la pobreza y la exclusión 
social en el período de tiempo afectado por el Plan y se incluye una descrip-
ción más o menos detallada de las medidas políticas aplicadas o previstas 
para cumplir los objetivos comunes de la Unión Europea. La mayoría de ellos 
incluyen también ejemplos de buenas prácticas.

Estos quince planes nacionales han sido objeto de análisis por parte de la Co-
misión. No se ha evaluado la efi cacia de los sistemas ya en funcionamiento en los 
diferentes Estados miembros, sino que se examinan los planteamientos presentados 
por dichos Estados en sus planes nacionales. Ello ha dado lugar al Informe con-
junto sobre la integración social, en el que se identifi can los principales desafíos 
políticos a afrontar para la consecución de la inclusión social.

El Comité de protección Social encomendó a un Subcomité especial la mejora 
de los indicadores aplicables a escala europea en materia de pobreza y exclusión 
social, que tengan en cuenta su carácter pluridimensional. A resultas de estos tra-
bajos, se elaboró un informe recomendando una primera serie de diez indicadores 
primarios y ocho indicadores secundarios que cubren algunos de los factores más 
importantes de los fenómenos de la pobreza y la exclusión social, que fue adoptado 
por el Consejo «Empleo y Asuntos Sociales» y posteriormente sometido al Consejo 
europeo de Laeken (Bruselas) en diciembre de 2001127. Tales indicadores comunes 
deben servir para poder hacer un seguimiento de los progresos alcanzados en la 
realización de los objetivos aprobados en Niza, progresos que serán sostenidos 
por el nuevo Programa quinquenal de Acción comunitario sobre integración 
social, lanzado en enero de 2002 y con una dotación de 75 millones de euros, con 
el fi n de estimular la cooperación entre los Estados miembros en la lucha contra la 
exclusión social128. 

El Consejo Europeo de Gotemburgo pidió a los entonces países candidatos a 
la reciente ampliación europea que integraran los objetivos económicos, sociales y 
medioambientales de la Unión en sus políticas nacionales. El fomento de la integra-
ción social es uno de ellos y, a este propósito, el Consejo y la Comisión animaron a 
los diez nuevos países socios a aprovechar la experiencia de los Estados miembros 
plasmada en el Informe conjunto sobre la integración social.

126  Después de Niza, el art. 137 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea pasa a tener 
la siguiente redacción: «Para la consecución de los objetivos del artículo 136, la Comunidad apoyará 
y completará la acción de los Estados miembros en los siguientes ámbitos: ... h) la integración de las 
personas excluidas del mercado laboral, sin perjuicio del artículo 150... j) la lucha contra la exclusión 
social...».

127  Informe conjunto sobre la integración social de diciembre de 2001, doc. nº 15223/01, del 
Consejo. 

128  El Programa de Acción Comunitario (2002-2006) fue aprobado por Decisión Nº 50/2002/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 7 de diciembre de 2001 (DOCE de 12.1.2002).
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Estos últimos sometieron sus primeros Planes Nacionales contra la pobreza y 
la exclusión en julio de 2004.

3. LOS PLANES NACIONALES DE ACCIÓN CONTRA LA EXCLUSIÓN SOCIAL

Tanto el método abierto de coordinación, como, en particular, los planes de 
acción nacionales contra la pobreza y la exclusión social (PNA/int.) preparados por 
todos los Estados miembros de la Unión Europea ponen de manifi esto que el prin-
cipal desafío al que se enfrentan las políticas públicas en relación con la pobreza y 
la exclusión social es asegurar que los principales mecanismos distributivos de la 
renta y de la igualdad de oportunidades –el mercado de trabajo, los impuestos, la 
protección social, la educación, la salud, la vivienda y otros servicios– respondan a 
las necesidades de las personas amenazadas por estos riesgos.

A pesar de que la favorable tendencia económica y laboral entre 1995 y 2000 
contribuyó a estabilizar una situación social que se había deteriorado en numerosos 
Estados miembros debido a la recesión de mediados de los noventa, el número de 
personas que corren un alto riesgo de pobreza sigue siendo todavía demasiado 
elevado.

La promoción de la integración social requiere tener en cuenta los diversos cam-
bios estructurales importantes que se producen en el seno de la Unión Europea, a 
saber: cambios estructurales en el mercado de trabajo a raíz de un período de rápida 
transformación económica y globalización; crecimiento acelerado de la sociedad del 
conocimiento y de las tecnologías de la información y la comunicación; aumento 
de la longevidad combinado con un descenso de la natalidad, lo que supone un 
aumento de los ratios de dependencia; una creciente evolución hacia la diversidad 
étnica, cultural y religiosa alimentada por la inmigración internacional y el aumento 
de la movilidad en la Unión Europea; aumento de la presencia de las mujeres en el 
mercado de trabajo; cambios en las estructuras familiares. Tales cambios pueden 
engendrar nuevos riesgos de pobreza y de exclusión para los grupos especialmente 
vulnerables. 

Aunque la amplitud e intensidad de los problemas varían sustancialmente de un 
país a otro129, pueden identifi carse ocho ámbitos en los que la intervención de los 
Estados es esencial para combatir con éxito los problemas expuestos: desarrollar 
un mercado de trabajo que favorezca la inclusión y promover el empleo como un 
derecho y una oportunidad para todos; garantizar ingresos y recursos sufi cientes 
para vivir dignamente; luchar contra la desigualdad en materia educativa; preservar 
la solidaridad familiar y proteger los derechos de los niños; garantizar a todos una 
vivienda adecuada; garantizar la igualdad de acceso a servicios de calidad y mejorar 

129  Tal diversidad se pone de relieve en el Informe elaborado a partir del Eurobarómetro 56.1 para 
la Comisión Europea en octubre de 2002 por Duncan Gallie y Serge Paugam y titulado «Precariedad e 
Integración social» (http://europa.eu.int/comm/public_opinion).
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dichos servicios (salud, transporte, asistencia social, servicios culturales, jurídicos, 
de ocio y tiempo libre, etc.).

En los PNA/int. emergen tres planteamientos generales y complementarios entre 
las diferentes tendencias políticas para cumplir los objetivos comunes de la Unión 
Europea. El primero implica la elaboración de políticas y disposiciones más adecua-
das, accesibles y asequibles para mejorar la cobertura, la utilización y la efi cacia 
(es decir, promover la universalidad). El segundo consiste en corregir desventajas 
específi cas que pueden superarse mediante políticas apropiadas (promover una 
situación más justa). El tercero busca compensar las desventajas que sólo pueden 
superarse parcialmente, o no pueden superarse (garantizar la solidaridad)130.

De otro lado, los Estados miembros reconocen la importancia que tienen las 
directrices de empleo en la lucha contra la exclusión social, puesto que mejoran la 
capacidad de inserción profesional y crean nuevas oportunidades de empleo, con-
diciones esenciales para que los mercados de trabajo sean más integradores. De 
ahí que se hayan establecido vínculos entre los PNA/int. y los PNA/empl., pudiendo 
advertirse una tendencia de los planes para la integración a orientarse hacia polí-
ticas más activas y preventivas131. Al centrarse en acciones tendentes a facilitar la 
participación en el empleo de las personas, grupos o comunidades más alejadas 
del mercado de trabajo, los PNA/int. pueden infl uir positivamente en el aumento de 
las tasas de empleo.

La mayoría de los PNA/int. incluyen iniciativas para mejorar los sistemas de 
ingresos mínimos132. Las reformas tienden simultáneamente a proponer ingresos 
mínimos que permitan llevar una vida digna y a facilitar la plena participación en la 
sociedad, así como la inserción o reinserción laboral. A tal fi n, los PNA/int. ofrecen 
varios planteamientos133:

– Aumentar los niveles absolutos: En varios Estados miembros los niveles 
de los ingresos mínimos no han seguido la progresión de los salarios y del 
coste de la vida. Ello ha dado lugar a una erosión del poder adquisitivo de 
los ingresos mínimos respecto al poder adquisitivo medio de la sociedad 
en general. Bélgica, por ejemplo, ha anunciado su propósito de incrementar 
el ingreso mínimo garantizado, así como el nivel de las ayudas a los para-
dos.

130  Vid. Informe conjunto sobre la Integración social, (citado), pág. 9. 
131  Ejemplos de medidas adoptadas en los diferentes países de la Unión Europea para ayudar a 

las personas socialmente excluidas a entrar en el mercado de trabajo, pueden verse en el documento de 
la Comisión Europea: «La protection sociale en Europe 2001». Empleo y Asuntos Generales. Seguridad 
Social e Inserción Social. Comunidades Europeas, Luxemburgo, 2002, págs. 34-36.

132  Véanse los «Ejemplos de procedimientos idóneos indicados en los Planes Nacionales de 
Acción contra la pobreza y la exclusión social», recogidos en el Anexo II de la Tercera Parte del Informe 
conjunto sobre la Integración social, (citado), pág. 27 y ss.

133  Véase al respecto el Informe conjunto sobre la Integración social, (citado), Primera Parte, pág. 
40 y ss.
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– Proteger los ingresos mínimos contra los embargos y la erosión de su poder 
adquisitivo: Varios Estados miembros (Luxemburgo, Finlandia, Alemania, adquisitivo: Varios Estados miembros (Luxemburgo, Finlandia, Alemania, adquisitivo:
Francia y Bélgica) y las Comunidades Autónomas españolas, introducen 
medidas que prohíben o limitan el embargo de los ingresos mínimos, por 
ejemplo, en situaciones de deudas, quiebras o separaciones.

– Orientar más los sistemas de ingresos mínimos a las necesidades de las 
personas dependientes: La gran mayoría de los PNA/int. incluyen iniciativas personas dependientes: La gran mayoría de los PNA/int. incluyen iniciativas personas dependientes:
que van destinadas a aumentar los ingresos mínimos o a combinarlos con 
otros ingresos para mejorar las condiciones de vida de las personas depen-
dientes, especialmente en el caso de los hijos de madres solas.

– Mejorar el acceso a los sistemas de ingresos mínimos y promover una 
cobertura universal: Numerosos PNA/int. contemplan iniciativas destinadas cobertura universal: Numerosos PNA/int. contemplan iniciativas destinadas cobertura universal:
a mejorar el acceso a estos sistemas partiendo del reconocimiento de un 
derecho a esta red de seguridad de último recurso. En este ámbito, los plan-
teamientos más frecuentes son la elaboración o mejora de la información 
promocional, la sensibilización social, la descentralización administrativa o la 
cooperación con los responsables regionales y locales y la extensión de un 
sistema basado en los derechos (Holanda, España, Dinamarca, Finlandia, 
Francia, Portugal, Austria y Suecia). De otro lado, destaca la tendencia a 
garantizar que todos los residentes «legales» en el territorio (ya no sólo los 
propios nacionales) tengan acceso a recursos mínimos adecuados cuando los 
necesitan. Algunos Estados miembros dan un paso más y permiten acceder 
a las rentas mínimas a los refugiados, solicitantes de asilo e inmigrantes 
ilegales.

– Conseguir que el trabajo sea rentable y promover la empleabilidad: Entre – Conseguir que el trabajo sea rentable y promover la empleabilidad: Entre – Conseguir que el trabajo sea rentable y promover la empleabilidad:
las medidas propuestas para incitar a los benefi ciarios a trabajar destacan: 
la posibilidad de seguir benefi ciándose de algunas prestaciones durante un 
tiempo después de empezar a trabajar (Bélgica; Alemania, Italia); las sub-
venciones al empleo (Francia, Holanda y Reino Unido), a veces dirigidas 
específi camente a las familias con niños a cargo (Bélgica); la combinación 
de la ayuda social con los salarios (Francia, Luxemburgo y Suecia). De 
otro lado, en algunos PNA/int. se pone de relieve que un trabajo no impli-
ca necesariamente que se salga de la pobreza134, bien porque se trata de 
empleos de baja productividad (Portugal y Grecia), bien porque resulta ser 
una nueva forma de precariedad (Bélgica, Italia y Francia). Por ello, y con 
el fi n de corregir esta situación se proponen medidas como, por ejemplo, el 
establecimiento de un salario mínimo (Irlanda y Reino Unido). 

134  En general, sobre tema resulta interesante el estudio doctrinal de M. MARUANI, «Les working 
poor version française: travailleurs pauvres et/ou salarié(e)s pauvres?», Droit Social, nº 7/8 2003, pág. 
696 y ss.
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Por último, cabe destacar que en nuestro país se ha elaborado el II Plan Na-
cional de Acción para la Inclusión del Reino de España 2003-2005 (23-07-2003), 
el cual aparece estructurado en ocho capítulos: Capítulo 1, «Principales tendencias 
y desafíos»; Capítulo 2, «Análisis de los Progresos realizados por el PNAIN 2001-
2003; Capítulo 3, «Planteamiento estratégico: principales objetivos y metas clave»; 
Capítulo 4, «Medidas Políticas»135; Capítulo 5, «Disposiciones Institucionales», Ca-
pítulo 6, «Buenas Prácticas», Capítulo 7, «Esfuerzo Presupuestario» y Capítulo 8, 
«Indicadores para el seguimiento del Plan». Además, casi todas las Comunidades 
Autónomas, así como los Ayuntamientos de las ciudades más importantes, han 
elaborado planes de acción para combatir la exclusión social, en sintonía con la 
estrategia global defi nida en el Plan nacional de acción136.

Como pone de relieve el Consejo Económico y Social (CES) en su Informe sobre 
el Proyecto del citado plan nacional137, numerosas líneas de intervención del PNAin 
2003-2005 confl uyen con acciones contempladas en el marco de otras políticas y 
planes, como es el caso, por ejemplo, del Plan Nacional de Acción para el Empleo. 

A juicio de este órgano, pese al mayor grado de concreción del II Plan respecto 
del anterior, éste sigue adoleciendo de una gran generalidad en el planteamiento de 
sus objetivos y un elevado grado de indefi nición en relación con las medidas pro-
puestas. Asimismo, estima conveniente una identifi cación más clara de las acciones 
directamente relacionadas con la lucha contra la pobreza y la exclusión social y una 
concreción de los presupuestos específi camente vinculados a ellas.

4. LOS PROGRAMAS DE RENTAS MÍNIMAS VIGENTES EN EL SENO DE LA 
UNIÓN EUROPEA

Como se ha indicado, la mayoría de los países europeos disponen de regímenes 
de renta mínima garantizada desde hace algún tiempo. Sin embargo en los últimos 

135  En este capítulo se detallan las medidas previstas con relación a objetivos tales como fo-
mento del acceso al empleo para las personas en situación o riesgo de exclusión social, así como el 
acceso a todo tipo de recursos, bienes y derechos (justicia, salud, etc.), la prevención de los riesgos de 
exclusión (las medidas adoptadas se desarrollan en tres planos de actuación: el estudio de actuaciones 
territoriales, acciones a favor de la familia y acceso a nuevas tecnologías), y las actuaciones a favor de 
las personas más vulnerables (inmigrantes, personas sin hogar, personas ex reclusas, etc.). Véanse 
las recomendaciones y sugerencias efectuadas por el Consejo Económico y Social en relación con las 
carencias detectadas en el primer PLANin en relación con las medidas de acción pública previstas en 
este ámbito, la mayoría de las cuales mantienen su vigencia. Tales recomendaciones están recogidas 
en el Informe 2/2001 sobre La pobreza y la exclusión social en España: propuestas de actuación en el 
marco del plan nacional para la inclusión social.

136  En el Informe conjunto sobre la inclusión social de diciembre de 2001, citado, Primera Parte, 
pág. 79, se destaca como ejemplo el Plan Regional de Navarra (1998-2005). En lo que se refi ere a la 
Comunidad Autónoma de Murcia, su Plan Regional de Inclusión Social fue elaborado en junio de 2001. 
A él nos referiremos más adelante.

137  Informe 1/2003, adoptado en Sesión ordinaria del Pleno, de 23 de junio de 2003, Colección 
Informes, CES, Madrid, 2003 (Información en internet: http://www.ces.es).
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años, tales regulaciones han conocido importantes desarrollos y mejoras, en especial 
en lo que respecta a los Estados miembros del Sur. 

Ciertamente y sin desconocer que los sistemas de protección social siguen 
jugando un papel crucial en la reducción de los niveles de pobreza ni tampoco su 
contribución a la promoción de la integración social, actualmente las políticas desa-
rrolladas en otros ámbitos tales como el empleo, la educación, la salud o la vivienda 
están siendo revisadas para que respondan mejor a las necesidades individuales y 
a los nuevos riesgos que conducen a la pobreza y a la exclusión social138.

Así pues, se advierte un cambio de orientación de la política en la Unión Europea 
de lucha contra la pobreza y la exclusión social. En el momento presente su objetivo 
no es tanto garantizar una renta pasiva a las personas incapaces de encontrar un 
empleo o que no son económicamente activas, cuanto desarrollar acciones positi-
vas destinadas a reintegrar a los desempleados y otros inactivos en el mercado de 
trabajo. La probabilidad de encontrar un trabajo estable a largo plazo no depende 
sólo de los programas de fomento del empleo, sino también del nivel educativo de 
los interesados, de sus condiciones de vida, de los servicios sociales y sanitarios a 
los que tienen acceso y del apoyo general que reciben. 

Ahora bien, si la ampliación de las posibilidades de acceso al empleo contribuye 
decisivamente a promover la integración social, aquélla no es siempre posible. Para 
algunas personas, en razón de su edad, de su estado de salud o de otros factores 
particulares, el acceso al empleo puede no ser una opción realista. En estos casos, 
el reto político consiste en asegurar el acceso de dichas personas a unos ingresos 
adecuados, a una vivienda decente y a toda una serie de servicios de calidad en 
materia de salud, educación, cultura, etc. 

En la mayoría de los países de nuestro entorno el apoyo económico dado a 
las personas sin empleo no proviene sólo del régimen de protección por desem-
pleo, sino también de otras prestaciones, especialmente de asistencia social, que 
aparecen reagrupadas en los datos Seepros bajo la rúbrica de prestaciones contra 
la exclusión social139.

Trece Estados miembros de la Unión Europea han desarrollado una política 
de asistencia social universal destinada a garantizar un ingreso mínimo a todos los 
residentes, aunque con limitaciones en algunos casos, por razón de edad (Francia), 
nacionalidad (Austria), etc. En algunos países no existe un sistema nacional en 
sentido estricto, pero de hecho las distintas partes del territorio del Estado tienen 
un régimen de este tipo. Tal es el caso de España –donde todas las Comunidades 
Autónomas han creado sistemas de ingresos mínimos con ciertas variaciones en 

138  Según se pone de manifi esto en el Informe conjunto sobre la inclusión social de diciembre 
de 2001, citado.

139  Entre ellas se incluyen también las prestaciones de invalidez, de prejubilación, de enfermedad, 
ayudas de vivienda, etc. Vid. «La protection sociale en Europa 2001», documento citado, pág. 17.
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sus prestaciones– y también de Austria, país en el que la ordenación del ingreso 
mínimo se lleva a cabo por leyes diferentes de los nueve Bundesländer. En Italia, Bundesländer. En Italia, Bundesländer
la mayoría de los grandes municipios del norte del país han instituido un ingreso 
mínimo garantizado. Por último Grecia sigue sin tener un sistema de ingreso mínimo 
garantizado de carácter generalizado concebido como un derecho del ciudadano y 
destinado a asegurar la subsistencia de las personas en situación de necesidad, 
aunque ofrece una serie de ayudas fi nancieras a los grupos especialmente vulne-
rables, así como una garantía de ingreso para los jubilados. 

En las páginas que siguen se pretende examinar la regulación actual de los 
sistemas de rentas de inserción de carácter general140 existentes en los Estados 
miembros de la Unión Europea y del Espacio Económico Europeo.

Dicho análisis será realizado mediante el recurso a un cuadro comparativo que, 
tras la descripción del marco global del sistema general de garantía de ingresos 
mínimos existente en cada país, irá descendiendo a cada uno de los principales 
aspectos o elementos caracterizadores de este tipo de programas, como son, entre 
otros, los requisitos de acceso, la determinación del mínimo garantizado, el importe y 
duración de la prestación, las medidas tendentes a incentivar la inserción profesional 
y los derechos conexos141.

4.1. Marco global de la regulación de los sistemas generales de garantía de 
ingresos mínimos

A) Denominación

Alemania: Sozialhilfe.

Austria: Sozialhilfe. 

Bélgicalgica: Revenu Minimum d’Integration Sociale (RIS), que sustituye al Minimum 
de Moyens d’Existence (minimex).

Dinamarca: Social Bistand.

140  Nos referimos a los regímenes de carácter general, en el sentido de que, por contraposición a 
otros mínimos específi cos por categorías, como las prestaciones de vejez o de invalidez no contributivas, 
para gozar de los mismos no se precisa una concausa (la actualización de una de las contingencias 
típicas de la Seguridad Social), sino tan sólo la prueba de la insufi ciencia de recursos. Vid. A. OJEDA 
AVILÉS, El sistema común europeo de Seguridad Social, Tirant lo blanch, Valencia, 1997, pág. 70.

141  Los datos que permiten la elaboración de este cuadro comparativo han sido obtenidos de 
la Comisión Europea, MISSOC, «La protection sociale dans les Etats membres de l’UE et de l’Espace 
économique européen. Situation au premier janvier 2004 et évolution» (la consulta de los mismos puede 
hacerse en la siguiente dirección: http://www.europa.eu.int/comm/employment_social/missoc/2004/). 
Para un análisis más detenido de los sistemas instaurados en los países miembros de la UE antes de 
la última ampliación operada el 1 de mayo de 2004, véase Mª.B. GARCÍA ROMERO, Rentas Mínimas 
Garantizadas en la Unión Europea, Consejo Económico y Social, Madrid, 1999, pág. 37-135.
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EspaEspaña: Ingreso mínimo de inserción o Renta Mínima.

Finlandia: Toimeentulotuki.

Francia: Revenu Minimum d’Insertion (RMI), complementado, en el caso de los 
perceptores con mayores difi cultades de acceso o retorno al empleo normalizado, 
por un Revenu Minimum d’Activité (RMA).

Grecia: No hay un sistema general de garantía de ingresos mínimos.

Holanda: Algemene Bijstand.

Irlanda: Supplementary Welfare Allowance.

Islandia: Felagsleg aðstoð.

Italia: Minimo Vitale o Reddito minimo.

Liechenstein: Sozialhilfe.

LuxemburgoLuxemburgo: Revenu Minimum Garanti (RMG)

NoruegaNoruega: Stønad til livsopphold.

PortugalPortugal: Rendimento Mínimo Garantido (RMI)

Reino Unido: Income Support.

Suecia: Ekonomiskt bista˚nd.

Suiza: No hay un sistema general de garantía de ingresos mínimos a escala 
federal.

B) Regulación vigente

Alemania: Ley Federal de Ayuda Social (Buundessozialhilfegesetz, BSHG), de 30 
de junio de 1961, en su versión de 23 de marzo de 1994, recientemente modifi cada 
por Ley de 23 de diciembre de 2002.

Austria: Su regulación se lleva a cabo por leyes diferentes de los nueve Bun-
desländer.

Bélgicalgica: Ley de 7 de agosto de 1974 (reguladora del minimex); Ley de 26 de 
mayo de 2002 (entró en vigor en octubre de 2002), relativa al reconocimiento del 
derecho a la integración social.

Dinamarca: Ley de 10 de junio de 1997 sobre una política social activa (la 
primera regulación de la Sozial Bistand en Dinamarca tuvo lugar por Ley de 19 de 
junio de 1974, que creó dicha prestación).
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EspaEspaña: Leyes o Decretos específi cos de cada una de las diecisiete Comuni-
dades Autónomas.

Finlandia: Ley de Asistencia Social (Laki toimeentulotuesta), de 30 de diciembre 
de 1997, que entró en vigor el 1 de marzo de 1998. (La instauración de la «ayuda 
de subsistencia» por vez primera en Finlandia fue realizada por la Ley de 17 de 
septiembre de 1982)

Francia: Code de l’action sociale et de la famille (Arts. 262-1 y siguientes). Nótese 
que el RMI fue instaurado por Ley nº 88 de 1 de diciembre de 1988 y que el RMA 
ha sido creado más recientemente por Ley nº 2003-1200, de 18 de diciembre de 
2003 (cuya entrada en vigor se ha producido el 1-1-2004). El RMA se halla regulado 
en los artículos L-322-4-15 a L. 322-4-15-9 del citado Code.

Grecia: No hay una norma general.

Holanda: Ley General sobre la Asistencia Social (Algemene bijstandwet, ABW), Algemene bijstandwet, ABW), Algemene bijstandwet, ABW
de 1963.

Irlanda: Ley unifi cada sobre la protección social (Social Welfare Consolidation 
Act) de 1993, modifi cada.Act) de 1993, modifi cada.Act

Islandia: Ley de Servicios Sociales de las autoridades locales (Lög um 
felagsþjo´nustu sveitarfelaga), nº 40/1991, de marzo de 1991, y ulteriores modifi -
caciones.

Ley sobre la asistencia social (Lög um felagslega aðstoð), nº 118/1003, de Lög um felagslega aðstoð), nº 118/1003, de Lög um felagslega aðstoð
diciembre de 1993, y ulteriores modifi caciones.

Italia: La regulación de esta materia es competencia regional. En Italia no hay 
una renta mínima garantizada de alcance nacional. La reglamentación regional no 
es homogénea. La mayoría de las regiones regulan los servicios mediante leyes de 
reorganización de los servicios de asistencia social. Pero en otras (por ejemplo, Tos-
cana, Emilia-Romana), cada municipio o unidad sanitaria local (USL) fi ja la cuantía 
del ingreso mínimo a través de reglamentaciones individuales. Las Regiones que 
poseen una normativa específi ca en la materia son, entre otras, Umbría, Valle de 
Aosta, Provincia Autónoma de Bolzano, Cerdeña, Piamonte, Sicilia, Lombardía y 
Trento.

Liechtenstein: Ley sobre la Ayuda Social (Sozialhilfegesetz), de 15 de noviembre Sozialhilfegesetz), de 15 de noviembre Sozialhilfegesetz
de 1984. Esta Ley continúa en vigor en su versión modifi cada.

LuxemburgoLuxemburgo: Ley de 29 de abril de 1999, relativo a la creación de un Ingreso 
Mínimo Garantizado (la primera regulación de esta fi gura en Luxemburgo tuvo lugar 
por Ley de 26 de julio de 1986).

NoruegaNoruega: Ley de Servicios Sociales de 13 de diciembre de 1991 (entró en vigor 
el 1 de enero de 1993).
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PortugalPortugal: Ley nº 19-A/96 de 29 de junio de 1996 y Decreto Ley nº 196/97 de 
31 de julio de 1997.

Reino Unido: Reglamentos Generales sobre el Ingreso Mínimo (Income Support), 
de 1987 y Social Security Administration Act, de 1992.

Suecia: Ley de enero de 2002. (La primera regulación del ingreso mínimo de 
subsistencia se debió a la Ley de Asistencia Social -Social Bidrag-, de 1982.)Social Bidrag-, de 1982.)Social Bidrag

Suiza: Ninguna.

C) Caracteres básicos

Alemania: Prestación cuya fi nalidad es garantizar un mínimo de medios de 
existencia a las personas que carecen de recursos sufi cientes y que no están en 
condiciones de procurárselos mediante su esfuerzo personal u otros medios, así 
como favorecer su independencia respecto de la asistencia social.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (sin margen de discrecionalidad alguno).

Austria: Prestación cuya fi nalidad es garantizar un mínimo de medios de exis-
tencia a las personas que carecen de recursos sufi cientes.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (sin margen de discrecionalidad alguno).

Bélgicalgica: Prestación cuya fi nalidad es garantizar un mínimo de medios de existen-
cia a las personas que carecen de recursos sufi cientes y que no están en condiciones 
de procurárselos mediante su esfuerzo personal u otros medios.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (sin margen de discrecionalidad alguno).

Dinamarca: Prestación cuya fi nalidad es garantizar un mínimo de medios de 
existencia a las personas que carecen de recursos sufi cientes y que no están en 
condiciones de procurárselos mediante su esfuerzo personal u otros medios.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (con un elemento de discrecionalidad).

EspaEspaña: Prestación cuya fi nalidad es garantizar un mínimo de medios de exis-
tencia a las personas que carecen de recursos sufi cientes y que no están en con-
diciones de procurárselos mediante su esfuerzo personal u otros medios, así como 
favorecer su independencia respecto de la asistencia social.
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Es una prestación diferencial (salvo en la Comunidad Autónoma de La Rioja).

Derecho subjetivo (no discrecional), aunque sujeto, en algunos casos, a las 
disponibilidades presupuestarias.

Finlandia: La asistencia social es una especie de última red de protección cuya 
fi nalidad es asegurar temporalmente un ingreso mínimo a las personas que por 
cualquier causa carezcan de medios propios, previa prueba de su estado de nece-
sidad. Pero, junto a la garantía de una subsistencia básica, se pretende devolver al 
benefi ciario la capacidad necesaria para lograr por sí mismo lo necesario para su 
sustento.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo en lo que respecta a la cuantía básica. En cambio, el com-
plemento de prestación reviste un carácter discrecional.

Francia: El RMI tiene como fi nalidad permitir a cada persona disponer de 
los recursos mínimos necesarios para satisfacer sus necesidades esenciales, así 
como favorecer la inserción profesional de los más necesitados. En relación con 
este último aspecto se ha creado el RMA (Revenu Minimum d’Activité), prestación 
que, inscrita en el marco de un contrato de trabajo temporal y a tiempo parcial, 
constituye un complemento del RMI, a cargo del empleador, que eleva la cuantía 
de la prestación RMI hasta garantizar una remuneración fi nal equivalente al menos 
a 20 veces el importe hora del salario mínimo interprofesional (SMIC). Se concede 
a aquellos benefi ciarios del RMI que se encuentran más alejados del empleo y en 
peores condiciones de acceso o retorno al mismo (deben estar percibiendo el RMI 
durante al menos dos años).

El RMI es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo perfecto (no discrecional).

Grecia: No hay sistema general.

Holanda: Pretende garantizar una asistencia económica a cada ciudadano que no 
puede hacer frente a los gastos necesarios para la satisfacción de sus necesidades 
y las de su familia, o que no puede hacerlo de una manera conveniente, o incluso 
que se encuentre amenazado por tal situación. Asimismo, la prestación pretende 
dotar a la persona en cuestión de las capacidades necesarias para que pueda llevar 
por sí misma una vida independiente. Se trata de una prestación estatal, aunque los 
municipios pueden otorgar otras prestaciones.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo. 
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Irlanda: La ayuda social (Supplementary Welfare Allowance) procura una renta 
semanal básica a las personas que tengan escasos o nulos recursos. Además, 
están previstas ayudas a tanto alzado para hacer frente a necesidades urgentes o 
a circunstancias excepcionales.

Prestación diferencial.

El subsidio mínimo semanal constituye un derecho subjetivo, una vez cumplidas 
las condiciones de acceso legalmente establecidas. En cambio, los pagos adicionales 
a tanto alzado y los complementos semanales para gastos de vivienda (alquiler y 
préstamos hipotecarios), tienen carácter discrecional.

Islandia: Servicios sociales de las autoridades locales: Garantizar una seguridad 
económica a las personas que no pueden subvenir a sus propias necesidades ni a 
las de sus hijos por medios distintos de la asistencia social.

Ayuda social del Estado: Procurar, dentro de los límites marcados por la ley, 
una ayuda suplementaria a ciertas categorías de personas que se encuentran en 
circunstancias excepcionales.

Italia: Prestación que efectúa una transferencia de recursos públicos a favor de 
categorías específi cas de ciudadanos que no están en condiciones de trabajar y 
no disfrutan de ingresos superiores a un nivel determinado (correspondiente a un 
mínimo vital hipotético).

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (sin margen de discrecionalidad alguno).

Liechtenstein: Prestación cuya fi nalidad es garantizar un mínimo de medios de 
existencia a las personas que carecen de recursos sufi cientes y que no están en 
condiciones de procurárselos mediante su esfuerzo personal u otros medios.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (no discrecional).

LuxemburgoLuxemburgo: Lucha contra la exclusión social. Asegurar medios sufi cientes de 
existencia y medidas de inserción social y profesional.

Prestación diferencial.

Derecho subjetivo (no discrecional).

NoruegaNoruega: Prestación cuya fi nalidad general es garantizar un mínimo de medios 
de existencia a las personas que carecen de recursos sufi cientes para satisfacer 
sus necesidades básicas y que no están en condiciones de procurárselos mediante 
su esfuerzo personal u otros medios.
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Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (con elementos de discrecionalidad).

PortugalPortugal: Prestación no contributiva y programa de inserción social cuya fi nalidad 
es garantizar un mínimo de medios de existencia a las personas que carecen de 
recursos sufi cientes y que no están en condiciones de procurárselos mediante su 
esfuerzo personal u otros medios, al tiempo que se pretende favorecer su inserción 
social y profesional progresiva.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (sin margen de discrecionalidad alguno).

Reino Unido: Prestación cuya fi nalidad es otorgar una ayuda económica a las 
personas que involuntariamente se encuentran sin trabajo (enfermedad, accidente, 
maternidad o incapacidad para encontrar empleo) o que trabajan a tiempo parcial 
(16 horas semanales como mínimo si se trata del benefi ciario o 24 horas o más 
por semana en el caso del cónyuge), que no están obligados a inscribirse como 
desempleados y cuyos ingresos, de cualquier naturaleza, sean inferiores al mínimo 
establecido.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (no discrecional).

Suecia: La ayuda social es una especie de última red de protección acordada 
cuando una persona (o familia) no es capaz de asumir los gastos necesarios para 
satisfacer sus necesidades a corto o largo plazo.

Es una prestación diferencial.

Derecho subjetivo (no discrecional).

Suiza: No existe.

D) Benefi ciarios

Alemania: Individuo o unidades familiares independientes que cumplan las 
condiciones de atribución.

Austria: Individuos o familias, bajo condición de recursos.

Bélgicalgica: Se trata de un derecho individual, aunque su cuantía varía según el 
destinatario o destinatarios de la prestación: persona sola, con o sin hijos a cargo, 
o una pareja. En el caso de tratarse de una pareja que viva bajo el mismo techo, si 
cada uno de ellos reúne los requisitos de acceso, se le reconocerá un derecho al 
RIS de forma separada, si bien la cuantía percibida por cada uno será la estable-
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cida para el supuesto de cohabitación (inferior a la cuantía que corresponde a una 
persona sola). En cambio, si sólo uno de ellos cumple las condiciones de acceso, 
sólo él percibirá la ayuda, en la cuantía correspondiente para cohabitantes.

Dinamarca: Es un derecho individual, incluso cuando el solicitante es una persona 
casada, de manera que cada uno de los miembros de una pareja son considerados 
personas solas a efectos del reconocimiento del derecho a la prestación. Los hijos 
tienen un derecho propio.

EspaEspaña: personas solas o unidades familiares independientes.

Finlandia: En principio, es un derecho individual. No obstante, cuando el be-
nefi ciario no vive solo se toma en cuenta la situación global de la unidad familiar 
(parejas casadas o no, hijos menores).

Francia: Derecho individual, pero cuya cuantía varía en función de la compo-
sición del núcleo familiar (parejas casadas o no, hijos, adultos y personas a cargo 
menores de 25 años).

Grecia: No hay un sistema general.

Holanda: En principio, es un derecho individual. En caso de unidades familiares 
(parejas casadas o no, sin consideración del sexo), la asistencia puede ser solicitada 
y percibida por uno de los miembros en concepto de asistencia familiar. En caso de 
solicitud expresa, cada uno de los miembros de la pareja puede percibir la mitad 
de la cuantía de la ayuda.

Irlanda: La prestación básica tiene carácter individual, en el sentido de que sus 
benefi ciarios son personas solas. Sin embargo, se conceden complementos de la 
prestación para los adultos o hijos a cargo del titular de la prestación.

Islandia: Servicios sociales de las autoridades locales: Derecho individual. La 
familia –la pareja y los hijos– es considerada como una única unidad económica.

La ayuda social del Estado: es, en principio, un derecho individual.

Italia: Derecho individual, pero cuya cuantía varía en función de la composición 
del núcleo familiar.

Liechtenstein: personas solas o familias.

LuxemburgoLuxemburgo: Derecho individual, pero cuya cuantía varía en función de la com-
posición del núcleo familiar.

NoruegaNoruega: Derecho individual. La familia –la pareja y los hijos a cargo- es con-
siderada como una única unidad económica.

PortugalPortugal: Derecho individual, pero cuya cuantía varía en función de la compo-
sición del núcleo familiar.
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Reino Unido: La prestación es concedida a quien cumple los requisitos y que 
la puede solicitar para atender sus gastos personales de subsistencia así como los 
de su familia. La familia del titular del derecho comprende a su cónyuge y a los hijos 
menores de 16 años, o de 19 años, si han fi nalizado la escolaridad obligatoria y no 
tiene un derecho propio a esta prestación.

Suecia: En principio, es un derecho individual. No obstante, cuando el benefi cia-
rio no vive solo se toma en cuenta la situación global de la unidad familiar (parejas 
casadas o no, hijos menores a cargo).

Suiza: No es aplicable.

E) Duración

Alemania: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su 
concesión.

Austria: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su con-
cesión.

Bélgicalgica: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su con-
cesión.

Dinamarca: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su 
concesión.

EspaEspaña: Por regla general, 12 meses que pueden ser renovados, aunque la 
situación varía sensiblemente de una Comunidad Autónoma a otra (como se verá 
más adelante).

Finlandia: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su 
concesión.

Francia: Tres meses, renovables por períodos de tres meses a un año.

Grecia: No hay sistema general.

Holanda: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su 
concesión.

Irlanda: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su con-
cesión.

Islandia: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su con-
cesión.

Italia: Limitada, aunque con posibilidad de prórroga o renovación si persisten 
las circunstancias que motivaron su concesión.
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Liechtenstein: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su 
concesión.

LuxemburgoLuxemburgo: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su 
concesión.

NoruegaNoruega: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su 
concesión.

PortugalPortugal: 12 meses, renovables automáticamente.

Reino Unido: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su 
concesión.

Suecia: Ilimitada, mientras persistan las circunstancias que motivaron su con-
cesión.

Suiza: No aplicable.

4.2. Requisitos de acceso

A) Nacionalidad

Alemania: Se establece una condición de nacionalidad alemana, aunque se 
extiende el derecho a los nacionales de los Estados signatarios del Convenio de 
Asistencia Social y Médica (como es el caso de los Estados miembros de la Unión 
Europea), así como a los benefi ciarios del derecho de asilo y a otros extranjeros, 
bajo ciertas restricciones. 

Austria: En la mayoría de los Länder, el derecho al ingreso mínimo garantizado 
está reservado a los ciudadanos austriacos, si bien puede concederse a los extran-
jeros bajo ciertas condiciones (condición de refugiado, existencia de un convenio 
bilateral conteniendo una cláusula de reciprocidad, o bien a modo discrecional). Así 
sucede, por ejemplo, en Salzburgo, Viena y el Tirol. En cambio, otros Länder extien-
den el derecho a la ayuda social a los extranjeros no asimilados a los austriacos 
(por ejemplo, Baja-Austria, Burgenland y en el Vorarlberg).

Bélgicalgica: Tienen derecho las personas de nacionalidad belga, los benefi ciarios 
del Reglamento CEE 1612/1968 (aunque el Tribunal de Arbitraje ha dejado sin efecto 
esta cláusula legal con efectos de 1-1-2004), los extranjeros no comunitarios inscritos 
como tales en el registro de población, los apátridas y los refugiados.

Dinamarca: Las ayudas cuya duración supere los seis meses sólo se conceden 
a los nacionales daneses o asimilados, así como a los extranjeros residentes en 
Dinamarca durante los últimos siete años.
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EspaEspaña: No es exigida en todas las regulaciones regionales. Algunas normas 
autonómicas admiten expresamente a los extranjeros no comunitarios (por ejemplo, 
Galicia), mientras que otras los excluyen también de manera expresa (por ejemplo, 
Andalucía).

Finlandia: Ninguna condición de nacionalidad.

Francia: Nacionales y extranjeros residentes en Francia, que acrediten una es-
tabilidad en su permanencia en Francia, apreciada a través de la tarjeta de estancia 
o de residencia.

Grecia: No hay un sistema general.

Holanda: Ninguna condición de nacionalidad.

Irlanda: Tienen derecho los ciudadanos irlandeses, refugiados y apátridas, 
así como toda persona que resida legalmente en el país, cualquiera que sea su 
nacionalidad.

Islandia: Ninguna condición de nacionalidad.

Italia: Tienen derecho los nacionales y extranjeros residentes en Italia, así como 
los refugiados políticos.

Liechtenstein: Se extiende el derecho a los nacionales de los Estados signatarios 
del Convenio de Asistencia Social y Médica (como es el caso de los Estados miembros 
de la Unión Europea), así como a los benefi ciarios del derecho de asilo y a otros 
extranjeros, sólo cuando la ayuda se revele indispensable para proteger el interés 
general o el interés de la persona en concreto frente al riesgo de indigencia.

LuxemburgoLuxemburgo: Ninguna condición de nacionalidad.

NoruegaNoruega: Ninguna condición de nacionalidad.

PortugalPortugal: Ninguna condición de nacionalidad es exigida. 

Reino Unido: Ninguna condición de nacionalidad. Los benefi ciarios que hayan 
vivido fuera del Reino Unido durante un período de dos años antes de la fecha de 
la solicitud, deben reunir el requisito de residencia habitual.

Suecia: Ninguna condición de nacionalidad.

Suiza: No aplicable. 

B) Residencia

Alemania: La ley exige que el benefi ciario resida efectivamente en Alemania. 
Sin embargo, excepcionalmente, los alemanes residentes en el extranjero pueden 
percibir la ayuda social.
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Austria: Por regla general el reconocimiento del derecho se vincula a la residencia 
del solicitante en el Land correspondiente.

Bélgicalgica: Se exige residir de forma habitual y permanente en territorio belga.

Dinamarca: Residencia en Dinamarca durante siete de los últimos ocho años. 
En su defecto, se concede la ayuda de establecimiento (starthjælp).

EspaEspaña: Se exige residir en la Comunidad Autónoma en cuestión desde un 
cierto período de tiempo (generalmente doce meses).

Finlandia: Tiene derecho toda persona residente en Finlandia.

Francia: Se exige residir en Francia de forma estable y habitual.

Grecia: No existe un sistema general de garantía de ingresos mínimos.

Holanda: Tienen derecho todos los residentes, pero los ciudadanos holandeses 
residentes en el extranjero tienen también derecho a la asistencia social.

Irlanda: Residencia efectiva en Irlanda.

Islandia: Tiene derecho todas las personas que residan efectivamente en Is-
landia.

Italia: Tienen derecho todas las personas empadronadas como residentes en 
el territorio regional o municipal.

Liechtenstein: Residencia en Liechtenstein. Los nacionales de este país residen-
tes en el extranjero (en Estados no miembros de la UE o del Espacio Económico 
Europeo) pueden percibir la ayuda social en casos de urgente necesidad.

LuxemburgoLuxemburgo: Personas residentes en territorio luxemburgués y que acrediten 
una residencia previa a la solicitud de al menos 5 años dentro de los últimos 20 
años. Esta condición de antigüedad en la residencia no es exigida a los nacionales 
de países miembros de la UE o del Espacio Económico Europeo, ni a los apátridas 
o refugiados.

NoruegaNoruega: Residencia legal en el país.

PortugalPortugal: Residencia legal en Portugal.

Reino Unido: Residencia actual en Reino Unido.

Suecia: Residencia legal en Suecia.

Suiza: No es aplicable.
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C) Edad

Alemania: No existe ningún límite de edad, teniendo también derecho a percibir 
la ayuda los menores. Sin embargo, a partir de los 65 años en lugar de la ayuda de 
subsistencia general se concede una ayuda de subsistencia particular para grupos 
específi cos de la población como es el caso de los ancianos.

Austria: No se establece ninguna condición de edad.

Bélgicalgica: A partir de los 18 años (mayoría de edad civil), con tres excepciones: 
menor emancipado por matrimonio, soltero con hijo(s) a cargo y menor embarazada. 
Por encima de los 65 años, el revenu d’intégration queda reemplazado por el Ingreso revenu d’intégration queda reemplazado por el Ingreso revenu d’intégration
garantizado a los ancianos.

Dinamarca: No se establece ninguna condición de edad, pero, en la práctica 
rara vez se concede la prestación a los menores de 18 años, en la medida en que 
se consideran a cargo de sus padres.

EspaEspaña: En la mayoría de las reglamentaciones se exige tener entre 25 y 65 
años; los menores de 25 años pueden ser benefi ciarios si tienen menores o minus-
válidos a su cargo.

Finlandia: No se establece ninguna condición de edad, pero, en la práctica, rara 
vez se concede la prestación a los menores de 18 años, en la medida en que se 
consideran a cargo de sus padres.

Francia: A partir de 25 años; los menores de esta edad, si tienen uno o más 
hijos a cargo o esperan el nacimiento de un hijo. 

Grecia: No existe un sistema general de garantía de ingresos mínimos.

Holanda: La ayuda se concede a partir de los 18 años de edad, si bien este 
límite no se aplica en el caso de menores emancipados. Si el benefi ciario es menor 
de 23 años, el importe es el que corresponde a los menores de edad a cargo de 
sus padres. La cuantía de la prestación destinada específi camente a las personas 
a partir de los 65 años equivale al importe neto de la pensión AOW.

Irlanda: No existe límite mínimo de edad expresamente establecido, pero nor-
malmente se concede a partir de los 18 años de edad.

Islandia: Servicios sociales de las autoridades legales: 18 años como mínimo.

Ayuda social del Estado: ninguna condición de edad.

Italia: Salvo en la Región de Campania, no se establece ningún límite de 
edad.

Liechtenstein: No se establece ninguna condición de edad.
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LuxemburgoLuxemburgo: A partir de 25 años; menor de esta edad si se trata de una 
persona no apta para trabajar, o que tiene a su cargo un menor o una persona 
minusválida.

NoruegaNoruega: No se establece ninguna condición de edad, pero, en la práctica rara 
vez se concede la prestación a los menores de 18 años, en la medida en que se 
consideran a cargo de sus padres.

PortugalPortugal: A partir de 18 años, o menor de 18 años emancipado si tiene un menor 
o menores a su cargo o está embarazada.

Reino Unido: A partir de 18 años; en circunstancias particulares, el límite de 
edad se rebaja a los 16 o 17 años.

Suecia: La ayuda social se concede a toda la familia mientras subsista la obli-
gación de alimentos respecto del cónyuge e hijos. Aparte de ello, no existen otras 
condiciones de edad.

Suiza: No es aplicable.

D) Disponibilidad para trabajar

Alemania: Las personas capaces de trabajar deben aceptar toda oferta de 
colocación adecuada.

Austria: Las personas capaces de trabajar deben aceptar toda oferta de colo-
cación adecuada. No obstante, se prevén excepciones para las personas de edad 
avanzada (hombres de más de 65 años y mujeres de más de 60 años), para aque-
llas que tienen a su cuidado a personas dependientes o para quienes efectúan una 
formación.

Bélgicalgica: El benefi ciario debe probar su disposición para trabajar, salvo que 
esta condición se revele de imposible cumplimiento por motivos de salud o equidad 
(por ejemplo, habida cuenta de su situación familiar). En el caso de cónyuges o de 
parejas de hecho, dicha disposición debe ser cumplida por cada uno de ellos de 
forma separada.

Un benefi ciario, menor de 25 años, debe haber suscrito y cumplir bien un contrato 
de trabajo, bien el contenido de un contrato relativo a un proyecto individualizado de 
integración social, en los 3 meses siguientes a su solicitud, salvo que la observancia 
de esta obligación sea imposible por motivos de salud o de equidad. 

Dinamarca: Se exige una disponibilidad para trabajar. En este sentido es ne-
cesario que tanto el solicitante como su cónyuge o pareja de hecho hayan agotado 
todas las posibilidades de acceso al mercado de trabajo.
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EspaEspaña: En general, se exige disponibilidad para trabajar y se establece como 
condición del mantenimiento de la prestación la aceptación de empleos adecua-
dos.

Finlandia: Toda persona tiene el deber de subvenir a sus propias necesidades 
y, en consecuencia, debe intentar obtener un empleo sufi cientemente retribuido 
mientras tenga capacidad de trabajar.

Francia: Necesidad de estar disponible para realizar acciones de formación, 
inserción social o laboral. El interesado debe comprometerse mediante la fi rma de 
un contrato de inserción a participar en las actividades defi nidas de acuerdo con la 
Comisión Local de Inserción. Cuando se trate de un benefi ciario del RMI que esté 
percibiendo la prestación durante los dos últimos años, se le propondrá la fi rma de 
un «contrato de inserción-revenu minimum d’activité», que implicará la aceptación 
de un empleo subvencionado.

Grecia: No existe un sistema general de rentas mínimas garantizadas.

Holanda: Todo benefi ciario tiene que intentar encontrar un trabajo, aceptar un 
empleo o inscribirse como demandante de empleo. Las parejas o cónyuges de los 
benefi ciarios deben asimismo intentar encontrar un trabajo. Se tienen en cuenta las 
circunstancias sociales y de salud de los interesados para eximirlos del cumplimiento 
de esta obligación (por ejemplo, si tienen a su cargo hijos menores de 5 años).

Irlanda: El benefi ciario de la ayuda social que esté en condiciones de trabajar 
tiene que inscribirse como demandante de empleo y no rechazar oferta de coloca-
ción adecuada. 

Islandia: Toda persona tiene el deber de subvenir a sus propias necesidades 
y, en consecuencia, debe buscar activamente un empleo sufi cientemente retribuido 
mientras tenga capacidad de trabajar.

Italia: Se exige la disponibilidad para trabajar. Con esta fi nalidad, el municipio o 
la región suelen organizar cursos especiales de cualifi cación profesional.

Liechtenstein: Las personas con capacidad para trabajar deben aceptar un 
empleo adecuado.

LuxemburgoLuxemburgo: Por regla general se exige la disponibilidad para incorporarse al 
mercado laboral (aceptación de trabajos de utilidad social o cultural, seguimiento de 
cursos de reciclaje profesional o búsqueda de un empleo). No obstante, se contemplan 
amplias excepciones a esta obligación (ejemplo, ancianos, minusválidos, o padres 
con hijos a cargo, mientras no hayan fi nalizado la escolaridad obligatoria).

NoruegaNoruega: Toda persona tiene el deber de subvenir a sus propias necesidades 
y, en consecuencia, debe intentar obtener un empleo sufi cientemente retribuido 
mientras tenga capacidad de trabajar.
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PortugalPortugal: Se exige la disponibilidad para trabajar y para realizar actividades de 
formación y de inserción profesional.

Reino Unido: Actualmente se exige como condición de la concesión la disponibi-
lidad para trabajar de los perceptores del Income Support. Salvo en el caso de que Income Support. Salvo en el caso de que Income Support
los benefi ciarios sean padres solos con hijos a cargo, jubilados o inválidos, aquellos 
deben inscribirse como demandantes de empleo y buscarlo activamente.

Suecia: Toda persona tiene el deber de subvenir a sus propias necesidades y, en 
consecuencia, debe intentar obtener un empleo sufi cientemente retribuido mientras 
tenga capacidad de trabajar.

Suiza: Inexistente.

E) Agotamiento previo de otros derechos

Característica común de esta prestación en los países europeos es su carácter 
subsidiario o de cierre de conjunto de subsistemas de protección social, tanto legales 
(prestaciones de Seguridad Social contributivas y no contributivas, protección por 
desempleo, etc.), como convencionales (alimentos entre parientes).

Alemania: El interesado tiene que agotar previamente su derecho a otras 
prestaciones (con algunas excepciones como, por ejemplo, el subsidio parental de 
educación), así como su derecho a alimentos. 

Austria: El benefi ciario debe agotar su derecho a otras prestaciones sociales y, 
especialmente, se le exige que reclame los alimentos de que sea acreedor. 

Bélgicalgica: Se exige que el benefi ciario reclame las prestaciones sociales a que 
pueda tener derecho en virtud de la legislación belga o extranjera (la renta mínima 
constituye un derecho residual o subsidiario). Asimismo, los servicios sociales pue-
den exigir al interesado que reclame su derecho a alimentos (obligación que solo 
rige entre cónyuges o ex cónyuges, ascendientes y descendientes en primer grado 
y entre adoptante y adoptado).

Dinamarca: El interesado debe ejercer su derecho a otras prestaciones socia-
les.

EspaEspaña: Al tratarse de una prestación subsidiaria de cualquier otra fuente de 
ingresos o rentas, las diversas reglamentaciones autonómicas suelen exigir que el 
interesado reclame previamente su derecho a otras prestaciones sociales, así como a 
los alimentos frente a su cónyuge y parientes obligados a prestar tales alimentos.

Finlandia: La asistencia social constituye una última red de seguridad, que se 
abona en ausencia o como complemento de cualquier otra prestación de subsis-
tencia.
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Francia: El benefi ciario debe ejercitar su derecho a otras prestaciones sociales 
y, especialmente, se le exige que reclame los alimentos de que sea acreedor. 

Grecia: No hay un sistema general de renta mínima.

Holanda: La asistencia social constituye una última red de seguridad, que se abona 
en ausencia o como complemento de cualquier otra prestación de subsistencia.

Irlanda: Deber ejercitar previamente su derecho a otras prestaciones sociales 
(carácter subsidiario). No obstante, si la situación de necesidad persiste tras el re-
conocimiento de esas otras prestaciones, el subsidio puede ser total o parcialmente 
abonado (carácter complementario). Asimismo, el pago puede realizarse de forma 
provisional, durante el período que media entre la solicitud de las otras prestaciones 
sociales y su abono efectivo.

Islandia: En cuanto a los servicios sociales de las autoridades locales, se exi-
ge el previo agotamiento previo de cualquier otro medio económico, incluidas las 
prestaciones sociales.

En relación con la ayuda social estatal, también se exige que se reclamen pre-
viamente todas las prestaciones sociales a las que se pudiera tener derecho.

Italia: En general, el disfrute de otras prestaciones de asistencia social no con-
lleva la suspensión del «minimum vital».

Liechtenstein: El benefi ciario debe agotar su derecho a otras prestaciones socia-
les y, especialmente, se le exige que reclame los alimentos de que sea acreedor. 

LuxemburgoLuxemburgo: El benefi ciario debe agotar su derecho a otras prestaciones sociales 
y, especialmente, se le exige que reclame los alimentos de que sea acreedor. 

NoruegaNoruega: La asistencia social constituye una última red de seguridad, que se 
abona en ausencia o como complemento de cualquier otra prestación de subsis-
tencia.

PortugalPortugal: Se establece como condición hacer valer su derecho a otras presta-
ciones sociales.

Reino Unido: Deber de agotar previamente su derecho a otras prestaciones 
sociales (carácter subsidiario). No obstante, si la situación de necesidad persiste 
tras el reconocimiento de esas otras prestaciones, el Income Support puede ser Income Support puede ser Income Support
total o parcialmente abonado (carácter complementario). Asimismo, el pago puede 
realizarse de forma provisional, durante el período que media entre la solicitud de 
las otras prestaciones sociales y su abono efectivo.

Suecia: La asistencia social constituye una última red de seguridad, que se abona 
en ausencia o como complemento de cualquier otra prestación de subsistencia.

Suiza: No resulta aplicable.
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4.3. Mínimo garantizado

A) Determinación del mínimo

En Europa, se dan diversos procedimientos para establecer el ingreso mínimo 
como renta sufi ciente, ya sea relacionándolo con el coste de los bienes y servicios 
que se consideran indispensables, o en referencia al salario mínimo a al salario 
medio, o sin referencia a ningún patrón concreto, de forma discrecional.

Alemania: La ayuda de subsistencia está ligada a las necesidades básicas del 
solicitante. Su cuantía corresponde a una cesta de bienes y servicios juzgados indis-
pensables (alimentos, vestido, alojamiento, higiene personal, mobiliario, calefacción 
y necesidades personales cotidianas. El coste de la cesta (baremo), se fi ja a partir 
de estadísticas sobre las necesidades reales de las familias con bajos ingresos y 
se revisa con periodicidad bianual. Dicho coste varía de un Länd a otro, pero las 
oscilaciones deben situarse siempre dentro de una franja cuyos límites máximo y 
mínimo se fi jan a escala nacional.

Austria: La determinación de la cuantía básica se realiza mediante decreto por 
cada gobierno regional, en atención a una cesta de bienes y servicios destinada a 
satisfacer las necesidades en alimentación, higiene, calefacción y electricidad, menaje 
de hogar, así como las necesidades individuales en educación. Las necesidades no 
cubiertas por la anterior prestación (por ejemplo, alojamiento y vestido) son objeto 
de prestaciones específi cas de carácter complementario.

Bélgicalgica: El importe básico del ingreso mínimo se fi ja mediante decreto del 
gobierno, sin hacer referencia a la renta media disponible, al consumo familiar o al 
salario mínimo legal. Los importes iniciales coinciden con los fi jados para el ingreso 
mínimo garantizado a las personas de edad avanzada.

Dinamarca: El nivel garantizado se fi ja a escala nacional, siendo homogéneo 
en todo el territorio. El punto de partida para la determinación de la prestación viene 
dado por el importe máximo de los subsidios de desempleo. Después, se establece 
una diferenciación según que el benefi ciario tenga o no hijos a cargo. La cuantía 
de la renta garantizada será igual al 80 por 100 del tope máximo del subsidio de 
desempleo en el primer caso, y del 60 por 100, en el segundo. 

EspaEspaña: Varía según las Comunidades Autónomas (se analizará más adelan-
te).

Finlandia: El mínimo garantizado es fi jado por el Gobierno. Su importe básico, 
establecido en atención a una cesta de bienes y servicios esenciales, es práctica-
mente uniforme, pero la cuantía fi nalmente asignada varía en función de la relación 
de parentesco y del número y edad de los hijos. Su nivel básico es ligeramente 
inferior al de los otros países nórdicos.
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Francia: La cuantía de la prestación se fi ja por Decreto, siendo objeto de reva-
lorización dos veces al año en función del IPC.

Grecia: No hay un sistema general de rentas mínimas.

Holanda: El nivel mínimo garantizado se halla defi nido por los reglamentos 
nacionales contenidos en la Ley general de asistencia social que determina los 
importes mensuales generales en función del salario mínimo neto.

Irlanda: El importe de la prestación es fi jado por el Estado.

Islandia: En lo relativo a los servicios sociales de las autoridades locales: la 
determinación del mínimo garantizado es competencia de las autoridades locales. 
No obstante, el Ministerio de Asuntos Sociales ha dictado algunas directrices sobre 
la forma de fi jar este mínimo. En ellas se recomienda a las autoridades locales que 
tomen como referencia los niveles de las prestaciones de Seguridad Social, como 
las prestaciones de invalidez y los complementos salariales y familiares.

En cuanto a la ayuda social del Estado, los importes mínimos y máximo de la 
prestación están fi jados por ley.

Italia: La reglamentación es diferente según las regiones.

Liechtenstein: Las prestaciones están vinculadas a las necesidades del solici-
tante. Según la importancia de la familia existen pagos a tanto alzado para satis-
facer las necesidades de subsistencia básica y otros gastos. Asimismo, se cubren 
los costes de alojamiento (hasta ciertos límites) y las cotizaciones mínimas por las 
contingencias de enfermedad, jubilación y muerte y supervivencia.

LuxemburgoLuxemburgo: Los mínimos garantizados se fi jan por decisión política en función 
del nivel del salario mínimo y de las pensiones mínimas.

NoruegaNoruega: No existe un mínimo garantizado fi jado por ley. La ayuda social debe 
permitir tener una «vida digna»o disfrutar de un «mínimo decente». Para poder 
interpretar la Ley de Servicios Sociales en lo relativo al término «subsistencia de 
seguridad» y, en especial, para determinar es tipo de gastos cubiertos por la ayuda, 
se dictan directivas en un doble nivel: nacional y local. Así, el Ministerio de Asuntos 
Sociales presentó en 2001 las directivas sobre las cuantías aceptables. A su vez, 
los gobiernos municipales dictan sus propias directivas.

PortugalPortugal: El ingreso mínimo de inserción no puede ser inferior al 5% de la pen-
sión social del régimen no contributivo.

Reino Unido: El mínimo garantizado es fi jado por el Gobierno.

Suecia: La determinación del mínimo garantizado se hace en un doble nivel: 
nacional (Gobierno y Parlamento) y local. En efecto, los municipios autónomos fi jan 
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el mínimo garantizado, pero para evitar que exista una gran disparidad, se establecen 
anualmente unos valores tipo para todo el territorio nacional.

Suiza: Es inexistente.

B) Nivel de fi jación del mínimo garantizado

Alemania: Los importes básicos son fi jados por los Länder, existiendo diferencias 
signifi cativas de un Länd a otro, si bien dichas oscilaciones deben estar comprendidas 
dentro de los topes máximo y mínimo establecidos a escala nacional.

Austria: Los importes básicos son fi jados por los Länder, existiendo diferencias 
signifi cativas de un Länd a otro.

Bélgicalgica: El importe del ingreso mínimo garantizado se fi ja a escala nacional, 
siendo homogéneo en todo el territorio del Estado.

Dinamarca: El importe del ingreso mínimo garantizado se fi ja a escala nacional, 
siendo homogéneo en todo el territorio del Estado.

EspaEspaña: Los importes del ingreso mínimo garantizado se fi jan en el ámbito 
de cada Comunidad Autónoma, existiendo diferencias importantes de un territorio 
regional a otro.

Finlandia: El importe del ingreso mínimo garantizado se fi ja a escala nacional. 
Pero además de la ayuda para necesidades básicas, puede concederse otras ayudas 
para necesidades individuales, para cubrir algunos tipos de gastos tales como por 
vivienda, enfermedad y otros gastos motivados por circunstancias familiares espe-
ciales. Este segundo tipo de ayudas complementarias es competencia municipal.

Francia: El importe del ingreso mínimo garantizado se fi ja a escala nacional, 
siendo homogéneo en todo el territorio del Estado.

Grecia: No existe un sistema general de renta mínima garantizada.

Holanda: Combinación: a escala nacional y local. Así, las cuantías básicas para 
las parejas (casadas o parejas de hecho), las familias monoparentales y las personas 
solas se fi jan a escala nacional. Por su parte, los municipios determinan la cuantía 
de las ayudas complementarias por un importe máximo del 20% del salario mínimo 
de las personas que viven solas y no pueden compartir el coste del alquiler de su 
vivienda con otras personas.

Irlanda: El importe del ingreso mínimo garantizado se fi ja a escala nacional, 
siendo homogéneo en todo el territorio del Estado. No obstante, los trabajadores 
sociales de los municipios disponen de un cierto margen de maniobra para casos 
particulares.



77

CAPÍTULO 2: SITUACIÓN ACTUAL DE LAS RENTAS DE INSERCIÓN EN EUROPA

Islandia: Servicios sociales de las autoridades locales: a escala regional.

Ayuda social del Estado: a escala nacional.

Italia: Las cuantías de las prestaciones se fi jan a escala regional, existiendo 
diferencias considerables entre regiones.

Liechtenstein: El importe del ingreso mínimo garantizado se fi ja a escala nacio-
nal, siendo homogéneo en todo el territorio del Estado.

LuxemburgoLuxemburgo: El importe del ingreso mínimo garantizado se fi ja a escala nacional, 
siendo homogéneo en todo el territorio del Estado.

NoruegaNoruega: Combinación: a escala nacional y local.

PortugalPortugal: El importe del ingreso mínimo garantizado se fi ja a escala nacional, 
siendo homogéneo en todo el territorio del Estado.

Reino Unido: El importe del ingreso mínimo garantizado se fi ja a escala nacional, 
siendo homogéneo en todo el territorio del Estado.

Suecia: Combinación: a escala nacional y local.

Suiza: Prestación inexistente.

C) Unidad familiar tomada en cuenta para el cálculo de los ingresos

Alemania: La ayuda de subsistencia de carácter general, es un derecho es-
trictamente individual, que se reconoce a cada miembro de la unidad familiar. No 
obstante, el importe de las prestaciones varía en función de la edad del benefi ciario 
y de su posición dentro de la familia: cabeza de familia o persona que vive sola; 
hijo menor de 7 años (mayor cuantía si pertenece a una familia monoparental); 
hijos con edades entre 7 y 14 años, o entre 14 y 18 años o, en fi n, mayores de 
18 años.

Austria: El benefi ciario y las personas que convivan con él y estén a su cargo.

Bélgicalgica: El ingreso de integración es una prestación de naturaleza individual. 
Pero la cantidad garantizada varía según el destinatario o destinatarios de la misma, 
estableciéndose distintas categorías, a saber: persona sola (distinguiéndose, a su 
vez, si está obligada a prestar o no alimentos a sus hijos o si convive temporalmente 
con un hijo menor no casado o con varios hijos entre los cuales uno por lo menos 
es un menor no casado que está a su cargo, en supuestos de custodia compartida 
de los hijos), familia monoparental con hijos a cargo (es decir, persona sola que 
convive exclusivamente con un hijo menor no casado o con varios hijos entre los 
cuales uno por lo menos es un menor no casado que está a su cargo), o, en fi n, 
cualquier persona que convive con otra u otras personas, compartiendo entre sí los 
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asuntos domésticos (con independencia de los vínculos de parentesco que tengan 
entre sí). 

Dinamarca: El benefi ciario y sus hijos menores de 18 años.

EspaEspaña: Unidad familiar, concepto éste que no es en absoluto homogéneo en 
todo el país, sino que es una noción más o menos amplia, según las regulaciones 
autonómicas. Quizás, según la defi nición más extendida, la unidad familiar implica la 
convivencia entre dos o más personas unidas por matrimonio u otra relación estable 
análoga a la conyugal, por adopción, acogimiento o por parentesco de consangui-
nidad (hasta el cuarto grado) o afi nidad (hasta el segundo grado).

Finlandia: El benefi ciario o su familia (parejas casadas o no casadas e hijos 
menores).

Francia: El benefi ciario y las personas que conviven con él bajo el mismo techo 
(cónyuge o pareja de hecho, y personas a cargo menores de 25 años).

Grecia: No hay un sistema general.

Holanda: El ingreso mínimo es una prestación de naturaleza individual. Pero 
la cantidad garantizada varía según el destinatario o destinatarios de la misma, 
distinguiéndose distintas categorías, a saber: persona sola, familia monoparental; 
pareja (casada o no casada); o en fi n, cualquier persona que convive con otra u 
otras personas bajo un mismo techo.

Irlanda: Unidad familiar: el solicitante y las personas a su cargo.

Islandia: Servicios sociales de las autoridades locales: el solicitante, su cónyuge 
e hijos menores de 18 años.

Ayuda social del Estado: el solicitante y su cónyuge.

Italia: La condición de familia se determina conforme al certifi cado de estado 
civil, aunque el derecho se ha extendido también a las uniones de hecho.

Liechtenstein: El benefi ciario y los miembros de su familia que convivan con 
él.

LuxemburgoLuxemburgo: Comunidad de hecho de todas las personas que viven en el marco 
de un hogar común, respecto de las cuales debe presumirse que disponen de un 
presupuesto común, cuando no puedan aportar pruebas materiales de que residen 
en otro lugar.

NoruegaNoruega: El solicitante, su cónyuge y los hijos a cargo.

PortugalPortugal: Unidad familiar: el benefi ciario y su cónyuge o pareja de hecho; los 
hijos menores, ya sea por naturaleza o por adopción, así como los menores acogidos 
de hecho, con carácter permanente o preadoptivo.
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Reino Unido: El solicitante y su familia, es decir, el cónyuge e hijos a cargo que 
convivan con el benefi ciario y que sean menores de 16 años, o de 19 si han fi nali-
zado la formación escolar obligatoria y no tienen un derecho propio a la prestación 
de Income Support.Income Support.Income Support

Suecia: El solicitante y/o su familia.

Suiza: No aplicable.

D) Rentas o ingresos computables

Alemania: Son computados todos los ingresos, incluidas las prestaciones sociales 
(a excepción de ayudas de estudio), y el patrimonio del solicitante de la ayuda social, 
de su cónyuge o pareja de hecho; respecto de los hijos menores no casados que 
convivan con sus padres, los ingresos y el patrimonio del o de los padres también 
son tenidos en cuenta.

Austria: Se toman en cuenta todos los recursos del benefi ciario, excepción hecha 
de ciertas prestaciones sociales (por ejemplo, ayudas asistenciales públicas, ayudas 
de formación y prestaciones sanitarias en metálico).

Bélgicalgica: Para fi jar la cuantía de la prestación se tiene en cuenta todas las rentas 
de actividad (con ciertas excepciones) o transferencia y los recursos patrimoniales 
del conjunto del hogar, a excepción de ciertas prestaciones sociales (por ejemplo, 
prestaciones familiares, ayudas de estudio, etc.).

Dinamarca: En principio, todos los recursos del benefi ciario se integran en la base 
de cálculo, cualquiera que sea su origen y naturaleza, con algunas excepciones:

En cuanto al capital, no se computa el capital que no alcance una determinada 
cuantía (1.346 euros ó 2.693 euros, según se trate de una persona sola o de una 
pareja), o del capital necesario para conservar la actividad profesional del benefi ciario 
o de su familia o para acceder a la formación.

En cuanto a las prestaciones sociales, se excluyen los subsidios de invalidez. 
También se excluye la indemnización por incapacidad derivada de accidente de 
trabajo y algunas otras indemnizaciones por daños morales o personales.

Por último, una parte del salario es deducida del cómputo de los ingresos del 
benefi ciario.

EspaEspaña: En principio y como regla general se computan todos los ingresos de la 
familia (salarios, pensiones y rentas derivadas de actividades agrícolas, profesionales 
e industriales, o producidas por bienes muebles o inmuebles propios, a excepción 
del domicilio familiar).
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Finlandia: Todos los ingresos y rentas de la unidad familiar son contabilizados 
(con algunas excepciones). A partir del 1 de abril de 2002 y durante un período de 
prueba de tres años, se aplicará una deducción del 20 por 100 al conjunto de la 
renta familiar mensual (máximo: 100 euros/mes). 

Francia: Se computan todos los recursos de la unidad familiar, incluidas las 
prestaciones familiares, así como las rentas derivadas de bienes muebles, inmue-
bles o derechos. Sin embargo, no se tienen en cuenta ciertas prestaciones sociales 
especiales que tienen como fi nalidad hacer frente a una necesidad específi ca. De 
otro lado, sólo son objeto de cómputo parcial las ayudas de vivienda (en un porcen-
taje variable según la composición de la unidad familiar considerada) y los ingresos 
procedentes del trabajo (deducción de carácter temporal).

Grecia: No hay un sistema general.

Holanda: Para determinar la cantidad a asignar en concepto de ingreso 
mínimo se deducen todos los recursos del benefi ciario, cualquiera que sea su 
origen y naturaleza (no se deducen, sino que, por el contrario, se adicionan a 
la cuantía de la ayuda social las prestaciones familiares), Además, una parte 
del capital también queda exento (9.950 euros en el caso de parejas casadas o 
no y familias monoparentales y 4.977 euros en el supuesto de personas solas). 
Los hijos que vivan con sus padres y tengan ingresos personales dan lugar a 
una deducción de carácter fi jo (con independencia del número de hijos que se 
encuentren en esa situación) de la cuantía de la prestación del progenitor que 
sea benefi ciario.

Irlanda: En la base de cálculo de los recursos de la unidad familiar se integran 
todos los ingresos en metálico, incluidas las prestaciones de Seguridad Social (ex-
cepción hecha de las asignaciones familiares), así como el valor de la propiedad, 
excepción hecha de la vivienda habitual, las inversiones y el ahorro. 

Islandia: Servicios sociales municipales: Se tiene en cuenta todos los recursos 
(ingresos de actividad, prestaciones de la seguridad social, prestaciones y subsidios 
familiares), excepto la ayuda de vivienda, ayuda de asistencia domiciliaria.

Italia: Para calcular la cuantía de la prestación correspondiente a un concreto 
benefi ciario se contabilizan todos los ingresos y rentas de la familia, salvo la vivienda 
habitual.

Liechtenstein: En principio, se computan todo tipo de recursos económicos, 
incluidas las otras prestaciones sociales y ayudas del Estado (por ejemplo, presta-
ciones familiares). Como excepción, no se contabiliza la prestación de padre solo 
(Alleinerziehendenzulage).

LuxemburgoLuxemburgo: Para el cálculo de la prestación diferencial se contabilizan todos 
los recursos: renta bruta, patrimonio y las prestaciones de la seguridad Social, salvo 
las ayudas familiares, los subsidios por nacimiento de hijo y las ayudas especiales 
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para minusválidos. Asimismo se computa como ingresos el importe de la pensión 
de alimentos que pueda percibir el benefi ciario del RMG.

NoruegaNoruega: Se contabilizan todos los ingresos y bienes del solicitante y/o su 
familia.

PortugalPortugal: Se contabilizan todos los recursos de la unidad familiar, cualquiera 
que sea su origen y naturaleza. Se exceptúan del citado cómputo: las ayudas de 
vivienda, las prestaciones familiares, las becas de estudio, así como los ingresos 
derivados del trabajo y las becas de formación hasta una cantidad equivalente al 
20 por 100 de su cuantía.

Reino Unido: La mayoría de los ingresos son computados. No se computan: la 
ayuda de vivienda (Housing Benefi t), el subsidio para pago de impuestos locales 
(Council Tax Benefi t) y la prestación no contributiva de invalidez (Council Tax Benefi t) y la prestación no contributiva de invalidez (Council Tax Benefi t) (non-contributory 
disability benefi t).

Suecia: En principio, se contabilizan todos los recursos, cualquiera que sea su 
naturaleza y origen.

Suiza: No es aplicable.

4.4. Cuantía de la prestación

El principio de una renta mínima de carácter diferencial implica otorgar una 
prestación que complete los ingresos semanales o mensuales de cada unidad per-
ceptora hasta un nivel considerado mínimo a garantizar.

La cuantía de la prestación se establece normalmente a partir de tres crite-
rios: 

– La consideración de una prestación básica, para hogares unipersonales.

– Unos complementos por cada uno de los miembros añadidos de la unidad fa-
miliar, normalmente de acuerdo con una escala de equivalencia decreciente.

– La detracción de los recursos efectivamente disponibles en el hogar, tanto 
en términos de renta como de patrimonio.

A) Categorías de mínimos previstas

En relación con la cuantía de la prestación mínima garantizada, resulta importante 
la confi guración misma del baremo, es decir, el nivel en que se fi ja, la estructura 
del mismo y la escala de equivalencia para diferentes tamaños de hogar o unidad 
perceptores. Veamos cómo se han resuelto estas cuestiones en los diferentes países 
considerados:
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Alemania: La garantía de medios básicos de subsistencia se lleva a cabo a través 
de la ayuda de subsistencia general (Hilfe zum Lebensunterhalt) y de la ayuda de (Hilfe zum Lebensunterhalt) y de la ayuda de (Hilfe zum Lebensunterhalt)
subsistencia para necesidades particulares (Hilfe in besonderen Lebenslagen).

La primera, consiste en el pago de prestaciones periódicas cuya cuantía coin-
cide con la del mínimo garantizado, aunque se prevén diferentes cuantías según la 
edad del benefi ciario y su posición dentro de la familia. Así se prevén porcentajes 
diferentes de la prestación básica a las siguientes categorías: 1) persona sola o 
cabeza de familia (100 por 100); 2) hijos menores de 7 años (50 por 100); 3) hijos 
menores de 7 años a cargo de una sola persona adulta (55 por 100); 4) hijos entre 7 
y 14 años (65 por 100); 5) Hijos entre 14 y 18 años (90 por 100); 6) Otros miembros 
de la familia mayores de 18 años (80 por 100).

La segunda prestación está destinada a atender las necesidades de ciertos 
colectivos específi cos (ancianos, minusválidos, familias monoparentales, mujeres 
embarazadas, etc.). Su cuantía se calcula en función de las necesidades reales de 
la familia.

Además, esta ayuda de subsistencia –general o particular– puede ser comple-
tada con otras prestaciones (por ejemplo para el pago de la calefacción o el coste 
del alquiler de la vivienda). Junto a ellas, se pueden otorgar ayudas específi cas para 
necesidades particulares u ocasionales en circunstancias de especial difi cultad (la 
enfermedad, por ejemplo).

Austria: Cuantía básica (Richtsatze): 1) para benefi ciario solo; 2) para cabeza 
de familia con personas a cargo; 3) para hijos a cargo. 

Bélgicalgica: Existen cuatro categorías de ingreso mínimo garantizado: 1) persona 
sola; 2) persona sola que tiene derecho a un complemento (por ejemplo, por estar 
obligado a pagar una pensión de alimentos); 3) cónyuges o cohabitantes sin hijos 
a cargo; 4) familia monoparental con hijos a cargo.

Dinamarca: Con respecto a la cantidad garantizada se distinguen varias catego-
rías: 1) Un nivel básico para una persona sola; 2) un nivel básico para una persona 
que tenga al menos un hijo a cargo; 3) un subsidio básico para las personas menores 
de 25 años; su cuantía es diferente según viva en casa de sus padres o de forma 
independiente; 4) Complementos de los mínimos anteriores.

EspaEspaña: Los baremos vigentes presentan diferencias apreciables en cuanto a 
la forma de fi jar el nivel básico (para una persona sola) y los complementos de los 
restantes miembros del hogar (su escala de equivalencia). Por regla general, en 
todos los programas la cuantía de la prestación fi nal varía en función del número 
de miembros, pero sin tener en cuenta sus características (miembro adulto o menor, 
minusválido o no, etc.). De otro lado, salvo excepciones, casi todos los programas 
autonómicos asignan cantidades decrecientes a los sucesivos miembros de la unidad 
familiar. Por último, se suelen establecer límites máximos a la cantidad a percibir en 
concepto de renta mínima por diferentes cauces.
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Finlandia: La cuantía básica de subsistencia constituye una especie de línea 
ofi cial de pobreza. Su importe, establecido en atención a una cesta de bienes y 
servicios es prácticamente uniforme. Pero la cuantía de la prestación fi nalmente 
acordada varía en función de la relación de parentesco y del número y edad de los 
hijos. Sobre esta base se distinguen cuatro categorías de mínimos garantizados:

– Para una persona sola (prestación básica);

– Para otra persona adicional mayor de 18 años (pareja o cónyuge del solici-
tante o, también, hijo que vive con sus padres);

– Para hijos de 0 a 9 años;

– Para hijos de 10 a 17 años.

Francia: Persona sola: cuantía básica; complementos de la prestación básica 
para restantes miembros de la unidad familiar (consistentes en un porcentaje de la 
cantidad básica): del 50% para el primer miembro adicional; 30% por la segunda 
persona adicional y 40% a partir de la tercera persona adicional.

Grecia: No existe un sistema general.

Holanda: Pareja casada o no casada (con independencia de su sexo), de 21 
a 65 años: 100 por 100 del salario mínimo neto; padre solo, entre 21 y 65 años: 
70 por 100 del salario mínimo neto; persona sola, de 21 a 65 años: 50 por 100 del 
salario mínimo neto.

La excepción en lo que respecta a la cuantía básica para padres solos y para 
personas solas es que los gastos de vivienda pueden compartirse con otras perso-
nas. Si éste no es el caso, los municipios pueden conceder un complemento de la 
prestación básica, que no puede exceder del 20 por 100 del salario mínimo neto.

Irlanda: Cuantía básica de carácter personal (personal rate) y complementos de (personal rate) y complementos de (personal rate)
la prestación básica (additional alowances) para los adultos e hijos a cargo del titular. (additional alowances) para los adultos e hijos a cargo del titular. (additional alowances)
Además pueden reconocerse complementos especiales para satisfacer necesidades 
específi cas y necesidades excepcionales.

Islandia: Servicios sociales municipales: cuantía básica para persona sola con 18 
o más años de edad. Complementos de la cuantía básica: la cuantía básica aumenta 
proporcionalmente en función del número de miembros de la familia. Además pueden 
reconocerse complementos especiales para satisfacer necesidades específi cas.

Italia: La cuantía del mínimo vital varía en función de la composición del núcleo 
familiar (número de miembros) y del nivel mínimo fi jado por la región, los municipios 
y las unidades sanitarias locales. Estos límites de referencia derivan de dos pará-
metros: la pensión mínima y la renta fi scalmente exenta. 
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Liechtenstein: cantidades a tanto alzado para las necesidades básicas, los 
gastos de alojamiento, las cotizaciones mínimas por la contingencia de asistencia 
sanitaria.

LuxemburgoLuxemburgo: La ley prevé diferentes categorías de mínimos: para persona sola 
(100 por 100); complemento para segundo miembro adulto; complemento para 
siguientes adultos; complementos para cada uno de los hijos, y un complemento 
especial por incapacidad.

NoruegaNoruega: personas solas, parejas casadas o no casadas e hijos hasta la edad 
de 17 años.

PortugalPortugal: La cuantía del ingreso mínimo es calculada de la forma siguiente:

– Para cada persona adulta, hasta la segunda persona: 100 % de la cuantía 
de la pensión social. 

– Para cada persona adulta, a partir de la tercera persona: 70% de la cuantía 
de la pensión social.

– Para cada miembro menor de edad: 50% de la cuantía de la pensión so-
cial.

Reino Unido: El nivel garantizado en concepto de ingreso mínimo viene cons-
tituido por la suma de todas las ayudas individuales que correspondan (Personal 
Allowances, las cuales son diferentes en su cuantía según la condición de sus 
destinatarios: persona sola mayor de 25 años, padre solo mayor de edad, pareja 
e hijo a cargo, según su edad), de los complementos familiares –Premiums– (tam-Premiums– (tam-Premiums
bién existen diferentes categorías según la condición y circunstancias particulares 
del benefi ciario: familia, jubilado, pareja, etc.) y de ciertos gastos de vivienda (sin 
incluir el alquiler). Además, las personas internadas en residencias de enfermos o 
de ancianos perciben un complemento.

Suecia: La fi jación de la cuantía básica se realiza en función de la condición 
que tenga el destinatario. Así se establecen tres niveles mínimos tipo: cuantía básica 
para un benefi ciario individual (persona sola); cuantía básica para una pareja; cuantía 
básica para cada uno de los hijos (diferente según la edad de éstos).

Suiza: No aplicable.

B) Mínimo garantizado y prestaciones familiares

Alemania: Cada miembro de la familia dispone de un derecho propio a la ayuda 
social. Por lo tanto, a mayor número de miembros más elevada será la suma total 
abonada a la familia. Ahora bien, dado el carácter subsidiario de la ayuda social 
respecto de las demás fuentes de ingresos, los subsidios familiares (Kindergeld)
son considerados como ingresos computables, y en consecuencia, la ayuda social 
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experimenta una deducción equivalente a la cuantía de dichas prestaciones. En cam-
bio, el subsidio parental de educación (Erziehungsgeld), es plenamente compatible 
con la ayuda social y por ello se abona además de la cantidad que corresponda en 
concepto de ayuda social.

Austria: Las prestaciones familiares se abonan además de la ayuda social. En 
razón de la diferencia de cuantías básicas para persona a cargo según que las 
mismas tengan o no derecho a las prestaciones familiares, estas últimas son más 
o menos contabilizadas por los Länder en la determinación del mínimo garantizado 
en concepto de ayuda social.

Bélgicalgica: Las prestaciones familiares se abonan además de la ayuda social.

Dinamarca: Las prestaciones familiares generales y los otros subsidios familiares 
se abonan además de la ayuda social.

EspaEspaña: El mínimo garantizado aumenta en función de los miembros que 
componen el hogar familiar, aunque sin tener en cuenta sus características (es 
decir, si es adulto o menor a cargo). En lo que se refi ere a la compatibilidad o no 
de las prestaciones familiares por hijo a cargo con la renta mínima de inserción, 
la mayoría de las Comunidades Autónomas o bien contabilizan estas prestaciones 
junto con todo tipo de ingresos como recursos propios de la persona solicitante o 
de la unidad familiar, o bien guardan silencio al respecto, lo que permite entender 
que, dado el carácter diferencial de la prestación de ingreso mínimo, de percibirse 
tales prestaciones familiares, serán íntegramente incluidas en el cómputo de los 
recursos. Como excepción, y a título de ejemplo, cabe señalar que la Comunidad 
de Madrid excluye expresamente las prestaciones familiares del cómputo de los 
recursos del benefi ciario, por lo que podrán ser percibidas además de la renta 
mínima correspondiente.

Finlandia: La cuantía de la ayuda social varía según el número y edad de los 
hijos. Ahora bien, en la determinación de dicha cuantía cualquier ingreso o renta 
del solicitante o de otro miembro de su unidad familiar, incluidas las prestaciones 
familiares, se integra en el estado de cuentas como una deducción.

Francia: El ingreso mínimo de inserción RMI tiene en cuenta los hijos a cargo. 
En consecuencia, todas las prestaciones familiares de manutención así como las 
abonadas con motivo del nacimiento de los hijos son consideradas como ingresos 
computables, y en consecuencia, la renta mínima experimenta una deducción equi-
valente a la cuantía de dichas prestaciones.

Grecia: No existe un sistema general.

Holanda: Las prestaciones familiares se abonan además de la ayuda social.

Irlanda: Las prestaciones familiares (Child Benefi ts) son computadas como 
ingresos familiares para el cálculo de la cuantía del ingreso mínimo. Además, en el 
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marco de ésta última prestación se conceden complementos para los hijos a cargo 
del titular de la prestación.

Islandia: Servicios sociales municipales: Las prestaciones familiares, al igual que 
cualquier tipo de ingresos o rentas son consideradas como ingresos de la unidad 
benefi ciaria de la prestación y, en consecuencia, la ayuda social experimenta una 
deducción equivalente a la cuantía de dichas prestaciones.

Italia: Prestaciones familiares y «minimo vital» son concedidos de forma in-
dependiente entre sí. El derecho a las prestaciones familiares es reconocido a las 
personas que acreditan la condición de trabajadores.

Liechtenstein: En la Ley de Asistencia Social las cargas familiares son tenidas 
en cuenta para determinar las necesidades a satisfacer. La cuantía total de la ayuda 
social aumenta a medida que crece la talla de la familia. Las prestaciones familiares 
son consideradas como ingresos computables, y en consecuencia, la ayuda social 
experimenta una deducción equivalente a la cuantía de dichas prestaciones.

LuxemburgoLuxemburgo: Las prestaciones familiares normales se abonan además de la 
ayuda social.

NoruegaNoruega: En el momento de determinar la cuantía de la prestación, las presta-
ciones familiares son consideradas como ingresos de la familia.

PortugalPortugal: las prestaciones familiares no se tienen en cuenta para determinar el 
derecho al ingreso mínimo.

Reino Unido: Las prestaciones familiares (Child Benefi ts) son computadas como (Child Benefi ts) son computadas como (Child Benefi ts)
ingresos familiares para el cálculo de la cuantía del ingreso mínimo (Income Support), 
el cual comprende también una prima o «complemento de familia». 

Suecia: La ayuda social interviene a favor de los niños en las diferentes etapas 
de su vida. De ahí que la cuantía básica a asignar a cada hijo (consistente en un 
determinado porcentaje de la prestación básica para una persona sola) sea diferente 
según la edad de estos (conforme a una escala creciente).

Suiza: No aplicable.

C) Casos tipo

En este apartado se detallan las cuantías actuales (en cifras) de la renta mínima 
en cada uno de los países examinados142.

Alemania: Sin tomar en cuenta los gastos de vivienda, las cuantías medias 
de la ayuda de subsistencia (prestación básica, complementos para necesidades 

142  Salvo que se indique otra cosa, los datos son los vigentes el 1-1-2003.
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adicionales) para personas solas con hijos a cargo en los antiguos Lander son los 
siguientes (situación a 1 de enero de 2002):

– Persona sola: 339 €

– Pareja sin hijos: 613 €

– Pareja con 1 hijo a cargo (10 años): 840 €

– Pareja con 2 hijos (8 a 12 años): 1.067 €

– Pareja con 3 hijos (8, 10 y 12 años): 1.294 €

– Persona sola con 1 hijo (10 años): 567 €

– Persona sola con 2 hijos (8 y 10 años): 912 €

Austria: Cuantías variables según el Land que reconozca la prestación (sin 
prestaciones familiares): 

– Persona sola: de 394 a 506,40 €

– Pareja sin hijos: de 568 a 773,80 €

– Familia monoparental: 328 a 460 €

Bélgicalgica: Las cuantías mensuales del ingreso mínimo (sin adicionar la cantidad 
a percibir en concepto de prestaciones familiares), para cada una de las categorías 
legalmente establecidas (datos de 1-6-2003):

– Cohabitante: 396,88 €/mes.

– Persona sola: 595,32 €/mes.

– Persona sola con derecho a complemento: 695,00 €/mes.

– Familia monoparental: 794,00 €/mes.

En caso de benefi ciarios que realizan un trabajo en el marco de un programa 
de integración, existen cuantías mínimas garantizadas específi cas; cuantía que se 
encuentran limitadas al salario neto a que se tenga derecho. 

Dinamarca: Cuantías mensuales, sin el complemento de vivienda y sin adicionar 
la cantidad a percibir en concepto de prestaciones familiares:

– Personas con uno o varios hijos a cargo: 1.462 €

– Personas solas mayores de 25 años: 1.100 €

– Personas menores de 25 años que conviven con sus padres: 342 €

– Personas menores de 25 años que viven de forma independiente: 709 €
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– Complementos adicionales por hijo a cargo (1 ó más hijos): 177 € (en el caso 
de personas solas) y 147 € (para personas casadas o parejas de hecho). Por 
cada unidad familiar se puede percibir un máximo de dos complementos.

EspaEspaña: La cuantía varía en función de la existencia o no de personas a cargo en 
la familia, existiendo diferencias importantes entre las 17 Comunidades Autónomas, 
tanto en lo que se refi ere a la cuantía básica como en lo atinente a los complemen-
tos. A título indicativo y, como adelanto de su examen más detenido en un momento 
posterior, los importes son los siguientes (los datos corresponden al año 2004):

– Persona sola: la cuantía básica prevista oscila entre 260 €/mes (por ejemplo, 
en Murcia) y 445,92 €/mes (País Vasco).

– Familia 2 miembros: mín. 297,30 €/mes y máx. 557,40 €/mes.

– Familia 3 miembros: mín. 312,30 €/mes y máx. 601,99 €/mes.

– Familia 4 miembros: mín. 322,35 €/mes y máx. 646,58 €/mes.

– Familia de 5 miembros: mín. 322,35 €/mes y máx. 671,56 €/mes.

Los complementos para miembros adicionales: pueden ser fi jos para cada miem-
bro adicional (por ejemplo del, 6,6% o del 8% de la cuantía básica) o decrecientes 
(por ejemplo, 30%, 20% y 10%, para el segundo, tercer y sucesivos miembros, 
respectivamente), hasta, por lo general, un tope máximo, que no se puede superar 
(por ejemplo el 100% o el 125% del Salario mínimo interprofesional).

Finlandia: La cuantía básica mensual varía según las regiones:

– Persona sola/ familia monoparental: 374,92 o 358,79 €/mes.

– Pareja: 637,36 o 609,94 €/mes.

– Hijos a partir de 18 años si conviven con sus padres: 273,69 o 261,92 �/
mes.

– Hijos de 10 a 17 años: 262,44 o 251,15 €/mes.

– Hijos menores de 10 años: 236,20 o 226,04 €/mes.

Francia: Cuantías a 1-1-2004:

– Persona sola: 417,88 €/mes.

– Pareja sin hijos o persona sola con un hijo: 626,82 €/mes.

– Pareja con 1 hijo o persona sola con 2 hijos: 752,18 €/mes.

– Pareja con 2 hijos: 877,54 €/mes.

– Por hijo adicional, a partir del tercero: 167,15 €/mes.

Grecia: No existe un sistema general. 
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Holanda: Cuantías netas por mes (sin prestaciones familiares), para personas 
con edades comprendidas entre los 21 y 65 años:

– Pareja (casada o de hecho) con o sin hijos: 1.081,06 €/mes.

– Familia monoparental: 756,74 €/mes.

– Persona sola: 540,54 €/mes.

– Además, como bolsa de vacaciones se abona el 8% de la cuantía básica 
correspondiente.

Irlanda: Cuantía básica mensual:

– Persona sola: 541 €/mes.

– Pareja sin hijos: 900 €/mes.

– Pareja con 1 hijo: 972 €/mes.

– Pareja con 2 hijos: 1.045 €/mes.

– Pareja con 3 hijos: 1.118 €/mes.

– Familia monoparental con 1 hijo: 624 €/mes.

– Familia monoparental con 2 hijos: 708 €/mes.

(Por cada hijo a cargo, con independencia de su edad, se abona un comple-
mento de 16,80 €/semanales).

Islandia: Las cantidades básicas mensuales recomendadas por el Ministerio de 
Asuntos Sociales son las siguientes:

– Persona sola: 848 €/mes.

– Familia de 2 miembros: 1.187 €/mes.

– Familia de 3 miembros: 1.526 €/mes.

– Familia de 4 miembros: 1.696 €/mes.

Italia: Las cuantías varían según las regiones y dependen del número de miem-
bros de la familia y no de su composición. A título indicativo, los topes mínimos y 
máximos para cada tamaño de la unidad familiar son los siguientes:

– Persona sola: mín. 232 €/mes, máx. 269 €/mes.

– Familia de 2 miembros: mín. 338 €/mes, máx. 542 €/mes.

– Familia de 3 miembros: mín. 440 €/mes, máx 852 €/mes.

– Familia de 5 miembros: mín. 594 €/mes, máx. 914 €/mes.
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Liechtenstein: Las cuantías a tanto alzado dependen del tamaño de la familia:

– Persona sola: 764 €/mes.

– Pareja sin hijos o padre solo con 1 hijo: 1.170 €/mes.

– Pareja con 1 hijo: 1.425 €/mes.

– Pareja con 2 hijos: 1.635 €/mes.

– Pareja con 3 hijos: 1.831 €/mes.

LuxemburgoLuxemburgo: Cuantías básicas a partir de 1-8-2003 (sin incluir las prestaciones 
familiares):

– Primer adulto: 999,35 €/mes.

– Segundo adulto: 499,71 €/mes.

– Siguiente adulto: 285,92 €/mes.

– Suplemento por hijo: 90,94 €/mes.

NoruegaNoruega: Cuantías mensuales básicas recomendadas por el Ministerio de Sa-
nidad y Asuntos Sociales (sin incluir las ayudas de alojamiento, electricidad, etc.):

– Persona sola: 550 €/mes.

– Pareja: 916 €/mes.

– Por cada hijo de 0-5 años: 211 €/mes.

– Por cada hijo de 6-10 años: 278 €/mes.

– Por cada hijo de 11-17 años: 351 €/mes. 

PortugalPortugal: Cantidades básicas:

– Persona sola: 143,80 €/mes.

– Pareja: 287,60 €/mes.

– Unidad familiar de tres adultos: 388,26 €/mes.

– Persona sola con 1 hijo: 215,70 €/mes.

– Persona sola con 2 hijos: 287,60 €/mes.

– Pareja con 1 hijo: 369,50 €/mes.

– Pareja con 2 hijos: 431,40 €/mes.

– Pareja con 3 hijos: 503,30 €/mes. 



91

CAPÍTULO 2: SITUACIÓN ACTUAL DE LAS RENTAS DE INSERCIÓN EN EUROPA

Reino Unido: Cuantías básicas netas:

– Persona sola con 25 años de edad como mínimo: 737 €/mes.

– Pareja sin hijos: 1.015 €/mes.

– Pareja con 1 hijo (10 años): 1.335 €/mes.

– Pareja con 2 hijos (8 y 12 años): 1.600 €/mes.

– Pareja con 3 hijos (8, 10, 12 años): 1.800 €/mes.

– Persona sola con 18 años o más y 1 hijo a cargo (10 años): 1.102 €/mes. 

– Persona sola con 18 años o más y 2 hijos (8 y 10 años): 1.307 €/mes.

Suecia: Cuantía mensual destinado a cubrir los gastos de alimentación, vestido, 
ocio, salud, higiene, prensa, teléfono y televisión:

– Persona sola: 282 €/mes.

– Pareja: 513 €/mes.

Hijos:

– De 0-1 año: 154 €/mes.

– De 1-2 años: 178 €/mes.

– De 3 años: 143 €/mes.

– De 4-6 años: 179 €/mes.

– De 7-10 años: 199 €/mes.

– De 11-14 años: 229 €/mes.

– De 15-18 años: 259 €/mes.

Además, puede abonarse un complemento especial para cubrir los gastos fa-
miliares comunes, cuya cuantía varía según la talla de la familia. Así:

– 1 persona: 75 €/mes.

– 2 personas: 84 €/mes.

– 3 personas: 98 €/mes.

– 4 personas: 104 €/mes.

– 5 personas: 115 €/mes.

– 6 personas: 123 €/mes.

– 7 personas: 131 €/mes.

Suiza: No aplicable.
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4.5. Medidas tendentes a incentivar la inserción socio-profesional

Con el fi n de estimular la búsqueda y conservación de un empleo por parte 
de los perceptores de la prestación de ingreso mínimo, los poderes públicos han 
adoptado varias medidas tendentes a posibilitar la inserción de los desempleados 
en el mercado de trabajo y reducir así el número de personas dependientes de 
la asistencia social. En atención a este objetivo se ha considerado conveniente 
garantizar que la situación económica de los trabajadores sea mejor que la de los 
desempleados. De acuerdo con esta lógica, algunas regulaciones vigentes en los 
países europeos han dispuesto que en caso de encontrar un empleo, durante un 
período determinado más o menos largo, las remuneraciones derivadas del mismo 
no serán tenidas en cuenta, ya sea total o parcialmente, en la base de cálculo de la 
prestación diferencial y, por ello, no darán lugar a una reducción de la ayuda social. 
Es decir, se establece una compatibilidad temporal y generalmente limitada entre 
los ingresos procedentes del trabajo y la prestación de renta mínima.

Alemania: Una parte de las remuneraciones del trabajo es excluida de la base 
de recursos para el cálculo de la cuantía fi nal de la prestación a abonar al concreto 
benefi ciario.

Se prevé la posibilidad de contribución fi nanciera de 12 meses como máximo en 
concepto de incitación al empleo, si el benefi ciario de la ayuda social acepta un em-
pleo. Asimismo, a título de ayuda al empleo (Hilfe zur Arbeit), se prevén subvenciones 
para los empleadores así como otro tipo de medidas como la puesta a disposición 
de trabajadores en provecho de otro empleador o el trabajo de corta duración. 

Paralelamente, en el marco de los programas locales de empleo se han multiplicado 
las medidas para permitir el acceso al empleo de los titulares de la ayuda social que 
estén desempleados: la creación de empleos temporales con relaciones de trabajo 
regulares (contrato de trabajo y seguridad social, siendo posible la asunción de los 
gastos por el fondo de asistencia social); la creación de empleos temporales de utilidad 
pública (con relaciones de empleo y seguridad social o indemnizaciones por gastos 
suplementarios pero sin seguridad social); reducción del importe de la ayuda en un 
25% de su cuantía en caso de rechazo de una oferta de empleo adecuada, así como 
otras reducciones sucesivas hasta abocar en la extinción de la prestación.

Austria: No existen medidas específi cas para fomentar la inserción de los be-
nefi ciarios de la ayuda social. 

Bélgicalgica: En caso de aceptación de un empleo o de realización de una formación 
profesional, para el cálculo de la cuantía de la prestación de renta mínima, durante 
un período máximo de 3 años, los ingresos procedentes de esta integración profe-
sional son parcialmente excluidos de la base de recursos, mediante la aplicación 
a dichos ingresos de una deducción mensual a tanto alzado de 184,64 euros. Las 
ayudas percibidas en el marco de las agencias locales de empleo son objeto de 
exclusión total. 
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Dinamarca: Reeducación, empleos fl exibles, formación y otras medidas. Los 
municipios deben ofrecer a las personas con capacidad laboral reducida de forma 
permanente un empleo protegido. De otro lado, cuando el benefi ciario del ingreso 
mínimo encuentre un empleo, como mínimo tres meses después de acceder a la 
ayuda, podrá seguir percibiendo el importe íntegro de la prestación social cuando 
el salario mensual no exceda de una determinada cuantía. 

EspaEspaña: Todos los programas de renta mínima de las Comunidades Autónomas, 
establecen medidas de inserción profesional. Así, se prevén acciones de orientación y 
motivación profesional, apoyo a la búsqueda de empleo, acceso al trabajo autónomo 
y a la economía social, inserción en empresas y empleo social para los perceptores 
de las rentas de inserción. Estas medidas se confi guran como parte integrante o 
como condición previa de la concesión del ingreso social. Por lo demás, tales normas 
de política de empleo presentan una enorme diversidad tanto en lo que se refi ere 
a los requisitos exigidos a los benefi ciarios y a las empresas en las contrataciones 
para la concesión de las subvenciones, o en las diferentes acciones formativas.

En este marco, las experiencias o instrumentos más innovadores ligados a 
las rentas mínimas de inserción han sido el empleo social protegido, los proyectos 
de inserción y las empresas de inserción143. Junto a ellos, debemos mencionar las 
diversas modalidades de subvención a la contratación de los benefi ciarios de los 
programas regionales de inserción.

De otro lado, en lo que se refi ere al tratamiento dado a los ingresos procedentes 
del trabajo en el cómputo de los recursos del benefi ciario para determinar la cuantía 
de la prestación a asignar, hay que señalar que algunas normativas autonómicas 
contemplan expresamente la posibilidad de descuento parcial (por ejemplo, País 
Vasco, Navarra, Galicia, Aragón, Madrid, Cataluña y Baleares).

Finlandia: Medidas de activación para los benefi ciarios de larga duración y para 
jóvenes.

Francia: Existe la posibilidad de compatibilizar los ingresos de actividad con la 
prestación RMI durante un cierto período:

– Compatibilidad del RMI con los ingresos de actividad: La compatibilidad será 
total durante un período máximo de seis meses (es decir, hasta la primera 
revisión trimestral siguiente al inicio de la actividad profesional por cuenta 
propia o ajena o de la formación profesional remunerada), de manera que 
durante el período citado el benefi ciario percibirá íntegramente la prestación 
básica de RMI más los ingresos de actividad. A partir de ahí y durante un 
período máximo de 12 meses, la compatibilidad será parcial, es decir, se 
permite acumular la ayuda con el 50 por 100 de los ingresos derivados de 
la actividad, de ahí que durante esta segunda fase la prestación abonada 

143  Para mayor desarrollo, Cfr. Mª.B. GARCÍA ROMERO, Cfr. Mª.B. GARCÍA ROMERO, Cfr Rentas Mínimas Garantizadas en la 
Unión Europea, cit., págs. 316-328.
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sea igual al importe de la prestación RMI menos la mitad de los ingresos 
por trabajo.

– Compatibilidad del RMI con ingresos provenientes del trabajo realizado en el 
marco de un contrato de empleo-solidaridad: Se aplica una reducción del 33 
por 100 del importe básico del RMI (reducción igual a 137,90 euros, desde 
el 1 de enero de 2004).

Grecia: No hay un sistema general de renta mínima.

Holanda: Plan de acción comprensivo de medidas de inserción tales como 
asesoramiento de cara a las entrevistas de trabajo, la adquisición de experiencia 
profesional y la participación en programas de inserción social.

En relación con los ingresos procedentes del trabajo, una parte de los mismos 
no se incluye en la base de cálculo de la prestación y por ello no dan lugar a una 
reducción de su cuantía. Esta exención se aplica durante un período de dos años, 
susceptible de ser prorrogado en circunstancias excepcionales.

Irlanda: Entre las medidas de incitación de la inserción profesional, debemos 
destacar el subsidio de regreso al empleo (Back to Work Allowance). Esta ayuda 
permite la exoneración parcial de los rendimientos del trabajo percibidos por los 
desempleados de larga duración (5 años o más), o cabezas de una familia monopa-
rental y las personas con minusvalía que aceptan un empleo. Se mantiene el pago 
de un determinado porcentaje de la prestación debida (75% el primer año, 50% el 
segundo año y 25% el tercer año). 

De otro lado, hay que hacer mención de la Ayuda de retorno a los estudios 
(Back to Education Allowance): se trata de una ayuda que permite a los desem-
pleados de larga duración, a los titulares de una familia monoparental y a personas 
incapacitadas durante un mínimo de 6 meses, de acceder a estudios de segundo 
y tercer ciclo, gracias a la concesión de esta ayuda que se mantiene durante toda 
la duración de los estudios.

Islandia: Servicios sociales de las autoridades locales: no hay un sistema ge-
neral. Algunas autoridades locales invitan a los perceptores de la ayuda social a 
participar en diferentes programas destinados a la mejora de sus condiciones de vida. 
Asimismo prestan asesoramiento en materia fi nanciera, de vivienda, de educación 
de los hijos, etc. Las agencias locales de empleo apoyan a los desempleados en 
su actividad de búsqueda de empleo, facilitándoles información y consejos sobre la 
elección de un empleo concreto o de una formación profesional.

Italia: Iniciativas de formación destinadas a la inserción de personas pertene-
cientes a determinadas categorías (mujeres, jóvenes, etc.).

Liechtenstein: Los benefi ciarios de la ayuda social perciben determinadas con-
tribuciones fi nancieras cuando aceptan un empleo. Las personas desempleadas 
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permanecen en los registros de los servicios de colocación, recibiendo consejos y 
apoyo en la tarea de búsqueda de empleo. Además existen ofertas de formación 
continua, así como programas de empleo social protegido. 

LuxemburgoLuxemburgo: Una ayuda de inserción es concedida cuando el benefi ciario fi rma 
un contrato de inserción, participa en una actividad de inserción y acepta cualquier 
empleo ofertado por los Servicios Públicos de empleo.

NoruegaNoruega: Los Servicios sociales pueden establecer como condición de acceso 
a la prestación de asistencia la necesidad de realizar determinadas actividades 
favorecedoras de su inserción social y profesional.

PortugalPortugal: Las medidas de inserción forman parte esencial del programa de in-
serción social, las cuales, en conjunción con la prestación de ingreso mínimo, tienen 
como objetivo la creación de condiciones favorables a la inserción socio-profesional 
del titular del derecho y de los miembros de su familia. De otro lado, los ingresos 
procedentes del trabajo y las becas de formación son objeto de deducción parcial, 
en el cómputo de los ingresos del benefi ciario. Concretamente, no se tendrán en 
cuenta los ingresos que tengan ese origen vinculado con la inserción laboral hasta 
una cuantía equivalente al 20 por 100. 

Reino Unido: Con el fi n de lograr que la situación económica de los trabajadores 
asalariados sea mejor que las de los desempleados, se debe evitar que se penalice 
todo aumento de los ingresos por el hecho de realizar una actividad laboral. Con 
este objetivo se practican exoneraciones parciales de los ingresos semanales per-
cibidos por el benefi ciario del Income Support. Dicha deducción es mayor cuando 
se trata de ciertas categorías de benefi ciarios a los que se presume una mayor 
difi cultad de inserción profesional: padres solos, enfermos, inválidos y parados de 
larga duración.

Suecia: La asistencia social para las personas aptas para trabajar aparece vin-
culada a medidas de empleo activas, con el fi n de ayudarles a encontrar un trabajo 
remunerado.

Suiza: No aplicable.

4.6. Derechos conexos

Alemania: La concesión de la ayuda de subsistencia conlleva la protección global 
en caso de enfermedad: pago de las cotizaciones al seguro de enfermedad y de los 
gastos derivados de la enfermedad (médico, hospital, etc.).

Asimismo, da lugar al reembolso de la totalidad de los gastos «apropiados» de 
vivienda y de calefacción. Ahora bien, la ayuda de vivienda (Wohngeld), así como 
otras ayudas a tanto alzado son consideradas como ingresos del benefi ciario y, por 
consiguiente, deducidas del importe de la ayuda asignada. 
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Austria: La ayuda social comprende la asistencia sanitaria por enfermedad o 
maternidad.

De otro lado, los gastos de vivienda que no están cubiertos por la prestación 
asistencial básica (Richtsatze), son objeto de prestaciones complementarias en 
metálico o en especie. 

Bélgicalgica: La concesión del ingreso mínimo conlleva el benefi cio automático de 
ciertos derechos accesorios: la dispensa del pago de cotizaciones al seguro de 
enfermedad, la asistencia sanitaria voluntaria gratuita, reducciones en el precio de 
la electricidad, etc.

Dinamarca: La asistencia sanitaria constituye un derecho universal para todos 
los residentes (no es un derecho asociado al ingreso mínimo). No obstante, puede 
otorgarse una ayuda complementaria para gastos dentales o farmacéuticos. 

En materia de vivienda, el complemento para gastos básicos de vivienda for-
ma parte de la propia prestación de ingreso mínimo garantizado. Con todo puede 
concederse una ayuda suplementaria a las personas cuyos gastos por vivienda 
constituyen una carga muy pesada o una ayuda por vivienda, en el marco de la 
legislación de ayudas a la vivienda.

EspaEspaña: Los benefi ciarios de los ingresos mínimos de inserción tienen derecho 
a la asistencia sanitaria de carácter común, a título de personas sin recursos eco-
nómicos sufi cientes.

De otro lado, en el marco de los programas de rentas mínimas de las Comu-
nidades Autónomas, las necesidades en materia de vivienda son puntualmente 
atendidas a través del instrumento de las ayudas de emergencia social.

Finlandia: La asistencia sanitaria constituye un derecho universal para todos 
los residentes (no es un derecho asociado al ingreso mínimo). Los gastos por cui-
dados médicos elementales son tenidos en cuenta para el cálculo de la cuantía de 
la prestación.

De otro lado, la ayuda de subsistencia es compatible con los subsidios especiales 
de vivienda legalmente establecidos. Los gastos inherentes a la vivienda son tenidos 
en cuenta en el momento de fi jar la cuantía del subsidio de vivienda.

Francia: Benefi cio de las prestaciones sanitarias del seguro de enfermedad-ma-
ternidad del régimen general a través del dispositivo de Cobertura Sanitaria Universal 
(CMU) de carácter básico y benefi cio de la CMU de carácter complementario.

De otro lado, se extiende el derecho a la ayuda de vivienda a todos los bene-
fi ciarios del RMI. Además, para la determinación de los ingresos y rentas a efectos 
de la ayuda de vivienda, no se tiene en cuenta la cantidad percibida en concepto 
de RMI.
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Grecia: No hay un sistema general.

Holanda: Los benefi ciarios de la ayuda social en caso de no tener obligación de 
estar afi liados al seguro de enfermedad (Ziekenfondswet, ZFW), tienen derecho al 
reembolso de los gastos derivados de la contratación de un seguro médico privado 
que cubra los mismos riesgos que el seguro obligatorio.

En materia de vivienda no hay previsto ningún privilegio específi co, ya que la 
ayuda social constituye una prestación «completa», lo que implica que los gastos 
de alojamiento deberían estar cubiertos por la cantidad concedida. Sin embargo, 
pueden aplicarse las disposiciones comunes sobre subvenciones por alquiler, de 
carácter general. Ello dependerá, entre otras razones, de su edad, de su capacidad, 
de sus ingresos y del coste su vivienda (el coste de arrendamiento debe ser inferior 
a una cantidad establecida).

Irlanda: La ley no prevé expresamente ningún otro derecho asociado al ingreso 
mínimo en el ámbito de la salud o de la vivienda. No obstante, los benefi ciarios de 
esta prestación tienen acceso a una amplia gama de servicios médicos, debido al 
bajo nivel de sus rentas. Asimismo, aquellos pueden tener derecho a los complemen-
tos de vivienda (rent supplements) del régimen de asistencia social, a reducciones (rent supplements) del régimen de asistencia social, a reducciones (rent supplements)
fi scales de los tipos de interés de los préstamos hipotecarios (Mortgage Interest 
relief) o al sistema de alquileres diferenciales de las autoridades locales que fi jan relief) o al sistema de alquileres diferenciales de las autoridades locales que fi jan relief)
el importe del alquiler atendiendo a los ingresos y a la situación de los miembros 
de la unidad familiar.

Islandia: Todos los residentes tienen acceso al sistema de salud pública.

De otro lado, en materia de vivienda hay que distinguir los benefi cios otorgados 
en el marco bien de los servicios sociales municipales o bien de la ayuda social 
estatal. En el primer ámbito, existe la ayuda de vivienda. En el segundo, ayudas 
complementarias para pensionistas que viven solos.

Italia: El Servicio Nacional de Salud (Servizio Sanitario Nazionale, S.S.N.)
garantiza la asistencia sanitaria a todos los residentes, a cambio del abono de un 
ticket, de cuyo pago se exceptúa, en general, a quienes tienen ingresos inferiores 
a la pensión social.

En materia de vivienda, cabe señalar que en algunas regiones se han estable-
cido ayudas a la vivienda especialmente destinadas a las personas mayores, con el 
fi n de descargarlas total o parcialmente de los gastos de arrendamiento. Asimismo, 
algunas regiones prevén subvenciones para cubrir los gastos de electricidad o de 
gas, o ciertos trabajos de albañilería indispensables.

Liechtenstein: Asistencia sanitaria obligatoria. La ayuda social comprende tam-
bién las cotizaciones por cuidados médicos básicos.

De otro lado, la ayuda social comprende también los costes por alquiler de 
vivienda y ciertos gastos realizados para adecentamiento de la vivienda.
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LuxemburgoLuxemburgo: El reconocimiento del derecho al ingreso mínimo garantizado 
(RMG) conlleva la afi liación automática a la «Caja» del seguro de enfermedad de 
los obreros, con el consiguiente derecho a la asistencia sanitaria. 

De otro lado, los gastos de alquiler de vivienda son parcialmente compensados 
mediante una ayuda suplementaria del RMG equivalente a la diferencia existente 
entre la cantidad efectivamente abonada en concepto de alquiler y una cantidad 
igual al 10 por 100 del RMG.

NoruegaNoruega: La asistencia sanitaria constituye un derecho universal para todos los 
residentes (no es un derecho asociado al ingreso mínimo). Los gastos médicos son 
tenidos en cuenta en el momento de fi jar la cuantía de la prestación.

De otro lado, los gastos de alojamiento se tienen en cuenta en el momento de 
fi jar el importe del ingreso mínimo. Sin perjuicio de ello, el benefi ciario puede percibir 
prestaciones de vivienda en el marco del régimen de ayuda a la vivienda. 

PortugalPortugal: El derecho a la asistencia sanitaria está garantizado por el Servicio 
Nacional de Salud.

En materia de vivienda no hay derechos asociados a la renta mínima de in-
serción.

Reino Unido: Los benefi ciarios del Income Support pueden percibir ayudas Income Support pueden percibir ayudas Income Support
discrecionales en dos ámbitos: el de la salud y el de la vivienda. En el campo de la 
salud, las ayudas que pueden concederse comprenden cuidados dentales gratuitos, 
ayuda para gastos de transporte al hospital, reducciones para compra de gafas, leche 
y vitaminas para los niños menores de 5 años y mujeres embarazadas, comidas 
escolares gratuitas, etc. 

De otro lado, el Income Support puede cubrir ciertos gastos de alojamiento o Income Support puede cubrir ciertos gastos de alojamiento o Income Support
de vivienda como, por ejemplo, los intereses de los préstamos hipotecarios, ciertos 
gastos de residencias de ancianos que no están cubiertos por la ayuda a la vivienda 
(Housing Benefi ts) o los importes de los alquileres «razonables».

Suecia: La asistencia sanitaria constituye un derecho universal para todos los 
residentes (no es un derecho asociado al ingreso mínimo). La mayor parte de los 
gastos médicos son cubiertos por los poderes públicos. Sin embargo el benefi ciario 
debe participar en ciertos gastos con una contribución reducida.

De otro lado, los gastos razonables de vivienda están cubiertos por la propia 
ayuda social. 

Suiza: No existe.
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CAPÍTULO 3
SITUACIÓN ACTUAL EN ESPAÑA

1. LAS RENTAS MÍNIMAS AUTONÓMICAS

1.1. Introducción: génesis y caracteres comunes 

La instauración en España de un sistema de renta mínima de inserción fue 
bastante atípica, porque se llevó a cabo por los poderes públicos regionales con la 
oposición del Gobierno central, el cual declinó durante mucho tiempo la intervención 
en ese espacio de la protección social. Ello fue posible gracias a un original modelo 
constitucional de distribución de competencias que permitió, con base en la asunción 
de la Asistencia Social como competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas, 
regular las rentas de inserción en cada ámbito territorial respectivo.

El proceso de generalización de las rentas de inserción por todo el país ha 
sido bastante rápido, pues tiene lugar en el arco temporal que va desde 1989, año 
en el que el País Vasco regula la primera renta de inserción, hasta 1995, cuando 
se reconoce un mecanismo de este tipo en las Islas Baleares, la última Comunidad 
Autónoma que quedaba sin hacerlo.

La señal de partida fue dada por el País Vasco, mediante Decreto 39/89, de 
28 de febrero de 1989, sobre Ingreso Mínimo Familiar, modifi cado por Ley 2/90, de 
3 de mayo de 1990, sobre Ingreso Mínimo de Inserción (hoy denominado «Renta 
Básica»). El ejemplo se hizo pronto eco en las otras regiones españolas, en las 
que, a lo largo de un corto período de tiempo, se fue implantando progresivamente, 
aunque con distintas denominaciones, el ingreso mínimo de inserción. Tal fue el caso 
de Castilla y León, segunda Comunidad Autónoma que dispuso de una normativa 
específi ca en materia de ingresos mínimos de inserción, con una norma de 21 de 
marzo de 1989 («Prestación para la integración Social), seguida de Cantabria144, 

144 Ayuda a la Necesidad Familiar, establecida por Decreto 40/89, de 17 de mayo de 1989 (de-
sarrollado por Orden 12-9-89), parcialmente modifi cado por Decreto 42/90, de 4 de junio (desarrollado 
por Orden 4-6-90).
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Cataluña145, La Rioja146, Navarra147, Madrid148, Valencia149, Extremadura150, Andalu-
cía151, Murcia152, Asturias153, Canarias154, Galicia155, Castilla-La Mancha156, Aragón157

y, con bastante retraso, Baleares158.

Con la excepción del País Vasco, los programas de rentas mínimas no nacieron 
de un planteamiento del problema de la pobreza extrema y la exclusión social y de 
una refl exión sobre cómo abordarla. En muchos casos su instauración se produjo 

145 Renta Mínima de Inserción, establecida por Decreto 144/90, de 28 de mayo de 1990, que 
regula el Programa Interdepartamental de la Renda Mínima d’Inserció, posteriormente modifi cado.

146 Ingreso Mínimo de Inserción, establecido por Decreto 68/90, de 7 de junio de 1990, modifi cado 
por Decreto 5/91 de 7 de marzo y Decreto 43/93, de 5 de agosto.

147 Renta Básica, aprobada por Decreto Foral 169/90, de 28 de junio de 1990.
148 Ingreso Madrileño de Integración, establecido por Decreto 73/90, de 19 de Julio de 1990, 

modifi cado posteriormente en sucesivas ocasiones.
149 Decreto 132/90, de 23 de julio de 1990, que aprueba el Plan de Medidas de Inserción Social, 

por el que se instaura las «Prestaciones Económicas Regladas» (PER).
150  Decreto 66/90, de 31 de julio de 1990, que regula las Ayudas para la Integración en Situaciones 

de Emergencia Social (AISES), posteriormente modifi cado.
151  Decreto 142/90, de 15 de mayo y 400/90, de 27 de noviembre de 1990, sobre Programa de 

Solidaridad de los Andaluces para la erradicación de la marginación y la desigualdad en Andalucía, que 
crean el Ingreso Mínimo de Solidaridad.

152  El Decreto 1/91, de 10 de enero de 1991, sobre Plan Regional de Inserción Social, que es-
tablece un Ingreso Mínimo de Inserción en la Comunidad Autónoma de Murcia, Decreto 39/92 (30-4), 
sobre Plan Regional de Inserción Social, modifi cado por Decreto 43/1996, de 19 de junio, por el que se 
regulan las ayudas, prestaciones y medidas de inserción y protección social; Decreto 65/1998, de 5 de 
noviembre, por el que se regulan las ayudas, prestaciones y medidas de inserción y protección social 
(BORM, 7-11-98). 

153  Como resultado del acuerdo con los sindicatos se crearon en Asturias las Ayudas a Situaciones 
de Extrema Necesidad-ASEN (Decreto 28/90, de 8 de marzo y 4/91, de 11 de enero), sustituidas un año 
después por el Ingreso Mínimo de Inserción, regulado por Ley 6/91, de 5 de abril de 1991, desarrollada 
por Decreto 158/91 (2-12).

154  Por Decreto 79/91 de 16 de abril de 1991, sobre Medidas Urgentes de Inserción Social se 
crearon en Canarias las llamadas «Prestaciones Económicas Regladas». Este primer Decreto aunque 
no fue formalmente derogado no llegó nunca a aplicarse. Un segundo Decreto (133/1992, de 30 de julio), 
creó las «Ayudas Económicas Básicas». Este Decreto fue modifi cado, primero, por otro de 24 de julio de 
1993. (Decreto 194/1992) y, con posterioridad, por otro Decreto 13/1998, de 5 de febrero, el cual sigue 
vigente en la actualidad.

155 «Renda de Integración Social de Galicia», establecida por Ley 9/91, de 2 de octubre, de 
medidas básicas para la inserción social (DOG 3.10.91), modifi cada en 1999, por Ley 1/1999, de 2 de 
octubre (DOG, 22-2-99).

156 Los Decretos 141/1990, de 18 de diciembre y 246/1991, de 10 de diciembre, del Plan de 
Solidaridad, establecieron Ayudas Ordinarias y Ayudas de Inserción. Las Prestaciones Ordinarias han 
sido el antecedente inmediato de lo que la Ley 5/1995, de 23 de marzo, confi gura como Ingreso Mínimo 
de Solidaridad.

157 Ley 1/93, de 16 de febrero, de Medidas Básicas de Inserción y Normalización Social; Decre-
to 57/94, de 23 de marzo, que regula el Ingreso Aragonés de Inserción (IAI), y Ley 25/2001, de 28 de 
diciembre de Presupuestos de la CA de Aragón para 2002 (actualiza la cuantía de la prestación).

158  Decreto 36/1995, de 6 de abril, por el que se constituye el Soporte Transitorio Comunitario/
Salario Social (BOCAIB, núm. 49, 20-4-1995), posteriormente denominado Renta Mínima de Inserción 
(BOCAIB núm. 74, de 17-6-1997, núm. 11.626)
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por la inercia generada por el peculiar proceso político-sindical de negociación. En 
general se aprecia una falta de referencias políticas claras.

Ahora bien, la regulación interna no es uniforme, sino que se aprecian diferencias 
considerables entre las diecisiete reglamentaciones vigentes. 

En un principio, la regulación resultante de las primeras normas autonómicas 
sobre la materia, permite establecer una distinción entre tres grandes modelos de 
Programas autonómicos de ingresos mínimos de inserción. El primero y más exten-
dido es el llamado «modelo vasco» el cual, inspirándose en el sistema francés, se 
caracteriza por vincular el disfrute de la prestación a la realización de una serie de 
acciones de inserción. Formalmente acogen este modelo las siguientes Comunida-
des Autónomas: País Vasco, Madrid, Aragón, Murcia, La Rioja, Cataluña, Castilla y 
León, Galicia, Cantabria y Baleares.

El segundo tipo de regulación está representado por aquellas normas que esta-
blecen un sistema coordinado de programas de lucha contra la pobreza y la exclu-
sión social, sometido cada uno de ellos a condiciones específi cas, sin que puedan 
catalogarse como sistemas de rentas de inserción en sentido estricto. Participan 
de esta caracterización los Programas de Valencia y Canarias, que contemplan 
tres programas diferentes (el de Accesibilidad, el de Integración y el Programa de 
Prestaciones Económicas Regladas).

El último de los modelos regionales esta integrado por los programas «de 
empleo social protegido o de salario social sudado», que contemplan prestación e 
inserción con carácter alternativo y excluyente, si bien asignan prioridad a la vía de 
garantizar a los demandantes de asistencia social un empleo temporal de utilidad 
social, y sólo residualmente, cuando esta alternativa no es viable, ofrecen una pres-
tación económica periódica. Este modelo, que nace en Navarra, se aplica también 
en Andalucía, Asturias, en Castilla-La Mancha y en Extremadura. No obstante, en 
Andalucía, tras la reforma de la normativa en 1999, se ha producido un cambio de la 
lógica inspiradora del Programa, ya que la nueva regulación complementa el Ingreso 
Mínimo de Solidaridad con medidas de inserción social de las unidades familiares 
benefi ciarias159. En este sentido, y como principal novedad respecto de la anterior 
normativa reguladora, se articula un compromiso de inserción con el objetivo de 
reforzar la integración y responsabilidad familiar en los ámbitos del mercado laboral, 
escolarización, salud y vivienda. En la práctica, se ha producido un cierto trasvase 
del sistema andaluz hacia el primer modelo mencionado.

No obstante la diversidad de programas, la adscripción de la protección dispen-
sada al ámbito de la Asistencia Social, hace que la prestación de renta mínima de 

159  En la regulación originaria, el IMS tenía un carácter residual, en el sentido de que sólo quie-
nes no pudieran acceder a las medidas de empleo o formación, podían obtener esta prestación, la cual 
no entrañaba ningún tipo de obligación para su perceptor. Para mayor desarrollo, véase, Mª.B. GARCÍA 
ROMERO, Rentas Mínimas Garantizadas en la Unión Europea, op. cit., págs. 227-230. op. cit., págs. 227-230. op. cit
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inserción presente unos rasgos comunes, que no dejan de ser los propios de este 
modo de protección social pública: 

– Carácter subsidiario o de cierre del conjunto de subsistemas de protección 
social, tanto legales (de Seguridad Social, contributivos o no contributivos, 
de desempleo, etc.), como convencionales (alimentos entre parientes, etc.). 
En otras palabras, se trata de una prestación económica condicionada a 
la inexistencia de personas obligadas civilmente a prestar alimentos, y a 
la inexistencia de derecho a prestaciones de la Seguridad Social o de otro 
régimen público sustitutivo equivalente.

– Carácter complementario respecto de los recursos económicos de que 
disponga el benefi ciario, que limita la concesión sólo hasta el importe al que 
alcance la diferencia entre los recursos económicos disponibles (cualquiera 
que sea su origen y naturaleza) y la cuantía que corresponda de la prestación 
de renta mínima, de ahí que se trate de una prestación diferencial, carácter 
predicable también de las pensiones no contributivas de la Seguridad So-
cial.

– Carácter personal, siendo en consecuencia intransferibles. Son además, 
inembargables (por no exceder de la cuantía del SMI, de acuerdo con el 
párrafo 21 del art. 1449 de la LEC) y no pueden ser objeto de retención 
ni servir de garantía de obligación alguna. En virtud de esta nota, tanto el 
reconocimiento del derecho como las correlativas obligaciones recaen en 
quien ostenta la titularidad de la unidad de convivencia. Sin perjuicio de ello, 
la renta mínima tiene también un marcado carácter familiar, al ser la familia 
la destinataria de la prestación, lo que se refl eja en la distinta cuantía según 
el tamaño de la unidad de convivencia160.

– Carácter fi nalista, circunstancia que queda refl ejada en un doble aspecto: 
en primer lugar, en la exigencia de que la misma se destine a satisfacer 
las necesidades carenciales básicas no sólo del benefi ciario directo, sino 
también de todos los miembros del hogar familiar independiente (carácter 
alimentario); en segundo lugar, y en esto se separa de las prestaciones de 
asistencia social «tradicional», en la exigencia de que se siga una actividad 
educativa, profesional o educacional a las personas que puedan hacerlo en 
interés de su inserción (prestación de inserción).

– Exige la demostración del estado de necesidad (means test). Lo que means test). Lo que means test
ocurre es que, dado que la situación de necesidad se ha objetivado en un 
determinado nivel de ingresos por debajo del cual se considera aquélla exis-

160  Nótese que este aspecto no aparece tan claro en las pensiones no contributivas de la Segu-
ridad Social, en las que la unidad de convivencia se toma como referencia para el cómputo de ingresos 
que indican si existe o no necesidad, pero no para determinar la cuantía de la prestación.
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tente, la prueba del estado carencial se ha convertido, por consiguiente, en 
la prueba del nivel de ingresos (prestación no graciable ni discrecional)161.

– Sin perjuicio de la unidad de gestión, se establecen amplios mecanismos 
de participación de los diversos entes que están objetivamente interesados 
en la lucha contra la pobreza: ayuntamientos, organizaciones profesionales, 
sindicales, culturales, etc.

– Carácter temporal, pues sólo debe durar su percepción lo que dure la ne-
cesidad grave del sujeto, a quien, además, se incita a cooperar activamente 
al logro de su propia autonomía personal. 

– Por último, existe tutela judicial del derecho de fondo o del interés legítimo, 
que viene atribuida no a los órganos del orden social, como en el caso de 
las prestaciones no contributivas de la Seguridad Social, sino a la jurisdic-
ción contencioso-administrativa, igual que en el caso de las prestaciones 
asistenciales clásicas162.

– Otra de las notas caracterizadoras de los ingresos mínimos de inserción que 
los distingue de otras prestaciones similares otorgadas por la Seguridad Social 
es el condicionamiento del disfrute de la prestación a las disponibilidades 
presupuestarias de acuerdo con las dotaciones aprobadas anualmente por 
las diversas Asambleas regionales.

Sin ánimo exhaustivo, tal vinculación formal a las consignaciones presupues-
tarias aparece, por ejemplo, expresamente prevista en las normas vigentes en las 
CC.AA. de Murcia (Disp. ad. 2ª, del Decreto 65/1998, de 5 de noviembre), Canarias 
(art. 3 Decreto 13/1998, de 5 de enero), Cantabria (art. 2 Decreto 75/1996, de 7 de 
agosto), Castilla-La Mancha (art. 21 Decreto 179/2002, de 17 de diciembre de 2002) 
y La Rioja (art. 5.2 RD 24/2001, de 20 de abril).

Este último rasgo introduce un lamentable elemento de inestabilidad y excep-
cionalidad en la protección otorgada, que impide la consideración del IMI como un 
auténtico derecho subjetivo al que pueda tener acceso toda persona que reúna los 
requisitos exigidos (de edad, residencia, insufi ciencia de rentas, etc.). 

Sin embargo, son cada vez más numerosos los ejemplos de normativas au-
tonómicas que dejan de sujetar el disfrute del derecho a la existencia de créditos 
disponibles, práctica ésta que esperamos sea muy pronto acogida en el seno de las 
restantes regulaciones autonómicas.

161  En nuestro sistema de protección social existen otros muchos ejemplos de prestaciones 
sujetas a prueba de insufi ciencia de rentas, por ejemplo: las pensiones no contributivas de la Seguridad 
Social, la asignación familiar por hijo a cargo no minusválido, el subsidio de desempleo, el complemento 
asistencial de las pensiones de viudedad, la renta activa de inserción estatal, etc.

162  En este sentido, S.TS, Sala 4ª, de 23 de enero de 1993, F.J. nº 3. Rev. Relaciones. Laborales. 
núm. 7. 1993, págs. 43 y 44.
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Así, no supeditan el reconocimiento del derecho a las disponibilidades presu-
puestarias las siguientes CC.AA.:

– Asturias: Desde la Ley de Presupuestos del Principado de Asturias para 
1997, se admite la posibilidad de adquirir compromisos de gasto plurianual, 
lo que permite planifi car las prestaciones en dos ejercicios, evitando rupturas 
en la ejecución de los programas. Además, en su Plan de Acciones para la 
Inclusión Social, dentro de las acciones previstas en relación con su primera 
línea de intervención, destaca la de incrementar el presupuesto en la cantidad 
necesaria para no denegar ninguna solicitud por falta de crédito.

– Castilla y León: «La fi nanciación de la prestación se arbitrará a través de las 
partidas presupuestarias necesarias para atender económicamente esta pres-
tación. Dichas partidas podrán ampliarse» (art. 22 del Decreto 197/2000).

– Galicia: Se ha modifi cado la disposición adicional primera de la Ley 1/1999 
para exigir que los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma 
incluyan las partidas necesarias para la fi nanciación de los programas con-
templados en la citada Ley.

– Navarra: A raíz del reconocimiento de la Renta Básica como un derecho, 
se entiende que constituye una obligación el contar con una consignación 
presupuestaria sufi ciente para cubrir todas las solicitudes que cumplan 
los requisitos. Así, el Plan de Lucha contra la Exclusión Social de Navarra 
(1998-2005), establece lo siguiente: «Se presupuestará la partida econó-
mica destinada a la renta básica en cuantía sufi ciente» (art. 14). «La línea 
presupuestaria destinada a la prestación económica de renta básica tendrá 
carácter ampliable en función de las necesidades» (art. 15).

1.2. Análisis comparativo de las normativas autonómicas vigentes sobre Rentas 
Mínimas de Inserción

La originaria regulación aprobada en materia de rentas mínimas no se ha mante-
nido inalterada, sino que, por el contrario, la mayoría de las Comunidades Autónomas 
están actualmente en proceso de reforma de las normativas sobre Rentas Mínimas 
de Inserción (RMI). Igualmente se avanza en la mejora de las ayudas económicas 
para afrontar situaciones de emergencia social.

Las modifi caciones introducidas tratan de recoger las directrices o recomenda-
ciones planteadas en los respectivos Planes Regionales de Inclusión Social, previa 
revisión de los planes ya vigentes, para ajustarlos al Plan Nacional de Acción para 
la Inclusión Social (PLANin) aprobado el 25 de mayo de 2001. 

El Plan Nacional, considerando que la dimensión territorial es un elemento clave 
en las políticas de inclusión social, destaca la necesidad de lograr «el compromiso 
de todas las Comunidades Autónomas y de la Federación Española de Municipios 
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y Provincias de llevar a cabo en estos años planes de acción para la inclusión en 
todas y cada una de las Comunidades Autónomas y Planes Municipales Integrales 
con este mismo fi n en un número signifi cativo de Corporaciones Locales». A tal fi n 
contempla una serie de actuaciones que deben ser impulsadas. Concretamente: 

– Culminar el proceso de implantación de planes en la totalidad de las CC.AA. 
y la actualización de los planes vigentes.

– Poner en marcha un nuevo programa para el intercambio y aprendizaje de 
buenas prácticas en el ámbito de la inclusión social.

– Establecer planes municipales en un número de Corporaciones Locales que 
representen el 50% de la población española163.

– Desarrollar actuaciones integrales en zonas rurales y urbanas afectadas por 
situaciones de exclusión, en colaboración de ONG.

De otro lado, en el ámbito de la garantía de recursos, el PLANin 2003-2005 
establece como objetivos a alcanzar, entre otros, los siguientes:

– Promover criterios básicos comunes sobre requisitos, cuantía mínima y 
convenios de reciprocidad en materia de RMI.

– Incrementar los recursos presupuestarios y la cuantía económica de las RMI 
para alcanzar como promedio nacional hasta el 70 % del Salario Mínimo 
Interprofesional.

– Mejorar las ayudas económicas para afrontar situaciones de emergencia 
social y para complementar las acciones de los procesos de inserción social 
de las RMI.

En las páginas que siguen, trataremos de ofrecer una descripción sistemática de 
las prestaciones de garantía de ingresos mínimos vigentes en las distintas CC.AA. 
y una comparación actualizada de los diferentes entramados normativos.

A) Normativa básica

Actualmente, ocho Comunidades Autónomas han regulado las rentas mínimas 
mediante una ley autonómica. Por orden cronológico, tales leyes autonómicas han 
sido promulgadas en las siguientes CC.AA.: Asturias (1991), Galicia (1991/1999), 
Aragón (1993), Castilla-La Mancha (1995), Cataluña (1997), Navarra (1999), País 
Vasco (2000) y Madrid (2001). 

163  Actualmente se han aprobado 13 Planes autonómicos de Inclusión Social, y los Planes mu-
nicipales alcanzan a un 35,4% de la población española. Fuente: www-org.mtas.es/SGAS/IncluSocial.
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En el siguiente cuadro se recoge una selección de la normativa básica vigente 
en materia de rentas mínimas.

COMUNIDADES
AUTÓNOMAS

DISPOSICIONES BÁSICAS

ANDALUCÍA Decreto 2/1999, 12 de enero, regula el Programa de Solidaridad de 
los andaluces para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en Andalucía (BOJA, 6-2-99).
Orden de 8 octubre 1999, regula el pago del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad (BOJA, 26-10-99)

ARAGÓN Ley 1/1993, 19 de febrero, de medidas básicas de inserción y 
normalización social.
Decreto 57/1994, de 23 de marzo.
Ley 25/2001, de 28 de diciembre, de PGCA (cuantía del Ingreso 
Aragonés de Inserción).

ASTURIAS Ley 6/1991, de 5 de abril, de Ingreso Mínimo de Inserción.
Decreto 158/1991, de 2 de diciembre.
Resolución 29 diciembre 2003, Aprueba el Plan General de Inserción 
para 2004 (BOPA, 31-1-04)

BALEARES Decreto 117/2001, 28 septiembre, de Renta Mínima de Inserción 
(BOCAIB, 6-10-2001)

CANARIAS Decreto 13/1998, de 5 de febrero, de Ayudas Económicas Básicas 
(BOCA 2-3-98)

CANTABRIA Decreto 75/1996, de 7 agosto, establece el Plan Cántabro de Ingresos 
Mínimos de Inserción.
Decreto 21/2004, 11 marzo, fi ja la cuantía del IMI (BOC, 19-3-04)

CASTILLA-LA 
MANCHA

Ley 5/1995, de 23 de marzo, de Solidaridad en Castilla-La Mancha. 
(DOCM 21-4-95).
Decreto 179/2002, de 17 de diciembre, de desarrollo del Ingreso Mínimo 
de Solidaridad (IMS), Ayudas de Emergencia Social y Prestaciones 
Económicas a favor de colectivos desfavorecidos (DOCM, 20-12-02).
Orden 18-12-2003, de desarrollo del Decreto 179/2002, en lo referente 
al IMS (DOCM, 26-12-03).

CASTILLA Y 
LEÓN

Decreto 197/2000, de 21 de septiembre, Reglamento de Ingresos 
Mínimos de Inserción (BOC y L, 27-9-00).
Decreto 24/2001, de 25 enero, Aprueba el Plan Regional Sectorial de 
Acción Frente a la Exclusión Social (BOC y L, 31-1-2001)

CATALUÑA Ley 10/1997, de 3 de julio, de Renta Mínima de Inserción. (DOGC 
17-7-97)
Decreto 306/1998, de 1 de diciembre, de desarrollo de la Ley 10/97 
(DOGC, 11-12-98).
Decreto 118/2001, de 2 de mayo, modifi ca el D. 306/1998 (DOGC, 
17-5-2001)
Decreto 316/2001, de 20 noviembre, modifi ca el Decreto 118/2001 
(DOGC, 11-12-2001).



107

CAPÍTULO 3: SITUACIÓN ACTUAL EN ESPAÑA

C. VALENCIANA Decreto 171/1999, de 5 octubre, Plan de Medidas de Inserción Social 
(DOGV, 21-10-99).
Orden 18-11-1999.

EXTREMADURA Decreto 28/1999, de 23 de febrero, regula las ayudas para la integración 
en situaciones de emergencia social (A.I.S.E.S), (DOE, 2-3-99).

GALICIA Ley 1/1999, de 5 de febrero (modifi ca la Ley 9/1991, de 2 de octubre), 
de medidas básicas para la inserción social (DOG, 22-2-99).

LA RIOJA Decreto 24/2001, 20 abril, por el que se regulan las prestaciones de 
inserción social (BOR, 26-4-2001).

MADRID Ley 15/2001, de 27 de diciembre, de Renta Mínima de Inserción de 
la Comunidad de Madrid (BOCM, 31-12-2001).
Decreto 147/2002, de 1 agosto, aprueba el Reglamento de la RMI 
(BOCM, 14-8-2002).

MURCIA Decreto 65/1998, de 5 de noviembre, por el que se regulan las ayudas, 
prestaciones y medidas de inserción y protección social (BORM, 7-
11-98).
Orden de 16-9-1994, sobre la Prestación de Ingreso Mínimo de 
Inserción (BORM; 28-9-1994).
Orden de 2-9-2002, actualiza la cuantía de la prestación de IMI (BORM 
20-9-2002).

NAVARRA Ley Foral 9/1999, de 6 de abril, para una Carta de Derechos Sociales 
(BON, 9-4-99).
Decreto Foral 120/1999, de 19 de abril, regula la Renta Básica (BON 
3-5-99).
Orden Foral 58/1999, de 17 agosto, desarrolla el Decreto 120/1999 
(BON, 10-9-99).

PAÍS VASCO Ley 12/1998, de 22 de mayo, contra la exclusión social (BOPV, 8-6-
1998)

Decreto 198/1999, 20 abril, regula el Ingreso Mínimo de Inserción 
(BOPV, 20-5-99)

Ley 8/2000, de 10 de noviembre, modifi ca la Ley contra la Exclusión 
Social (BOPV, 2-1-01)

Ley 9/2000, de 10 de noviembre, modifi ca la Ley contra la Exclusión 
Social (BOPV, 2-1-01)

Ley 10/2000, de 27 de diciembre, de Carta de Derechos Sociales 
(BOPV, 30-12-2000)

B) Requisitos de acceso

Al tratarse de una prestación de carácter personal, aunque destinada al con-
junto de la unidad familiar, los requisitos exigidos son fundamentalmente de índole 
personal, aunque si el solicitante convive con otras personas, constituyendo una 



108

EL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN DE MURCIA

unidad familiar, la solicitud debe ser realizada en nombre de esta última. Como 
excepción, en la Comunidad andaluza, las prestaciones tienen un claro carácter 
familiar, restringiéndose notablemente el acceso de las personas solas. Además, en 
esta última Comunidad Autónoma, los requisitos establecidos deben ser cumplidos 
por todos los miembros de la unidad familiar. En cambio, algunas CC.AA. admiten 
la posibilidad de dos ingresos mínimos por hogar (Navarra y Baleares) o de com-
partir la titularidad de la prestación, dividiendo la cuantía proporcionalmente entre 
los cotitulares (Aragón).

El concepto de «unidad familiar» no es homogéneo en todo el país, sino que 
es una noción más o menos amplia, según las previsiones autonómicas.

Así, en el País Vasco, Madrid, Asturias, La Rioja, Galicia, Aragón, Extremadura 
y Castilla-La Mancha, se defi ne la unidad familiar como la unidad de convivencia 
constituida por dos o más personas unidas por matrimonio u otra relación estable 
análoga a la conyugal, por adopción, consanguinidad o afi nidad hasta el 4º y 2º 
grado respectivamente. Hay que señalar que una de estas comunidades (Asturias) 
no menciona la adopción y otras (Aragón y Madrid) hacen además referencia al 
acogimiento familiar. 

Cuatro Comunidades incluyen al solicitante más las personas vinculadas al 
mismo por matrimonio o relación análoga, parentesco de consanguinidad hasta el 
2º grado, de afi nidad hasta el primer grado, adopción o acogimiento (se trata de 
Comunidad Valenciana, Cataluña, Murcia y Navarra; esta última Comunidad limita 
el grado de consanguinidad en línea ascendente al primer grado). 

En Andalucía, Cantabria y Castilla y León, comprende la unidad constituida por 
dos o más personas relacionadas por matrimonio u otra relación estable análoga a la 
conyugal, o por lazos de consanguinidad hasta el 2º grado o adopción (es decir, siguen 
el mismo esquema anterior con la salvedad de que en estas últimas Comunidades, al 
igual que en Canarias y Baleares, no se menciona a los parientes por afi nidad). 

En Canarias, está constituida por el solicitante y las personas que convivan 
con él unidas por matrimonio o situación análoga, adoptiva o de parentesco civil 
consanguíneo hasta el primer grado en línea recta y hasta el 2º en línea colateral. 
En Baleares, el parentesco puede ser por consanguinidad (hasta el primer grado 
en línea recta descendiente) o por adopción (no afi nes).

No obstante, algunas CC.AA. admiten la posibilidad de unidades independien-
tes, tanto dentro de otras familias (así, por ejemplo, en Canarias, el hijo y su cónyuge 
o pareja con cargas familiares no se integrarán en la unidad familiar solicitante aun 
cuando convivan con ésta)164, como en establecimientos de tipo colectivo, tales como 

164  Existen otros muchos ejemplos: retornados a la familia de origen por fallecimiento, separación, 
divorcio o malos tratos (Asturias, Castilla-La Mancha, C. Valenciana), familias monoparentales con pro-
blemas económicos o menores a su cargo (Castilla y León, Navarra y Galicia), o incluso la convivencia 
de dos o más núcleos familiares (Extremadura, Murcia y Navarra). 
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instituciones de régimen cerrado (si con ello se facilita la desinstitucionalización: 
Madrid, Murcia) u hogares colectivos, centros de acogida, etc. (Asturias, Castilla-La 
Mancha).

De otro lado, como se ha señalado más arriba, desde la implantación de las 
rentas mínimas autonómicas, los distintos programas regionales han sido objeto de 
diversos ajustes técnicos con la fi nalidad de intensifi car su efi cacia y de profundizar 
en su carácter integrador. 

Una parte importante de las reformas acometidas han traído consigo una notable 
fl exibilización de los requisitos de acceso, permitiendo extender la cobertura a situa-
ciones que anteriormente quedaban excluidas. Así, por ejemplo, se ha eliminado el 
requisito de nacionalidad española por parte de algunas Comunidades Autónomas 
que antes lo exigían; se ha reducido el tiempo de constitución de la unidad familiar; 
se ha rebajado también el tiempo de residencia previa en el territorio de la Comu-
nidad Autónoma que concede la prestación; se admiten mayores ampliaciones del 
límite inferior de edad, sobre todo por razones socioeconómicas, etc.

Veamos, de forma resumida, los indicadores actuales de las 17 normativas 
autonómicas respecto de los requisitos comúnmente exigidos165.

– Nacionalidad. – Nacionalidad. – Nacionalidad

Actualmente, tan sólo Andalucía excluye de manera expresa a los extranjeros 
no comunitarios, al haber desaparecido idéntica condición de las normativas de otras 
CC.AA. como Canarias, Madrid y Murcia, por ejemplo. 

Por el contrario, Asturias, Canarias, Castilla y León, Extremadura, Galicia y La 
Rioja admiten explícitamente a los nacionales de países no miembros de la Unión 
Europea.

Respecto de los extranjeros en situación regular en España, el requisito de la 
nacionalidad no tiene mucho sentido, pues a los extranjeros que tienen residencia 
legal en España se les reconoce en materia de Servicios Sociales los mismos de-
rechos que a los españoles (art. 14.2 LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos 
y libertades de los extranjeros en España y su integración social).

– Residencia.

Siguiendo el criterio establecido para poder disfrutar de las pensiones no 
contributivas de la Seguridad Social (arts. 144.1.b. y 167.2 LGSS), la totalidad de 
las normas autonómicas vigentes en materia de ingresos mínimos de inserción 
subordinan la obtención de la prestación a una condición de residencia previa y 
continuada en sus respectivos territorios, cuya duración mínima varía de una Co-
munidad Autónoma a otra.

165  Para realizar una comparación de la situación actual con la precedente, puede consultarse 
Mª.B. GARCÍA ROMERO, Rentas Mínimas Garantizadas en la Unión Europea, op. cit., págs. 278-286. 
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La regla más extendida es la de exigir un año de antigüedad en la residencia. un año de antigüedad en la residencia. un año
Este período de tiempo es el exigido por 12 CC.AA. (Aragón, Andalucía, Cantabria, 
Castilla y León, Cataluña; Extremadura, Galicia, La Rioja, Madrid, Murcia, País Vasco 
y Comunidad Valenciana).

Hay cuatro CC.AA. que tienen condiciones más restrictivas, una de ellas, exige 
36 meses de residencia (Canarias) y otras tres Comunidades, 36 meses de residencia (Canarias) y otras tres Comunidades, 36 meses 24 meses (Asturias, 24 meses (Asturias, 24 meses
Castilla-La Mancha y Navarra).

Finalmente, sólo Baleares mejora esta condición, al reducir el tiempo de resi-
dencia exigido a 6 meses.

La forma de creación de las rentas mínimas en España, realizada progresi-
vamente a lo largo de un período de cuatro años, explica una cierta preocupación 
frente a posibles migraciones desde comunidades limítrofes. Dicho requisito se esta-
blece, en efecto, para frenar previsibles movimientos migratorios de los ciudadanos 
de otros territorios que busquen alcanzar el ingreso mínimo de una determinada 
Comunidad Autónoma. Sin embrago, una vez que la implantación de este tipo de 
prestaciones se ha generalizado, resulta paradójico que se siga manteniendo este 
mecanismo cautelar. Además, la necesidad de establecer este tipo de precauciones 
revela la existencia de diferencias de protección lo sufi cientemente importantes entre 
territorios próximos como para convertirse en factor estimulante de una movilidad 
artifi cial intraterritorial y, por ende, demuestra una falta de coherencia en el diseño 
de los mecanismos asistenciales. 

Algunas CC.AA. excepcionan del cumplimiento del requisito de residencia pre-
via en su propio territorio a los benefi ciarios en otras comunidades de prestaciones 
de renta mínima de inserción, de acuerdo con el principio de reciprocidad (Galicia, 
Madrid). Desde nuestro punto de vista sería necesario instar un Acuerdo Marco 
General en una Conferencia Sectorial de Asuntos Sociales para que las distintas 
CC.AA. incluyan en sus respectivas normativas el principio de reciprocidad de reco-
nocimiento de los benefi cios de esta renta de integración social. 

– Tiempo de constitución de la unidad familiar.

En la mayoría de las normas autonómicas vigentes en materia de rentas mínimas 
garantizadas se exige que el benefi ciario haya constituido un hogar independiente 
(unipersonal o familiar) con una determinada antelación previa a la fecha de la soli-
citud. Dicho requisito tiene como fi nalidad «evitar la atracción hacia el hogar benefi -
ciario de nuevos miembros, con posibilidades de subsistencia a través de recursos 
propios, encaminada a alcanzar un incremento en la cuantía del ingreso mínimo de 
inserción», así como evitar «la disgregación de dichas unidades convivenciales con 
el fi n de acceder individualmente al ingreso»166. En virtud de esta condición, quedan 

166  Declaración hecha en la Exposición de Motivos de la Ley 2/1990, de 3 de mayo de Ingreso 
Mínimo de Inserción (en el País Vasco: BOPV, de 30 de mayo de 1990, pág. 5110).
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excluidos no sólo los hogares recientemente constituidos sino también aquellos 
aparecidos como resultado de crisis familiares, que suelen ser hogares necesitados 
de apoyo económico. Para corregir este efecto perverso, la práctica totalidad de las 
comunidades que establecen esta exigencia, exceptúan de su cumplimiento a las 
personas con cargas familiares (menores o minusválidos), que hayan padecido malos 
tratos, que se encuentren en proceso de separación o divorcio o cuyo vínculo se 
haya extinguido por fallecimiento. 

Al margen de las excepciones admitidas, la situación normativa en lo referente 
a este requisito es la siguiente: 

• Seis CC.AA. exigen, como criterio general, 12 meses de antigüedad del hogar 12 meses de antigüedad del hogar 12 meses
independiente: Andalucía (sólo exigido para unidades familiares unipersona-
les), Asturias, Castilla-La Mancha, Cataluña, La Rioja, y País Vasco.

• Tres CC.AA., exigen 6 meses: Madrid, Cantabria y Baleares.

• Una Comunidad Autónoma sólo exige 3 meses: Castilla y León.

• Las siete CC.AA. restantes no exigen este requisito: Aragón, Canarias, Ex-
tremadura, Galicia, Navarra, Comunidad Valenciana y Murcia (salvo en el 
supuesto de solicitantes con edad comprendida entre los 18 y 25 años).

– Edad de los titulares.

Para poder ser benefi ciario del IMI es preciso estar comprendido entre una edad 
mínima y una edad máxima. 

En este sentido, es interesante señalar que, si bien el límite máximo de edad 
(65 años) es prácticamente uniforme, en cambio, en lo que respecta al límite inferior 
de edad, la situación no es homogénea, sino que cabe distinguir dos tipos de previ-
siones normativas. Por un lado, encontramos un grupo de normas que han seguido 
fi elmente el modelo francés (modelo ese que, junto con el de Luxemburgo, tiene 
un carácter excepcional si lo comparamos con las previsiones de los demás países 
europeos)167, fi jando entonces la edad mínima que da derecho a obtener la pres-
tación en veinticinco años; por otro lado, una minoría de regulaciones autonómicas 
establece dicho límite inferior por debajo de los veinticinco años.

En cuanto al límite inferior, la situación normativa es la siguiente: 

• Catorce CC.AA., exigen que el titular del derecho tenga como mínimo 25 
años, si bien admiten la posibilidad de rebajar dicho límite por diversas ra-
zones socioeconómicas más o menos amplias (por ejemplo, que se trate de 

167  Véase el estudio comparativo de las regulaciones europeas en materia de rentas mínimas 
garantizadas que se ha realizado más arriba. De otro lado, y para una crítica de la exclusión que se 
realiza de los menores de 25 años, véase, Mª.B. GARCÍA ROMERO, Rentas Mínimas Garantizadas en 
la Unión Europea, op. cit., págs. 284-285. 
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menores de 25 años con menores o minusválidos a su cargo, o que sean 
víctimas de malos tratos o huérfanos, o, que hayan estado tutelados por la 
Administración, etc.). Mantienen este criterio: Asturias, Andalucía, Baleares, 
Canarias, Cantabria, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Galicia, La Rioja, 
Madrid, Murcia, Navarra, Comunidad Valenciana y País Vasco.

• Andalucía, no incluye ningún requisito en este sentido, excepto para personas 
solas que pretendan acceder al programa, respecto de las cuales exige tener 
25 años, salvo que se trate de menores tutelados por la Junta de Andalucía, 
en cuyo caso, el límite se rebaja a los 18 años.

• Dos CC.AA. (Aragón y Extremadura) fi jan con carácter general el límite in-
ferior en 18 años, aunque se trate de jóvenes sin cargas familiares. Incluso 
Extremadura, rebaja el límite inferior hasta los 16 años, si están emancipados 
o se encuentran en situación de desprotección o desamparo.

En razón de la edad existe una exclusión casi completa de las personas mayores 
de 65 años. Sólo dos Comunidades Autónomas incluyen a los mayores de 65 años: 
Extremadura (con carácter general, puesto que no fi ja un límite superior de edad), 
y Madrid (cuando estas personas tienen menores o discapacitados a su cargo, o 
viven solas o en unidades familiares donde nadie puede ostentar la titularidad de la 
renta mínima y no tienen derecho a otra pensión pública).

Ello demuestra que nuestros sistemas de renta mínima obedecen a un modelo de 
mínimos por categorías, en el cual los pensionistas mayores de 65 años o inválidos 
están excluidos de los programas autonómicos por la sencilla razón de que aquéllos 
tienen su propio sistema de mínimos en la propia estructura de la Seguridad Social 
(complementos de mínimos y pensiones no contributivas). Esta solución se entrelaza 
con la distribución de competencias entre Comunidades Autónomas y Estado, y la 
combinación se explica por el deseo de no cumplir funciones que le corresponden al 
otro. De este modo, el límite de edad juega un papel importante en la delimitación de 
las poblaciones que deben ser cubiertas por cada subsistema de protección social. 
No obstante, como veremos, la menor cuantía de las pensiones no contributivas 
respecto de las rentas mínimas, puede, en ocasiones, romper este equilibrio.

C) Obligaciones de los benefi ciarios de la prestación

Todos los programas establecen con mayor o menor amplitud una serie de obli-
gaciones que los perceptores deben cumplir, bajo sanción de una posible extinción 
de la ayuda.

Planteadas de forma explícita o no, el fundamento de las obligaciones gira en 
torno a la naturaleza de la prestación y a la obligación de inserción. 

En relación con esta cuestión, se presenta, en primer lugar, un resumen dife-
rencial de las normas relativas a las diversas obligaciones y, en segundo lugar, un 
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cuadro sinóptico en el que se destaca la situación normativa de cada Comunidad 
Autónoma al respecto.

– Dentro de las obligaciones derivadas de la naturaleza de la ayudaderivadas de la naturaleza de la ayuda, se 
encuentran las relacionadas con el hecho de tratarse de una prestación des-
tinada a cubrir necesidades básicas y condicionada a la carencia de medios 
sufi cientes para hacerlo. Concretamente, podemos incluir las siguientes: 

 • Destinar la ayuda a la fi nalidad para la que ha sido concedida.

 La mayoría de los programas establecen la obligación de destinar el dinero 
percibido a cubrir las necesidades básicas de los miembros del hogar. Sólo 
tres Comunidades –Andalucía, Canarias y Navarra– no mencionan expre-
samente esta obligación.

 • Comunicar variaciones producidas en la situación personal o patrimonial.

 Dado que la edad y residencia del solicitante, así como la composición y 
los ingresos de que dispone la familia determinan el acceso y cuantía de la 
prestación económica, toda variación en los mismos debería ocasionar la 
modifi cación (aumento o disminución) o extinción de la prestación. Por ello, 
todas las Comunidades, con la excepción de Navarra, establecen la obligación 
de comunicar a la administración los cambios que se produzcan, en general 
en un plazo de quince días.

 • Reclamar otros derechos.

 Al tratarse de una prestación subsidiaria con respecto a cualquier otra fuente 
de ingresos, varias Comunidades obligan al benefi ciario a recurrir previamente 
a cualquier posible alternativa. 

 Así, diversas Comunidades hacen incompatible la incorporación al programa 
con la existencia de parientes obligados a prestarles alimentos. Se trata 
de Andalucía, Aragón, Baleares, Canarias, Cataluña, Castilla-La Mancha, 
Castilla y León, Galicia, Comunidad Valenciana, Madrid, Murcia y Navarra. 
En Galicia y Madrid, sin embargo, se establece la posibilidad de eximir de 
este requisito a aquellos solicitantes respecto de los cuales se prevea que 
la obligación de alimentos no podrá hacerse efectiva por circunstancias tales 
como malos tratos, relaciones familiares deterioradas o inexistentes, de las 
que se tenga constancia en el expediente. En la misma línea, en Canarias, 
se admite el acceso al programa de quienes ostentando derecho a auxilio 
económico o alimentos entre parientes no los reciban efectivamente y acre-
diten haber formulado la correspondiente solicitud. En el caso de Murcia la 
obligación de recurrir a la solidaridad familiar con preferencia a la protección 
social autonómica sólo se exige a las personas entre 18 y 25 años sin cargas 
familiares. 
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 Pese al carácter subsidiario respecto de otras prestaciones sociales, algunas 
Comunidades prevén la concesión provisional de la renta mínima y exigen, 
en tal caso, que el interesado haga valer su derecho a alimentos en los 
supuestos de nulidad, separación o divorcio. Así ocurre, por ejemplo, en 
Andalucía, Aragón, y Baleares. En Cataluña, se indica que la administración 
podrá subrogarse en las acciones que le correspondan al titular de la renta 
mínima o a cualquier otro miembro de la unidad familiar contra aquellas 
personas que tengan la obligación legal de facilitarle alimentos. 

 Por último, cinco Comunidades exigen el ejercicio de cuantos derechos tuviere 
la persona o unidad familiar: Aragón, Asturias, Castilla-La Mancha, Madrid y 
Navarra.

 • Reintegrar percepciones indebidas.

 Cuando la prestación se perciba indebidamente por error o engaño o haya 
sido otorgada con carácter provisional en concepto de anticipo de unas can-
tidades a las que el titular tiene derecho (pensiones de alimentos en caso de 
separación, etc.), el benefi ciario tiene la obligación de reintegrar las sumas 
obtenidas indebidamente, o como anticipo. 

 Sin perjuicio de las concretas obligaciones que puedan establecer los com-
promisos de inserción, en las normas reguladoras de la prestación IMI, la 
obligación de reintegrar las cantidades indebidamente percibidas sólo aparece 
en seis CC.AA.: Aragón, Asturias, Castilla-La Mancha, La Rioja, Madrid, País 
Vasco.

– Obligaciones relativas a la acciObligaciones relativas a la acción de inserción. 

 Dentro de este segundo grupo de obligaciones, incluimos aquéllas que ha-
cen referencia a las actividades orientadas a la inserción social que deben 
realizar los perceptores.

 • Facilitar el seguimiento de la situación.

 Algunos programas han tenido la cautela de establecer una obligación de 
colaborar en el estudio, evaluación y seguimiento de la situación de la familia 
(Andalucía, Aragón, Cataluña, Castilla-La Mancha, Castilla y León, La Rioja, 
Madrid, Murcia, País Vasco y Comunidad Valenciana). Aragón estipula cla-
ramente que esta obligación no puede suponer menoscabo de los derechos 
constitucionales. 

 • Compromiso de inserción.

 A fi n de evitar que el IMI se convierta en una mera prestación de asistencia 
suplementaria generadora de nuevas formas de marginación social, todas 
las normas autonómicas vigentes en la materia imponen a sus destinatarios 
la obligación de suscribir, en el momento de formular su demanda de pres-



115

CAPÍTULO 3: SITUACIÓN ACTUAL EN ESPAÑA

tación, un «compromiso de inserción» para la realización de actividades de 
promoción personal y socio-profesional.

 • Oferta de empleo.

 En tres Comunidades se establece como requisito previo ser demandante 
de empleo inscrito en la Ofi cina de Empleo (Castilla y León, Canarias y 
Cantabria). En otras Comunidades la inscripción suele ser objeto de los 
compromisos de inserción.

 De otro lado, la prohibición de rechazar ofertas de empleo adecuadas, típica 
de la prestación por desempleo, aparece expresamente recogida en varias 
Comunidades: Andalucía, Asturias, Baleares, Canarias, Cataluña, Castilla-La 
Mancha (excepto para mujeres víctimas de la violencia doméstica), Castilla y 
León, La Rioja y País Vasco. En general, para la noción de oferta de «colocación 
adecuada» las normas autonómicas se remiten a la que viene determinada 
en la legislación de protección por desempleo (art. 231.3 LGSS).

 • Prohibición de la mendicidad y la prostitución.

 Algunas Comunidades han establecido la prohibición para los perceptores de 
rentas mínimas de ejercer la prostitución (Galicia) y la mendicidad (Aragón, 
Asturias, Canarias, Cataluña, Galicia, Castilla-La Mancha, Castilla y León y 
Extremadura y La Rioja), o inducir a su ejercicio a otros miembros del hogar 
(Aragón, Castilla-La Mancha y Galicia).

 • Escolarización de hijos menores.

 Aunque la obligación de escolarizar a los hijos en edad escolar existe con 
independencia de la normativa vigente en materia de ingresos mínimos, 
cuatro Comunidades han reiterado dicha obligación exigiendo a las personas 
incorporadas a los programas de rentas mínimas que garanticen la esco-
larización de los menores a su cargo, con asistencia normalizada y regular 
(Aragón, Canarias, Cantabria, Castilla-La Mancha, Castilla y León y Galicia, 
La Rioja, Madrid, y Navarra).

 • Actuación diligente.

 Diversas Comunidades exigen a los perceptores de rentas mínimas que 
demuestren una conducta favorecedora del proceso de integración social, 
si bien utilizan para ello diferentes fórmulas. Así, Asturias y País Vasco 
exigen «actuar diligentemente para evitar el agravamiento de su situación»; 
Castilla-La Mancha requiere «poner de manifi esto un cambio de actitudes, 
en su comportamiento personal y familiar, que impidan la permanencia o el 
agravamiento de la situación de necesidad en que se encuentran»; Castilla 
y León exhorta a los benefi ciarios a «intentar superar la situación en que se 
encuentran». 
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Tabla: Obligaciones explícitas de titulares/benefi ciarios del IMI

CC.AA.

Destinar
prestación

a su fi n

Comunicar
cambios

Reclamar
otros

Derechos

Reintegrar
cobros

indebidos

Colaborar
con

Admistrac.

Suscribir
Acuerdo
Inserción

Inscripción
en SEF

No rechazar 
empleo

No
mendigar

Escolarizar
menores

Andalucía X X X X X X

Aragón X X X X X X X X

Asturias X X X X X X X

Baleares X X X X X

Canarias X X X X X X

Cantabria X X X X X

Cataluña X X X X X X X

Castilla-La 

Mancha

X X X X X X X X X

Castilla y 

León

X X X X X X X X

C. 

Valenciana

X X X X X

Extremad. X X X

Galicia X X X X X X

La Rioja X X X X X X X X X

Madrid X X X X X X X

Murcia X X X X X

Navarra X X X

País Vasco X X X X X X

D) Cuantía

La cuantía básica prevista oscila entre 260 euros/mes (por ejemplo, en Murcia) 
y 445,92 euros/mes (País Vasco). Dicho importe mínimo es inferior –al menos en lo 
que se refi ere a los hogares unipersonales– al del salario mínimo interprofesional 
vigente y, en algunos casos, superior al de una pensión no contributiva de vejez. 
Este hecho puede crear problemas de diferencia de trato injustifi cado entre los 
ciudadanos. 

Algunas Comunidades Autónomas han decidido elevar la cuantía de las pres-
taciones no contributivas que perciben los pensionistas e inválidos residentes en 
sus territorios respectivos hasta equipararla a la cuantía de la prestación IMI co-
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rrespondiente, decisión ésta que ha generado una intensa polémica, según se verá 
más adelante.

La forma concreta de fi jar esta cuantía básica varía de unas Comunidades a 
otras. Así, unas Comunidades han fi jado la cuantía de la prestación IMI tomando 
como criterio de referencia la cuantía de las prestaciones no contributivas de la 
Seguridad Social (Madrid, Asturias y Comunidad Valenciana)168. Otras Comunidades 
Autónomas (caso de Andalucía, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Extremadura, 
Galicia, La Rioja, Navarra, y País Vasco), lo establecen de forma automática en 
relación con el importe del salario mínimo interprofesional vigente (460,50 €/mes, 
en 2004)169, siendo equivalente la cuantía básica a un determinado porcentaje del 
SMI. Las restantes disposiciones regionales establecen dicho importe por decisión 
de su parlamento o gobierno sin referencia expresa a índice alguno, aunque, en 
general, se observa una tendencia a situar dicha cuantía en un nivel equivalente al 
sesenta o setenta por ciento del correspondiente al SMI (Aragón, Baleares, Cantabria, 
Cataluña, Canarias, y Murcia).

Los porcentajes aplicados sobre el salario mínimo interprofesional varían tam-
bién dependiendo de la Comunidad Autónoma en cuestión. Actualmente dichos 
porcentajes son los siguientes: 

– 60% del SMI en Castilla-La Mancha.

– 62% del SMI en Andalucía.

– 70% del SMI, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias,  
en La Rioja.

– 73% del SMI, en Castilla y León.

– 75% del SMI, en Extremadura, Galicia y Navarra.

168  Durante 2004, la cuantía mensual de la pensión no contributiva es de 276, 30 euros/mes (en 
14 pagas). La Comunidad de Madrid establece que la cuantía de la prestación para una persona sola 
será la equivalente a la cuantía de la Pensión no contributiva en 12 pagas, es decir, en 2004, 322,35 
euros al mes.

169  Hay que tener en cuenta que el RD-Ley 3/2004, de 25 de junio (BOE de 26-6-2004) ha mo-
difi cado, con efectos de 1 de julio de 2004, el importe del SMI vigente. Hasta esa fecha, el SMI era igual 
a 460,50 €/mes. Desde 1-7-2004 el SMI pasa a ser igual a 490,80 €/mes. Ahora bien, de acuerdo con 
la Disposición Transitoria 2ª del citado Real Decreto, dado el carácter excepcional del incremento esta-
blecido, las nuevas cuantías del SMI que se establecen no serán de aplicación a las normas vigentes a 
la fecha de entrada en vigor de dicho RD-Ley en las Comunidades Autónomas y Entidades Locales que 
utilicen el SMI como referencia para determinar la cuantía de determinadas prestaciones o como nivel 
de renta para acceder a determinadas prestaciones, benefi cios o servicios públicos, salvo disposición 
expresa en contrario de las propias Comunidades Autónomas. En tales supuestos, la cuantía del SMI se 
entenderá referida durante 2004 a la que estaba vigente en la fecha de entrada en vigor en este RD-Ley, 
incrementada para los años siguientes en el mismo porcentaje en que se incrementa el IPREM (Índice 
Público de Referencia de Efectos Múltiples).
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– 83% del SMI anual en doce pagas, en el País Vasco170.

Además de la cuantía básica, otro elemento constitutivo del baremo es la escala 
aplicada para añadir ciertas cantidades por cada miembro adicional de la unidad 
de referencia.

Con respecto a este tema, hay que destacar una serie de ideas:

– La primera idea es que casi todos los programas han optado por establecer 
las correspondientes cuantías en función del número de miembros, pero sin 
tener en cuenta sus características (miembro adulto o menor, minusválido 
o no, etc.). Como excepción a esta norma, hay que citar a Cataluña, cuya 
regulación establece complementos adicionales sobre los que correspondan 
en función de la posición numérica que se ocupe en el hogar en función 
de circunstancias tales como la edad de los hijos, condición de minusválido 
(entre el 33 y 65 por 100), etc.171

– El segundo aspecto destacable es que casi todos los baremos asignan 
cantidades decrecientes a los sucesivos miembros adicionales. En relación 
con este tema, las soluciones adoptadas son extremadamente variables. En 
general se observa que la segunda persona suele tener un tratamiento más 
favorable que las demás, pero el ritmo de reducción progresiva difi ere mucho 
entre CC.AA.172 Sólo en los casos de Andalucía, Asturias, Extremadura y 

170  En la Comunidad Autónoma del País Vasco, la Ley 10/2000, de 27 de diciembre establece, 
en su artículo 7, que el porcentaje correspondiente se ha de calcular sobre la cuantía del salario míni-
mo interprofesional anual en doce pagas, es decir, en 2004, habría que tomar como salario mínimo de 
referencia la cantidad de 537,25 euros al mes, en lugar de 460,50 euros/mes. De otro lado, aunque el 
porcentaje previsto en la citada norma para una persona sola es el 75% del SMI, en la Ley de Presupues-
tos Generales para el País Vasco para 2004, dicho porcentaje se eleva al 83%, existiendo el compromiso 
político de alcanzar el 86 % del SMI en 2006.

171  Vid. Decreto 316/2001, de 20 de noviembre, por el que se modifi ca el Decreto 306/1998, de 
1 de diciembre, de desarrollo de la Ley 10/1997, de 3 de julio, de la renta mínima de inserción (DOGC 
núm. 3531, de 11-12-2001).

172  Así, por ejemplo, y durante 2004, en Murcia, la prestación se incrementa en 86 euros por el 
segundo miembro del hogar, 56 euros por la tercera y cuarta personas adicionales y 46 euros por las 
restantes (hasta un tope máximo de 642 euros mensuales). En Aragón, cuando la unidad familiar está 
constituida por más de una persona, a la cuantía básica de le sumará el 0,3 de dicha cuantía por el 
primer miembro que conviva con el solicitante, el 0,2 por cada uno de los restantes miembros hasta el 
cuarto inclusive y un 0,1, para el quinto y siguientes. En Cataluña, los complementos adicionales son de 
44,09 euros mensuales por el primer miembro adicional, 36,74 euros por el segundo y tercero, y 29,40 
por cada uno de los restantes miembros. En Comunidad Valenciana, los complementos adicionales 
son de 21 euros mensuales por el primer miembro adicional, 15 euros por el segundo y 14 euros por 
el tercero y cuarto. En Cantabria, los complementos adicionales son de 55,29 euros mensuales por el 
primer miembro adicional, 41,47 euros por el segundo, y 34,56 por cada uno de los restantes miembros. 
En Madrid, se concede un 25 % de la cuantía básica a la segunda persona y un 15 % para cada uno 
de los restantes miembros. En el País Vasco, se concede un 25 % de la cuantía básica a la segunda 
persona y un 10 % para cada uno de los restantes miembros. En Baleares: 30 % para la segunda 
persona, 20 % para tercera persona y 10% para el resto. En Galicia, los complementos son del 12 % 
para la segunda persona, 10 % para la tercera y 8 % para cada uno de los restantes. En Navarra, se 
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Castilla-La Mancha la cuantía es igual para todos los miembros siguientes 
al primero173.

Conviene destacar en este punto algunas restricciones que tienden a penalizar 
sobre todo a los hogares numerosos. Dichas restricciones pueden venir impuestas 
por dos vías, bien estableciendo un número máximo de miembros adicionales, bien 
estableciendo un tope máximo de la cuantía de la prestación.

En efecto, de un lado, en algunas Comunidades se establece que a partir de 
cierto miembro adicional no se otorgarán complementos. Así, por ejemplo, ni la 
Comunidad Valenciana ni Canarias conceden complementos de la cuantía básica 
a partir del cuarto miembro. Mención aparte merece la regulación vigente en las 
Comunidades de Castilla y León y de La Rioja que resultan bastante peculiares. En 
ambas se establece una cuantía mensual única a percibir (no hay cuantía adicio-
nal por cada miembro después del primero) que no podrá ser superada en ningún 
caso. Con una diferencia importante: en Castilla y León la cantidad a percibir en 
concepto de renta mínima será igual a la diferencia entre dicha cuantía invariable y 
el importe de los ingresos de que disponga el benefi ciario. En cambio, en La Rioja, 
la prestación de ingreso mínimo no es diferencial (es la única Comunidad en que 
la prestación no es diferencial), sino que garantiza a quienes reúnen los requisitos 
de acceso una cantidad fi ja e invariable (el 70 % del SMI, sin pagas extras), salvo 
en el caso de que el proyecto individualizado de inserción contemple la realización 
de un trabajo a tiempo parcial, pues entonces, a la cuantía mensual del IMI se le 
deducirá el salario neto percibido.

Por otra parte, se pueden fi jar límites máximos a la cantidad a percibir en con-
cepto de renta mínima por diferentes cauces:

– Estableciendo que con independencia de la cuantía que se obtenga sumando 
las correspondientes a cada miembro adicional, nunca se podrá superar el salario 
mínimo interprofesional, un porcentaje del SMI o bien otra cantidad previamente 
establecida. Así, fi jan el tope máximo en el importe del SMI (Andalucía, Aragón, 
Asturias, Extremadura y Madrid) o el 125 % del salario Mínimo interprofesional 
(Baleares, Galicia, Navarra y País Vasco). En Murcia, la suma de la cuantía básica 
más los complementos que correspondan nunca podrá superar el límite de 642 euros 
mensuales y en Cataluña, el tope se fi ja en 620,06 euros/mes. 

concede un 15 % de la cuantía básica a la segunda persona y un 10 % para cada uno de los restantes 
miembros. En Canarias, se adopta un sistema de complementos por tramo de dos miembros, de modo 
que los complementos adicionales son de 33,83 euros mensuales por el primer y segundo miembros 
adicionales y el doble en euros a partir del cuarto.

173  Por ejemplo, en Extremadura y Andalucía se otorga un complemento del 8 por 100 del SMI 
aplicable por cada miembro de la unidad familiar superior a uno. En Castilla-La Mancha, dicho comple-
mento se fi ja en una cantidad igual al 6,6 por 100 del SMI. En Asturias, el complemento es de 72,12 
euros/mes para cada miembro adicional.
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En conclusión, los niveles mínimos garantizados son siempre relativamente 
bajos, ajustándose con claridad a la fi nalidad estrictamente asistencial y de sub-
sistencia de la prestación. Las diferencias entre Comunidades Autónomas resultan 
a veces notables. No obstante, estas diferencias deben matizarse a la luz de otros 
criterios, entre ellos el relativo al coste medio de los productos de subsistencia en 
las distintas regiones.

En el cuadro reproducido en la página anterior se recogen las cuantías mensua-
les de la prestación durante 2004 en las distintas CC.AA., en función del tamaño de 
la unidad familiar. En su elaboración se han aplicado los criterios aquí examinados 
en relación con la cuantía básica, los complementos para miembros adicionales y 
topes máximos establecidos.

E) Duración de la prestación

La duración de la percepción del IMI debe estar estrechamente relacionada 
con los planes de formación o de reinserción, puesto que su objetivo prioritario es 
posibilitar la salida del benefi ciario de la situación de pobreza y marginación en la 
que se encuentra. Por ello, la prestación debería otorgarse «mientras subsistan las 
causas que motivaron su concesión». Sin embargo, la duración sólo es en principio 
ilimitada en Madrid, Cantabria y País Vasco. 

Con carácter general, se establece por un período de seis meses a un año, 
prorrogable según las circunstancias. Así, la concesión tendrá una duración inicial 
o total de seis meses, improrrogables (en el caso de Andalucía), o renovables (por 
ejemplo, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Canarias, Galicia, La Rioja, Navarra y 
Comunidad Valenciana). La concesión inicial será de 12 meses en Aragón, Baleares 
y Cataluña. En Murcia, Galicia y La Rioja, al igual que en el País Vasco, la duración 
se fi jará en la resolución de concesión.

Cuando la normativa establece una duración inicial, la continuidad de la aten-
ción dependerá de la renovación de la prestación. Salvo en las Comunidades de 
Andalucía, Asturias y Murcia, en las que no se prevé renovación de la prestación 
(en Murcia, la duración máxima es de 12 meses, aunque este límite no se aplica en 
caso de discapacidad de todos los miembros adultos de la unidad familiar que les 
impida trabajar; en Asturias, puntualmente se admite la continuidad en el programa 
por encima de los doce meses laborales), en las restantes, el mantenimiento de 
aquélla dependerá de la evaluación de los resultados obtenidos y de las disponi-
bilidades presupuestarias, siempre que se mantengan las causas que motivaron 
la concesión inicial. Las normativas pueden fi jar un límite máximo a las posibles 
renovaciones o no.

En Aragón, se señala que la renovación tendrá un límite máximo de un año. En 
Castilla-La Mancha, Navarra y Canarias las sucesivas concesiones y renovaciones 
de la prestación no podrán superar el período de 24 meses. Solo excepcionalmen-
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te cabrán otras renovaciones por períodos de seis meses, transcurridos tres de 
interrupción entre cada uno de ellos, cuando se aprecie imposibilidad de cumplir 
los requisitos de integración por causas no imputables al benefi ciario. En Castilla y 
León, cabe la renovación por períodos no superiores al año, pero una vez que se 
cumplen tres años de percepción se debe solicitar de nuevo la prestación. En la 
Comunidad Valenciana la renovación se efectúa por períodos de seis meses hasta 
un límite máximo de tres años. En la Rioja, la duración máxima será de dos años 
consecutivos o tres alternativos, mientras que en Galicia la duración máxima es de 
cuatro años, incluso ampliables.

En Asturias, Cataluña, Extremadura, Madrid, Navarra y País Vasco, no se esta-
blece límite máximo a las sucesivas renovaciones de la prestación. Las renovaciones 
pueden tener una duración preestablecida (seis meses en Extremadura y Madrid) 
o no. En Extremadura, la renovación no es automática sino que requiere la previa 
solicitud del interesado. 

No obstante, puede ocurrir que el plazo inicialmente previsto de pago de la pres-
tación no llegue a término. Dicha situación se producirá cuando concurra alguna de 
las causas de suspensión o de extinción de la prestación legal o reglamentariamente 
previstas. A tal efecto, las diferentes normativas prevén tanto revisiones periódicas 
como extraordinarias de las circunstancias que concurren en los benefi ciarios por 
si fuera necesario proceder a la modifi cación, suspensión o incluso extinción de la 
prestación de ingreso mínimo. 

F) Régimen de compatibilidad/incompatibilidad con el trabajo y con otras prestacio-
nes sociales

Aunque el principio de una renta mínima de carácter diferencial supone restar del 
importe máximo de la prestación la cuantía de todos los ingresos percibidos por el 
hogar, en ocasiones se puede plantear la posibilidad de no descontar íntegramente 
los ingresos percibidos con una doble fi nalidad, a saber, garantizar una mejor pro-
tección de ciertas situaciones e incentivar la búsqueda de empleo remunerado.

 La cuestión de la conveniencia de proceder a un descuento total o parcial se 
suele plantear con relación a dos tipos de ingresos: los derivados del trabajo y los 
procedentes de prestaciones sociales. Ello porque un sistema de evaluación de 
recursos demasiado estricto puede tanto impedir que se distingan situaciones de 
necesidad diferentes entre sí, como provocar situaciones que falsean la función de 
otras prestaciones y producir efectos perversos no deseados.

– Los ingresos procedentes del trabajo.

Cuando se trata de regular un sistema de garantía de ingresos mínimos apare-
ce el problema de la interferencia con el trabajo. En nuestras sociedades donde el 
trabajo asalariado es considerado como la forma normal y deseable de asegurar la 
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subsistencia y el acceso a un nivel de consumo adecuado y a unas condiciones de 
vida dignas, cualquier sistema que pretenda reemplazar total o parcialmente a los 
ingresos por trabajo es percibido como una fuente de interferencias. En este contexto, 
resulta necesario encontrar un equilibrio entre dos realidades contradictorias: 

– De un lado, las exigencias que el mercado de trabajo (y las prestaciones 
sociales vinculadas a éste) impone a los sistemas de garantía de ingresos. 
Se trata, desde esta perspectiva, de evitar los efectos disuasorios que la 
renta mínima puede tener sobre el acceso al trabajo y sobre las cotizaciones 
sociales, teniendo en cuenta que aquélla sustituye a los salarios y no exige 
ningún esfuerzo de cotización.

– De otro lado, las necesidades reales de las personas de asegurar su sub-
sistencia y su acceso a condiciones de vida dignas. 

De acuerdo con el principio de la renta mínima estos ingresos deben ser des-
contados, puesto que el objetivo de la prestación es asegurar un determinado nivel 
de ingresos. Sin embargo, cuando es posible acceder a empleos que aportan un 
salario inferior al importe de la renta mínima (trabajos a tiempo parcial, o cuando se 
trata de unidades familiares muy numerosas), su descuento íntegro podría suponer 
un desincentivo para el acceso a tales empleos, puesto que al descontar íntegra-
mente el nuevo salario, el acceso al empleo supondría un esfuerzo adicional sin una 
mejora neta en los ingresos.

En la regulación autonómica de rentas mínimas, la condición de desempleado 
del solicitante de la prestación es, en algunos casos, necesaria, en cuanto que de 
forma expresa la renta mínima se declara incompatible con los ingresos procedentes 
del trabajo (por ejemplo, Asturias, Castilla-La Mancha, La Rioja y Murcia)174.

En la normativa española, la posibilidad de descuento parcial de ingresos 
procedentes del trabajo existe en Aragón, Baleares, Cataluña, Galicia, Navarra y 
País Vasco. 

Veamos algunos ejemplos de lo que consideramos buenas prácticas y que, por 
tanto, esperamos sean pronto imitadas en el resto de las CC.AA.:

En Aragón existe la posibilidad de excluir ciertas rentas del trabajo. Así, en el 
caso de solicitantes que convivan con hijos menores de 16 años, se deducirá un 75 
por 100 de los ingresos de cada miembro de la unidad familiar, salvo de los obtenidos 

174  En Asturias se establece como condición de acceso carecer de empleo y no realizar activi-
dades lucrativas, salvo que los ingresos derivados de aquél o de éstas no alcancen la cuantía del IMI 
que corresponda. En Castilla-La Mancha, Comunidad Valenciana y Murcia, se deducen íntegramente 
los ingresos obtenidos que sean inferiores a la cuantía de la prestación. En La Rioja, la prestación se 
reconoce generalmente en su cuantía íntegra (sin deducción de los ingresos del solicitante), salvo en el 
caso de que el benefi ciario realice un trabajo a tiempo parcial, en cuyo caso, a la cuantía mensual del 
IMI (70% SMI) se le deduce el salario neto percibido.
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por el solicitante, su cónyuge o persona con relación análoga y descendientes de 
éstos. De otro lado, se establece un mínimo exento de rentas de trabajo no compu-
tables entre los ingresos que determinan la cuantía de la prestación especialmente 
favorable a los hijos del benefi ciario. En este sentido se prevé que de los ingresos 
de los miembros de la unidad familiar menores de 18 años y mayores de 65 años 
se deducirá un 50 por 100.

 En Baleares, los ingresos derivados de la incorporación, durante el tiempo de 
percepción de la renta mínima de inserción, a un puesto de trabajo normalizado de 
uno o más destinatarios se computarán en un 50 por 100 a los efectos de modifi car 
la prestación. Este tratamiento se mantendrá durante un período máximo de seis 
meses, transcurridos los cuales se deducirá íntegramente.

En Castilla y León, se compatibiliza la prestación con el desempeño de un 
puesto de trabajo a tiempo parcial.

En Cataluña, existe la posibilidad de acumulación parcial de las rentas de trabajo 
durante los seis primeros meses de ejercicio de una actividad laboral.

En Navarra, con el fi n de incentivar el acceso a trabajos, aun poco remunera-
dos, cuando las personas ya incorporadas al programa obtengan ingresos mediante 
nuevas actividades laborales, no se les tendrá en cuenta temporalmente una parte 
de estos en el cómputo de sus ingresos (hasta una cuantía equivalente al 60 % del 
SMI). Esta exención se aplicará en los primeros seis meses de trabajo.

Por último, el País Vasco prevé la posibilidad de establecer un mecanismo de 
descuento parcial de los ingresos obtenidos del empleo, permitiendo así acumular, 
en parte, prestación económica y los nuevos ingresos. El resultado es un doble 
sistema de prestaciones mínimas, según que los perceptores estén ocupados o no. 
Así, la Orden de 14 de febrero de 2001, establece una fórmula que permite calcular 
los porcentajes a excluir del cómputo de los ingresos, en función de dos variables: el 
salario de la persona ocupada y el número de miembros de la unidad familiar. Apli-
cando esta fórmula, la incorporación a un empleo con salario equivalente a la renta 
básica (92 % SMI mensual) supone un incremento de los ingresos que oscila entre 
los 162,28 y los 204,34 euros, dependiendo del tamaño de la unidad familiar.

Así, por ejemplo, el resultado de su implementación en el año 2002 aparece 
en el siguiente cuadro175:

175  Fuente, AA.VV, «La garantía de ingresos mínimos en Navarra. Un estudio evaluativo de la 
Renta Básica 1990-2001», Gobierno de Navarra, Departamento de Bienestar Social, cit., pág. 117.cit., pág. 117.cit
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Aplicación de los estímulos al empleo. Año 2002

Tamaño
Unidad
Familiar

Renta Básica (sin empleo)
Euros/mes

Renta Básica + Estímulos al empleo (1)
Euros/mes

1 407,56 611,34

2 536,54 696,47

3 588,13 735,17

4 639,08 773,86

5 644,88 812,55

(1) En el supuesto de ingresos por trabajo equivalentes a la Renta Básica.

De otro lado, para los casos en que los ingresos del solicitante o de cualquiera 
de los miembros de la unidad familiar superen o igualen temporalmente la cuantía 
mensual de la prestación que corresponda, algunas CC.AA. contemplan el mecanis-
mo de la suspensión temporal de la prestación por el período de duración de la 
actividad laboral (Baleares, Canarias, Castilla y León, Madrid, Murcia y Navarra).

– Las prestaciones sociales.

Varias Comunidades autónomas han establecido un tratamiento especial para 
los ingresos procedentes de ciertas prestaciones sociales. Entre las prestaciones 
sociales que pueden recibir los benefi ciarios de la renta mínima podemos distinguir 
tres tipos fundamentales:

–  Las prestaciones cuya fi nalidad es garantizar la subsistencia de la persona 
que las percibe. Por ejemplo: 

– Pensiones asistenciales/no contributivas de vejez, invalidez, minusvalía o 
enfermedad que incapacita para el trabajo.

– Prestaciones y subsidios por desempleo.

– Pensiones y prestaciones contributivas por cualquier riesgo cubierto por la 
Seguridad Social.

En relación con las pensiones y prestaciones de este primer grupo, hay que se-
ñalar que los benefi ciarios de las mismas, salvo en el caso de las personas mayores 
de 65 años176, pueden solicitar la renta mínima cuando el importe de aquéllas no 
supera la cuantía de ésta última. En este supuesto, la mayoría de las Comunidades 

176  Con la salvedad señalada arriba de la admisión como posibles titulares del ingreso mínimo 
de las personas mayores de 65 años con cargas familiares en la Comunidad de Madrid.
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proceden a descontar las prestaciones de forma íntegra, cuando no es directa-
mente incompatible la condición de pensionista o de benefi ciario de prestación por 
desempleo con la solicitud del ingreso mínimo. Esto último sucede en Castilla-La 
Mancha, de acuerdo con cuya normativa el IMI no podrá ser concurrente en una 
misma persona con la titularidad de pensiones contributivas, pensiones no contribu-
tivas o asistenciales. Asimismo será incompatible con la titularidad de prestaciones 
o subsidios por desempleo en cuantía equivalente a la señalada para el IMI. Del 
mismo modo, en Murcia, se establece como requisito de acceso no tener derecho 
a prestaciones de desempleo, pensión o ayuda de análoga naturaleza proveniente 
de la Administración Pública. 

En el supuesto de que las pensiones sean percibidas por miembros de la unidad 
familiar distintos del solicitante, lo lógico sería excluir para la concesión y cálculo de 
la prestación a la persona pensionista, de modo que ni esta persona sea conside-
rada como miembro del hogar a cargo del benefi ciario de cara a generar derecho 
a un complemento de renta mínima, ni sus ingresos deben ser computados como 
recursos de la unidad familiar, pues sus ingresos deben estar asegurados, mínimos 
incluidos, por el sistema de pensiones. Sin embargo, ésta no es la solución mayori-
tariamente adoptada. De hecho, en los casos en que la presencia de un pensionista 
en el hogar solicitante no es causa directa de incompatibilidad con la percepción 
de la renta mínima, las Comunidades Autónomas han optado, en su mayoría, por 
descontar la pensión de forma íntegra. 

Sólo cuatro Comunidades (Aragón, Baleares, Madrid y Cataluña) prevén un 
mecanismo de descuento parcial, respetando la pensión en tanto no supere ciertas 
cuantías y descontándola parcialmente a partir de ese nivel177.

– Prestaciones cuya fi nalidad es subvenir a los costes adicionales que suponen 
ciertas cargas familiares, Por ejemplo:

– Prestaciones por hijo a cargo.

– Prestaciones por personas minusválidas dependientes.

Respecto a las prestaciones por hijo o menor acogido a cargo, hay que señalar 
que la cuantía de las mismas respecto de los hijos menores de 18 años no minusvá-
lidos es muy reducida (24,25 euros/mes) y, además, es preciso tener unos ingresos 

177  Así, por ejemplo, en Madrid, las pensiones y prestaciones de vejez, jubilación, invalidez, mi-
nusvalía, enfermedad o viudedad percibidas por miembros de la unidad familiar distintos del solicitante 
sólo serán computadas por el 70 por 100 de la pensión no contributiva. En tal caso, los perceptores no 
se considerarán miembros de la unidad familiar a efectos del complemento de la cuantía básica de la 
prestación. En Baleares, sólo se computa como ingresos la parte de la pensión que exceda del importe 
de la renta mínima, cuando su titular no coincida con el titular de la renta mínima. 
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inferiores a un cierto nivel178. Por ello, en principio todas las personas perceptoras 
de la renta mínima con hijos menores a cargo tendrían derecho a percibirlas. 

Sin embargo algunas Comunidades Autónomas llegan al absurdo de, al menos 
sobre el papel, hacerlas incompatibles con la renta mínima (lo que de aplicarse 
llevaría a excluir a la práctica totalidad de potenciales benefi ciarios). Es el caso de 
Andalucía.

De forma explícita, sólo las Comunidades de Madrid, Cataluña y Murcia es-
tablecen que estas prestaciones no serán objeto de descuento. En otro extremo, 
Castilla y León, al darlas por supuestas y no descontarlas, no concede cuantías 
adicionales por hijos a cargo.

En relación con las prestaciones por personas minusválidas dependientes, 
Cataluña exceptúa de la consideración de ingresos a efectos de cuantifi cación de 
recursos las prestaciones fi nalistas por minusvalía-ayudas de transporte y subsidio 
por ayuda de tercera persona. Aragón, por su parte, prevé una bonifi cación del 25 
por 100 del salario mínimo por cada ascendiente o descendiente minusválido. 

– Prestaciones especiales cuya fi nalidad es cubrir los gastos derivados de 
situaciones de necesidad específi cas, el acceso a ciertos servicios sociales, 
etc.

– Ayudas económicas de emergencia social.

– Las becas de estudio y de asistencia a actividades de formación (gastos de 
inscripción, transporte, etc.)

– Ayudas económicas puntuales para gastos especiales ocasionados por me-
dicamentos, prótesis, etc., no cubiertos por la asistencia sanitaria pública.

En relación con este grupo de prestaciones de tipo coyuntural y no periódico, 
destinadas a atender necesidades excepcionales que desbordan los ingresos corrien-
tes mensuales que la renta mínima trata de asegurar, la solución mayoritariamente 
adoptada es la de no descontar este tipo de ayudas. Así lo prevén expresamente 
Aragón, Asturias, Baleares, Canarias, Castilla-La Mancha, Galicia, Madrid, Murcia 
y País Vasco.

El régimen de complementariedad de ambos tipos de prestaciones es claro 
en el País Vasco, donde las ayudas de emergencia pueden servir para elevar de 
hecho el nivel de renta mínima en casos especiales (alquileres muy elevados, etc.). 

178  Durante 2004, el límite anual de ingresos está establecido en 8.495,69 euros (RD 2/2004, 
de 9 de enero, sobre revalorización de las pensiones del sistema de la Seguridad Social para 2004), 
incrementados en un 15% por cada hijo o menor acogido a cargo a partir del segundo, éste incluido (art. 
182.1.c) LGSS), salvo que se trate de una familia numerosa, en cuyo caso el límite será de 14.200 euros 
anuales, en los supuestos en que concurran tres hijos a cargo, incrementándose en 2.300 euros por cada 
hijo a cargo a partir del cuarto (Art. 182.1.c) LGSS, modifi cado por Ley 52/2003, de 10 de diciembre). 
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La Comunidad de Madrid, por su parte, declara compatible el IMI con cualquier 
prestación, de carácter periódico o no, cuya fi nalidad sea el acceso de los miembros 
de la unidad de convivencia a la educación, la formación profesional, la sanidad, el 
transporte, la vivienda o la cobertura de situaciones de emergencia social. 

Sin embargo, otras Comunidades han optado por tratar ambos tipos de ayuda 
como alternativos, otorgando las de emergencia a algunas familias que no pueden 
acceder a la renta mínima. 

En cambio, cuando este tipo de prestaciones sociales fi nalistas tienen carácter 
periódico, se suelen incluir en el cómputo de los recursos del solicitante. Sólo las 
excluyen de dicho cómputo las Comunidades siguientes: Aragón (ayudas para aten-
ción en servicios sociales especializados), Madrid, Navarra y País Vasco.

2. LA RENTA ACTIVA DE INSERCIÓN DE CARÁCTER ESTATAL

A partir del año 2000, el legislador estatal ha elaborado cinco programas su-
cesivos de rentas de inserción con alcance general en todo el territorio español179, 
integrados, a partir del RD 781/2001, dentro del concepto de Seguridad Social y, 
más concretamente, dentro de la acción protectora por desempleo del sistema, si 
bien con carácter específi co y diferenciado del nivel contributivo y asistencial de 
dicha protección.

La ocupación por el Estado de un espacio en el que antes operaban únicamente 
las Comunidades Autónomas, puede entrañar el riesgo de producir interferencias y 
solapamientos entre los respectivos programas estatales y autonómicos de rentas 
mínimas.

En las páginas que siguen trataremos de desvelar cómo se ensamblan entre 
sí prestaciones con un contenido total o parcialmente coincidente: las preexistentes 
rentas autonómicas de naturaleza asistencial con la más reciente renta activa de 
inserción integrada en la acción protectora del sistema de Seguridad Social. Para 
ello parece oportuno examinar, si quiera someramente, el contenido del programa 
estatal de renta activa de inserción. 

El RD 945/2003, de 18 de julio, regula un programa para el año 2003, de inser-
ción laboral para los trabajadores desempleados de larga duración, en situación de 
necesidad, mayores de 45 años y con especiales difi cultades para encontrar empleo, 
programa cuya vigencia ha sido prorrogada para el año 2004 por RD 3/2004, de 9 
de enero (BOE 10-1-04). Pese al carácter aparentemente coyuntural de estos progra-
mas anuales, parece poco probable que dejen de aprobarse por el Estado, habida 

179  Se trata de los programas para los años 2000 (aprobado por RD 236/2000, de 18 de febrero), 
2001 (RD 781/2001, de 6 de julio), 2002 (disposición adicional 1 del RDLey 5/2002, de 24 de marzo, 
sustituida por la disposición adicional 1 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre), 2003 (RD 945/2003, de 
18 de julio) y 2004 (RD 3/2004, de 9 de enero).
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cuenta la naturaleza estructural de la habilitación contenida en el nuevo apartado 4 
de la Disposición fi nal 5ª de la LGSS.

El programa tiene como objetivo incrementar las oportunidades de retorno al 
mercado de trabajo de los trabajadores desempleados con especiales necesidades 
económicas y difi cultad para encontrar empleo.

A tal efecto, el programa combina medidas de empleo activas, gestionadas 
por el Servicio Público de Empleo Estatal (un itinerario de inserción a partir de un 
compromiso de actividad, con una tutoría individualizada y con la incorporación a 
un programa de empleo y/o formación, que no conlleven retribuciones salariales), 
con medidas de empleo pasivas (una ayuda económica).

2.1. Benefi ciarios

Podrán ser benefi ciarios de este programa:

•  De un lado, los desempleados que, a la fecha de solicitud de incorporación 
al programa, reúnan los requisitos siguientes:

a) Tener 45 años cumplidos y ser menor de 65 años.

b) Ser desempleado de larga duración (inscrito ininterrumpidamente en la 
ofi cina del Servicio Público de Empleo durante doce o más meses). A 
estos efectos se considera interrumpida la demanda de empleo por haber 
trabajado un período acumulado de 90 o más días en los 365 anteriores 
a la fecha de solicitud de incorporación al programa.

c) No tener derecho a las prestaciones o subsidios por desempleo.

d) Carecer de rentas, de cualquier naturaleza, superiores en cómputo men-
sual al 75 por 100 del SMI, excluida la parte proporcional de dos pagas 
extraordinarias.

 A estos efectos aunque el solicitante carezca de rentas, en los términos 
anteriormente establecidos, si tiene cónyuge y/o hijos menores de 26 años, 
o mayores incapacitados, o menores acogidos, únicamente se entenderá 
cumplido el requisito de carencia de rentas cuando la suma de las rentas 
de todos los integrantes de la unidad familiar así constituida, incluido el so-
licitante, dividido por el número de miembros que la componen no supere el 
75 % SMI, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias. Se 
computará como renta el importe de los salarios sociales, rentas mínimas de 
inserción o ayudas análogas de asistencia social concedidos por las CC.AA. 
Se considerarán rentas las recogidas en el art. 215.3.2 LGSS.
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e) Suscribir un compromiso de actividad con los servicios públicos de em-
pleo.

•  También podrán ser benefi ciarios: 1º) Los desempleados menores de 65 
años que sean minusválidos (33% mínimo) y que reúnan los anteriores 
requisitos, excepto el de ser mayores de 45 años; 2º) los trabajadores 
emigrantesemigrantes que habiendo retornado del extranjero en los 12 meses an-
teriores a la solicitud, acrediten seis meses trabajados en el extranjero 
desde su última salida de España, y estén inscritos como demandantes 
de empleo y reúnan todos los requisitos, excepto el de haber permane-
cido inscritos en los últimos doce meses; 3º) las víctimas de violencia 
doméstica, que estén inscritas como demandantes de empleo y reúnan 
todos los requisitos, excepto el de la edad y el de la inscripción durante 
los últimos doce meses.

•  Asimismo será de aplicación este programa a los trabajadores eventuales 
del Régimen Agrariodel Régimen Agrario de la Seguridad Social de las Comunidades Autónomas 
de Andalucía y de Extremadura que a la fecha de la solicitud de incorpo-
ración al mismo reúnan los siguientes requisitos: 1) estar inscrito como 
demandante de empleo, no tener derecho a las prestaciones o subsidios 
por desempleo y carecer de rentas, de cualquier naturaleza, superiores en 
cómputo mensual al 75 por 100 del Salario Mínimo Interprofesional, excluida 
la parte proporcional de dos pagas extraordinarias; 2) tener su domicilio en 
el ámbito geográfi co protegido por este subsidio; estar inscrito en el censo 
del Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social (en adelante, REA) 
como trabajador por cuenta ajena, en situación de alta, o asimilada a ella; 
3) Tener cubierto en el REA un mínimo de 35 jornadas reales cotizadas 
en los doce meses naturales inmediatamente anteriores a la situación de 
desempleo; 4) no haber cumplido la edad mínima que se exija para cua-
sar derecho a la pensión de jubilación, salvo que el trabajador no tuviera 
acreditado el período de cotización requerido para ello; 5) estar al corriente 
en el pago de la cuota fi ja por contingencias comunes al REA en los doce 
meses anteriores a la solicitud del subsidio, o, en su caso, por el período 
inferior en que se haya mantenido en alta; 6) no tener derecho al subsidio 
por desempleo a favor de los trabajadores eventuales incluidos en el REA 
por no haber sido benefi ciario de dicho subsidio en los tres años anterio-
res a la solicitud; 7) haber permanecido inscrito en el censo del REA y en 
situación de alta o asimilada a ella, de forma ininterrumpida en los doce 
meses naturales inmediatamente anteriores a la solicitud.

2.2. Prestación económica

Los trabajadores, como consecuencia de su admisión y mantenimiento en el 
programa, tendrán reconocida y podrán percibir una ayuda económica denominada 
renta activa de inserción.
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A) Nacimiento y duración de la renta

La renta activa de inserción se percibirá transcurrido un período de 3 meses, renta activa de inserción se percibirá transcurrido un período de 3 meses, renta
desde la solicitud de incorporación al programa y se percibirá hasta agotar su du-
ración máxima establecida en 10 meses.

El nacimiento y mantenimiento de la percepción de la renta activa de inserción 
conlleva la obligada participación por el desempleado en alguna de las acciones de 
inserción laboral previstas.

B) Cuantía

En relación con la cuantía de la prestación hay que tener también en cuenta 
las modifi caciones introducidas en la normativa reguladora del Programa de renta 
Activa de Inserción por el RD Ley 3/2004, de 25 de junio, para la racionalización de la 
regulación del Salario Mínimo Interprofesional y para el incremento de su cuantía. En 
efecto, si bien se mantienen las referencias hechas al Salario Mínimo Interprofesional 
en lo atinente a los requisitos de rentas para el acceso al Programa y mantenimiento 
de la prestación (necesidad de que las rentas sean inferiores al 75 por 100 del SMI, 
excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias)180, en cambio, en lo 
referente a la cuantía de la renta, el importe ya no se fi ja en un porcentaje del SMI, 
sino del Índice Público de Referencia de Efectos Múltiples (IPREM)181.

Así pues, a partir del 1 de julio de 2004, la cuantía de la renta activa de inser-
ción será igual al 80 por 100 del IPREM, índice que, como se ha indicado, hasta el 
31 de diciembre de 2004 coincidía con el importe del SMI vigente durante el primer 
semestre de 2004, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias (esto 
es, 460,50 euros mensuales)182.

180  Vid. Art. 3.1.c) del RD 3/2004. El incremento de la cuantía del SMI vigente en 2004 en el 6,6 
por ciento (que representa la elevación de dicha cuantía de 460,50 a 490,80 euros/mes), supone que el 
límite de ingresos que sirve de llave de acceso al programa (el 75 por 100 del SMI) ha pasado de ser 
345,37 euros/mes (cifra vigente desde el 1 de enero al 30 de junio de 2004) a la superior de 368,10 
euros/mes. Esta ligera elevación del umbral de pobreza para apreciar la existencia de una situación 
de necesidad en el solicitante, se puede traducir en la ampliación del número de benefi ciarios, ya que 
personas que quedaron excluidas por este motivo podrán solicitar ahora su incorporación al programa 
al situarse sus ingresos por debajo del nuevo límite.

181  Nueva cuantía que resulta de lo establecido en el artículo 3.2 c) del referido RD 3/2004.
182  Nótese que la cantidad que resulta de aplicar el porcentaje del 80 por 100 al IPREM, es 

prácticamente equivalente a la que se obtiene de aplicar el porcentaje tradicional del 75 por 100 del 
SMI sin pagas extras, al nuevo importe del SMI. En efecto, si el 80 por 100 de 460,50 nos arroja una 
cifra de 368,40 euros/mes, el 75 por 100 de 490,80 euros, nos da como resultado un importe de 368,10 
euros/mes.
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C) Pago

El Servicio Público de Empleo Estatal efectuará el pago de la renta, que se 
realizará por mensualidades completas dentro del mes siguiente al que corresponde 
el devengo. En el primer pago se descontará el importe de los diez primeros días, 
que se regularizarán cuando se cause baja en el programa o se agote la duración 
de la renta. 

D) Ausencia de cotización a la Seguridad Social

A diferencia de lo que sucede en relación con la prestación y el subsidio por 
desempleo, el Servicio Público de Empleo Estatal no tendrá obligación de cotizar 
a la Seguridad Social por ninguna contingencia durante la percepción de la renta 
activa de inserción.

E) Régimen de compatibilidad e incompatibilidad de la renta activa de inserción

•  La renta activa de inserción será incompatible con:

– La obtención de rentas de cualquier naturaleza que hagan superar los 
límites o las condiciones establecidas para la existencia de responsa-
bilidades familiares. A estos efectos no se computarán las rentas que 
provengan de los trabajos realizados por los benefi ciarios en el marco 
del programa y que impliquen retribuciones salariales (si bien, durante 
la percepción de tales ingresos salariales no se abona la renta activa de 
inserción);

– Las prestaciones o con los subsidios por desempleo, o de renta agraria, y 
con las pensiones o prestaciones de carácter económico de la Seguridad 
Social que sean incompatibles con el trabajo.

– Con el salario que provenga de contratos de inserción u otros subvencio-
nados por el Servicio Público de Empleo Estatal.

•  Sin embargo, la renta activa de inserción será compatible con:

– Las becas y ayudas vinculadas al Plan Nacional de Formación e Inserción 
Profesional.

– Con el trabajo a tiempo parcial, en cuyo caso se deducirá del importe de 
la renta la parte proporcional al tiempo trabajado.

– Con el trabajo autónomo.

– Con el trabajo por cuenta ajena, a tiempo completo, de carácter temporal o 
defi nitivo, excepto que se ejecute en el marco de un contrato de inserción, 



133

CAPÍTULO 3: SITUACIÓN ACTUAL EN ESPAÑA

en cuyo caso el empresario debe completar la cuantía de la renta hasta 
el importe de dicho salario, siendo asimismo responsable de la obligación 
de cotizar a la Seguridad Social, que se realizará por el salario indicado, 
incluyendo el importe de la renta activa de inserción. Lo anterior no se 
aplicará a los contratos de inserción u otros contratos subvencionados 
por el Servicio Público de Empleo Estatal. Cuando se trate de trabajo de 
carácter temporal, durante su realización, la cuantía de la renta activa de 
inserción que se abone al trabajador se reducirá a la mitad y el período 
de la renta pendiente de percibir.

– Con las acciones de voluntariado reguladas legalmente. 

3. ARTICULACIÓN DE AMBOS NIVELES DE PROTECCIÓN (ESTATAL Y AUTO-
NÓMICA)

En defi nitiva, con amparo en el artículo 41 de la Constitución, los programas 
estatales de Renta Activa de Inserción se mueven en la dirección de elevación a la 
consideración de Seguridad Social de medidas originariamente encuadradas en la 
Asistencia Social, competencia de las Comunidades Autónomas183.

Ahora bien, la apropiación por la Seguridad Social de las rentas de inserción 
no hace desaparecer el sentido ni la razón de ser de las rentas autonómicas pre-
existentes, las cuales suelen desbordar el estricto ámbito de la contingencia de 
desempleo. 

En defi nitiva, las Comunidades Autónomas no sólo podrán intervenir sobre las 
rentas de inserción de regulación estatal ejerciendo competencias de desarrollo y 
de ejecución y gestión de la legislación estatal, sino que podrán seguir interviniendo 
para ofrecer protección allí donde no llega el legislador estatal (subsidiariedad) o 
mejorando la protección dispensada (complementariedad). 

Ciertamente, con fundamento en el título competencial exclusivo que en materia 
de Asistencia Social les atribuye el artículo 148.1.20 de la CE, las Comunidades 
Autónomas siguen teniendo competencias en el campo de las rentas mínimas de 
inserción, no sólo en lo referente a la gestión de las «medidas de inserción laboral»184, 
sino también en lo relativo propiamente a la prestación económica denominada 
«renta de inserción», cuando la actuación de la Comunidad Autónoma en cuestión 
tenga por objeto una de las fi nalidades siguientes185:

183  Vid. CAVAS MARTÍNEZ, F., Memoria a Cátedra, Murcia 2004, pág. 825 del ejemplar impre-
so.

184  El Programa de Renta Activa de Inserción estatal que aprueba el RD 945/2003 atribuye la 
gestión de las acciones de inserción laboral consistentes en políticas de empleo activas a los Servicios 
de empleo de las CCAA, en la medida en que éstas hayan asumido el traspaso de la gestión antes 
realizada por el INEM en el ámbito del trabajo, el empleo y la formación (art. 13.2).

185  CAVAS MARTÍNEZ, F., Memoria a Cátedra, Murcia, 2004, pág. 825 del ejemplar impreso.
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– Bien, dar cobertura a sujetos o situaciones de necesidad no amparados 
por la renta de inserción estatal, la cual aparece confi gurada como genuina 
prestación por desempleo (Disp. Final 5ª, Apartado 4 de la LGSS);

– Bien, ofrecer una protección a la referida contingencia de desempleo, cuando 
no esté cubierta por la correspondiente normativa estatal, ya sea porque no se 
haya aprobado el correspondiente programa anual de renta activa de inserción, 
ya sea porque se haya agotado la protección otorgada por la normativa estatal 
por el transcurso de su plazo máximo de duración (10 meses).

– O bien, sea, en fi n, porque se mejore la cuantía de las rentas estatales de 
inserción (suplementariedad). 

En defi nitiva, como se ha puesto de relieve, las rentas mínimas de inserción de 
las CC.AA. son prestaciones económicas periódicas, de carácter subsidiario y com-
plementario de las prestaciones del Sistema de la Seguridad Social u otro régimen 
público de protección sustitutivo o equivalente (clases pasivas del Estado, mutua-
lismo administrativo de los funcionarios de la Administración del Estado, pensiones 
especiales de guerra, pensiones extraordinarias por actos terroristas, sistemas de 
protección de grupos específi cos). Así, mientras que la subsidiariedad supone que 
no puede percibirse la renta mínima de inserción mientras se tenga derecho a otra 
prestación pública, la complementariedad opera sobre todo tipo de recursos eco-
nómicos, pudiendo complementar, en la medida que así lo decidan sus respectivos 
legisladores, la cuantía de las prestaciones estatales, si su importe es inferior al que 
las Comunidades Autónomas puedan establecer como renta mínima186.

En relación con esta última función cabe subrayar que el PRAI (Programa de 
Renta Activa de Inserción) estatal no declara incompatible la renta activa de inserción 
con las rentas mínimas autonómicas, sino que, simplemente a efectos del requisito de 
si hay o no carencia de ingresos, (según lo exigido por el art. 2.1.d) RD 945/2003), 
dispone que «se computará como renta el importe de los salarios sociales, rentas 
mínimas de inserción o ayudas análogas de asistencia social concedidas por las 
Comunidades Autónomas», dando a entender con ello que no será obstáculo para 
percibir una renta de inserción estatal que el solicitante de la misma sea ya benefi -
ciario de una renta autonómica, a condición de que la suma de todos los ingresos 
(incluida la renta autonómica) no sean superiores al 75 % del SMI, excluida la parte 
proporcional de las dos pagas extraordinarias.

Dicha condición parece de difícil cumplimiento por parte de los benefi ciarios de 
ingresos mínimos de aquéllas CC.AA. que garantizan como renta mínima un importe 
superior al establecido como límite de acceso al programa estatal, como es el caso, 
por ejemplo, de Galicia, Navarra y Extremadura (75% SMI mensual) o del País Vasco 
(83% del SMI anual distribuido en 12 mensualidades).

186  Véase, ALONSO SECO, J.Mª, «Nuevos derechos en la Comunidad de Madrid para las per-
sonas excluidas. Breve apunte sobre la Ley de Renta Mínima de la Comunidad de Madrid», Revista del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, núm. 35, pág. 190.
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4. BREVE REFERENCIA AL PROBLEMA DE LOS COMPLEMENTOS AUTONÓ-
MICOS DE PENSIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Para concluir el epígrafe referente a la situación actual en España, y en conexión 
con el carácter subsidiario-complementario que juegan las prestaciones asistenciales 
de las Comunidades Autónomas respecto de las prestaciones económicas públicas 
estatales, debe hacerse referencia al problema de los complementos autonómicos 
de pensiones de la Seguridad Social.

Como se sabe, en los últimos años hemos sido testigos de un intenso de-
bate como consecuencia del incremento de las pensiones no contributivas de la 
Seguridad Social decidido por algunas Comunidades Autónomas (en concreto, la 
andaluza, seguida de la catalana y la balear187) al margen del Estado, o también 
de las pensiones contributivas (por ejemplo, como se ha hecho en la Comunidad 
Foral de Navarra188).

La polémica en cuestión fue suscitada por la Junta de Andalucía al conceder 
en junio de 1998 unas ayudas económicas de carácter extraordinario a favor de los 
benefi ciarios de pensiones no contributivas de Seguridad Social residentes en el 
territorio de la Comunidad Autónoma andaluza. El Gobierno Central, al considerar 
que la Comunidad Andaluza había invadido sus competencias, interpuso confl icto 
positivo de competencias ante el Tribunal Constitucional, que fi nalmente fue resuelto 
por la no menos polémica Sentencia 239/2002, de 11 de diciembre189. En esta Sen-
tencia se declara la conformidad al bloque de constitucionalidad de los cuestionados 
Decretos de la Junta de Andalucía. 

187  Decretos 283 y 284, de 29 de diciembre de 1998, publicados en el Boletín Ofi cial de la Junta 
de Andalucía, de 31 de diciembre de 1998; Resolución de 8 de diciembre de 1999, publicada en el 
Diario Ofi cial de Cataluña de 21 de septiembre de 1999; Acuerdos del Consejo de Gobierno de las Islas 
Baleares, de 12 de noviembre de 1999 y de 29 de diciembre de 2000, publicados respectivamente en el 
Boletín Ofi cial de las Islas Baleares de 30 de noviembre de 1999 y de 17 de febrero de 2001.

188  Ley Foral 11/2003, de 7 de marzo, de ayudas extraordinarias a las pensiones de viudedad 
(publicada en BON núm. 32, de 14 de marzo de 2003 y en BOE núm. 99, de 25 de abril de 2003), por 
la que se establecen ayudas directas a los ciudadanos residentes en esta Comunidad Autónoma, con 
pensiones de viudedad cuyos ingresos totales sean inferiores al SMI. Contra dicha Ley el Presidente del 
Gobierno de la Nación presentó un recurso de inconstitucionalidad (núm. 3895/2003), cuya admisión a 
trámite supuso la suspensión de la vigencia y aplicación de la citada norma, suspensión que ha sido 
levantada el 16 de diciembre de 2003 (BOE 313, de 31 de diciembre de 2003).

189  Un análisis del contenido de la STC 239/2002 y sus consecuencias, puede encontrarse en 
ÁLVAREZ CORTÉS, J.C.. «Nuevamente sobre las competencias de las Comunidades Autónomas en ma-
teria de protección social, Algunas refl exiones respecto de la STC 239/2002, de 11 de diciembre», Temas 
Laborales, núm. 68, 2003, págs, 189 y ss.; CAVAS MARTÍNEZ, F., Memoria a Cátedra, Murcia, 2004, pág. 
825 del ejemplar impreso; FERNÁNDEZ ORRICO, F.J., «La consideración jurídica de las pensiones no 
contributivas, según la STC 239/2002, de 11 de diciembre de 2002, y según el proyectado artículo 38.4 
de la Ley General de la Seguridad Social», AS, núm. 20, febrero 2003, pág. 39 y ss; GARCÍA NINET, 
J.I., «El Tribunal Constitucional falla a favor de las ayudas complementarias de la Junta de Andalucía», 
Tribuna Social, núm. 146, febrero 2003, pág. 5 y ss.; RODRÍGUEZ PIÑERO, M., «Seguridad y asistencia 
social en el Estado de las Autonomías», Relaciones Laborales, núm. 8, 2003, pág. 1 y ss., y SUÁREZ 
BORUJO, B., «STC 238/2002, de 11 de diciembre, ¿puerta abierta a una novísima asistencia social?», 
Relaciones Laborales, núm. 13, 2003, pág. 35 y ss.
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Entiende el TC que «la ampliación de las contingencias protegidas por el Sis-
tema de la Seguridad Social no excluye de antemano que diversos colectivos de 
sus benefi ciarios precisen de apoyos complementarios para atender necesidades no 
cubiertas por dicho Sistema» (F.6). Así pues, el Tribunal Constitucional considera que 
las Comunidades Autónomas pueden complementar las prestaciones de la Seguridad 
Social otorgando ayudas de asistencia social si aprecian en sus benefi ciarios una 
situación real de necesidad, siempre que dicha actividad prestacional no interfi era 
ni en el régimen jurídico básico de la Seguridad Social ni en su régimen económico 
ex art. 149.1.17 CE (F. 7 párr. 2º).ex art. 149.1.17 CE (F. 7 párr. 2º).ex

El límite de la actividad prestacional desarrollada por las CCAA, es pues, que 
la misma no interfi era ni en el régimen jurídico básico de la Seguridad Social, ni en 
el de su régimen económico, no siendo decisivo para negar si existe o no perturba-
ción o menoscabo de la acción protectora de la Seguridad Social que la prestación 
complementaria sea fi nanciada con recursos autonómicos.

Ahora bien, el temor a la trascendencia que pudiera tener la aplicación de la 
doctrina sentada por el Tribunal Constitucional en la Sentencia 239/2002, llevó al 
Gobierno del partido popular a intentar vaciar su alcance promoviendo la modifi -
cación, mediante el art. 1º de la Ley 52/2003, de 10 de diciembre, del texto de la 
LGSS, en una doble dirección:

– De un lado, se modifi ca el art. 2 de la LGSS, incorporando un nuevo apartado 
1 a través del cual se señala de forma expresa, que el sistema de Seguridad 
Social, confi gurado por la acción protectora en sus modalidades contributiva 
y no contributiva, se fundamenta en los principios de unidad, universalidad, 
solidaridad e igualdad.

– A su vez (y es aquí donde radica la principal novedad de la reforma), se 
incorpora un nuevo apartado 4 en el art. 38 LGSS, mediante el cual se 
precisa que «cualquier prestación de carácter público que tenga por fi nali-
dad complementar, ampliar o modifi car las prestaciones económicas de la 
Seguridad Social, tanto en su modalidad contributiva como no contributiva, 
forma parte del sistema de la Seguridad Social y está sujeta a los principios 
regulados en el art. 2 LGSS».

De la redacción conjunta de ambos apartados, puede deducirse que el Estado 
central pretende dotarse de instrumentos legales con que poder discutir y negar, en 
los tribunales si fuere necesario, la competencia y capacidad de las Comunidades 
Autónomas para aprobar ayudas económicas para los sectores sociales que cobren 
pensiones. Con ello quiere cortar de raíz las iniciativas emprendidas por diferentes 
comunidades autónomas de promover con sus propios recursos actuaciones de 
ayudas económicas que dignifi quen la situación de insufi ciencia de rentas que 
padecen numerosos pensionistas en todo el territorio del Estado, bajo la forma de 
complementos en materia de asistencia social.
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Contra el citado artículo 1, apartados 1 y 2 de la Ley 52/2003, se ha interpuesto 
un recurso de inconstitucionalidad (núm. 1580/2004) promovido por el Parlamento de 
Navarra frente al Estado190, por entender que la ley estatal que establece la imposibi-
lidad de complementar o mejorar las pensiones más bajas de Navarra con los propios 
fondos autonómicos es una ley inconstitucional, en cuanto que atenta directamente 
a las competencias de esta Comunidad en materia de asistencia social191.

La modifi cación incorporada en el art. 38 LGSS parece restringir ciertamente el 
ámbito de la Asistencia Social que es competencia de las Comunidades Autónomas, 
por lo que podría ser declarada inconstitucional. A este respecto, debe recordarse 
que el Tribunal Constitucional (STC 76/196, de 9 de junio y 239/2002, de 11 de 
diciembre) ha dicho que la Asistencia Social sirve para complementar o mejorar 
la protección del sistema público de Seguridad Social, incluso aunque se trate de 
contingencias previamente defi nidas y protegidas como tales por el sistema de la 
Seguridad Social.

En cualquier caso, sea cual sea el pronunciamiento contenido en la Sentencia 
que resuelva este recurso de inconstitucionalidad planteado contra la Ley 52/2003, 
lo deseable es que Comunidades Autónomas y Estado encuentren cauces de enten-
dimiento para erradicar los estados de necesidad de la población. En este sentido, 
deberían coordinarse y complementarse para el diseño legal de un sistema global 
viable y equilibrado de cobertura de las necesidades sociales y para un reparto 
adecuado de tareas entre Seguridad Social y la Asistencia Social. 

Las insufi ciencias de nuestro sistema de protección social son tan evidentes 
y existen tantas situaciones de necesidad que carecen de cobertura social, que 
el espacio propio de la Asistencia Social, competencia de las CC.AA. no puede 
considerarse como marginal o residual. Por esta misma razón, es preferible que 
la Asistencia Social asuma como propio el de complementar las insufi ciencias del 
sistema de Seguridad Social otorgando prestaciones que ésta no cubre, más que 
el de suplementar las presuntas «insufi ciencias» cuantitativas de las prestaciones 
actuales de la Seguridad Social192. 

Aunque no consideramos necesario extendernos más sobre este punto, dado 
que el debate sobre la cuestión objeto de examen sigue estando en buena medida 
abierto, sí quisiéramos, antes de terminar, llamar la atención sobre el escaso sentido 
que tiene otorgar complementos autonómicos de pensiones no contributivas de Se-
guridad Social, debido al resultado indeseado que produce el juego de las normas 

190  Recurso admitido a trámite el 13 de abril de 2004 (BOE 102, de 27 de abril de 2004).
191  La aprobación por la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra de la Propuesta de 

interposición de recurso de inconstitucionalidad contra las disposiciones mencionadas, tuvo lugar el 16 
de febrero de 2004. Las intervenciones de los portavoces de los distintos grupos parlamentarios sobre 
la cuestión debatida aparecen recogidas en el Diario de Sesiones del Parlamento de Navarra, núm. 16, 
Sesión núm. 14, de 4 de marzo de 2004.

192  En este sentido, RODRÍGUEZ PIÑERO, M., «Seguridad y asistencia social en el Estado de 
las Autonomías», op. cit., pág. 116.
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de funcionamiento en la percepción de la prestación económica no contributiva193. 
La cuestión que se plantea es la siguiente: 

– Las prestaciones de IMI son subsidiarias de cualquier otra prestación pública, 
lo que signifi ca que si el interesado reúne los requisitos para tener derecho 
a las pensiones no contributivas de la Seguridad Social, debe solicitarlas 
con carácter previo.

– Si la cuantía de las pensiones no contributivas es inferior a la correspondiente 
a la prestación autonómica asistencial, podría tener derecho al complemento 
necesario para elevar la cuantía de la pensión no contributiva hasta el importe 
de la renta mínima autonómica.

– Pero la pensión no contributiva es también una prestación diferencial. En 
consecuencia, el benefi ciario que perciba la ayuda asistencial complementaria 
de su PNC tendrá que declarar su cuantía, lo que conllevará su deducción 
de la pensión de Seguridad Social que tenía previamente reconocida. 

– Por esta razón, no se conseguirá elevar el nivel de protección de los bene-
fi ciarios de pensiones no contributivas para asegurarles el nivel garantizado 
en la respectiva Comunidad Autónoma en concepto de renta mínima de 
inserción cuando su cuantía sea mayor que la de la pensión no contributi-
va, sino que al fi nal percibirán la misma cantidad económica, aunque ahora 
fi nanciada en parte por el Estado y en parte por la Comunidad Autónoma. 
Con ello se consigue sólo aliviar la carga que representa para la Seguridad 
Social la fi nanciación de las pensiones no contributivas, en claro detrimento 
de los presupuestos autonómicos, que dejan de contar con recursos econó-
micos para atender otras situaciones de necesidad no cubiertas, sin haber 
logrado la pretendida mejora de la situación de los colectivos ya previamente 
protegidos por la Seguridad Social.

Esta interferencia negativa que se produce entre PNC e IMI ha sido percibida por 
algunas Comunidades Autónomas. Así, por ejemplo, en Navarra, donde la cuantía de 
la Renta Básica es superior a la de las Pensiones No contributivas, los benefi ciarios 
de aquélla prestación que pasen a la Pensión no Contributiva de jubilación (a partir 
de los 65 años) o de Invalidez (si se les reconoce un grado de minusvalía del 65 % 
como mínimo) pierden poder adquisitivo. Sin embargo, en relación con este tema 
se ha considerado que este problema de menor protección, debe resolverse por el 
Estado elevando la cuantía de las Pensiones no contributivas, y no otorgando a los 
sujetos afectados una renta mínima autonómica, ya que esta prestación está pensada 
más como protección de colectivos no protegidos por el Estado194.

193  Sobre este tema, véase, FERNÁNDEZ ORRICO, F.J., «La consideración jurídica de las pen-
siones no contributivas, según la STC 239/2002, de 11 de diciembre de 2002, y según el proyectado 
artículo 38.4 de la Ley General de la Seguridad Social», cit., págs. 44, 47-48.

194  Vid. AA.VV: «La garantía de ingresos mínimos en Navarra. Un estudio evaluativo de la Renta 
Básica 1990-2001», Gobierno de Navarra. Departamento de Bienestar Social, Deporte y Juventud, pág. 
106 (documento que puede ser consultado en www.cfnavarra.es/publicaciones).
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CAPÍTULO 4
EL IMI DE LA REGIÓN DE MURCIA

1. BALANCE Y SITUACIÓN ACTUAL DE LA REGULACIÓN

En el tratamiento y prevención de la exclusión social de los ciudadanos de la 
Región de Murcia, se adopta un enfoque integrador, en el que la garantía de in-
gresos mínimos de subsistencia, se acompaña de medidas destinadas a facilitar la 
promoción e inserción laboral y social de la persona y a permitir el acceso a unos 
niveles de vida dignos. Tales medidas adoptan la forma de itinerarios de inserción 
personalizados. Así pues, al complementar las prestaciones económicas con otros 
recursos del medio social donde se encuentra inmerso el ciudadano que las percibe, 
se multiplican los efectos protectores de las prestaciones económicas.

No obstante, en el conjunto formado por ayudas sociales y servicios técnicos 
(información y orientación, alojamiento, servicios de ayuda a domicilio y teleasis-
tencia, centros de día…), las prestaciones económicas juegan un papel esencial, 
considerándose el instrumento más rentable del sistema de protección social195.

De acuerdo con este planteamiento, en el Plan Regional de Inserción y Pro-
tección Social (en adelante PRIPS), tal como está confi gurado en la actualidad196, 
cabe distinguir tres tipos fundamentales de prestaciones:

a)  Prestaciones destinadas a garantizar unos ingresos mínimos para la sub-
sistencia de los ciudadanos: Prestación del Ingreso Mínimo de Inserción 
(I.M.I.).

195  ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección So-
cial en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen». Ponencia presentada a las Jornadas de Estudio sobre La Protección Social en la Región 
de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM, celebradas en la 
Facultad de Ciencias Trabajo de la Universidad de Murcia, en mayo de 2004, pág. 3.

196  Decreto 65/1998, de 8 de noviembre (BORM núm. 258, de 7-11-1998), que modifi ca al De-
creto 43/1996, de 19 de junio, por el que se regulan las ayudas, prestaciones y medidas de inserción y 
protección social.
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b)  Prestaciones destinadas a coadyuvar a la inserción social: Ayudas para 
Programas de Inserción (A.P.I).

c)  Ayudas dirigidas a la protección de los menores, familias, minusválidos y per-
sonas mayores: Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social (A.P.I.P.S.); 
Ayudas No Periódicas de Inserción y Protección Social (A.N.P.I.P.S.); Ayudas 
Periódicas a Personas con Discapacidad (A.P.P.D.), Ayudas Individualizadas 
a personas con Discapacidad (A.I.P.D.), Ayudas Económicas para la Atención 
de las Personas Mayores en el Medio Familiar y Comunitario (A.M.A.F.), 
Ayudas Económicas para el cuidado de las personas mayores (A.E.C.P.M.), 
Ayudas Económicas para Personas Mayores (A.E.P.M.) y Ayudas a personas 
en situación de Urgente Necesidad (A.U.N.).

El Decreto 65/1998, de 5 de noviembre, incorpora al elenco de ayudas anterior-
mente existente, dos nuevas prestaciones- las Ayudas Económicas para Personas 
Mayores (A.E.P.M.) y Ayudas a personas en situación de Urgente Necesidad (A.U.N.)- 
al tiempo que reúne en un contexto normativo único, sistemático e integral el conjunto 
de Ayudas, Prestaciones y Medidas en materia de Inserción y protección Social. 

Durante el ejercicio 2004, la dotación presupuestaria de las Ayudas y Prestacio-
nes económicas para la inserción y protección social del sistema público de Servicios 
Sociales de la C.A.R.M., reguladas en el Decreto 65/1998, ascendió a 7.016.000 €, 
cantidad que debía dar respuesta a la demanda regional de una población aproxi-
mada de 1.200.000 habitantes.

De otro lado, en la línea de mejora del modelo de funcionamiento de los servi-
cios sociales, prevista en el Plan Nacional de Acción para la inclusión social, cabe 
destacar la reciente puesta en marcha en la Región de Murcia del Programa de 
Acompañamiento para la inclusión social197.

El programa de acompañamiento social es un dispositivo de atención a personas 
y grupos sociales en situación de exclusión social o en riesgo de exclusión desde 
los servicios sociales de atención primaria. 

Supone una nueva estrategia de actuación de los centros de servicios sociales 
para promover la integración social de las personas en situación de exclusión. 

Entre sus objetivos se encuentra:

• La detección y diagnóstico de los factores y situaciones de riesgo de exclu-
sión en su territorio.

• El asesoramiento técnico y el apoyo necesario a las personas con difi cultad 
de integración promoviendo actuaciones que les capaciten para acceder a 
los recursos sociales y permitan su participación social.

197  www.carm.es/ctra/cendoc/publicaciones/2004_Acomp_social.pdf.
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• La propuesta y articulación de itinerarios de inserción social personales.

• Facilitar una formación social, educativa, profesional y ocupacional a las 
personas en situación de exclusión, promoviendo el acceso al programa de 
inserción social y laboral.

• El fomento de redes sociales y el trabajo en red.

Se concreta en equipos específi cos de intervención integrados en el programa 
de prevención e inserción social en los centros de servicios sociales. Están formados 
por trabajadores sociales, educadores, asesores laborales y psicólogos. Tienen, entre 
otras, las siguientes funciones:

– Actuaciones de sensibilización dirigidas a diferentes sistemas de protección 
social.

– Recopilación de la información sobre los recursos existentes que puedan ser 
utilizados en el proceso de inserción.

– Diagnóstico y valoración de los casos derivados para establecer su idonei-
dad.

– Diseño de actuaciones y medidas para realizar el itinerario de incorporación 
social. Adecuando los recursos formativos, laborales, educativos, sanitarios 
y de apoyo social a la situación concreta de los casos.

– Gestionar el acceso a prestaciones complementarias necesarias para el 
proceso de incorporación social.

– Coordinación con la iniciativa social para establecer acciones contra la ex-
clusión social.

– Promoción de nuevos recursos para dar respuesta a los procesos de inser-
ción.

– Acompañar el proceso mediante un contacto socio-educativo continuado.

El método de trabajo se basa en la realización de itinerarios de inserción y en 
la potenciación de redes de apoyo social.

El itinerario se debe plasmar en un acuerdo escrito que recoge los apoyos que 
el equipo de intervención facilita así como los compromisos del benefi ciario con miras 
a su inserción (actividades formativas, escolarizaión de menores, etc.).

a) El Ingreso Mínimo de InserciónIngreso Mínimo de Inserción

Es una prestación económica periódica, complementaria, destinada a personas 
o unidades familiares que carezcan de medios económicos con que atender sus 
necesidades básicas, con el fi n último de facilitar su inserción social.
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El Ingreso Mínimo de Inserción nació en nuestra Comunidad Autónoma en enero 
de 1991, como resultado del acuerdo alcanzado entre UGT y CC.OO. con el Gobierno 
Regional el 30 de abril de 1990. Con ello se trató de dar respuesta a las directrices de 
la política social comunitaria que, desde 1988 venía recomendando a los Estados la 
instauración de un sistema de protección social capaz de garantizar la cobertura de 
las necesidades básicas de las personas excluidas del sistema productivo y protector 
(empleo y prestaciones de Seguridad Social), condicionándose el mantenimiento de 
la prestación económica otorgada, a la participación en las medidas de promoción 
personal y social pactadas y expresadas en un «Compromiso de Inserción». 

La denominación inicial del conjunto del programa fue Plan Regional de Inserción 
Social (Decreto 1/1991, de 10 de enero). Posteriormente fue reformado y pasó a llamar-
se Plan Regional de Inserción y Protección Social (Decreto 32/1992, de 30 de abril).

Actualmente, la prestación de IMI se halla regulada por las siguientes normas: 
Decreto 65/1998, de 5 de noviembre; Orden de 16 de noviembre de 1994, de la 
Consejería de Sanidad y Asuntos Sociales (BORM nº 224, de 28 de septiembre 
de 1994) y por Orden de 2 de septiembre de 2002, de la Consejería de Trabajo 
y Política Social, de actualización de la cuantía del IMI (BORM, nº 218, de 20 de 
septiembre de 2002).

La prestación de Ingreso Mínimo obedece a la necesidad de confi gurar un último 
recurso social de sustitución de los ingresos que no se obtienen por otros medios.

Podrán ser benefi ciarios de esta prestación las personas o unidades familiares 
que residan en la Región de Murcia, y que reúnan los requisitos de edad, residencia, 
insufi ciencia de recursos económicos, etc. establecidos. 

Asimismo, el solicitante de la prestación IMI habrá de suscribir con el Centro 
de Servicios Sociales o Servicios Sociales Municipales, correspondiente al lugar de 
residencia del interesado, un Compromiso de Inserción para la realización de acti-
vidades de promoción personal y social que contribuyan a la salida de la situación 
de exclusión social.

El citado acuerdo de inserción recoge las actuaciones destinadas a mejorar la 
autonomía social y económica de la persona o unidad familiar solicitante del IMI, tales 
como participación en programas de ocupación y búsqueda de empleo, escolariza-
ción de los hijos menores de edad, educación, formación y reciclaje o cualifi cación 
profesional, erradicación de la mendicidad, etc. o, en su caso, las contraprestaciones 
de servicios o trabajos de utilidad social que se establezcan.

De forma más sintética, las medidas contempladas en el Compromiso de Inser-
ción pueden concretarse en alguna de las siguientes acciones198:

198  ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección So-
cial en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 10.
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– Acciones que procuren la rehabilitación personal y familiar, como por ejemplo: 
terapias de desintoxicación, apoyo y orientación en el aspecto doméstico, 
atención a los miembros de la unidad familiar en situación transitoria de 
discapacidad, refuerzo educativo para los menores, etc.

– Acciones que promuevan la integración en el medio social.

– Acciones de motivación para la incorporación laboral, orientación laboral.

– Acciones de formación profesional (cursos, etc.).

Entre los benefi ciarios de la Prestación IMI en la Región de Murcia, encontramos 
tres colectivos de personas perfectamente diferenciados, pero que comparten entre 
sí sus limitaciones en el acceso al sistema de producción (empleo). Tales grupos de 
población son los siguientes199: 

– Personas afectadas por una discapacidad importante pero inferior al 65%.

– Personas mayores de 50 años y menores de 65 años, sin cualifi cación pro-
fesional y con escasas posibilidades de acceso al mercado de trabajo.

– Personas y/o unidades familiares en situación de exclusión social, objeto 
preferente de apoyo e intervención, en las que a través de un diagnóstico 
social se detecta alguna de las carencias o necesidades siguientes:

• Carencias importantes en la cobertura de necesidades básicas.

• Necesidad de normalización del medio habitual de convivencia.

• Escasas habilidades sociales.

• Necesidad de apoyo psico-social.

• Carencias en formación básica.

• Inexistencia o carencia de formación ocupacional.

• Desempleo y ausencia de hábitos laborales.

• Escasa participación social.

Los requisitos básicos son los siguientes:

– Residir y estar empadronado en algún municipio de la región, al menos 12 
meses antes de presentar la solicitud, salvo en el caso de las familias objeto 
de protección de menores.

199  Idem, pág. 11.



144

EL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN DE MURCIA

– No disponer de ingresos iguales o superiores al importe de la prestación que 
corresponda a cada unidad familiar, computada anualmente.

– No realizar de forma habitual actividad profesional, comercial, industrial o 
laboral, entendiendo como tal la regularidad y continuidad en el ejercicio de 
la misma (eventuales agrícolas o de la conserva, vendedores ambulantes, 
empleadas de hogar, trabajadores a media jornada…).

– No tener acceso a prestaciones o subsidios por desempleo, ni a pensión o 
ayuda de análoga naturaleza proveniente de la Administración Pública.

– Tener una edad comprendida entre 25 y 64 años, o entre 18 y 25 años, si 
tiene menores o minusválidos o cuando no existan personas legalmente 
obligadas y con posibilidad de prestarle alimentos, o, en fi n, cuando tenga 
constituido un hogar independiente al menos un año antes de solicitar el 
IMI.

– No formar parte de unidad familiar que haya sido perceptora de la prestación 
IMI durante los 12 meses inmediatamente anteriores.

– Suscribir un Compromiso de Inserción para la realización de actividades de 
promoción personal y social con el Centro de Servicios Sociales Municipales, 
correspondiente al lugar de residencia del interesado.

– Otros requisitos específi cos para situaciones concretas.

La cuantía de la prestación viene establecida por Orden de 2 de septiembre 
de 2002 (BORM de 20 de septiembre de 2002). La citada cuantía es variable según 
la composición de la unidad familiar, estando sujeta a un tope mínimo (70 euros)200

y a un tope máximo (642 euros). 

Mediante la actualización del importe de la prestación IMI llevada a cabo por 
la mencionada Orden de 2002, se pretende garantizar que el tramo inferior de la 
prestación se corresponda, al menos, con el equivalente al importe de la pensión 
no contributiva. Sin embargo, al establecerse normativamente una cantidad fi ja (260 
euros), en lugar de fi jar su importe utilizando un índice de referencia que sea objeto 
de revisión anual (el importe del salario mínimo interprofesional, el importe del IPREM 
o de la pensión no contributiva), dicha cuantía queda pronto desfasada.

200  Así, según el art. 4 de la Orden de 2 de septiembre de 2002, de la Consejería de Trabajo y 
Política Social, sobre actualización del importe de la prestación del ingreso mínimo de inserción, «Sólo 
se concederá la prestación del IMI en aquellos casos en los que su importe mensual (…) sea igual o 
superior a 70 euros». Ello quiere decir que al tratarse de una prestación diferencial, cuyo importe es 
igual a la diferencia entre la cuantía de la prestación que corresponda y los ingresos computables de 
la unidad familiar, sólo se concederá la prestación si la diferencia entre la cuantía de la prestación y los 
citados ingresos es como mínimo igual a 70 euros mensuales.
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La cuantía básica por benefi ciario sin cargas familiares es igual a 260 euros/
mensuales. Dicho importe se incrementa mediante la suma de complementos para 
miembros adicionales, diferentes según la posición que se ocupe en el hogar familiar, 
así como de la condición de adulto o de menor que tenga cada miembro adicional. 
Así, por la primera persona a su cargo la prestación se incrementará en 86 euros, 56 
por la segunda y tercera, y 46 euros por las restantes, hasta un tope de 642 euros 
mensuales. Los citados complementos para las personas a cargo del benefi ciario 
se aplicarán al 100% cuando éstas sean menores de edad, y al 50% para el resto 
de los adultos de la unidad familiar.

En aplicación de las anteriores reglas, puede obtenerse la siguiente escala de 
equivalencia201:

 1  1 persona     260 euros  1 persona     260 euros 

2  + 1 menor     + 86 euros  + 1 adulto     + 43 euros 

3  + 1 menor     + 56 euros  + 1 adulto     + 28 euros 

4  + 1 menor     + 56 euros  + 1 adulto     + 28 euros 

5  + 1 menor     + 46 euros  + 1 adulto     + 23 euros 

6  + 1 menor     + 46 euros  + 1 adulto     + 23 euros 

7  + 1 menor     + 46 euros  + 1 adulto     + 23 euros 

8  + 1 menor     + 46 euros  + 1 adultoz     + 23 euros 

Y más Hasta 642 euros  Hasta 642 euros

Además, según el artículo 3 de la Orden de 2 de septiembre de 2002, sobre 
actualización de la prestación del ingreso mínimo de inserción, al inicio del curso 
escolar, con la mensualidad correspondiente al mes de agosto, los perceptores de 
la prestación IMI, recibirán 90 euros por cada menor de la unidad familiar en edad 
escolar, siempre que la asistencia al colegio o centro de formación esté debidamente 
acreditada con anterioridad. Posteriormente, y siempre antes del 15 de noviembre, 
los perceptores deberán justifi car, con facturas o recibos originales, el gasto realiza-
do en la adquisición de material escolar, incluido el equipamiento para la actividad 
deportiva. En ausencia de tal justifi cación de la ayuda escolar, se podrá deducir el 
importe que corresponda de la cuantía de la prestación IMI en una o varias men-
sualidades. En ningún caso el importe a percibir podrá ser inferior a la cuantía de 
la prestación básica del IMI.

Respecto de la valoración de los ingresos propios del benefi ciario o de la 
unidad familiar, el Decreto 65/1998, en su Disposición Adicional Primera, establece 
el principio de cómputo global de recursos, al señalar que «a los efectos previstos 

201  Vid. Art. 2 de la Orden de 2 de septiembre de 2002 (BORM 20-9-2002). Asimismo, véase, 
ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección Social en la 
Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. Resumen», 
cit., Anexos.
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en este Decreto y en las Órdenes que lo desarrollen, cuando se refi ere a rentas 
o ingresos, deberán entenderse como tales aquellos que comprendan todos los 
recursos de que dispone la persona, la unidad familiar o grupo, tales como sala-
rios, pensiones, prestaciones, subsidios, rentas provenientes de bienes muebles e 
inmuebles o cualesquiera otros». 

De forma un poco más concreta, la Orden de 16 de septiembre de 1994, en sus 
artículos 9 y 10 explica cómo se computan los recursos de la persona o la unidad 
familiar. Así, de acuerdo con dichos preceptos, habrá que computar salarios, rentas, 
pensiones, prestaciones y subsidios de cualquier naturaleza que perciba cualquier 
miembro de dicha unidad familiar, salvo las cantidades recibidas por el solicitante o 
cualquier otro miembro de la unidad familiar por los conceptos de becas o ayudas 
para la educación, formación académica y profesional, ayudas no periódicas de 
apoyo familiar y otras de análoga naturaleza (art. 10 Orden de 1994). Tampoco se 
tendrá en cuenta para el cómputo de los recursos propios de la unidad familiar el 
importe de la Prestación por hijo a cargo menor de 18 años (art. 2.3 Orden de 2 de 
septiembre de 2002).

A tenor de lo dispuesto en el artículo 9 de la Orden de 1994, tendrán la con-
sideración de recursos aquellos bienes muebles o inmuebles sobre los que se 
posea un derecho de propiedad, posesión, usufructo o cualquier otro que, por sus 
características, valoración, posibilidad de explotación o venta, indique la existencia 
de medios sufi cientes, excepción hecha de la vivienda habitual, siempre que su 
valoración catastral no supere diez anualidades del Salario Mínimo Interprofesional. 
Idéntica consideración tendrán aquellos bienes cuya venta se haya realizado en los 
dos años inmediatamente anteriores.

Por último, el cálculo de los recursos propios de la persona o unidad familiar 
será referido a los que disponga efectivamente en el mes de presentación de la 
solicitud y, en aquellos casos en que los ingresos sean irregulares, podrá calcularse 
promediando los percibidos durante los doce meses anteriores.

Durante el ejercicio 2003, el gasto total ejecutado en concepto de IMI fue de 
866.809 euros, ascendiendo a 307 el número de perceptores de dicha prestación 
el 31 de diciembre de 2003.

b) Ayudas para Programas de InserciónAyudas para Programas de Inserción (A.P.I.)

Las Ayudas para Programas de Inserción nacen en el año 1994, como con-
secuencia de la evaluación realizada sobre la prestación IMI por los Técnicos del 
Servicio de Prestaciones Económicas y Subvenciones. Resultado de ellas, fue el 
establecimiento, como complemento de la prestación económica, de la posibilidad 
de subvencionar a entidades que contrataran a perceptores de dicha prestación. 

Las Corporaciones Locales podrán destinar Ayudas para Programas de Inser-
ción para la realización de otro tipo de proyectos de inserción socio-laboral que no 
tengan como objeto, exclusivamente, la contratación laboral.
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Así pues, las A.P.I. serán aquellas ayudas que tengan por objeto coadyuvar a la 
inserción social de los titulares o miembros de la unidad familiar de los benefi ciarios 
del Ingreso Mínimo de Inserción que hayan alcanzado la edad laboral; de los jóve-
nes en edad laboral procedentes del Centro de Promoción Juvenil o de Protección 
de Menores; de los titulares de las Ayudas Periódicas de Inserción y Protección 
Social, y demás miembros adultos de su unidad familiar, y personas que habiendo 
sido incorporadas a programas de inserción en los dos años anteriores o en el 
ejercicio actual, a juicio de la unidad competente del Instituto de Servicios Sociales 
de la Región de Murcia, no hubieran alcanzado aún los objetivos previstos para su 
integración social y laboral.

 La inserción social podrá lograrse mediante la mera integración social o mediante 
la integración laboral, ya que en la situación de exclusión social podemos distinguir 
dos grandes grupos: los que aún conservan una capacidad laboral sufi ciente y los que, 
por su edad, no podrán insertarse socialmente a través de la integración laboral.

En el primero de los casos, las ayudas sociales deben ir dirigidas a eliminar los 
obstáculos que impidan o difi culten la incorporación laboral (por ejemplo, carencias 
en materia educativa o formativa, falta de oportunidades en el empleo, la marginación 
de la vida social ordinaria, problemas de salud, etc.), mientras que, en el segundo 
caso, las actuaciones deben ir dirigidas a favorecer la permanencia de la persona 
mayor en su medio familiar o comunitario, evitando el desarraigo y facilitando su 
participación en la vida social de acuerdo a su capacidad residual (por ejemplo, 
creación de centros de día)202.

Los Centros de Servicios Sociales a través de la U.T.S. correspondiente podrán 
establecer la necesidad de suscribir un nuevo Compromiso de Inserción con aquellos 
perceptores del IMI que se incorporen a los Programas de Inserción.

En la Orden anual de convocatoria se establecerán las prioridades que se con-
sideren necesarias para ordenar el acceso de estos colectivos en su incorporación 
a los Programas de Inserción203.

Para poder incorporar a las personas al Programa de Inserción (oferta laboral) 
más adecuado a su situación personal y familiar, de entre los existentes en la zona 
de su residencia, se realiza su perfi l socio-laboral, después de una o varias entre-
vistas con ella, en las que, además de sus preferencias y capacidades, se valoran 
otros factores como las alternativas existentes para poder conciliar su vida laboral y 

202  ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «Un sistema de 
protección social para las personas en riesgo de exclusión social», Ponencia presentada a las Jornadas 
de Estudio sobre la Protección Social en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y pres-
taciones económicas del ISSORM, celebradas en la Facultad de Ciencias Trabajo de la Universidad de 
Murcia, en mayo de 2004, pág. 11.

203  Véase, para el año 2004, la Orden de 2 de enero de 2004, sobre ayudas para programas de 
inserción (BORM núm. 3, de 5 de enero de 2004).
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familiar (Escuelas Infantiles, centros de día, proyectos de atención a la infancia…). 
La selección se realiza conjuntamente con la Entidad contratante, contando con las 
propuestas efectuadas por los Centros municipales de Servicios Sociales.

Podrán ser solicitantes y perceptores de estas Ayudas, las Corporaciones Lo-
cales, sus Mancomunidades y/o los Organismos Autónomos dependientes de ellas, 
las Empresas privadas y las instituciones sin fi n de lucro, ubicadas en la Región de 
Murcia, que desarrollen actividades que permitan la contratación de los colectivos 
priorizados en la correspondiente Orden de convocatoria, siempre que las entidades 
solicitantes reúnan una serie de requisitos (estar al corriente en el pago de obliga-
ciones fi scales y con la Seguridad Social, disponer de los permisos necesarios para 
ejercer la actividad correspondiente, etc.)204.

Si la Entidad contratante es una Corporación Local o una ONG, la cuantía de las 
Ayudas para Programas de Inserción podrá alcanzar hasta el equivalente al 90 % del 
importe del Salario Mínimo Interprofesional vigente o, en su caso, del salario base 
y complementos establecidos para la categoría profesional en el Convenio laboral 
correspondiente a la actividad a desarrollar o de los efectivamente propuestos por 
los solicitantes de la subvención y aceptados por el Servicio competente del Instituto 
de Servicios Sociales de la Región de Murcia, siempre que no sean inferiores al 
convenio, más la cuota patronal de la Seguridad Social, multiplicado por el número 
de perceptores del IMI que sean incorporados al Programa. En cambio, en el caso 
de empresas privadas, la cuantía de las ayudas para programas de inserción, podrá 
alcanzar hasta el 50% de los costes laborales y de Seguridad Social señalados 
anteriormente205.

La duración de los contratos subvencionados oscila entre 6 y 12 meses, según 
el tipo de Entidad contratante, la demanda efectuada y la necesidad del propio in-
teresado de un proceso de mayor o menor duración para su inserción socio-laboral. 
No obstante, en ocasiones, la duración inicial, aún siendo de 12 meses, resulta in-
sufi ciente para afi anzar el proceso de integración. Por ello, aunque la normativa no 
contempla la posibilidad de prórroga de las ayudas, a partir de la convocatoria de 
Ayudas para programas de Inserción del año 2000, se estableció la posibilidad de 
contratar de nuevo por una misma Entidad u otra diferente, a una persona incorpo-

204  Inicialmente se consideró que únicamente las O.N.G.s. podían optar a estos Programas y con-
siguientes subvenciones. Un año más tarde, esto es, 1995, se consideró que también los Ayuntamientos 
y, fundamentalmente, las empresas privadas, podrían realizar programas de inserción, contratando a per-
ceptores del IMI y también de las A.P.I.P.S., ya que sólo éstas últimas podrían incorporar posteriormente 
en sus plantillas de trabajadores a las personas benefi ciarias de la contratación subvencionada.

205  En la Región de Murcia, se advierte cierta resistencia a participar en estos programas por 
parte de las Empresas, a pesar del importante incentivo económico que supone para las mismas (50% del 
coste salarial y de la cuota patronal a la Seguridad Social). Fuente: ISSORM, Subdirección de Pensiones, 
Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección Social en la Región de Murcia. Especial referencia a 
las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. Resumen», cit., págs. 17-18.
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rada a un programa con cargo a la convocatoria del ejercicio anterior, aplicándose 
una reducción a la subvención a obtener206.

En efecto, en los supuestos de concesión de ayudas para personas que ha-
biendo sido incorporadas a programas de inserción en los dos años anteriores o 
en el ejercicio actual, a juicio de la unidad competente de la unidad competente del 
Instituto de Servicios Sociales de la Región de Murcia, no hubieran alcanzado aún 
los objetivos previstos para su integración social y laboral, la cuantía de la subvención 
podrá ser minorada en un 15 por ciento. No obstante, no procederá dicha reducción 
cuanto la persona a contratar se encuentre en alguna de las circunstancias siguientes: 
en situación de grave exclusión social; proceda de una entidad diferente a la que 
efectúa la nueva contratación; haya sido incorporada a un programa de inserción 
por un período inferior a 6 meses.

Salvo en estos supuestos, no podrá ser seleccionada ninguna persona que 
haya tenido vinculación laboral con la Entidad que va a realizar el proyecto de in-
serción.

El importe de la Ayuda en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente 
o en concurrencia con otras ayudas o subvenciones, supere el coste de la actividad 
a desarrollar por la Entidad benefi ciaria, procediendo, en su caso, el reintegro del 
exceso obtenido sobre dicho coste. 

En todo caso, las Ayudas se concederán en función de los créditos disponibles 
para estas atenciones, por lo que no bastará que en la entidad solicitante concu-
rran las condiciones y requisitos previstos, sino que será necesario, además, que 
su petición pueda ser atendida teniendo en cuenta las dotaciones presupuestarias 
existentes207.

Las Entidades perceptoras vendrán obligadas a:

– Dar de alta en el Régimen General de la Seguridad Social a todos los per-
ceptores del IMI incorporados al Programa y por los que la Entidad recibe 
la ayuda, así como fi rmar los contratos que procedan y por el tiempo que 
se establezca, debiendo acceder a todos los benefi cios que para el fomento 

206  ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección So-
cial en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 18.

207  En la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 
el año 2004, aparecen consignadas en el Programa 314 C, clasifi cación orgánica 51.00.00, las partidas 
presupuestarias destinadas al abono de las obligaciones contraídas como consecuencia del ejercicio de 
la acción social y, por tanto, la correspondiente a la concesión de las dotaciones económicas reguladas 
en la Orden de 2 de enero del año 2004. A tal fi n, se destinan 721.215 Euros, que se distribuyen de la 
siguiente forma: a) A Corporaciones locales: 360.607 €, del concepto presupuestario 510000314C.461.04; 
b) A Empresas privadas: 180.304 €, del concepto presupuestario 510000314C.471.00; c) A Instituciones 
sin fi n de lucro: 180.304 €, del concepto presupuestario 510000314C.481.04.
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de empleo se establecen en la legislación vigente, que, en todo caso, serán 
detraídos del importe global de la Ayuda para el Programa de Inserción. 

– Proporcionar a los participantes en el Programa la necesaria formación per-
sonal y profesional o facilitar la asistencia a los cursos que se consideren 
necesarios208, a fi n de lograr su capacitación para poder acceder en el futuro 
a un puesto en el mercado laboral, poniendo a disposición de los mismos, los 
medios necesarios. Se considera aconsejable la realización de 40 horas de 
formación, preferentemente durante el primer mes de ejecución del proyecto. 
Las horas de formación se computarán, en todos los casos, como jornada 
laboral. Aquellas personas que no precisen una preparación específi ca para 
la actividad laboral concreta a desarrollar, deberán recibir de forma directa o 
indirecta formación genérica (técnicas de búsqueda de empleo, educación 
de adultos, talleres, etc.). Dicha formación reviste un gran interés en el caso 
de las contrataciones efectuadas por Ayuntamientos y Entidades sin fi n de 
lucro, incidiéndose especialmente en la adquisición de hábitos laborales, en 
el aumento de sus propias capacidades y en el fomento de su autonomía 
respecto de los servicios sociales, para poder responder mejor a las exigen-
cias del mercado laboral.

– Garantizar el seguimiento a efectuar por el Trabajador Social de la U.T.S. 
correspondiente, de las personas incorporadas al Programa.

– Abonar la totalidad del salario convenido, mediante documento que justifi que 
fehacientemente el pago.

– Dar prioridad en la incorporación a los programas a las personas que reúnan 
las características que se enumeran a continuación y según el siguiente 
orden, siempre que el perfi l de la misma se adecue al puesto de trabajo a 
desempeñar: personas con cargas familiares no compartidas, de personas 
de edad igual o superior a 50 años y/o afectadas de discapacidad. 

Los contratos deberán incluir una cláusula en la que se establezca que el incum-
plimiento de las condiciones y contraprestaciones establecidas en el Compromiso 
de Inserción constituirá causa de resolución de los mismos.

Durante 2003, el número total de personas incorporadas a los Programas de 
Inserción ascendió a 162. De los 162 contratos celebrados, 93 se suscribieron con 
Organizaciones no gubernamentales, 53 con ayuntamientos y 16 con empresas, 
siendo el gasto total ejecutado de 1.286.071 euros209. 

208  Por ejemplo, Programa Operativo Regional Integrado fi nanciado por el Fondo Social Europeo, 
para desempleados y trabajadores, en las que se presta especial atención a mujeres, personas con 
discapacidad y colectivos en riesgo de exclusión social.

209  Sobre este extremo, así como sobre los demás datos relativos a la evaluación de las Ayudas 
para Programas de Inserción del ejercicio 2003, véase, ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y 
Programas de Inclusión: «La Protección Social en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas 
y prestaciones económicas del ISSORM. Resumen», cit., págs. 19 y ss.
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Del total de benefi ciarios del programa, un 77 % eran mujeres (126). Por razón 
de edad, son más numerosas las personas incorporadas con edades comprendidas 
entre los 36 y 50 años (74), seguidas de que tienen entre 16 y 35 años (67). En 
cuanto a la tipología según la composición del hogar, destacan las familias biparenta-
les y monoparentales con hijos menores de 12 años (62,29%), seguidas de familias 
monoparentales (58,65%). Por su nivel de formación, el grupo más numeroso es el 
constituido por personas con la EGB sin fi nalizar (70 personas ó el 43,21% del total). 
Por su relación con el empleo, destacan los parados de larga duración (73 personas 
ó el 45,07% del total). En atención a otros caracteres personales, cabe resaltar que 
23 personas (un 14,20%) eran discapacitadas; 36 benefi ciarios (un 22,23%) eran 
de etnia gitana y sólo 6 personas eran extranjeras (un 3,71%).

Por último, las categorías laborales ocupadas por las personas incorporadas al 
programa fueron las siguientes: Limpiadora (49 personas ó 30,25%), Peón (37 ó el 
22,84%), Ordenanza (16 ó el 9,88%), Cuidadora (16 ó 9,88%), Auxiliar Educativo 
y Auxiliar Administrativo (9 o el 5,56% cada una), Auxiliar de cocina (6 ó 3,71%), 
Gericultora, Conductor y Conserje (5 ó 3,09%), Auxiliar de sanidad (3 ó 1,86%) y, 
en fi n, Agente Intercultural (2 ó 1,24%).

c) Ayudas para grupos o necesidades específi cas.

Además de la prestación de Ingreso Mínimo de Inserción (de carácter perió-
dico) y de las Ayudas para Programas de Inserción (de carácter no periódico), el 
sistema público de protección social de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, comprende otras siete prestaciones económicas para la inserción social, que 
se relacionan a continuación, las tres primeras de carácter periódico, y las cuatro 
restantes, de carácter no periódico:

– Las Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social (A.P.I.P.S.).

– Las Ayudas Periódicas a Personas con Discapacidad (A.P.P.D.).

– Las Ayudas Económicas para la Atención de Personas Mayores en el medio 
Familiar y Comunitario (A.M.A.F.).

– Las Ayudas Individualizadas a personas con Discapacidad (A.I.P.D.).

– Las Ayudas Económicas para personas Mayores (A.E.P.M.).

– Las Ayudas no periódicas de Inserción y Protección Social (A.N.P.I.P.S.).

– Las Ayudas a personas en situación de Urgente Necesidad (A.U.N.).

Los cinco primeros tipos de ayudas relacionadas van destinadas a la cobertura 
de necesidades básicas o complementarias de colectivos específi cos: menores, 
personas mayores y personas minusválidas. En cambio, las dos últimas líneas de 
ayudas enumeradas tienen, desde el punto de vista subjetivo, naturaleza universal, 
en el sentido de que van dirigidas a la población en general, y, desde el punto de 



152

EL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN DE MURCIA

vista de su contenido, tienen carácter complementario, toda vez que su fi nalidad 
es complementar la cobertura de necesidades que no sean meramente básicas 
(alimentación y vestido), así como todas aquellas carencias que no puedan ser 
atendidas a través de otras ayudas, teniendo también acceso a las mismas los co-
lectivos protegidos por las Ayudas para grupos específi cos, en cuanto no se hallen 
cubiertas por éstas últimas.

1) - Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social (A.P.I.P.S.).

Instauradas en 1983, son, históricamente, las primeras prestaciones económi-
cas de protección social de personas en riesgo de exclusión, establecidas desde la 
Política social del Gobierno Autonómico, surgiendo como instrumento de apoyo en 
el proceso de desinstitucionalización de menores tutelados por la Administración 
Regional. 

Con el Decreto 43/1996, que modifi ca la confi guración del PRIPS establecida 
por el Decreto 39/1992, de 30 de abril, se cambia la denominación de estas ayudas, 
antes conocidas como «Ayudas Periódicas de Apoyo Familiar». Esta nueva deno-
minación, que se mantiene en el Decreto 65/1998, de 5 de noviembre (arts. 2 y 4), 
induce a confusión sobre su alcance y contenido, ya que todas las ayudas previstas 
en el Plan regional son de «inserción y protección social»210. Por ello consideramos 
que, en una futura reforma, debería modifi carse el modo de designarlas, ya sea re-
cuperando el nombre originario, o bien dando otro que arroje una información más 
precisa sobre su contenido y fi nalidad, como, por ejemplo, «Ayudas periódicas para 
la Protección de los Menores».

Actualmente, estas Ayudas tienen por objeto la protección de la infancia en situa-
ción de riesgo social, al evitar la desestructuración familiar y subsiguiente situación 
de desamparo y abandono de sus menores en momentos de crisis. 

Más exactamente, de acuerdo con el artículo 4 del Decreto 65/1998, su fi nali-
dad es proporcionar apoyo económico temporal a aquellas familias con menores a 
su cargo, cuya carencia de medios para proveer a su subsistencia, pudiera llevar 
a tales menores a una situación de riesgo social, garantizando la atención de los 
menores y su permanencia en la unidad familiar. 

Así pues, dentro de la política de inserción y protección social de la Región 
de Murcia, estas ayudas se sitúan en un nivel de prevención de dicha exclusión, 
ocupándose de aquellas circunstancias que limitan las capacidades de la familia 
para afrontar la subsistencia del grupo y el adecuado desarrollo personal y social 
de los menores211. 

210  Véase Dictamen 2/1996, del CES de la región de Murcia, sobre el Proyecto de Decreto sobre 
el Plan Regional de Inserción y Protección Social.

211  ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección So-
cial en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 13.
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Los benefi ciarios de estas Ayudas son los menores de 16 años de edad, cuyas 
familias tengan su residencia en la Región de Murcia, ampliándose la cobertura a 
los jóvenes que hayan cumplido ya 16 años pero sigan siendo menores de edad, 
siempre que realicen o se incorporen a una actividad formativa debidamente acredi-
tada (Enseñanzas Secundarias, Educación de adultos, Cursos del Servicio Regional 
de Empleo y Formación –SEF–, Cursos de Garantía Social, etc.). Sin embargo, la 
regulación vigente sigue sin incorporar las recomendaciones efectuadas en su día 
por el Consejo Económico y Social de la Región de Murcia al proyecto de Decreto 
sobre el Plan Regional de Inserción y Protección Social212, en el sentido de ampliar 
la cobertura a los menores que sin realizar actividad formativa debidamente acre-
ditada, puedan intentar su inserción social por otras vías, como por ejemplo con un 
contrato a tiempo parcial u otro tipo de situaciones asimilables.

Su mantenimiento se condiciona a las medidas de promoción social, personal 
y familiar establecidas en la Resolución de concesión, derivadas del proyecto de 
intervención social, o, en su caso, de la situación socio-familiar. 

Los requisitos de acceso son los siguientes:

– Residencia en la Región de Murcia.

– Menores hasta 16 años o de 16 a 18 años si realizan actividad formativa.

– Que la renta familiar sea inferior al 40% del Salario Mínimo Interprofesional 
por persona y mes, en cómputo medio anual.

– Unidad familiar compuesta por menos adultos capacitados para el trabajo 
que menores.

– Imposibilidad de acceder a otros recursos. Así, no se concederán a las fami-
lias que cuenten con algún adulto desempleado que reúna las condiciones 
para solicitar el IMI.

– Aceptación del proyecto de intervención familiar establecido con el Centro 
de Servicios sociales.

– Otros requisitos/condiciones para situaciones concretas.

La cuantía de estas ayudas oscila entre un mínimo de 30 euros y un máximo 
de 671,56 euros.

El gasto regional en Ayudas periódicas de Inserción y Protección Social en el 
ejercicio 2003, fue de 838.166 €, y el número de perceptores a 31-12-2003, fue 

212  Dictamen 2/1996, del CES de la región de Murcia, sobre el Proyecto de Decreto sobre el Plan 
Regional de Inserción y Protección Social, citado.



154

EL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN DE MURCIA

de 372. Entre los benefi ciarios de estas Ayudas se distinguen tres grupos bien 
diferenciados213:

– Unidades familiares monoparentales, sin apoyo familiar, cuyos escasos re-
cursos económicos, les hace especialmente vulnerables.

– Unidades familiares en las que los progenitores (uno o ambos) se encuentran 
incapacitados para el trabajo, precisando complementar con la ayuda sus 
propios recursos para satisfacer las necesidades de los menores.

– Unidades familiares desestructuradas, que, además de apoyo económico que 
garantice la cobertura de las necesidades básicas de los menores, precisan 
de apoyo técnico para superar su situación de exclusión.

2) - Ayudas Periódicas a Personas con Discapacidad (A.P.P.D.).

Desde su creación, estas ayudas han sido reformadas en dos ocasiones, con 
el fi n de adecuar la norma a la demanda existente y a las disponibilidades presu-
puestarias.

Actualmente, se hallan reguladas por Orden de 28 de diciembre de 2001214, 
parcialmente modifi cada por Orden de 2 de enero de 2003215.

La fi nalidad de estas ayudas es atender la prestación de ciertos servicios o 
tratamientos que deben ser dispensados de forma periódica (todos los días, dos o 
tres días a la semana), y por tanto deben ser abonados también de forma periódica 
(generalmente, con carácter mensual). Además, el plazo de presentación de solici-
tudes se encuentra abierto de forma ininterrumpida. 

A diferencia de las Ayudas Individualizadas a Personas con Discapacidad, el 
carácter periódico de las Ayudas ahora examinadas evita a los benefi ciarios de las 
mismas realizar una solicitud anual, así como la preparación de la correspondiente 
documentación cada año.

Concretamente, las ayudas pueden obtenerse para cualquiera de los fi nes se-
ñalados a continuación y por los importes máximos también indicados216:

213  ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección So-
cial en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 13 y fi cha contenida en anexo a la citada ponencia.

214  BORM nº 10, de 12-01-02.
215  BORM nº 4, de 7-01-03.
216  Véase ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección 

Social en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 25 y fi cha contenida en anexo a la citada ponencia.
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• Tratamientos:

– Terapia del lenguaje: hasta 140 euros/mes.

– Fisioterapia: hasta 140 euros/mes. 

– Psicomotricidad: hasta 140 euros/mes.

– Psicoterapia: hasta 140 euros/mes.

• Servicios de:

– Prestación permanente de servicios personales: hasta 250 euros/mes.

– Asistencia institucionalizada: hasta 400 euros/mes.

• Ayudas complementarias: 

– Transporte para asistencia a centro de tratamientos: hasta 160 euros/
mes.

Los requisitos de acceso son los siguientes:

– Residir y estar empadronado en algún municipio de la Región de Murcia, al 
menos 6 meses antes de la solicitud.

– Disponer de un renta per cápita inferior a un determinado porcentaje del SMI 
en función del número de miembros de la unidad familiar (80% SMI para 3 
o más miembros, 100% SMI en caso de 2 miembros y el 150% en caso de 
un solo miembro). 

– Estar afectado por un determinado grado de minusvalía, según el tipo de 
ayuda solicitada.

– Existencia de relación entre lo solicitado y la minusvalía.

– No disponer de bienes muebles e inmuebles que denoten la existencia de 
medios de vida sufi cientes para atender la necesidad para la que se solicita 
la ayuda, lo que será valorado por el órgano gestor competente mediante 
Baremo establecido reglamentariamente.

– Otros requisitos específi cos para ayudas concretas.

En el año 2003, el gasto total ejecutado para pago de estas ayudas ascendió a 
960.756 euros, atendiendo a un total de 581 perceptores (datos a 31-12-2003)217.

217  Fuente: ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección 
Social en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 25.
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El perfi l de los benefi ciarios de estas ayudas viene totalmente condicionado por 
el tipo y los objetivos de las mismas218:

– Para los tratamientos: personas con un grado de minusvalía igual o superior 
al 33%, que requieran tratamiento de fi sioterapia, logopedia, psicomotricidad, 
o psicoterapia, pudiendo concederse a personas con un porcentaje de minus-
valía inferior, siempre que dicho tratamiento sea considerado imprescindible 
por el Servicio de Valoración y Diagnóstico, para evitar el agravamiento de 
la minusvalía.

– Para la prestación permanente de servicios personales: personas con un 
grado de minusvalía igual o superior al 75%. Actualmente, casi el 65% de los 
benefi ciarios son personas mayores de 65 años, necesitadas del concurso 
de una tercera persona para realizar los actos más esenciales de la vida.

3) - Ayudas Económicas para la Atención de Personas Mayores en el medio 
Familiar y Comunitario (A.M.A.F.).

Actualmente, el ISSORM dispone de dos líneas de ayudas destinadas a la pro-
tección social de las personas mayores. La primera de carácter no periódico: Ayudas 
Económicas a personas mayores (A.E.P.M.) y la segunda de carácter periódico: 
Ayudas Económicas para la Atención de Personas Mayores en el medio Familiar y 
Comunitario (A.M.A.F.). A estas últimas nos referimos a continuación.

Actualmente estas ayudas se hallan reguladas por el artículo 5 del Decreto 
65/1998, de 5 de noviembre, si bien bajo el rótulo de «Ayudas Económicas para 
el Cuidado de Personas Mayores», así como por la Orden de 2 de enero de 2003 
(BORM. nº 4, de 7 de enero de 2004), a la que deben su reciente confi guración. 

Sus antecedentes los encontramos en el Decreto 43/1996, cuyo artículo 8 defi nía 
las Ayudas Económicas para el cuidado de personas ancianas, distinguiendo entre los 
benefi ciarios, cuyos requisitos se establecían en la Orden anual de convocatoria de 
las mismas, y las personas perceptoras de las ayudas, cuyos requisitos determinaba, 
remitiendo a la Orden anual de convocatoria la determinación de los requisitos y 
condiciones, tanto de la unidad familiar como del domicilio. La reglamentación de las 
mismas se llevó a cabo por una Orden de 1 de julio de 1996, hasta su derogación 
por la Orden de 2003.

El Decreto 65/1998 determina los posibles perceptores de estas ayudas, posi-
bilitándose el acceso a personas de edad comprendida entre 25 y 64 años.

El objetivo de estas Ayudas es proporcionar apoyo económico a las familias que 
tiene a su cargo a una persona mayor y asumen su cuidado integral, proporcionán-
dole las atenciones que necesitan para su mayor autonomía e integración social. El 
plazo de solicitud de las mismas permanece abierto de forma ininterrumpida.

218  Idem. págs. 25 y 26.
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Dentro de los requisitos de acceso, la normativa reguladora distingue los que 
debe reunir la persona benefi ciaria (la persona mayor) y los exigidos al solicitante 
y perceptor de la ayuda (el familiar que cuida a la persona mayor), si bien parece 
que la destinataria de las Ayudas no es la persona anciana, sino la persona que la 
cuida (art. 5.1 del Decreto 65/1998).

Así, respecto de la persona mayor, son requisitos necesarios:

– Tener una edad igual o superior a 75 años, necesitando apoyo para el des-
envolvimiento cotidiano.

– Tener entre 65 y 74 años, estar afectada por una minusvalía reconocida 
en grado igual o superior al 75%, necesitando el concurso de una tercera 
persona para la realización de las actividades básicas de la vida diaria.

– No tener ingresos procedentes del trabajo personal.

– No disponer de ingresos propios iguales o superiores al 125% del SMI vigente, 
salvo situaciones excepcionales que se establezcan reglamentariamente.

– Acreditar la necesidad de la ayuda mediante informe emitido por el órgano 
competente en materia de Servicios Sociales.

De otro lado, los requisitos exigidos a la persona cuidadora para el acceso a 
las Ayudas son los siguientes:

– Edad comprendida entre 25 y 64 años.

– No estar afectado por una minusvalía en grado igual o superior al 65%.

– Tener vínculo de parentesco con el/la benefi ciario de consanguinidad o afi -
nidad hasta el tercer grado.

– Disponer de una renta per cápita familiar inferior a un porcentaje del SMI 
vigente, establecido para cada unidad familiar, en cuyo cómputo se incluyen 
los ingresos de la persona mayor:

• 75% SMI renta per cápita para unidad familiar de dos miembros.

• 70% SMI renta per cápita para unidad familiar de tres miembros.

• 60% SMI renta per cápita para unidad familiar de cuatro miembros.

• 55% SMI renta per cápita para unidad familiar de cinco o más miem-
bros.

– Haber residido legalmente en territorio español diez años, de los que los 
cinco últimos deberá ser en la Región de Murcia. 
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– Ocuparse de la atención de la persona mayor, personalmente, o con los 
apoyos necesarios, bien sean éstos familiares o ajenos.

– Disponer de una vivienda que reúna las necesarias condiciones de habita-
bilidad, salubridad y accesibilidad.

– Suscribir un Acuerdo de Atención al Mayor. 

Hay que señalar que el Decreto 65/1998, exige también como requisito que 
debe cumplir la persona solicitante no realizar actividad laboral remunerada. Aunque 
esta condición no aparece detallada en la Orden de 2003, convendría, en una futura 
reforma de la normativa reguladora, proceder a la supresión de este requisito, ya que 
el mantenimiento de la incompatibilidad de la ayuda con cualquier actividad laboral 
remunerada, aunque sea a tiempo parcial, podría tener una repercusión negativa 
para la situación de la mujer, al quedar constreñida su actividad al reducto del hogar 
familiar primero para el cuidado de los hijos y después de los familiares ancianos, 
sin poder acceder a los benefi cios derivados de la legislación laboral (vacaciones, 
Seguridad Social, etc.)219.

De otro lado, el Decreto exige también que el solicitante proporcione personal-
mente la atención, mientras que la Orden admite que los cuidados se presten per-
sonalmente o con los apoyos necesarios, ya sean estos familiares o ajenos. Frente 
a la previsión del Decreto, que parece exigir una exclusividad en la dedicación, 
incompatible, por tanto, con cualquier otra actividad, la posibilidad establecida en la 
Orden de que para las atenciones a la persona mayor el familiar solicitante pueda 
contar con apoyos externos, permite entender que cabe compatibilizar el cuidado 
del familiar con el desarrollo de otras actividades, por ejemplo con el trabajo a 
tiempo parcial. En cualquier caso, convendría hacer las oportunas modifi caciones 
en el Decreto que precisen cuál es la intención del legislador y que, por evidentes 
razones de seguridad jurídica, pongan fi n a las discrepancias entre Decreto y Orden 
de desarrollo.

Por último, la Orden de 2003 incorpora como novedad la suscripción de un 
Acuerdo de Atención al mayor, en el que se hace referencia a la responsabilidad 
del solicitante (futuro perceptor de la Ayuda), como cuidador principal de la persona 
mayor, en orden a prestarle los cuidados adecuados y las atenciones necesarias, 
derivadas de la convivencia diaria en la Unidad Familiar, directamente, o con la 
colaboración de otros miembros de la familia, o incluso de personas remuneradas, 
ajenas a ésta.

Las cuantías de las Ayudas se encuentran establecidas en tres niveles, en 
función de la renta per cápita de cada unidad familiar, pudiendo ascender a: 150, 
210 ó 300 euros mensuales.

219  Dictamen 2/1996, del CES de la región de Murcia, sobre el Proyecto de Decreto sobre el Plan 
Regional de Inserción y Protección Social, citado.
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En el ejercicio 2003, el gasto ejecutado ascendió a 320.630 euros, siendo 228 
el número de perceptores en diciembre de 2003220.

4)- Ayudas Individualizadas a Personas con Discapacidad.

Estas prestaciones ya estaban contempladas, junto con el Ingreso Mínimo de 
Inserción y las Ayudas no periódicas de Apoyo Familiar (hoy denominadas Ayudas no 
periódicas de Inserción y Protección Social), en el Decreto 1/1991, de 10 de enero 
sobre el Plan Regional de Inserción, si bien con distinta denominación.

En efecto, en un momento inicial, se llamaron Ayudas Individualizadas a Minus-
válidos. Posteriormente, con la reforma de 1996, pasaron a denominarse Ayudas 
Individualizadas a Personas con Minusvalía. Finalmente, bajo el Decreto 65/1998, de 5 
de noviembre, se lleva a cabo un tercer cambio nominativo, pues, a partir de entonces 
reciben el nombre de Ayudas Individualizadas a personas con Discapacidad.

Actualmente se hallan reguladas por el artículo 8 del citado Decreto 65/1998, así 
como por la Orden de 2 de enero de 2004 (BORM. nº 3, de 5 de enero de 2004).

Se trata de ayudas de carácter no periódico, y se otorgan por una sola vez du-
rante el ejercicio económico a personas afectadas por una minusvalía física, psíquica 
o sensorial, que precisen determinados tratamientos, servicios, adquisiciones de 
instrumentos o ayudas especializadas. El plazo de solicitud es limitado, iniciándose 
el día siguiente a la publicación de la orden de convocatoria y fi nalizando general-
mente 3 meses después.

Desde el punto de vista subjetivo, al ser ayudas para personas con minusvalía 
o discapacidad, ésta ha de estar dictaminada con anterioridad a la solicitud de las 
mismas. La minusvalía solo tiene efectos legales cuando la Dirección del ISSORM, 
a propuesta del Servicio de Valoración y Diagnóstico, dicta la correspondiente reso-
lución, siendo la fecha de efectos la que consta en el citado documento. Además de 
las personas que tengan reconocida la condición legal de minusválidas, podrán ser 
benefi ciarias de estas ayudas personas afectadas por una discapacidad debidamente 
acreditada, que de no recibir el tratamiento necesario pudiera desembocar en una 
minusvalía defi nitiva o más grave, siempre y cuando se regule expresamente su 
acceso por la orden de convocatoria de estas ayudas.

De otro lado, son ayudas fi nalistas, es decir, van destinadas a apoyar económi-
camente a personas con discapacidad para la adquisición de artículos o aparatos 
(sillas de ruedas, prótesis, etc.) o para facilitar su vida y su movilidad en el propio 
domicilio (eliminación de barreras arquitectónicas, adaptación funcional del hogar…). 
Ahora bien, en cualquier caso, la ayuda solicitada tiene que estar relacionada con 
la minusvalía del interesado.

220  Fuente: ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección 
Social en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 32.
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Concretamente, las ayudas pueden obtenerse para cualquiera de los fi nes se-
ñalados a continuación y por los importes máximos también indicados221: 

– Dietas especiales: hasta 900 euros (año).

– Audífonos: hasta 800 euros.

– Gafas: hasta 200 euros.

– Prótesis: por el coste real.

– Prestación temporal de servicios personales: hasta 15 euros (diarios).

– Adquisición silla de ruedas: hasta 610 euros (año).

– Adquisición silla de ruedas eléctrica: hasta 2.410 euros.

– Obtención del permiso de conducir: hasta 300 euros.

– Adquisición vehículos especiales de baja velocidad: hasta 2.410 euros.

– Adquisición vehículos a motor: hasta 1.810 euros.

– Adaptación vehículos a motor: hasta 1.350 euros.

– Adaptación de la vivienda a las necesidades de la persona discapacitada: 
hasta 3.000 euros.

– Eliminación de barreras arquitectónicas: hasta 3.000 euros.

– Adquisición de ayudas técnicas (señales luminosas en lugar de timbre, fax, 
etc.): por el coste real.

Los requisitos para el acceso a estas ayudas son los siguientes:

– Residir y estar empadronado en algún municipio de la Región de Murcia, al 
menos 6 meses antes de la solicitud.

– No percibir otras ayudas que solas o en conjunción con las ahora examina-
das, superen los costes de los servicios que reciban o de las adquisiciones 
que deban realizar.

– No disponer de bienes muebles e inmuebles que denoten la existencia de 
medios de vida sufi cientes para atender la necesidad para la que se solicita 
la ayuda, lo que será valorado por el órgano gestor competente mediante 
Baremo establecido reglamentariamente.

221  Véase ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección 
Social en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 26 y fi cha contenida en anexo a la citada ponencia.
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– Estar afectado por minusvalía o discapacidad debidamente acreditada.

– Existencia de relación entre lo solicitado y la minusvalía.

– Otros requisitos específi cos para ayudas concretas.

En el año 2003, se concedieron 815 ayudas de un total de 1.530, con un gasto 
ejecutado de 740.713 euros.

5)- Ayudas Económicas para personas Mayores (A.E.P.M.).

Son prestaciones no periódicas, complementarias del Sistema de Seguridad 
Social, de carácter individual, cuya fi nalidad es proporcionar apoyo económico a 
las personas mayores, con rentas más bajas, para la atención de sus necesidades 
específi cas y, en general, la promoción de su bienestar social. El plazo de solicitud 
es limitado, iniciándose el día siguiente a la publicación de la orden de convocatoria 
y fi nalizando generalmente 3 meses después.

Tales ayudas, surgen en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia con 
las transferencias del INSERSO, siendo el año 1996, el primero en el que se ges-
tionaron por la Comunidad, a través del ISSORM. 

Sin embargo, en su confi guración actual son obra del Decreto 65/1998, que las 
incorpora al conjunto de Prestaciones autonómicas vigentes en materia de Inserción 
y Protección Social. Hoy en día se hallan reguladas por el artículo 9 del Decreto 
65/1998, de 5 de noviembre, así como por la Orden de 2 de enero de 2004 (BORM. 
nº 3, de 5 de enero de 2004).

Las A.E.P.M. pueden obtenerse para cualquiera de los fi nes señalados a con-
tinuación y por los importes máximos también indicados222:

• Atención domiciliaria básica:

– Limpieza del hogar/lavandería y plancha: 1.440 eros/año.

– Aseo personal: 1.080 euros/año.

– Dietas alimenticias especiales: 750 euros/año.

– Sustitución temporal de familiares: 730 euros/año.

– Suministro de alimentos elaborados: 540 euros/año.

222  Véase ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protec-
ción Social en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del 
ISSORM. Resumen», cit., pág. 28 y fi cha contenida en anexo a la citada ponencia. Además de los ahí 
especifi cados, las personas mayores de la Región de Murcia pueden tener acceso a otros servicios como 
Servicios de ayuda a domicilio, estancias diurnas, residencias, teleasistencia, y programa de vacaciones 
y termalismo. 
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• Atención domiciliaria complementaria:

– Adquisición de electrodomésticos de primera necesidad:

 · Lavadora: hasta 300 euros/año.

 · Frigorífi co: hasta 380 euros/año.

 · Cocina: hasta 240 euros/año.

 · Calentador: hasta 150 euros/año.

 · Otros electrodomésticos: por el coste real.

– Reparación y adaptación de la vivienda: hasta 2.200 euros/año. 

• Prótesis:

– Gafas: 200 euros/año.

– Prótesis dentarias: 800 euros/año.

– Audífonos (por unidad): 750 euros/año.

Podrán ser benefi ciarios y perceptores de estas ayudas:

– Los pensionistas de la Seguridad Social, en su modalidad Contributiva o no 
Contributiva.

– Los perceptores del Subsidio de Garantía de Ingresos Mínimos de la LISMI 
y de las Ayudas del Fondo Nacional de Asistencia Social.

– Los cónyuges de los anteriores benefi ciarios siempre que exista dependencia 
económica.

– Aquellas otras personas que por Ley o por Convenio Internacional sean 
benefi ciarias de prestaciones complementarias del Sistema de la Seguridad 
Social.

Son requisitos necesarios para la obtención de estas ayudas, los siguientes:

– Tener 60 años o más de edad.

– Ser pensionista de la Seguridad Social o del Fondo de Asistencia Social o 
cónyuge a cargo de un pensionista.

– Residir y estar empadronados en algún municipio de la Región de Murcia, 
al menos 6 meses antes de la solicitud.

– No percibir otras ayudas de carácter público de similar fi nalidad.
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– No disponer de bienes muebles e inmuebles que denoten la existencia de 
medios de vida sufi cientes para atender la necesidad para la que se solicita 
la ayuda, lo que será valorado por el órgano gestor competente mediante 
Baremo establecido reglamentariamente.

6)- Ayudas no periódicas de Inserción y Protección Social (A.N.P.I.P.S.).

Estas Ayudas surgen inicialmente en 1988 como una pequeña partida presupues-
taria, destinada a atender situaciones de necesidad de personas o familias, por parte 
de la Dirección del ISSORM. Posteriormente, esta consignación presupuestaria y su 
utilización fueron reglamentadas mediante una Orden de la entonces Conserjería de 
Bienestar Social, dando así origen a unas ayudas de carácter amplio, mediante las 
que se prevé la cobertura de muchas y muy diversas situaciones de necesidad que 
no pueden ser atendidas a través de otras Ayudas, incluso mediante las destinadas 
a colectivos específi cos (ancianos, menores y personas discapacitadas)223.

En el Decreto 39/1992, de 30 de abril, sobre el Plan Regional de Inserción y 
Protección Social, que sucedió al Decreto 1/1991, aparecen ya recogidas, si bien 
con el nombre de Ayudas no Periódicas de Apoyo Familiar. Con el Decreto 43/1996, 
se produce un cambio de denominación, pasando desde entonces a llamarse «Ayu-
das no Periódicas de Inserción y Protección Social», nombre con el que se siguen 
conociendo hoy en día.

Actualmente se hallan reguladas por el artículo 7 del Decreto 65/1998, de 5 
de noviembre, así como por la Orden de 2 de enero de 2004 (BORM. nº 3, de 5 de 
enero de 2004). El primero de dichos preceptos defi ne estas ayudas y determina 
quiénes pueden ser benefi ciarios, remitiendo a la Orden anual de convocatoria de 
las mismas, las clases y cuantías de estas Ayudas, así como las prioridades que 
se consideren necesarias para la concesión de las mismas. 

Pese a que su nombre resulta poco descriptivo del contenido y fi nalidad de estas 
ayudas, a través de las mismas se pretende proporcionar apoyo económico puntual 
a personas, familias o grupos, de economía modesta para hacer frente a gastos que 
pueden ser considerados excepcionales o extraordinarios. Concretamente, pueden 
concederse para alguna de las fi nalidades siguientes:

– Acondicionamiento básico de la vivienda habitual.

– Obtención de equipamiento doméstico o personal (por ejemplo, reposición 
de una lavadora o frigorífi co, el pago del alquiler o de un tratamiento buco-
dental).

223  Véase ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección 
Social en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 33.
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– Prestar apoyo económico en otros supuestos derivados de circunstancias 
excepcionales.

A efectos de estas ayudas, se entenderá por «Grupo» el constituido por un 
número de personas que, conformando una unidad convivencial, viven con carácter 
familiar o asimilado en el mismo hogar, asumiendo la condición de benefi ciaria la 
persona que ostente la titularidad de la vivienda que habiten o aquella que asuma 
la representación del grupo. En ningún caso se considerará grupo a personas que 
convivan en una vivienda tutelada o similar (art. 7.3 del Decreto 65/1998).

Podrán ser benefi ciarias de estas ayudas las personas, familias o grupos que 
reúnan los requisitos siguientes:

– Residir y estar empadronado en algún municipio de la Región de Murcia, al 
menos 6 meses antes de la solicitud.

– Disponer de una renta per cápita inferior al 50% SMI, vigente, salvo que el 
interesado viva solo y esté afectado por alguna minusvalía, en cuyo caso, 
el límite de ingresos se sitúa en el 70% SMI.

– No tener acceso a otros recursos para atender la necesidad para la que se 
solicita la Ayuda (pensiones, prestaciones o ayudas de carácter periódico).

– Acreditar la necesidad y la urgencia de la Ayuda, mediante informe emitido 
por el órgano con competencia en materia de Servicios Sociales.

– Otros requisitos específi cos para ayudas concretas.

La cuantía de las ayudas depende de la fi nalidad para la que se solicita, osci-
lando entre un mínimo de 150 euros y un máximo de 3.010 euros.

En el ejercicio 2003, el gasto ejecutado fue de 608.946 euros, cantidad que 
permitió atender 467 solicitudes, de un total de 1.141 demandas presentadas. Esta 
demanda se mantiene en niveles similares desde hace 3 o 4 años, incrementándose 
todos los años en 40 o 50 expedientes224.

7)- Ayudas a personas en situación de Urgente Necesidad (A.U.N.).

Estas Ayudas existen en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia desde 
el año 1996, en el que tras las transferencias del INSERSO, fueron reguladas, a 
partir de 1997, a través de una Orden o Convocatoria anual. 

Su nueva confi guración es obra del Decreto 65/1998, que las incorpora al con-
junto de Prestaciones autonómicas vigentes en materia de Inserción y Protección 
Social.

224  Véase ISSORM, Subdirección de Pensiones, Ayudas y Programas de Inclusión: «La Protección 
Social en la Región de Murcia. Especial referencia a las ayudas y prestaciones económicas del ISSORM. 
Resumen», cit., pág. 34. Para conocer el perfi l de los solicitantes, véase el citado documento, pág. 35.
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Actualmente se hallan reguladas por el artículo 10 del Decreto 65/1998, de 5 
de noviembre, así como por la Orden de 2 de enero de 2004 (BORM. nº 3, de 5 
de enero de 2004), si bien, esta última las denomina «Ayudas Especiales para la 
atención de circunstancias de carácter excepcional» (A.E.C.E.).

Al igual que las Ayudas no periódicas de inserción y protección social, estas 
ayudas tienen carácter complementario y alcance general, en el sentido de que van 
destinadas a cubrir circunstancias o necesidades no básicas, sino excepcionales. Pero 
las ayudas ahora examinadas son el último recurso ante situaciones de necesidad, 
mediante el cual se pretenden cubrir las «lagunas» que no puedan ser atendidas a 
través de cualquiera de las Ayudas o Prestaciones de carácter no periódico anterior-
mente expuestas (por ejemplo, un incendio en el domicilio de una familia que carece 
de seguro y de recursos para afrontar la reparación, graves difi cultades económicas 
por fallecimiento o enfermedad, etc.).

Esta función residual que tienen asignada hace que los requisitos de acceso 
sean más fl exibles que los exigidos para poder obtener otras ayudas, aunque la 
falta de objetivación de alguno de ellos, pueda rodear la concesión de las ayudas 
de un cierto margen de discrecionalidad. Así, las únicas condiciones establecidas 
son las siguientes:

– Residir en la Región de Murcia (no se exige ninguna antigüedad)

– Encontrarse en situación de urgente necesidad.

– No tener acceso a otros recursos.

En el ejercicio 2003 hubo 248 solicitudes de las que 94 obtuvieron Resolución 
de concesión, por un importe total de 125.175 euros.

2. EVOLUCIÓN DEL PRESUPUESTO DEL PROGRAMA DE AYUDAS Y SUBVEN-
CIONES CON ESPECIAL REFERENCIA AL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN

En los siguientes apartados se analizará desde una perspectiva económica 
la evolución del Programa de Ayudas y Subvenciones Sociales de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia con especial referencia al Ingreso Mínimo de 
Inserción. Así, entre otros aspectos, se podrá observar la evolución del presupuesto 
del Programa y los principales cambios en su estructura cuantitativa.

En el cuadro 1 y el gráfi co 1 se muestra la evolución del presupuesto anual del 
Programa de Ayudas y Subvenciones del Instituto de Servicios Sociales de la Región 
de Murcia, plasmando tanto las cantidades previstas inicialmente como el gasto 
fi nalmente ejecutado. En el período analizado (1994-2003) este último concepto se 
ha multiplicado por 2,55, lo que supone un incremento del 155% en el conjunto del 
período, tomando la variable a precios corrientes, es decir, sin descontar los efectos 
del crecimiento de los precios. Esta evolución, como se desprende de las últimas 
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columnas del cuadro, no ha sido homogénea en el tiempo. Los ritmos de crecimiento 
han sido muy distintos, con variaciones anuales que van desde el 38% de los años 
1995 y 1997, hasta la reducción del 10,6% en el año 1998, pasando por aumentos 
de distinta cuantía en el resto de años observados. 

Cuadro 1. Evolución del Presupuesto Inicial y del Gasto Ejecutado del Total 
del Programa de Ayudas y Subvenciones de la CARM. 1994-2003

Tasa de Variación Anual (%)

Presupuesto 
Inicial (€)

Gasto Ejecutado 
(€)

Diferencia 
(€)

Presupuesto 
Inicial

Gasto 
Ejecutado

1994 -- 2.760.280 -- -- --

1995 -- 3.808.539 -- -- 38,0

1996 3.906.579 3.904.542 2.036 -- 2,5

1997 5.419.224 5.418.524 700 38,7 38,8

1998 4.845.733 4.842.407 3.326 -10,6 -10,6

1999 4.987.307 4.964.154 23.152 2,9 2,5

2000 5.502.459 5.501.933 526 10,3 10,8

2001 5.856.605 5.851.075 5.529 6,4 6,3

2002 5.856.602 6.101.748 -245.146 0,0 4,3

2003 6.773.727 7.040.991 -267.264 15,7 15,4

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).

En cuanto a las diferencias entre el presupuesto inicial y el gasto ejecutado, 
éstas han sido bastante reducidas de 1996 a 2001 siendo, hasta este último año, 
el gasto fi nalmente ejecutado inferior a lo presupuestado. Sin embargo, en los dos 
últimos años el gasto ejecutado ha rebasado en aproximadamente un cuarto de 
millón de euros la dotación prevista, lo que supone un desfase alrededor del 4% de 
las cantidades inicialmente consignadas.

La estructura del programa de ayudas y subvenciones se encuentra en el cuadro 
2 donde se comparan los años 1998 y 2003. El Ingreso Mínimo de Inserción suponía 
en el año 1998 el 27,9% del presupuesto inicial del total de ayudas y el 20,7% del 
gasto ejecutado; siendo, en este concepto, la partida más cuantiosa. En cambio, en 
el presupuesto inicial el primer lugar lo ocupaba las Ayudas Periódicas de Inserción 
y Protección Social (denominadas hasta 1995 Ayudas Periódicas de Apoyo Familiar). 
Así pues, entre ambas partidas, representaban más del 56% del presupuesto inicial 
y el 41% de los gastos realizados. Le siguen en peso relativo las Ayudas Individuales 
a Personas con Discapacidad con el 18,3% de presupuesto inicial y el 20,0% de los 
gastos. Las Ayudas para Programas de Inserción  –directamente relacionadas con el 
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Ingreso Mínimo de Inserción– en su conjunto absorbían el 13,6% del presupuesto 
inicial y el 18,4% de los gastos ejecutados.

La estructura presupuestaria del año 2003 es muy similar a la del año 1998 con 
ligeras modifi caciones. El Ingreso Mínimo de Inserción ocupa la primera posición en 
el presupuesto inicial con el 24,0% del mismo, seguida de las Ayudas Periódicas de 
Inserción y Protección Social con el 20,4%. Las Ayudas a Personas con Discapacidad 
se desglosan en este año en las Ayudas Individuales a Personas con Discapacidad 
y Ayudas Periódicas a Personas con Discapacidad (de carácter no periódico) su-
poniendo, entre ambas, el 18,7% del presupuesto inicial. Las Ayudas Económicas 
para el Cuidado de Personas Mayores se convierten ahora en Ayudas Económicas 
a Personas Mayores para su Atención en el Medio Familiar y Comunitario, con una 
dotación inicial del 17,7% del programa de ayudas y subvenciones. En cuanto al 
gasto ejecutado la mayor cuantía se destina a Ayudas Económicas para Personas 
Mayores –con el 16,6%– seguida de las Ayudas Periódicas a Personas con Disca-
pacidad con el 13,6%. El Ingreso Mínimo de Inserción ocupa la tercera posición en 
el gasto ejecutado con el 12,7%.

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).

Gráfi co 1. Evolución del Presupuesto Inicial y del Gasto Ejecutado del Total 
del Programa de Ayudas y Subvenciones de la CARM. 1994-2003
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Cuadro 2. Estructura del Programa de Ayudas y Subvenciones. Años 1998 y 2003

Año 1998 Estructura porcentual

TIPO AYUDA/PRESTAC. O SUBVENCIÓN
PRESUPUESTO 

INICIAL (€)

GASTO 
EJECUTADO 

(€)
Diferencia

PRESUPUESTO 
INICIAL (%)

GASTO 
EJECUTADO 

(%)

Prestación de Ingreso Mínimo de Inserción 1.352.277 1.004.482 347.795 27,9 20,7

Ayudas para Programas de Inserción a corporaciones locales 360.607 359.868 739 7,4 7,4

Ayudas para Programas de Inserción a empresas privadas 120.202 75.717 44.485 2,5 1,6

Ayudas para Programas de Inserción a Instituciones sin fi n de lucro 180.304 454.085 -273.781 3,7 9,4

Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social 1.382.328 981.459 400.869 28,5 20,3

Ayudas Económicas para el Cuidado de Personas Mayores 204.344 183.687 20.657 4,2 3,8

Ayudas Individuales a Personas con Discapacidad 888.404 967.708 -79.304 18,3 20,0

Ayudas no Periódicas de Inserción y Protección Social 210.354 472.035 -261.680 4,3 9,7

Ayudas de Urgente Necesidad 30.051 50.058 -20.008 0,6 1,0

Ayudas Económicas para Personas Mayores 108.182 260.644 -152.462 2,2 5,4

Reincorporaciones de crédito 8.679 0,2

Recursos estimados 32.663 0,7

TOTAL 4.845.733 4.842.407 3.326 100,0 100,0

Año 2003 Estructura porcentual

TIPO AYUDA/PRESTACIÓN O SUBVENCIÓN
PRESUPUESTO 

INICIAL (€)

GASTO 
EJECUTADO 

(€)
Diferencia

PRESUPUESTO 
INICIAL (%)

GASTO 
EJECUTADO 

(%)

Prestación de Ingreso Mínimo de Inserción 1.622.732 891.585 731.147 24,0 12,7

Ayudas para Programas de Inserción a corporaciones locales 360.607 360.463 144 5,3 5,1

Ayudas para Programas de Inserción a empresas privadas 180.304 98.605 81.699 2,7 1,4

Ayudas para Programas de Inserción a Instituciones sin fi n de lucro 180.304 827.003 -646.699 2,7 11,7

Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social 1.382.328 838.177 544.151 20,4 11,9

Ayudas Económicas para el Cuidado de Personas Mayores - 97.210 1,4

Ayudas Individuales a Personas con Discapacidad 687.900 740.313 -52.413 10,2 10,5

Ayudas no Periódicas de Inserción y Protección Social 282.475 608.947 -326.472 4,2 8,6

Ayudas Especiales para la Atención de Circunstancias de Carácter 
Excepcional (antes Ayudas de Urgente Necesidad)

60.101 125.175 -65.074 0,9 1,8

Ayudas Económicas para Personas Mayores 240.404 1.172.127 -931.723 3,5 16,6

Ayudas Periódicas a Personas con Discapacidad 576.572 960.756 -384.184 8,5 13,6

Ayudas Económicas de Personas Mayores para su Atención en el 
medio Familiar y Comunitario

1.200.000 320.630 879.370 17,7 4,6

TOTAL 6.773.727 7.040.991 -267.264 100,0 100,0

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).
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Como puede apreciarse con claridad, entre los distintos capítulos de ayudas 
existen notables diferencias entre las cantidades inicialmente presupuestadas y el 
gasto efectivamente realizado. Además, estas diferencias se repiten, aunque con 
cantidades distintas, en los dos años analizados. Así, en el caso del Ingreso Mínimo 
de Inserción, el gasto ejecutado es sustancialmente menor al presupuesto inicial, 
sobre todo el año 2003 donde el gasto efectivo sólo supone el 55% de lo presupues-
tado. Algo similar ocurre con las Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social. 
Por el contrario, hay otras partidas donde el gasto es estructuralmente superior al 
presupuesto inicial, en concreto en Ayudas para Programas de Inserción a Institu-
ciones Sin Fin de Lucro, Ayudas no Periódicas de Inserción y Protección Social y 
en Ayudas Económicas para Personas Mayores.

A continuación se analizará con mayor detalle la evolución del Ingreso Mínimo de 
Inserción así como la experimentada por las Ayudas para Programas de Inserción y 
las Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social, dada su complementariedad 
con el primero en la lucha contra la pobreza y la exclusión social.

El presupuesto inicial del Ingreso Mínimo de Inserción (cuadro 3 y gráfi co 2) 
ha experimentado pocas modifi caciones entre los años 1996 y 2003. Tras produ-
cirse una reducción del 6,3%, en el año 1997, se incrementa en los años 1999 y 
2000 (11,1% y 8,0% respectivamente) y ha permanecido estancado en el trienio 
2001-2003 en una cifra de 1.622.733 euros. El gasto ejecutado nunca ha rebasado 
el presupuesto inicial manteniendo una tendencia decreciente, salvo en los años 
1996 y 2003. El mayor gasto ejecutado se produce en 1996 con 1.344.139 euros 

Cuadro 3. Evolución del Ingreso Mínimo de Inserción. 1994-2003

TASA DE VARIACIÓN ANUAL (%)

Presupuesto Inicial (€) Gasto Ejecutado (€) Diferencia (€)
Presupuesto 

Inicial Gasto Ejecutado

1994 1.215.571

1995 1.073.573 -11,7

1996 1.442.429 1.344.139 98.290 25,2

1997 1.352.277 1.160.522 191.755 -6,3 -13,7

1998 1.352.277 1.004.482 347.795 0,0 -13,4

1999 1.502.530 966.450 536.081 11,1 -3,8

2000 1.622.733 951.807 670.926 8,0 -1,5

2001 1.622.733 928.322 694.411 0,0 -2,5

2002 1.622.732 868.588 754.144 0,0 -6,4

2003 1.622.732 891.585 731.147 0,0 2,6

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).
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Gráfi co 2. Evolución del Ingreso Mínimo de Inserción. Presupuesto inicial y 
gasto ejecutado 1994-2003

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).

(el 93,2% de lo presupuestado), y el menor en 2002, con 868.588 euros (53,5% de 
la cantidad prevista inicialmente). 

Así pues, hasta el momento, la prestación del Ingreso Mínimo de Inserción no 
ha tenido que aplicar en ningún momento las previsiones recogidas en el artículo 
4.3 de la Orden de 16 de septiembre de 1994 (BORM del 28 de septiembre), de la 
Consejería de Sanidad y Asuntos Sociales, que establecen como límite a las ayudas 
el de los créditos disponibles. Por otra parte, las tendencias observadas no apuntan 
la aparición de problemas presupuestarios en el futuro, tal como está diseñado el 
Ingreso Mínimo de Inserción en la actualidad aunque se actualicen convenientemente 
las dotaciones iniciales.

En efecto, desde 1995, el número de solicitudes de esta prestación ha mantenido 
una tendencia decreciente con un ligero repunte en los años 2002 y 2003 (cuadro 
4), pasando de 1.464 solicitudes, en el primer año, a 401, en 2001, y 485 en 2003. 
Las prestaciones concedidas describen una evolución prácticamente paralela a la 
serie de solicitantes, de tal forma que 1995 es el ejercicio donde se conceden mayor 
número de ayudas por este concepto, en total 569, mientras que en el año 2001, con 
182 prestaciones concedidas, presenta su nivel mínimo. Lógicamente, esta evolución 
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está muy relacionada –inversamente– con la evolución del entorno económico ge-
neral y la fase expansiva de crecimiento experimentada por la economía española 
y murciana en este período.

Cuadro 4. Evolución de solicitudes y concesiones del Ingreso Mínimo de 
Inserción

Pendientes año 
anterior Solicitudes Concedidas

Denegadas o 
desistidas

En trámite a 31 
de diciembre

1995 1464 569 484 411

1997 401 831 480 512 240

1998 240 603 353 378 112

1999 112 501 281 213 119

2000 119 452 268 218 85

2001 85 401 182 156 148

2002 148 444 249 180 163

2003 163 485 239 301 108

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).

Gráfi co 3. Evolución mensual del número de perceptores del Ingreso Mínimo 
de Inserción

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).
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Los gráfi cos 3 y 4 informan de la evolución mensual del número de perceptores 
de Ingreso Mínimo de Inserción y de la cuantía media mensual de la prestación, 
respectivamente. En primer lugar, se aprecia la tendencia, ya apuntada, de disminu-
ción del número de perceptores. El perfi l descrito por esta serie mensual evidencia 
cierta estacionalidad con mayor número de benefi ciarios, por término medio, en el 
segundo y tercer trimestre del año lo cual puede obedecer simplemente al sistema 
de gestión.

El importe medio mensual de la prestación ha seguido una trayectoria ligeramente 
ascendente (gráfi co 4). Así, el promedio de los doce meses del año 1994 se sitúa 
en 193 euros por benefi ciario, elevándose esta cifra a 291 euros en el año 2003. 
Si tenemos en cuenta que estas cantidades están valoradas a precios corrientes 
y dado que el Índice de Precios de Consumo, entre los años considerados, se ha 
incrementado algo más del 30% en el conjunto de España (35% en el caso de la 
Región de Murcia), la prestación real media mensual sólo ha incrementado muy 
ligeramente el poder adquisitivo de los participantes en el programa, permaneciendo 
en unos niveles muy próximos a los del año 1995. 

Por otra parte, se observa una clara pauta estacional en la evolución mensual 
de la prestación con un aumento de la cuantía media en los meses de agosto. Pue-

Gráfi co 4. Evolución mensual del importe medio del Ingreso Mínimo de 
Inserción

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).
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de que esta pauta se explique porque probablemente se esté produciendo en este 
mes el libramiento de las ayudas para adquisición de material escolar a que tienen 
derecho las unidades familiares benefi ciarias del Ingreso Mínimo de Inserción con 
menores en edad escolar.

El Plan Nacional de Inclusión Social del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
nos ofrece la información de las rentas mínimas de inserción de las distintas Comu-
nidades Autónomas españolas en el período 2000-2003, lo cual permite comparar 
la cobertura e intensidad protectora en la Región de Murcia con el resto de Comu-
nidades Autónomas. La información originaria se reproduce en el cuadro 5.

Respecto a este cuadro, puede apreciarse, en el caso concreto de la Región 
de Murcia, que mientras los datos de gasto ejecutado son muy cercanos a los del 
cuadro 3, donde se plasmaba la evolución del presupuesto inicial y gasto ejecutado, 
no ocurre lo mismo con la información de benefi ciarios titulares que se presentó 
en el cuadro 4, observándose notables discrepancias –especialmente en el año 
2002– entre ambas fuentes. No obstante, la información del cuadro 4 se refi ere 
exclusivamente a nuevas prestaciones concedidas en cada año, la cual no tiene por 
qué coincidir con el número de benefi ciarios dado que en esta variable se pueden 
incluir benefi ciarios a los que se les haya reconocido la prestación en el ejercicio 
anterior. En concreto, para los años 2000 y 2001 el número de benefi ciarios coin-
cide con la media mensual de perceptores del IMI; sin embargo, en 2002 la media 
mensual de perceptores del IMI es de 249 (igual que el número de concesiones 
de la prestación) mientras que la información del Ministerio de Trabajo recoge 442 
benefi ciarios titulares. Se señala esta cuestión dado que el en año 2002 se produce 
un notable cambio en la posición relativa de la Región de Murcia en cuanto a gasto 
anual por titular. Así en los años 2000 y 2001 la Región ocupa el cuarto y sexto 
lugar en esta variable, respectivamente, con 3.274 euros por benefi ciario en 2000 
y 3.415 euros en 2001, ambos datos por encima de la media española, mientras 
que en 2002 desciende a la duodécima posición con 1.943 euros por benefi ciario, 
notablemente por debajo de la media nacional por el efecto conjugando del notable 
aumento del número de benefi ciarios –según datos del Ministerio de Trabajo– y la 
reducción del gasto ejecutado.

Asimismo, destaca el reducido número de benefi ciarios titulares de la Región de 
Murcia en comparación con el de otras regiones españolas con una población cercana 
a la murciana, o incluso menor, y unos niveles de renta por habitante muy similares. 
En el año 2002, los perceptores del IMI en la Región de Murcia suponían el 0,5% 
del número de benefi ciarios del conjunto del territorio español, lo que contrasta con 
el peso poblacional de la Región de Murcia que está cercano al 3%. Posiblemente, 
para profundizar más en esta cuestión además de contemplar los diversos requisi-
tos de acceso a la prestación se debe tener en cuenta también el efecto de otras 
ayudas destinadas a la inclusión social como, en el caso de la Región de Murcia, 
las Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social y realizar las comparaciones 
regionales una vez considerada la heterogeneidad de los distintos programas de 
ayudas y subvenciones destinadas a garantizar rentas mínimas.
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No obstante, si consideramos sólo el Ingreso Mínimo de Inserción y tenemos 
en cuenta la población de cada una de las regiones podemos medir la intensidad 
protectora de este instrumento en las distintas regiones tal como nos muestra el 
cuadro 6 donde se refl eja el gasto ejecutado del IMI por habitante y, como indica-
dor del grado de cobertura de la prestación, el número de benefi ciarios por cada 
mil habitantes. En ambas variables, y en los tres años considerados, la Región de 
Murcia ocupa la última posición.

Cuadro 6. Gasto por habitante y benefi ciaros por cada mil habitantes del Ingreso 
Mínimo de Inserción en las Comunidades y Ciudades Autónomas Españolas

Gasto per cápita (€Gasto per cápita (€Gasto per cápita ( )€)€ Benefi ciarios por mil habitantes

2000 2001 2002 2000 2001 2002

Andalucía 3,75 3,13 3,79 2,17 1,97 2,26

Aragón 2,18 2,14 2,35 1,17 1,18 0,89

Asturias 9,88 9,69 10,41 1,04 0,89 0,91

Baleares 1,28 1,54 1,84 0,67 0,61 0,82

Canarias 4,67 4,11 4,18 3,12 1,18 2,56

Cantabria 6,51 3,78 3,44 4,41 1,87 1,68

Castilla-La Mancha 1,12 1,11 1,24 0,47 0,44 0,42

Castilla y León 3,53 3,86 4,15 1,14 1,17 1,21

Cataluña 5,85 6,04 6,98 1,55 1,52 1,70

Extremadura 0,92 3,31 3,25 1,26 1,29 1,32

Galicia 4,65 5,29 5,27 1,52 1,63 1,57

La rioja 1,27 0,82 1,37 0,68 0,61 0,76

Madrid 4,79 4,54 4,70 1,51 1,34 1,34

Melilla 6,17 4,98 2,67 3,02 2,08 2,76

Región de Murcia 0,83 0,78 0,70 0,25 0,23 0,36

Navarra 7,49 8,23 8,41 3,35 4,17 4,88

País vasco 25,37 33,52 39,34 7,89 8,91 10,18

Com. Valenciana 2,43 2,38 1,41 0,62 0,61 0,92

España 5,14 5,49 5,99 1,85 1,73 1,97

Fuente: cuadro 5 e INE, Padrones de población.

El cuadro 7 recoge la evolución presupuestaria de las Ayudas para Programas 
de Inserción. En su regulación actual estas ayudas están destinadas al desarrollo 
de actividades que permitan la contratación de, entre otros, titulares y benefi ciarios 
del Ingreso Mínimo de Inserción en edad laboral, así como de titulares de las Ayu-
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das Periódicas de Inserción y Protección Social y demás miembros de su unidad 
familiar.

El presupuesto inicial de este tipo de ayudas ha permanecido prácticamente 
constante en el período analizado. Únicamente se produce un aumento del 9,1% 
en el año 2000 debido al incremento de la dotación de las ayudas destinadas a 
empresas (cuadro 8). El resto de posibles destinatarios (corporaciones locales y 
entidades sin fi n de lucro) no han incrementado su presupuesto inicial. Sin embargo, 
los gastos fi nalmente ejecutados han tenido una tendencia claramente creciente, 
exceptuando los años 1997 y 1998, rebasándose signifi cativamente en todos los 
ejercicios las cantidades inicialmente asignadas. Esta diferencia entre el gasto eje-
cutado y el presupuesto inicial se debe exclusivamente, tal como se detalla en el 
cuadro 8, al apartado de Ayudas para Programas de Inserción a Instituciones Sin 
Fin de Lucro cuyo gasto ejecutado rebasa considerablemente la asignación inicial, 
multiplicándolas por 4,6 en el año 2003. Este tipo de ayudas ha supuesto la contra-
tación de alrededor de 165 personas cada año como se plasma en el cuadro 9, la 
mayor parte de las mismas por las Instituciones sin fi n de lucro (el 57% en 2003), 
como ya se indicó anteriormente.

Cuadro 7. Evolución de las Ayudas para Programas de Inserción. 1994-2003

TASA DE VARIACIÓN ANUAL 
(%)

Presupuesto Inicial 
(€)

Gasto Ejecutado 
(€)

Diferencia
(€)

Presupuesto 
Inicial

Gasto 
Ejecutado

1994 63.563

1995 985.870 1.451,0

1996 661.113 1.046.789 -385.675 6,2

1997 661.113 926.984 -265.871 0,0 -11,4

1998 661.113 889.652 -228.539 0,0 -4,0

1999 661.113 1.007.289 -346.176 0,0 13,2

2000 721.215 1.095.658 -374.443 9,1 8,8

2001 721.215 1.129.434 -408.219 0,0 3,1

2002 721.215 1.210.377 -489.162 0,0 7,2

2003 721.215 1.286.071 -564.856 0,0 6,3

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).



177

CAPÍTULO 4: EL IMI DE LA REGIÓN DE MURCIA

Cuadro 8. Evolución de la Ayudas para Programas de Inserción por 
destinatarios. 1994-2003

Ayudas Para Programas de Inserción 
a Corporaciones Locales

Ayudas Para Programas de Inserción 
a Empresas

Ayudas Para Programas de Inserción a 
Instituciones sin fi n de lucro

(€)
Presupuesto 

Inicial
Gasto 

Ejecutado Diferencia
Presupuesto 

Inicial
Gasto 

Ejecutado Diferencia
Presupuesto 

Inicial
Gasto 

Ejecutado Diferencia

1997 360.607 430.325 -69.717 120.202 74.376 45.826 180.304 422.283 -241.979

1998 360.607 359.868 739 120.202 75.717 44.485 180.304 454.085 -273.781

1999 360.607 359.808 799 120.202 169.127 -48.924 180.304 478.355 -298.051

2000 360.607 360.094 513 180.304 116.596 63.707 180.304 618.967 -438.663

2001 360.607 355.348 5.259 180.304 117.101 63.202 180.304 656.984 -476.681

2002 360.607 359.572 1.035 180.304 107.788 72.516 180.304 743.017 -562.713

2003 360.607 360.463 144 180.304 98.605 81.699 180.304 827.003 -646.699

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).

Cuadro 9. Evolución de solicitudes y concesiones de las Ayudas para 
Programas de Inserción

Solicitudes Concedidas Desistidas Denegadas Acumuladas
Nº personas 
contratadas

1998 61 52 5 4 163

2000 68 52 7 2 7 165

2001 62 53 5 1 3 168

2002 60 53 7 161

2003 63 54 7 2 162

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).

Las Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social tienen como objeto 
conceder ayudas económicas para proporciona apoyo temporal a familias con hijos 
menores a su cargo y que no dispongan de medios materiales y económicos sufi cien-
tes para su cuidado. Entre otros requisitos –además del de residencia– es necesario 
percibir unos ingresos inferiores al 40% del salario mínimo interprofesional por per-
sona y mes en cómputo medio anual. Así pues, como mecanismo de complemento 
de rentas, tiene grandes similitudes con el Ingreso Mínimo de Inserción.

La evolución de su presupuesto se refl eja en el cuadro 10. Tras dos años de 
reducción, 1997 y 1998, el presupuesto inicial de este capítulo de ayudas ha perma-
necido inalterado en la cifra de 1.382.328 euros anuales, mientras que la evolución 
de sus gastos ha sido decreciente hasta 2001 experimentando un repunte el los 
dos años posteriores (gráfi co 5).



178

EL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN DE MURCIA

Cuadro 10. Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social

TASA DE VARIACIÓN ANUAL 
(%)

Presupuesto 
Inicial (€)

Gasto 
Ejecutado (€)

Diferencia
(€)

Presupuesto 
Inicial

Gasto 
Ejecutado

1994 1.277.511

1995 1.205.330 -5,7

1996 1.502.530 1.152.495 350.036 -4,4

1997 1.442.429 1.086.729 355.700 -4,0 -5,7

1998 1.382.328 981.459 400.869 -4,2 -9,7

1999 1.382.328 851.256 531.072 0,0 -13,3

2000 1.382.328 848.148 534.180 0,0 -0,4

2001 1.382.328 765.028 617.300 0,0 -9,8

2002 1.382.328 794.466 587.862 0,0 3,8

2003 1.382.328 838.177 544.151 0,0 5,5

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).

Gráfi co 5. Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).
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Gráfi co 6. Evolución mensual del número de perceptores de las Ayudas 
Periódicas de Inserción y Protección Social

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).

Cuadro 11. Evolución de solicitudes y concesiones de las Ayudas Periódicas de 
Inserción y Protección Social 

Pendientes 
año anterior Solicitudes Concedidas

Denegadas o 
desistidas

En trámite a 31 
de diciembre

1995 603 203 162 238

1997 157 408 212 181 172

1998 172 335 214 196 97

1999 97 345 173 152 117

2000 117 267 129 151 104

2001 104 301 101 141 163

2002 163 400 163 219 181

2003 181 372 139 335 78

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).
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Gráfi co 7. Evolución del importe medio mensual de las Ayudas Periódicas de 
Inserción y Protección Social

Fuente: Instituto de Servicios Sociales de las Región de Murcia (ISSORM), Consejería de Trabajo, 
Consumo y Política Social. Memorias Anuales (varios años).

La evolución descrita se corresponde en buena media a la evolución de solicitu-
des y concesiones de este tipo de ayudas (cuadro 11) observándose cierto parale-
lismo, aunque con cuantías inferiores, con la evolución de prestaciones concedidas 
de Ingreso Mínimo de Inserción.

La evolución mensual del número de perceptores de las Ayudas Periódicas de 
Inserción y Protección Social se encuentra en el gráfi co 6. La tendencia general es 
decreciente con el repunte fi nal ya mencionado al observar los datos anuales. A 
fi nales del 2003 el número medio de perceptores de esta prestación se situaba algo 
por encima de las trescientas personas.

La cuantía media mensual de las Ayudas Periódicas de Inserción y Protección 
Social ha ido creciendo, especialmente desde fi nales del año 1999 tras una primera 
fase de estancamiento. En promedio anual la cuantía media del año 1994 se situaba 
en 152 euros por perceptor y la del 2003 en 214 euros.
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3. ANÁLISIS ECONÓMICO DEL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN 
DE MURCIA. ESTIMACIÓN DE LOS UMBRALES DE POBREZA, POBLACIÓN 
BENEFICIARIA Y RECURSOS NECESARIOS PARA EL RECONOCIMIENTO DEL 
IMI COMO UN AUTÉNTICO DERECHO SUBJETIVO

3.1. Introducción

Los objetivos principales de la presente sección son dos: la estimación de la 
población benefi ciaria de la prestación de Ingreso Mínimo de Inserción y la cuantifi ca-
ción de los recursos presupuestarios necesarios para su garantía efectiva, como un 
auténtico derecho subjetivo en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

El interés por esta temática está plenamente justifi cado. La presencia de bolsas 
de pobreza severa en nuestra sociedad, y de la cada vez mayor concienciación 
social de la necesidad de una respuesta política a los problemas de exclusión so-
cial, que van más allá de la insufi ciencia de renta, propició que, por primera vez, 
en el Consejo Europeo extraordinario celebrado en Lisboa, en marzo de 2000, y 
con posterioridad, en la Cumbre de Feira, en junio de ese mismo año, los Jefes de 
Estado y de Gobierno suscribieran un documento de conclusiones que hacía de la 
promoción de la integración social un eje fundamental para la consecución de su 
objetivo estratégico en el presente decenio: «la conversión de la Unión Europea en 
la economía basada en el conocimiento más competitiva y dinámica del mundo, ca-
paz de crecer económicamente de manera sostenible, acompañada de una mejora 
cuantitativa y cualitativa del empleo y de una mayor cohesión social».

Entre los numerosos trabajos publicados hasta la fecha cabe mencionar el reali-
zado por L. Ayala y J. I. Palacio (2000), sobre la caracterización y determinantes de 
los hogares de baja renta en España. Con los datos ofrecidos por las dos Encuestas 
estructurales de Presupuestos Familiares, de 1980-81 y 1990-91, cifraron en unos 
350.000 hogares –un 3,1% del total– el número de hogares que al comienzo de los 
noventa se encontraban en situación de ingresos inferiores a los baremos establecidos 
en los programas de ingresos mínimos de inserción de las diferentes Comunidades 
Autónomas, que contenían a unas 940.000 personas. En la Comunidad Autónoma 
de Murcia, la incidencia de la pobreza se situaba un poco por encima de la media 
nacional, por afectar al 4,1 % de los hogares murcianos. En términos comparativos, los 
resultados también revelan una mejoría notable respecto a la situación de comienzos 
de la década de los años ochenta, en que la insufi ciencia de ingresos afectaba al 
7,4 % de los hogares españoles, unos 689.000 hogares aproximadamente, donde 
vivían 1.953.852 personas225. Unos resultados que concuerdan con los obtenidos 
en otros estudios, como los realizados por la Fundación EDIS a lo largo de las dos 
décadas referidas.

225  AYALA, L. y J.I. PALACIO (2000): «Hogares de baja renta en España: caracterización y deter-
minantes», Revista de Economía Aplicada, nº 23, págs. 35-70.



182

EL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN DE MURCIA

Este trabajo toma como punto de partida estos resultados y pretende ofrecer 
información actualizada sobre el número de benefi ciarios potenciales del IMI y de 
sus características más signifi cativas en lo tocante a los factores de riesgo, o de 
protección, de las situaciones de exclusión social en la Región de Murcia. 

3.2. Aspectos metodológicos

3.2.1. Las fuentes estadísticas

La mayor parte de los estudios sobre niveles de renta y condiciones de vida de 
los hogares españoles se apoyan en la explotación de los datos de dos encuestas 
de gran importancia social: el Panel de Hogares de la Unión Europea y la Encues-
ta Continua de Presupuestos Familiares. Mientras que, normalmente, los trabajos 
realizados hasta el momento se centran en una de ellas, en el presente estudio se 
utilizarán ambas al objeto de enriquecer el análisis. A continuación se detallan las 
características esenciales de estas dos encuestas.

El Panel de Hogares de la Unión Europea (PHOGUE)

En 1994, la Ofi cina Estadística de las Comunidades Europeas (EUROSTAT), 
publica los primeros resultados de una encuesta armonizada, realizada a escala 
europea, conocida en España como PHOGUE, cuyos objetivos principales, recogi-
dos en su metodología, se refi eren al «estudio de los cambios, las transiciones y 
las duraciones en y entre diferentes situaciones sociales y de condiciones de vida 
de la población». 

El PHOGUE gira en torno a dos unidades informativas diferentes: el hogar 
(fi chero HF) y la persona (fi chero PF). Siguiendo al INE, el hogar se defi ne como 
«la persona o conjunto de personas que ocupan en común una vivienda familiar 
o parte de ella, y consumen y/o comparten alimentos u otros bienes con cargo a 
un presupuesto». Por tanto, no todos los hogares españoles están representados 
en la muestra, por quedar excluidos los que carecen de vivienda habitual (los «sin 
techo») o aquellos otros que viven en hogares colectivos (residencias de ancianos, 
prisiones, etc.). Sólo quedan representados los hogares privados. Por otro lado, el 
fi chero de personas (PF) está compuesto por aquellos individuos que pertenecen 
a un hogar seleccionado en la muestra y tienen 16 ó más años. La información de 
ambos fi cheros, además, puede cruzarse mediante el uso de campos comunes, 
como el número de identifi cación del hogar, lo que permite conocer las causas de 
las situaciones de pobreza en función de las características de algún miembro del 
hogar, como el sustentador principal. 

La primera oleada de datos ofrecidos por el PHOGUE contiene en su fi chero 
de hogares aproximadamente unas 60.500 entradas de hogares representativas de 
los hogares de los 12 países miembros participantes en la encuesta. A lo largo del 
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tiempo, se han ido incorporando nuevos países, como Austria (1995) y Finlandia 
(1996). En la actualidad, los países representados son: Alemania, Austria, Bélgica, 
Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Italia, Luxemburgo, Portugal, 
Reino Unido y Suecia. El contenido informativo es diverso y atiende a caracterís-
ticas del hogar tales como su demografía, rentas, situación fi nanciera, vivienda y 
equipamientos del hogar, posesión de bienes duraderos y niños. En total son 59.852 
los hogares entrevistados en la octava, y última oleada de datos, correspondiente 
al año 2001, de los que 4.966 son hogares españoles. El fi chero de personas con-
tiene información sobre los miembros adultos del hogar, referida a las relaciones 
con la actividad económica, el desempleo, los ingresos y su procedencia, niveles 
educativos y formación en el puesto de trabajo, salud personal, relaciones sociales, 
migración y un módulo subjetivo que recoge la valoración que cada persona entre-
vistada tiene sobre su situación. Un total de 121.122 personas, de las que 11.964 
residen en España226. 

La Encuesta Continua de Presupuestos Familiares (ECPF)

Desde el año 1985, el Instituto Nacional de Estadística (INE) viene publicando 
una encuesta que se realiza a un conjunto de hogares residentes en viviendas 
familiares principales. En su origen, fue concebida para ofrecer información trimes-
tral sobre las dinámicas de los gastos de consumo de 3.200 hogares españoles 
representativos. Una década después, desde 1997, el dominio de la muestra llega 
a triplicar el número de hogares entrevistados, hasta alcanzar en el año 2000 los 
9.631 registros. 

La ECPF responde a un diseño de panel rotatorio trimestral, en el que la octa-
va parte de los hogares son reemplazados en la muestra cada trimestre, lo que se 
conoce como turno de rotación. Por tanto, a diferencia del PHOGUE, se trata de un 
pseudo-panel de hogares, puesto que cada hogar permanece en la muestra durante 
un período máximo de 2 años. Esta es una clara limitación para el análisis dinámico 
de la pobreza y de los procesos que conducen a la exclusión social. 

La mejora de la actual ECPF, sobre la diseñada inicialmente en 1985, no se 
limita a la extensión del número de hogares entrevistados, sino que proporciona una 
información más exhaustiva sobre las condiciones de vida en España. En particular, 
tal como está diseñada en la actualidad, y como se destaca en su metodología, 
permite la acumulación anual de los importes trimestrales de gastos e ingresos, 
posibilitando así la realización de estudios sobre desigualdad y pobreza que gene-
ralmente toman como información de base los fl ujos anuales de estas magnitudes, 
cuyos importes fi guran en los denominados fi cheros longitudinales. Estos fi cheros, 
en concreto los correspondientes a los años 1998 y 2000, son los utilizados en el 
presente estudio.

226  Esta cifra se refi ere únicamente a los mayores de 16 años. Al considerar también a los menores 
este dato se eleva a 15.907 personas.
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 Además de los ingresos y gastos del hogar, la ECPF contiene información 
detallada sobre otras muchas dimensiones relevantes de las condiciones de vida 
en España, como características del sustentador principal y de la vivienda principal, 
características y equipamiento del hogar, viviendas secundarias, etc.

Depuración de los datos

Se ha comprobado la existencia de información errónea en algunos registros 
del fi chero de hogares del PHOGUE. En la sexta oleada de datos, del año 1999, el 
fi chero HG contiene 117 registros de hogares muestrales españoles que contienen 
el código -8 como entrada de la variable HI100, renta neta total en el año anterior 
a la entrevista, cuya signifi cación según el Manual del Panel de Hogares es de «no 
aplicable». Dicha variable admite, además del citado código numérico, otros dos 
más, el -9, que signifi ca «dato perdido», o bien un número comprendido entre 1 y 
9999999990, que denota el nivel de ingresos del hogar. En principio pudiera pen-
sarse que esos registros son representativos de hogares que declaran no percibir 
ninguna cantidad de rentas, sin embargo, se ha podido evidenciar que no todos 
ellos tienen realmente ese signifi cado. Tras sumar la totalidad de las rentas percibi-
das por los miembros adultos de esos hogares, información contenida en el fi chero 
PH, de personas adultas, se ha constatado que sólo en 22 de esos registros se da 
esta circunstancia, ya que ningún miembro del hogar declara percibir ingresos. Las 
restantes 95 entradas realmente se trata de hogares cuyo código de identifi cación, 
variable HID, no aparece como tal en el fi chero de personas. Puesto que no existe 
persona mayor, potencial perceptor de ingresos, en el fi chero de personas, se ha 
procedido a su eliminación del fi chero de hogares, manteniendo los restantes 22 
hogares que declaran no percibir ingresos.

Algo similar ocurre con el fi chero de hogares de la última oleada de datos, la 
de 2001, cuya variable HI100 informa de las rentas netas del hogar percibidas en 
el año 2000, si bien el problema no afecta a tantos hogares. Se ha comprobado 
que, para el caso de España, en 16 registros aparece el mismo código -8, de los 
cuales, en 13 de ellos signifi ca realmente que el hogar no percibe ingresos y en los 
3 restantes signifi ca que son «hogares fantasma», al constatarse la ausencia de 
adultos en el fi chero de personas de ese año vinculados al código de identifi cación 
del hogar correspondiente. Por tanto, se ha procedido igualmente a la eliminación 
de esos 3 registros del fi chero de hogares.

Por último, se ha podido evidenciar que en uno y otro fi chero de hogares, en 
unos pocos registros, la suma de las cantidades de ingresos del hogar, procedentes 
de diversas fuentes de rentas, variables HI110 a HI138, incluyendo también los ajus-
tes de ingresos, realizados por el INE por ausencia de respuesta del hogar, variable 
HI140, no coincide exactamente con la cuantía que recoge la celda correspondiente 
a la variable HI100. En estos contados casos hemos corregido la cifra ofrecida por 
el PHOGUE.
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3.2.2. Estimación de la población benefi ciaria del IMI 

Uno de los objetivos principales de este estudio consiste en estimar la pobla-
ción que tendría derecho a la percepción de una renta mínima de inserción en la 
Región de Murcia. Ello consiste en cuantifi car el número de hogares que cumplen 
los requisitos vigentes expuestos anteriormente.

Con las restricciones que imponen las fuentes estadísticas utilizadas, al objeto 
de estimar el número de participantes en el IMI, se entenderá que una persona es 
benefi ciario potencial del programa si cumple los siguientes requisitos:

a)  El peticionario ha de ser miembro de un hogar cuyos ingresos no superen 
el umbral de pobreza.

b)  Su edad debe estar comprendida entre 25 y 64 años, o ser menor de 25 
años con hijos a su cargo.

c)  No ha de participar en ningún programa público de protección social.

d)  Ha de estar residiendo en la Región de Murcia al menos desde hace un 
año.

Con el fi n de describir con claridad los efectos que sobre el número de be-
nefi ciarios potenciales tiene la aplicación de estos cuatro requisitos de acceso se 
procederá, en primer lugar, a evaluar el alcance del requisito de insufi ciencia de 
ingresos. Posteriormente, se estimarán los efectos reductores que sobre el número 
de pobres tiene la aplicación de los tres restantes. Esta forma de proceder es de 
especial interés para la planifi cación económica de las posibles reformas del IMI, 
ya que ello permite conocer el coste asociado a la fl exibilización de los diferentes 
requisitos de acceso. 

3.2.3. Requisito de pobreza

A) ¿Cómo se mide la pobreza?

La medición de la pobreza, según Sen (1995), puede verse como dos ejercicios 
distintos, aunque interrelacionados. Esto es, primero la identifi cación de los pobres, 
y segundo, la agregación de las estadísticas referidas a los pobres así identifi cados 
para obtener un índice global de pobreza. En el enfoque tradicional de «recuento», 
prosigue Sen, el ejercicio de identifi cación se realiza utilizando la «línea de pobreza» 
como frontera. A continuación la agregación se lleva a cabo sencillamente contando 
el número de pobres, y calculando la proporción H, el ratio de «recuento», de las 
personas por debajo de la línea de pobreza227. 

227  SEN, A. (1995): Nuevo examen de la desigualdad, Madrid. Alianza Economía, 1995Nuevo examen de la desigualdad, Madrid. Alianza Economía, 1995Nuevo examen de la desigualdad , pág. 
119.
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Este es el método utilizado en este trabajo para identifi car a aquellos hogares 
que cumplen el primer requisito, de insufi ciencia de ingresos.

B) El indicador de bienestar elegido: la renta equivalente del hogar

El primer problema que debemos abordar es el de la elección del indicador de 
bienestar más adecuado. Pese al reconocimiento general de la naturaleza multidi-
mensional de la pobreza, la literatura especializada ha aproximado el bienestar de 
los individuos a través de alguna variable unidimensional. La literatura empírica ha 
abordado la medida de la desigualdad y la pobreza utilizando las distribuciones de 
variables observables, como la renta o el gasto. Y ello es así, porque, como afi rma 
Ruiz-Castillo (1987), constituyen buenas aproximaciones del bienestar individual que 
no es directamente medible228.

Pero ¿cuál de ellas es preferible? En esta cuestión no hay acuerdo general. 
Por ejemplo, Ruiz-Castillo defi ende que «existen razones conceptuales para prefe-
rir el gasto sobre los ingresos del hogar», y justifi ca su preferencia invocando los rir el gasto sobre los ingresos del hogar», y justifi ca su preferencia invocando los rir el gasto sobre los ingresos del hogar
modelos teóricos del comportamiento del consumidor: «... todas las teorías desde 
la aportación de Friedman (1957) destacan que las decisiones anuales de consumo 
guardan una relación más estable con la renta «permanente» que con los ingresos 
del período, que fl uctúan con el momento en que se esté del ciclo vital y están más 
contaminados por componentes estrictamente transitorios229contaminados por componentes estrictamente transitorios229contaminados por componentes estrictamente transitorios ». 

Una opinión similar se puede encontrar en Coudouel et al. (2002). El consumo es 
mejor que la renta porque: «... es un parámetro de resultados mejor que la renta, ... 
porque puede medirse mejor que la renta, y... porque refl eja de manera más fi dedigna 
el nivel de vida real de una unidad familiar y la capacidad de satisfacer sus necesi-
dades básicas230dades básicas230dades básicas ». Sin embargo, a renglón seguido defi enden una postura fl exible, 
no dogmática, ante la disyuntiva renta-gasto: «el uso de la renta como indicador de 
pobreza también tiene sus ventajas, ... [porque] por ejemplo... permite diferenciar 
entre las fuentes de ingresos, es más fácil comparar la renta con datos procedentes 
de otras fuentes (como los salarios), proporcionando así una comprobación de la 
calidad de los datos de la encuesta de unidades familiares. Por último, es posible 
que en algunas encuestas no se recojan datos de consumo o de gasto231que en algunas encuestas no se recojan datos de consumo o de gasto231que en algunas encuestas no se recojan datos de consumo o de gasto ».

Precisamente, de las dos fuentes estadísticas utilizadas, sólo la ECPF dispone 
de información sobre el gasto del hogar, pero no así el PHOGUE, que sólo informa 
sobre los niveles de ingresos y su procedencia. 

228  RUIZ-CASTILLO, J. (1987): La medición de la pobreza y de la desigualdad en España. 1980-
81, Servicio de Estudios del Banco de España. Estudios Económicos, nº 42, pág. 19.

229  RUIZ-CASTILLO, J. (1987), op, cit, pág. 19.op, cit, pág. 19.op, cit
230 COUDOUEL, A.; HENSTCHEL, J. y Q.T. WODON. (2002): «Medición y análisis de la pobreza», 

El Libro de Consulta para Estrategias de Reducción de la Pobreza. Vol. 1 – Técnicas básicas y problemas 
interrelacionados, págs. 1-58. worldbank.org/fi les, http://www.worldbank.org/poverty/ strategies, pág. 5.

231  COUDOUEL, A.; HENTSCHEL, J. y Q.T. WODON (2002), op. cit., pág. 5op. cit., pág. 5op. cit
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C) Ajustes de la renta

C.1) Ajustes según el tamaño y composición del hogar

Parece lógico que, a un mismo nivel de renta, los hogares más numerosos, 
gozarán de un nivel de bienestar inferior que aquellos menos poblados. Un primer 
ajuste requerirá defl actar el nivel de ingresos del hogar por el número de miembros 
que lo componen. Pudiera pensarse que bastaría con dividir el ingreso total del 
hogar por el número de personas de ese hogar, sin embargo, es fácil reconocer 
la presencia de economías de escala en el consumo, asociadas al ahorro de la 
convivencia, como el alquiler de la vivienda o su refrigeración, la luz o el mobiliario; 
rúbricas de gasto que no guardan una relación lineal con el tamaño del hogar, sino 
una relación cóncava que refl eja el ahorro que para un grupo de personas supone el 
compartir ciertos bienes colectivos del hogar. Por consiguiente, sólo si se supone la 
ausencia de economías de escala en el consumo será aceptable la renta per cápita
del hogar como indicador de bienestar, en caso contrario será necesario cuantifi car 
el alcance del ahorro asociado a la convivencia. Por otro lado, se puede considerar 
que las diferencias de edad pueden explicar necesidades distintas entre hogares con 
diferentes medias de edad. En particular, se puede sostener que los niños satisfacen 
sus necesidades con un nivel de recursos inferior a los adultos.

La necesidad de proceder a ciertos ajustes de la renta del hogar para realizar 
comparaciones normalizadas de bienestar parece incuestionable. La medida de las 
economías de escala, sin embargo, está lejos de ser una cuestión resuelta en la 
práctica. En los trabajos empíricos, en general, se han utilizado escalas de equi-
valencia ad hoc, que aplican ajustes arbitrarios y, por ende, sujetos a la crítica, en 
cuanto que los supuestos relativos a las economías de escala pueden alterar no sólo 
la identidad de los pobres sino también la extensión, profundidad y gravedad de la 
pobreza. Por ello, suelen realizarse análisis de sensibilidad de los estadísticos de 
pobreza respecto a la escala elegida. Conscientes de esta evidencia, se ha operado 
con dos escalas de equivalencia diferentes: la escala de la OCDE y la escala implícita 
en los programas autonómicos de ingresos mínimos de inserción. 

La escala de la OCDE, utilizada con frecuencia por EUROSTAT, pondera al primer 
adulto del hogar con 1, al resto de adultos con 0,7 y a los niños menores de 14 años 
con 0,5. Tanto el PHOGUE en su variable HD004 como la ECPF, variable UNIDCON1, 
informan del tamaño equivalente del hogar según la escala de la OCDE. 

Para el cálculo de la escala ofi cial, utilizada en aplicación de los programas 
de IMI se ha utilizado la información contenida en la tabla de la página 141, que 
presenta los ingresos mínimos garantizados según el número de miembros del 
hogar. Los pesos asignados a los diferentes miembros del hogar se encuentran en 
el cuadro 12.
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Cuadro 12. Escalas de equivalencia regionales implícitas en los programas de 
rentas mínimas en España. Año 2004

Número de miembros del hogar

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10

Andalucía 1,00 0,08 0,08 0,08 0,08 0,08 0,08 0,08 0,05 0,00

Aragón 1,00 0,30 0,20 0,20 0,20 0,10 0,10 0,10 0,10 0,10

Asturias 1,00 0,22 0,20 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Baleares 1,00 0,30 0,20 0,10 0,10 0,09 0,00 0,00 0,00 0,00

Canarias 1,00 0,10 0,00 0,10 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Cantabria 1,00 0,19 0,14 0,12 0,12 0,12 0,12 0,12 0,12 0,12

Castilla y León 1,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Castilla-La Mancha 1,00 0,07 0,07 0,07 0,07 0,07 0,07 0,07 0,07 0,07

Cataluña 1,00 0,14 0,11 0,11 0,09 0,09 0,09 0,09 0,09 0,09

Com. Valenciana 1,00 0,08 0,05 0,05 0,05 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Extremadura 1,00 0,08 0,08 0,08 0,08 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00

Galicia 1,00 0,12 0,10 0,08 0,03 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Madrid 1,00 0,25 0,15 0,15 0,02 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Murcia 1,00 0,33 0,22 0,22 0,18 0,18 0,18 0,18 0,00 0,00

Navarra 1,00 0,15 0,10 0,10 0,10 0,10 0,10 0,02 0,00 0,00

País Vasco 1,00 0,25 0,10 0,10 0,06 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Rioja La 1,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

ESPAÑA 1,00 0,16 0,11 0,09 0,07 0,05 0,04 0,04 0,03 0,02

Fuente: elaboración propia a partir de la tabla de la página 141.

En el cuadro 12 aparecen las escalas de equivalencia implícitas en el sistema 
de baremos actualmente vigentes en las Comunidades Autónomas. Contiene, 
además, una fi la con la escala ofi cial nacional, que se ha equiparado a la media 
simple de las escalas de equivalencia autonómicas; se trata, obviamente, de un 
artifi cio metodológico, pero de gran utilidad práctica para poder identifi car a los 
pobres.

Las escalas ofi ciales de pobreza tampoco se han visto libres de crítica, 
por incorporar valoraciones que pueden alejarse también del efecto real de las 
economías de convivencia. Aún así, como argumentan Ayala y Palacio (2000), 
«la ventaja de este procedimiento es que los baremos de los programas auto-
nómicos pueden considerarse como manifestación de las preferencias reveladas 
de los ciudadanos de cada región [...] El promedio de la cuantías fi jadas en los 
respectivos sistemas puede servir, por tanto, como referencia para el cálculo de 
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un umbral nacional que permita evaluar la extensión del problema de los bajos 
ingresos232».

La expresión formal de la escala ofi cial de equivalencia nacional es:

donde:

δ = ponderación asignada al miembro j del hogar

i =Comunidad Autónomai =Comunidad Autónomai

Las escalas ofi ciales presentan la concavidad típica de toda escala de equi-
valencia, aunque se observa que su alcance es muy superior al de las escalas de 
equivalencia más usuales. Otro rasgo distintivo es que dependen exclusivamente del 
tamaño del hogar, soslayando por completo las economías de consumo asociadas 
a las diferencias medias de edad de los hogares. 

El cuadro muestra también con claridad un elemento más que contribuye a la 
diversidad de criterios reguladores del IMI. Las ponderaciones asignadas a cada 
miembro adicional del hogar difi eren sustancialmente entre Comunidades Autónomas. 
Incluso hay regiones, como La Rioja, que suponen una independencia completa 
entre las necesidades y el tamaño del hogar. Un resultado lógico si se atiende a 
la consideración del legítimo derecho al ejercicio de su autonomía, pero que pone 
en entredicho el principio de igual de trato, con independencia de la región de re-
sidencia.

C.2) Ajustes por diferencias interregionales de precios

Si los niveles de precios regionales –y sus variaciones–, respecto al índice de 
precios nacional, son diferentes, el coste de satisfacer las necesidades básicas puede 
diferir entre Comunidades Autónomas. Por consiguiente, para poder realizar compa-
raciones homogéneas de bienestar entre hogares residentes en regiones distintas, 
se deben realizar ajustes adicionales de las rentas nominales con la aplicación de 
las paridades del poder adquisitivo regionales. 

En este trabajo se han aplicado las paridades del poder adquisitivo regionales 
que se detallan en el cuadro 13.

232  AYALA, L. y J.I. PALACIO (2000): op. cit., pág. 38.
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Cuadro 13. Paridades regionales del poder adquisitivo

1998 2000

Andalucía 96,7 96,1

Aragón 97,1 97,0

Asturias 101,6 101,5

Baleares 105,1 105,3

Canarias 98,4 98,1

Cantabria 99,1 99,0

Castilla y León 96,5 96,3

Castilla-La Mancha 93,2 92,8

Cataluña 106,2 107,1

Comunidad Valenciana 99,5 99,3

Extremadura 90,4 89,0

Galicia 99,0 99,0

Madrid 100,6 100,3

Murcia 97,5 98,2

Navarra 113,2 113,5

País Vasco 105,5 106,1

La Rioja 100,3 101,8

Fuente: L. AYALA; R. MARTÍNEZ y J. RUIZ-HUERTA (2001): «La descentralización territorial de las 
prestaciones asistenciales: efectos sobre la igualdad». Documento de Trabajo, Instituto de Estudios 
Fiscales, Serie Economía, 16/2001. Pág. 17.

D) Las líneas de pobreza

Las líneas de pobreza son los umbrales, o puntos de corte, que diferencian 
a los pobres de los que no lo son. Normalmente, representan niveles mínimos de 
bienestar socialmente admisibles. 

En este trabajo se han aplicado dos tipos de umbrales: los utilizados por el CES 
y el umbral ofi cial de pobreza. 

D.1) Las líneas del Consejo Económico y Social

El Consejo Económico y Social ha utilizado en otros Informes diversos umbrales. 
Según la gravedad de la pobreza distingue233:

233  Por ejemplo, CES (2001): La pobreza y la exclusión social en España: propuestas de actuación 
en el marco del plan nacional para la inclusión social. Colección Informes, Informe 2/2001.
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• Precariedad económica: Un hogar, o una persona, se encuentra en situación 
de precariedad económica si su renta equivalente está comprendida entre 
el 35 y el 50 por ciento de la renta media.

• Pobreza moderada: Si su renta equivalente se sitúa entre el 25 y el 35 por 
ciento.

• Pobreza grave: Si está comprendida entre el 15 y el 25 por ciento.

• Pobreza extrema: Cuando no supera el 15 por ciento de la renta media.

Los dos últimos estratos constituyen la denominada pobreza severa.

La renta media se puede calcular sobre la distribución de hogares o la de per-
sonas, dependiendo de la unidad de análisis que elijamos.

¿Cómo se calcula la renta media equivalente por hogar?

La renta media equivalente del hogar se defi ne como la media por hogar de 
la renta media por unidad de consumo. Para obtenerla, se calcula en cada hogar 
muestral la renta media por unidad de consumo (número de adultos equivalentes del 
hogar), se asigna dicha renta media a cada uno de los hogares que representa en 
la población el hogar muestral y se calcula la renta media por hogar de las rentas 
medias por unidad de consumo. 

La información necesaria aparece en las fuentes estadísticas utilizadas en las 
siguientes variables:

PHOGUE ECPF

Unidades de consumo del hogar (escala OCDE) HD004 UNIDCON1

Renta total neta del hogar HI100 (corregida) INGNETTO

Peso del hogar / factor de elevación a la población HG004 FACTOR

Paridades del poder adquisitivo regionales (incluida) - PPA

¿Cómo se calcula la renta media equivalente por persona?

La renta media equivalente por persona se defi ne como la media por persona 
de las rentas medias por unidad de consumo. Para su obtención, se calcula en cada 
hogar muestral la renta media por unidad de consumo, se asigna a cada uno de 
los miembros de dicho hogar y se estima la renta media por persona de las rentas 
medias por unidad de consumo para el conjunto de la población.
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La información requerida se encuentra en las siguientes variables:

PHOGUE ECPF

Unidades de consumo del hogar 

(escala OCDE)

HD004 UNIDCON1

Renta total neta del hogar HI100 (corregida) INGNETTO

Peso del hogar / factor de elevación a 

la población

HG004 x HD001 FACTOR x TAMAHOG

Paridades del poder adquisitivo 

regionales (incluida)

- PPAR

En este trabajo se ha utilizado la renta media equivalente por persona, como 
variable instrumental, para el cálculo del umbral de pobreza de cada hogar. El pro-
cedimiento ha sido el siguiente:

Donde:

U h
j = Niveles del umbral de pobreza del hogar (precariedad, pobreza moderada, h = Niveles del umbral de pobreza del hogar (precariedad, pobreza moderada, h
j = Niveles del umbral de pobreza del hogar (precariedad, pobreza moderada, j

grave y extrema)

Eh = Tamaño equivalente del hogar o número de unidades de consumo del h = Tamaño equivalente del hogar o número de unidades de consumo del h

hogar.

Xe = Renta media equivalente por persona, tal como se defi nió anteriormente.e = Renta media equivalente por persona, tal como se defi nió anteriormente.e

ah = Número de adultos del hogar h = Número de adultos del hogar h h.

mh = Número de menores de 14 años del hogar h = Número de menores de 14 años del hogar h h.
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D.2) Líneas ofi ciales de pobreza

A diferencia de otros países, como el Reino Unido o los Estados Unidos, que 
cuentan con líneas ofi ciales para medir la pobreza, en España no se dispone de un 
umbral ofi cial de pobreza. Sin embargo, los gobiernos autonómicos, implícitamente, a 
través de los baremos ofi ciales de IMI, aplican una línea de pobreza para identifi car 
a aquellos peticionarios que cumplen el requisito de insufi ciencia de ingresos.

Sobre la base de estas líneas de pobreza autonómicas se puede estimar un 
umbral de pobreza nacional a través de la siguiente fórmula:

�

�

�
��

�

�

� �����
� ×= ∑∑

== ��

� δ

Donde: 

Uh = Umbral de pobreza del hogar h.

i = Comunidad Autónoma.

j = Número de miembros del hogar.

B = Cuota básica.B = Cuota básica.B

δ = Pesos de la escala de equivalencia.

O, lo que es lo mismo:





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siendo E h el tamaño equivalente del hogar, según la escala nacional.h el tamaño equivalente del hogar, según la escala nacional.h

El cuadro 14 recoge las cuotas básicas del IMI en las diferentes CC.AA. en 
1999, y el cuadro 15 los resultados correspondientes al umbral ofi cial de pobreza 
por tamaño del hogar, de acuerdo con el procedimiento descrito.
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Cuadro 14. Cuotas básicas del IMI por Comunidades Autónomas. 1999

Comunidades Autónomas
Cuota básica Año 1999

(euros por mes)

Andalucía 263,37

Aragón 240,40

Asturias 266,13

Baleares 266,13

Canarias 210,35

Cantabria 249,42

Castilla y León 260,25

Castilla-La Mancha 291,49

Cataluña 268,48

Comunidad Valenciana 281,09

Extremadura 318,60

Galicia 228,14

Madrid 244,07

Murcia 228,38

Navarra 318,60

País Vasco 277,37

La Rioja 274,06

Ceuta y Melilla 120,20

Fuente: LAPARRA NAVARRO, M. et al. (2003): La garantía de ingresos mínimos en Navarra. Un 
estudio evaluativo de la Renta Básica 1990-2001, Gobierno de Navarra, Departamento de Bienestar 
Social, Deporte y Juventud, 2003, pág. 97.

Cuadro 15. Línea ofi cial de pobreza según tamaños del hogar

Nº de miembros del hogar Euros/mes

1 263,90

2 304,19

3 331,92

4 355,41

5 373,56

6 386,38

7 397,61

8 405,18

9 410,99

10 415,98

Fuente: elaboración propia a partir de cuadro 14 y cuadro 12.
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E) Identifi cación de la pobreza

El problema de identifi cación consiste en conocer quiénes son los pobres y 
cuáles son sus características distintivas, de forma que logremos identifi car el rostro 
de los pobres: la incidencia por sexo, lugar de residencia, estado civil, relación con 
la actividad, etc. 

Diremos que un hogar h, perteneciente a una muestra de hogares, es pobre 
si la suma de las rentas de sus miembros, emanadas de todo tipo de fuentes, es 
menor que su umbral de pobreza. 

Sean n hogares cuyas rentas se distribuyen según el siguiente vector: 
, cuyas entradas son no negativas. 

Diremos que el hogar h es pobre –es un elemento de T–, si su renta h es pobre –es un elemento de T–, si su renta h X h es h es h

menor que su umbral de pobreza Z h:

{ }{ }�{ }{ }�{ }{ }�{ }{ }�{ }{ }�{ }{ }�{ }��� { }<{ }{ }∈{ }= { }�{ }���

donde ZhZhZ es el umbral de pobreza del hogar (U h
j y U h anteriores) . Por consiguiente, 

la identidad de los pobres puede depender tanto de la línea de pobreza como de la 
escala de equivalencia utilizadas234.

F) Incidencia de la pobreza 

Llegados a este punto, podemos calcular la extensión de la pobreza, o el nú-
mero de hogares, o personas, cuya renta está por debajo del umbral de pobreza. 
Este modo de agregar las estadísticas de los pobres, para obtener algún indicador 
agregado de pobreza, es el modo más sencillo y, a la vez, extendido de medir la 
pobreza. Se trata simplemente de contar el número de pobres. Normalmente, se 
presenta en su forma normalizada, relacionando el número de pobres con la po-
blación total, como forma útil de realizar comparaciones de pobreza en el tiempo o 
entre poblaciones coetáneas.

El índice de recuento, que así se conoce a este indicador de pobreza, en su 
forma porcentual se defi ne formalmente como: 

���×=
�
�

�

H expresa el porcentaje que representan los hogares pobres, H expresa el porcentaje que representan los hogares pobres, H q, respecto al total 
de hogares, n. Este índice también se puede usar de forma análoga para conocer 
la incidencia personal de la pobreza.

234  Véase apartado de escalas y umbrales.
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3.3. Resultados

Como ya se ha puesto de manifi esto, en los estudios de pobreza los resultados 
son muy sensibles a la fuente estadística utilizada, lo cual siempre hace aconsejable 
que se contrasten varias fuentes con el objeto de tener una visión más completa de 
este fenómeno. Por ello, en el presente estudio se ha optado por aplicar la metodo-
logía expuesta en el epígrafe anterior a las dos fuentes estadísticas disponibles con 
el sufi ciente grado de desagregación que permita una aproximación a la población 
potencialmente benefi ciaria del Ingreso Mínimo de Inserción. Estas fuentes son la 
Encuesta Continua de Presupuestos Familiares (ECPF) y el Panel de Hogares de 
la Unión Europea (PHOGUE); si bien, como se ha mencionado y quedará más claro 
en los apartados que siguen, cada una de ellas tiene unas características específi -
cas en cuanto a variables observadas y defi nición de las mismas, lo que impide la 
reproducción de todos los pasos en ambas fuentes de datos. 

La determinación de los umbrales de pobreza también supone otra fuente de 
discrepancia de los resultados, por lo que conviene utilizar diversos umbrales. Tal 
como se ha señalado, en esta investigación se ha optado por aplicar dos enfoques 
distintos. Por un lado, se utilizarán los umbrales, o líneas de pobreza, defi nidos como 
un determinado porcentaje de la renta media, tal como se hace en diversos estudios 
del Consejo Económico y Social. Por otro, se aplicarán los umbrales ofi ciales como 
promedio de los baremos ofi ciales regionales del Ingreso Mínimo de Inserción.

Para una interpretación más clara de los resultados conviene detenerse un 
instante en observar los pasos que se han ido aplicando y sintetizar así el método 
empleado.

En primer lugar, en la ECPH nos encontramos 9.631 hogares a los que se ha 
entrevistado requiriéndoles un amplio conjunto de información que va desde la com-
posición del hogar hasta sus gastos e ingresos entre otros muchos aspectos. Por su 
parte, en el PHOGUE se dispone de información de 4.966 hogares residentes en 
España con variables que recogen diversos aspectos socioeconómicos del hogar 
y condiciones de vida de la población. En una etapa preliminar se ha procedido a 
depurar la base de datos corrigiendo situaciones como la ausencia de información, 
lo que ha supuesto que fi nalmente la muestra del PHOGUE del año 2001 se haya 
quedado en 4.963 observaciones.

El siguiente paso ha sido corregir la renta235 de cada hogar para expresarla 
en términos de paridades de poder adquisitivo. En concreto, se ha dividido (y mul-
tiplicado por cien) la renta de cada hogar por los índices de precios relativos que 
se presentan en el cuadro 13 según la Comunidad Autónoma de pertenencia del 

235  La renta del hogar está formada por los todos los ingresos netos, es decir, descontando los 
impuestos directos y cotizaciones sociales. En los ingresos se incluyen los del trabajo (sueldos y salarios 
regulares y extraordinarios), las rentas del autoempleo, las rentas de la propiedad (dividendos, benefi cios, 
intereses, alquileres) y las transferencias privadas y públicas recibidas.
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hogar. Así, por ejemplo, un hogar residente en la Región de Murcia con 1.000 euros 
de renta mensual en el año 2000, al expresarlo en paridad de poder adquisitivo 
supone una renta de 1.018 euros (resultado de dividir 1.000 entre 98,2 y multiplicar 
por cien); mientras que un hogar de Cataluña con 1.000 euros de renta al mes, al 
expresarlo en paridades de poder de compra y considerar que el nivel de precios 
de Cataluña es superior que la media española (107,1 en Cataluña frente a 100 de 
media nacional) se quedarían en 934 euros. Queda patente que ante una misma 
cantidad de renta monetaria el poder adquisitivo de la misma es mayor allá donde 
el nivel de precios sea menor. Lógicamente esta corrección por paridades de poder 
adquisitivo sólo se ha podido realizar con la ECPF dado que el PHOGUE no permite 
realizar una desagregación por Comunidades Autónomas.

Una vez expresadas las rentas en términos de capacidad adquisitiva se ha 
procedido a la estimación la renta media equivalente por persona a nivel nacional 
para, a partir de ahí, poder fi jar los umbrales de pobreza.

Cuadro 16. Unidades de Consumo Equivalente y distribución de los hogares 
según su composición. Año 2000

Composición del hogar

Unidades de 
Consumo 

Equivalente
España

(%)
Nuts-I Sur 

(%)
Región de 
Murcia (%)

Dos adultos 1,7 24,2 22,4 19,8

Tres adultos 2,4 15,6 12,9 12,8

Cuatro adultos 3,1 13,2 11,7 10,2

Un adulto 1 12,0 10,4 14,7

Dos adultos y dos niños 2,7 8,1 11,0 11,1

Dos adultos y un niño 2,2 7,3 6,8 6,6

Tres adultos y un niño 2,9 5,3 6,3 5,3

Cinco adultos 3,8 4,9 5,4 7,2

Cuatro adultos y un niño 3,6 2,3 3,8 5,2

Tres adultos y dos niños 3,4 1,5 2,9 1,9

Dos adultos y tres niños 3,2 0,9 1,3 0,3

Un adulto y un niño 1,5 0,6 0,1 0,2

Un adulto y dos niños 2 0,2 0,1 ---

Un adulto y tres niños 2,5 0,1 0,2 ---

Dos adultos y cuatro niños 3,7 0,1 0,1 0,2

Otras situaciones 3,9 4,7 4,7

Fuente: INE, ECPF. 
Nota: se consideran adultos los mayores de 14 años.
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Para ello, en primer lugar, se estima la renta media por unidad de consumo del 
hogar aplicando la escala de equivalencia de la OCDE según la cual el primer adulto 
se computa como la unidad, los siguientes adultos computan como 0,7 cada uno, 
mientras que los menores de 14 años computan como 0,5. En el siguiente cuadro 
se expone la estructura de los hogares según la ECPF y el número de unidades 
de consumo equivalentes que supone cada tipo de hogar aplicando la escala de 
la OCDE. Esta información va referida tanto para el conjunto nacional como para 
la NUTS-I Sur y la Región de Murcia. Como se puede observar, los hogares más 
frecuentes en la muestra son los formados por dos adultos, representando el 24,2% 
de los hogares nacionales, el 22,4% de los hogares de la NUST-I Sur y el 19,8% 
de los murcianos.

Para ilustrar lo anterior, puede ponerse un ejemplo. Supongamos un hogar de 
la Región de Murcia formado por dos adultos y dos niños, con unos ingresos men-
suales de 1.200 euros. Según la escala de equivalencia, dos adultos y dos niños 
suponen 2,7 unidades de consumo, por lo que su renta equivalente sería de 444,4 
euros por unidad de consumo y mes. 

A continuación se multiplica la renta equivalente de cada hogar por el número 
de miembros (444,4 por 4, en el hogar de nuestro ejemplo) y este resultado se 
multiplica por su factor de elevación. El factor de elevación es el número de hogares 
(del conjunto de los hogares de España) que representa un hogar concreto de la 
muestra. Este dato nos lo suministra tanto la ECPF como el PHOGUE236.

Una vez multiplicada la renta equivalente de cada hogar por su número de miem-
bros y por su factor de elevación, se agregan todos los resultados y se divide por 
la población total de España obteniendo así la renta media equivalente por persona 
que servirá como punto de referencia para establecer los umbrales de pobreza. La 
renta media equivalente por persona se encuentra en el siguiente cuadro.

Cuadro 17. Renta media equivalente por persona y mes y umbrales de 
pobreza. Año 2000

España

Euros/mes 1.044,41

Umbrales

50% 522,20

35% 365,54

25% 261,10

15% 156,66

Fuente: Elaboración propia a partir de INE, ECPF.

236  En el caso del PHOGUE los factores de elevación están normalizados, es decir, tienen media 1.
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Obsérvese que los umbrales anteriores sólo son válidos para hogares forma-
dos únicamente por un adulto. Para establecer si un hogar es pobre habrá que 
comparar su renta con el umbral correspondiente a su tamaño y composición. Para 
ello se multiplica la renta media equivalente por persona de España por el tamaño 
equivalente de cada hogar concreto y por el umbral fi jado (50%, 35%, 25% ó 15% 
según el caso). 

Siguiendo con el ejemplo anterior, un hogar con dos adultos y dos niños (2,7 
unidades de consumo) y una renta mensual de 1.200 euros, se situaría por debajo 
del umbral del 50% (precariedad económica) de la renta media dado que para esta 
composición del hogar la línea del 50% se establece en 1.410 euros/mes (producto 
de 1.044 por 2,7 y por 0,5).

En el cuadro 18 se exponen los umbrales de pobreza en euros mensuales para 
un amplio abanico de posibilidades de composición del hogar.

Cuadro 18. Umbrales de pobreza según composición del hogar. Año 2000

Umbrales

Composición del hogar:

Unidades de 
Consumo 

Equivalente

50% 35% 25% 15%

(Euros/mes) (Euros/mes)
(Euros/
mes) (Euros/mes)

Un adulto 1 522,2 365,5 261,1 156,7

Un adulto y un niño 1,5 783,3 548,3 391,7 235,0

Dos adultos 1,7 887,7 621,4 443,9 266,3

Un adulto y dos niños 2 1044,4 731,1 522,2 313,3

Dos adultos y un niño 2,2 1148,8 804,2 574,4 344,7

Tres adultos 2,4 1253,3 877,3 626,6 376,0

Un adulto y tres niños 2,5 1305,5 913,9 652,8 391,7

Dos adultos y dos niños 2,7 1409,9 987,0 705,0 423,0

Tres adultos y un niño 2,9 1514,4 1060,1 757,2 454,3

Cuatro adultos 3,1 1618,8 1133,2 809,4 485,6

Dos adultos y tres niños 3,2 1671,0 1169,7 835,5 501,3

Tres adultos y dos niños 3,4 1775,5 1242,8 887,7 532,6

Cuatro adultos y un niño 3,6 1879,9 1316,0 940,0 564,0

Dos adultos y cuatro niños 3,7 1932,1 1352,5 966,1 579,6

Cinco adultos 3,8 1984,4 1389,1 992,2 595,3

Fuente: Elaboración propia a partir de INE, ECPF. 

Cuando en lugar de fi jar los umbrales de pobreza como porcentaje de renta 
media, se utilizan las líneas ofi ciales de pobreza implícitas en los programas de 



200

EL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN DE MURCIA

rentas mínimas no es necesario calcular la renta media equivalente por persona, 
sino que directamente se compara la renta del hogar con la línea ofi cial teniendo en 
cuenta las escalas de equivalencia implícitas en los baremos ofi ciales (cuadro 12). 
Así, para un hogar de cuatro miembros (indistintamente adultos o niños) el mínimo 
vital se sitúa en 355,4 euros al mes (cuadro 15) el cual se obtiene al multiplicar la 
cuota básica promedio nacional (263,9 euros al mes) por la escala de equivalencia 
correspondiente a cuatro personas la cual se sitúa en 1,27237. 

El cuadro 19 refl eja la estructura de los hogares de España, NUTS-I Sur y 
Región de Murcia así como las escalas de equivalencia implícitas en los baremos 
ofi ciales del Ingreso Mínimo de Inserción. En los tres ámbitos territoriales estudiados 
los hogares con una mayor participación en la muestra son los formados por cuatro 
personas, suponiendo más de la cuarta parte de los hogares.

Cuadro 19. Escalas de equivalencia implícitas en los baremos ofi ciales y 
distribución de los hogares según tamaño. Año 2000

Tamaño del hogar 
(número de personas)

Escalas de 
equivalencias 

ofi ciales implícitas España (%)
NUTS-I Sur

(%)
Región de 
Murcia (%)

1 1 12,0 10,4 14,7

2 1,16 24,8 22,5 20,0

3 1,27 23,1 19,8 19,5

4 1,36 26,6 29,2 26,5

5 1,43 9,6 13,3 14,5

6 1,48 2,9 2,9 3,0

7 1,52 0,8 1,3 1,4

8 ó más 1,56 a 1,61 0,3 0,5 0,4

Fuente: elaboración propia a partir de INE, ECPF y cuadro 12.

Una vez defi nidas las líneas de pobreza se procede al recuento de los hogares 
que se sitúan por debajo de las mismas expresando los resultados en porcentajes 
del total de hogares o personas.

3.3.1. Resultados nacionales

A continuación se exponen los resultados obtenidos aplicando la metodología 
expuesta tanto a los datos de la ECPF como a los datos del PHOGUE para el 

237  Este valor proviene de agregar las escalas de equivalencia implícitas de un hogar de cuatro 
miembros según el cuadro 12. Así, el primer miembro pondera 1, el segundo 0,16, el tercero 0,11 y el 
cuarto 0,09.
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caso español. Aunque esta última fuente se refi ere al año 2001, los datos de renta 
corresponden a los del año 2000, por tanto, en cuanto al ámbito temporal, ambas 
fuentes coinciden en el punto de referencia. No obstante, dado que los resultados 
son signifi cativamente diferentes según una u otra fuente, se ha optado por pre-
sentar ambas.

En primer lugar, en el cuadro 20 se presenta el porcentaje de hogares y per-
sonas que se encuentran en situación de pobreza en España. En el año 2000, por 
debajo del umbral del 50% de renta neta equivalente del hogar según el PHOGUE 
se encontraba el 16,9% de los hogares españoles, lo que representaba el 18,2% de 
la población; las estimaciones según la ECPF reducen los resultados en aproxima-
damente siete puntos de tal forma que la proporción de hogares con rentas bajas 
alcanzaría la cifra del 9,6% y el 11,2% de la población.

Cuadro 20. Porcentaje de hogares y personas por debajo de los umbrales de 
pobreza

Hogares (%) Personas (%) 

Porcentaje de 
renta media

PHOGUE-
2001

ECPF-
2000

PHOGUE-
2001 ECPF-2000

Pobreza < 50% 16,9 9,6 18,2 11,2

Precariedad económica < 50% - ≥ 35% 9,9 7,3 10,5 8,3

Pobreza moderada < 35% - ≥ 25% 3,5 1,8 3,8 2,2

Pobreza grave < 25% - ≥ 15% 1,7 0,3 2,2 0,5

Pobreza extrema < 15% 1,8 0,1 1,6 0,1

Fuente. Estimación propia a partir de INE: PHOGUE y ECPF (fi cheros longitudinales).

Asimismo, en este cuadro se desagregan los distintos niveles de pobreza según 
los estratos de renta equivalente, desde la precariedad económica (entre el 50% y 
el 35% de la renta media) hasta la pobreza extrema (por debajo del 15% de la renta 
media). Los dos últimos conjuntos, pobreza grave y pobreza extrema, constituyen lo 
que se denomina pobreza severa, es decir, aquellos hogares cuya renta es inferior al 
25% de la renta media equivalente. Los resultados son elocuentes. Según el PHO-
GUE el 3,5% de los hogares (3,8% de la población) se situaban en una situación de 
pobreza severa, mientras que a partir de la ECPF estos porcentajes se reducirían 
hasta el 0,4% y 0,6% de hogares y personas, respectivamente.

Antes de proseguir conviene detenerse sobre las posibles razones de las 
discrepancias entre ambas fuentes estadísticas puesto que, como se ha podido 
observar, los contrastes son más que notables. Aparte de los aspectos metodoló-
gicos apuntados anteriormente, la primera causa, y probablemente fundamental, 
de las divergencias es la diferente distribución de los hogares por estrato de edad 
y sexo, situación socioeconómica y otras variables. Así, por ejemplo, la proporción 
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de hogares cuyo sustentador principal es joven es signifi cativamente menor en la 
ECPF que en el PHOGUE. Por otra parte, también existen discrepancias en las im-
putaciones de renta que realizan cada una de las estadísticas. No hay que olvidar 
tampoco que los objetivos principales de las mismas son distintas; mientras que el 
PHOGUE, está diseñado para realizar el seguimiento de las condiciones de vida de 
los ciudadanos atendiendo especialmente a las variables de ingreso238, la ECPF se 
centra más en las variables de gasto que de ingreso para así ser un instrumento útil 
en el establecimiento de índices de precios de consumo. Por último, como ya se ha 
descrito, en las estimaciones cuya fuente es la ECPF, se ha utilizado como variable 
renta los ingresos equivalentes en paridad de poder de compra, es decir, se han 
relativizado los datos regionales teniendo en cuenta los niveles de precios de cada 
autonomía239. En consecuencia, todo lo anterior no hace sino subrayar la necesidad 
de realizar estudios que centren su atención el colectivo de excluidos utilizando un 
tamaño muestral que dé más consistencia a los resultados.

En cualquier caso, los resultados aquí obtenidos a partir del PHOGUE –como 
fuente más utilizada para realizar análisis de pobreza– son muy similares a los de 
otros estudios240 realizados en España.

Como se ha puesto de manifi esto en el apartado D.2 del presente epígrafe, 
una forma alternativa de plantear el problema de la pobreza y estimar umbrales es 
tomar como punto de referencia los umbrales fi jados por las distintas Comunidades 
Autónomas para aplicar las Rentas Mínimas de Inserción en lugar de la renta media 
equivalente. Ello implica utilizar una defi nición objetiva de pobreza a partir de criterios 
políticos explicitados en sus programas de ayudas y subvenciones considerando 
estos como los mínimos vitales por debajo de los cuales se puede ser benefi ciario 
del Ingreso Mínimo de Inserción, en lugar de utilizar un concepto de pobreza rela-
tiva (un determinado porcentaje de la renta media). Para ello se han calculado las 
medias de todas las regiones españolas para cada tamaño de hogar241 y estimado 
el porcentaje de hogares y personas que estarían por debajo de estos niveles. 

238  Existen estudios que demuestran la alta correlación entre los resultados del PHOGUE con las 
variables de rentas salariales de la Contabilidad Nacional. Así, por ejemplo, en L. ANDRÉS y M. MER-
CADER PRATS (2001): «Sobre la fi abilidad de los datos de renta en el Panel de Hogares de la Unión 
Europea (PHOGUE, 1994)», Estadística Española, vol. 43, nº 148, pág. 272, se concluye al respecto: 
«nuestro análisis muestra que la calidad de los datos de renta en el PHOGE ha mejorado para las rentas 
procedentes del trabajo por cuenta ajena y prestaciones sociales con respecto a las encuestas existentes 
y, no están muy lejos de la que presentan bases de datos similares en un contexto internacional. Sin 
embargo, también indica la necesidad de continuar la investigación, sobre todo, para las rentas del trabajo 
por cuenta ajena y las rentas del capital».

239  Véase cuadro 13.
240  Véase, por ejemplo, CES (2001), op. cit.: «según los datos sobre las Condiciones de Vida de op. cit.: «según los datos sobre las Condiciones de Vida de op. cit

la Población Pobre en España (Informe FOESSA, 2000) el 19,4% de los hogares viven en condiciones 
de pobreza o exclusión, lo que sitúa a España en una desfavorable posición con respecto al resto de los 
países de la Unión Europea. Entre el 14 y el 17% de la población encuestada a través del PHOGUE es 
pobre. Y sólo Portugal y Grecia superan los valores recogidos en España».

241  Véase cuadro 15.
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Esta información se suministra en la primera línea del cuadro 21, donde se 
observa que en el año 2000 el 2,5% de los hogares no alcanzan el promedio del 
mínimo vital ofi cial, lo que corresponde al 2,0% de las personas y, según la ECPF el 
1,3% de los hogares y el 0,9% de las familias cumplirían el requisito de renta baja 
establecido en los programas de rentas mínimas.

Hay que subrayar que estos porcentajes de hogares y personas están calcu-
lados teniendo en cuenta todos los ingresos percibidos por las unidades familiares, 
incluidas las prestaciones públicas. 

Cuadro 21. Umbrales ofi ciales de pobreza y efectos de los requisitos legales 
para ser benefi ciario del IMI

Hogares (%) Personas (%)

PHOGUE-
2001 ECPF-2000

PHOGUE-
2001 ECPF-2000

Inferior a los mínimos vitales 
(promedios ofi ciales de renta) 2,5 1,3 2,0 0,9

Inferior a los umbrales ofi ciales 
con aplicación de los requisitos 
adicionales 1,4 0,5 1,1 0,4

Estimación de los efectos 
parciales:

-Incumplimiento del criterio de 
edad 0,4 0,8 0,4 0,5

-Incumplimiento del criterio de 
residencia 0,3 No aplicable 0,1 No aplicable

-Incumplimiento del criterio de 
no percepción de otras rentas 
públicas 0,3 0,0 0,3 0,0

-Efectos cruzados (dos o más 
incumplimientos) 0,1 -- 0,1 --

Fuente: Estimación propia a partir de: INE, PHOGUE y ECPF.

Sin embargo, tal como ya se expuesto, para ser benefi ciario del Ingreso Mínimo 
de Inserción, además de no alcanzar un determinado umbral de renta es preciso 
cumplir una serie de requisitos adicionales que en el caso de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia son los mencionados: edad (entre 25 y 65 años o por debajo 
de los 25 en determinados supuestos), residencia (residir y estar empadronado en 
la región al menos un año antes de presentar la solicitud), no percepción de otros 
ingresos públicos (prestaciones de desempleo, pensión o ayuda de análoga natu-
raleza), no haber ejercido actividad económica (industrial, profesional, comercial o 
laboral) de forma habitual, etc. 
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En el cuadro 21, se encuentra también la estimación de los hogares y personas 
que cumplen además del requisito de renta la mayor parte de los mencionados en el 
párrafo anterior –es decir, los vigentes en la Región de Murcia– según la información 
que suministran las dos fuentes empleadas. En concreto, para el caso del PHOGUE 
se ha podido aplicar el criterio de edad (seleccionando únicamente los hogares 
cuyo sustentador principal se sitúa entre 25 y 65 años o menores de 25 con hijos a 
cargo), el de residencia y el de no percepción de ayudas públicas. No se ha tenido 
en cuenta el criterio de ejercicio habitual de actividad económica, tanto por su difícil 
defi nición como porque si se realiza actividad productiva de forma habitual es poco 
probable no rebasar el umbral de renta ofi cial. En el caso de la ECPF sólo se ha 
podido tener en cuenta los criterios de edad y de percepción de rentas públicas.

Así pues, según los datos del PHOGUE el 1,4% de los hogares cumplirían los 
requisitos para ser benefi ciarios del Ingreso Mínimo de Inserción, además de las 
unidades familiares que actualmente perciben el mismo. Para la ECPF este porcentaje 
se situaría en el 0,5%. En la primera fuente hay una diferencia de 1,1 puntos entre 
el porcentaje de hogares con niveles de renta por debajo de los umbrales ofi ciales 
y los que verifi can todos los criterios de la normativa actual. Esta diferencia se ex-
plica, según los datos del cuadro 21, de la siguiente forma (siguiendo al PHOGUE): 
el 0,4% de hogares con niveles de renta bajos no se sitúa en los estratos de edad 
defi nidos; el 0,3% no cumplen el criterio de residencia; otro 0,3% son perceptores 
de algún tipo de ayuda pública y el 0,1% restante incumple varios de los criterios 
simultáneamente.

Se ha llegado, por tanto, a una estimación que permite una aproximación a los 
potenciales benefi ciarios de las rentas mínimas de inserción aplicando unos requisitos 
muy cercanos a los establecidos en la Región de Murcia. Una cuestión fundamental 
estriba, por tanto, en si estos resultados –referidos al conjunto español– se pueden 
extrapolar al caso murciano. 

3.3.2. Resultados por NUTS-I

Con las fuentes estadísticas disponibles se puede desagregar territorialmente 
la información aunque hay que considerar que al disminuir el número de observa-
ciones también disminuye la consistencia y signifi catividad de los resultados. La 
desagregación territorial que permite el PHOGUE es hasta las NUTS-I (agrupación 
de regiones) según la clasifi cación de la Unión Europea. La ECPF, sin embargo, 
ofrece también datos por Comunidades Autónomas. Según las NUTS-I la Región de 
Murcia se incluye en la región Sur junto con Andalucía y Ceuta y Melilla.

Los cuadros 22 y 23 proporcionan la información de los hogares y personas en 
los umbrales de pobreza de las NUTS-I españolas. Con los datos del PHOGUE, en 
la región Sur, el 25,4% de los hogares se sitúan en los umbrales de pobreza relativa, 
un 4,8% en situación de pobreza severa (cuadro 22); asimismo, el 3,4% dispone 
de rentas inferiores a los umbrales ofi ciales, y el 1,7% de los hogares cumpliría los 



205

CAPÍTULO 4: EL IMI DE LA REGIÓN DE MURCIA

Cuadro 22. Umbrales de pobreza por NUTS-I
Hogares (%) Personas (%)

NUTS-I
Umbrales de 
renta media

PHOGUE-
2001

ECPF-
2000

PHOGUE-
2001

ECPF-
2000

Noroeste < 50% 19,1 10,8 19,2 12,8

< 50% - ≥ 35% 10,3 8,2 8,7 9,9

< 35% - ≥ 25% 2,2 1,8 2,6 2,0

< 25% - ≥ 15% 4,0 0,6 6,4 0,7

< 15% 2,4 0,1 1,5 0,2

Noreste < 50% 8,9 5,9 9,7 6,4

< 50% - ≥ 35% 6,3 4,5 7,0 4,9

< 35% - ≥ 25% 1,4 1,2 1,7 1,3

< 25% - ≥ 15% 0,4 0,2 0,3 0,1

< 15% 0,8 0,1 0,8 0,1

Comunidad de Madrid < 50% 9,2 5,9 6,5 7,2

< 50% - ≥ 35% 5,0 4,8 3,7 5,5

< 35% - ≥ 25% 1,8 1,0 1,6 1,2

< 25% - ≥ 15% 0,3 0,1 0,4 0,5

< 15% 2,1 0,0 0,7 0,0

Centro < 50% 25,7 12,9 27,7 14,3

< 50% - ≥ 35% 17,4 10,0 18,5 10,7

< 35% - ≥ 25% 5,0 2,4 5,4 2,9

< 25% - ≥ 15% 1,0 0,4 1,2 0,7

< 15% 2,4 0,1 2,7 0,2

Este < 50% 10,7 5,4 12,8 5,6

< 50% - ≥ 35% 5,4 4,4 6,7 4,5

< 35% - ≥ 25% 2,5 0,9 3,0 1,0

< 25% - ≥ 15% 1,5 0,0 2,1 0,0

< 15% 1,2 0,2 1,0 0,1

Sur < 50% 25,4 15,4 26,5 17,9

< 50% - ≥ 35% 14,2 11,6 14,9 13,4

< 35% - ≥ 25% 6,4 2,8 6,5 3,5

< 25% - ≥ 15% 2,7 0,6 2,7 0,8

< 15% 2,1 0,4 2,4 0,3

Canarias < 50% 29,5 17,1 34,7 22,3

< 50% - ≥ 35% 20,1 10,2 22,8 12,4

< 35% - ≥ 25% 5,2 5,1 5,9 7,1

< 25% - ≥ 15% 1,8 1,7 2,3 2,8

< 15% 2,4 0,0 3,6 0,0

No disponible < 50% 21,6 16,6

< 50% - ≥ 35% 10,4 8,8

< 35% - ≥ 25% 6,5 4,7

< 25% - ≥ 15% 3,3 1,8

< 15% 1,4 1,2

Fuente: Estimación propia a partir de: INE, PHOGUE y ECPF.



206

EL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN DE MURCIA

Cuadro 23. Umbrales ofi ciales de pobreza y efectos de los requisitos legales 
para ser benefi ciario del IMI por NUTS-I

Hogares (%) Personas (%)

NUTS-I Umbrales de renta media 
PHOGUE-

2001
ECPF-
2000

PHOGUE-
2001 ECPF-2000

Noroeste
Inferior a los mínimos vitales 
(promedios ofi ciales de renta)

3,0 1,6 1,7 1,2

Inferior a las umbrales ofi ciales 
con aplicación de los requisitos 
adicionales

1,3 0,9 0,8 0,8

Noreste
Inferior a los mínimos vitales 
(promedios ofi ciales de renta)

1,2 1,4 1,1 0,8

Inferior a las umbrales ofi ciales 
con aplicación de los requisitos 
adicionales

0,8 0,1 0,7 0,1

Comunidad de 
Madrid

Inferior a los mínimos vitales 
(promedios ofi ciales de renta)

3,0 0,7 1,3 0,4

Inferior a las umbrales ofi ciales 
con aplicación de los requisitos 
adicionales

0,8 0,3 0,3 0,2

Centro
Inferior a los mínimos vitales 
(promedios ofi ciales de renta)

2,8 1,3 2,6 0,9

Inferior a las umbrales ofi ciales 
con aplicación de los requisitos 
adicionales

1,7 0,4 1,8 0,4

Este
Inferior a los mínimos vitales 
(promedios ofi ciales de renta)

1,8 1,4 1,5 0,7

Inferior a las umbrales ofi ciales 
con aplicación de los requisitos 
adicionales

1,2 0,2 1,1 0,1

Sur
Inferior a los mínimos vitales 
(promedios ofi ciales de renta)

3,4 1,3 2,9 0,9

Inferior a las umbrales ofi ciales 
con aplicación de los requisitos 
adicionales

1,7 0,9 0,8 0,7

Canarias
Inferior a los mínimos vitales 
(promedios ofi ciales de renta)

2,4 1,7 3,6 1,9

Inferior a las umbrales ofi ciales 
con aplicación de los requisitos 
adicionales

2,0 1,0 3,5 1,4

No disponible
Inferior a los mínimos vitales 
(promedios ofi ciales de renta)

6,3 3,3

Inferior a las umbrales ofi ciales 
con aplicación de los requisitos 
adicionales

6,3 3,3

Fuente: Estimación propia a partir de INE: PHOGUE y ECPF.
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requisitos para percibir el Ingreso Mínimo de Inserción (además de los actuales 
perceptores) (cuadro 22). Según la ECPF, el 15,4% de los hogares es pobre, con un 
1% de los mismos en situación de pobreza severa; el 1,3% se situaría por debajo de 
los umbrales de pobreza ofi ciales, siendo el 0,9% de los hogares los que cumplirían 
las restricciones para percibir la prestación.

3.3.3. Resultados por Comunidades Autónomas

Para analizar la situación por Comunidades Autónomas sólo se puede utilizar 
la ECPF dado que, como ya se ha dejado constancia, el PHOGUE únicamente 
desagrega por conjunto de regiones NUTS-I. En este caso se ha de volver a insistir 
en la reducción del grado de signifi catividad de los resultados al disminuir el número 
de observaciones en la muestra de cada una de las regiones. Para el caso de la 
Región de Murcia, la ECPF de 2001 sólo recoge información de 367 hogares de 
los 9.631 que forman la muestra nacional. En consecuencia, los resultados habrán 
de interpretarse con la cautela necesaria.

Los resultados se encuentran en los cuadros 24 y 25. En el año 2000, en la 
Región de Murcia el 11,2% de los hogares, representando el 14,8% de las perso-
nas, disponían de una renta inferior a la mitad de la renta media. Este porcentaje 
rebasa en 1,6 puntos la media nacional (cuadro 20). En situación de pobreza severa 
se sitúan el 0,6% de los hogares (0,2 puntos más que la media). En relación a los 

Cuadro 24. Umbrales de pobreza por Comunidades Autónomas

ECPF-2000

CC.AA. Umbrales de renta media Hogares (%) Personas (%)

Andalucía < 50% 16,1 18,5

< 50% - ≥ 35% 12,2 13,8

< 35% - ≥ 25% 3,0 3,7

< 25% - ≥ 15% 0,6 0,8

< 15% 0,4 0,2

Aragón < 50% 9,7 10,4

< 50% - ≥ 35% 6,5 7,0

< 35% - ≥ 25% 2,5 2,7

< 25% - ≥ 15% 0,5 0,4

< 15% 0,2 0,3

Asturias < 50% 5,4 5,3

< 50% - ≥ 35% 3,0 2,5

< 35% - ≥ 25% 1,6 1,7

< 25% - ≥ 15% 0,6 0,9

< 15% 0,2 0,2
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Baleares < 50% 4,3 4,1

< 50% - ≥ 35% 3,5 3,3

< 35% - ≥ 25% 0,8 0,8

< 25% - ≥ 15% 0,0 0,0

< 15% 0,0 0,0

Canarias < 50% 17,1 22,3

< 50% - ≥ 35% 10,2 12,4

< 35% - ≥ 25% 5,1 7,1

< 25% - ≥ 15% 1,7 2,8

< 15% 0,0 0,0

Cantabria < 50% 12,7 13,7

< 50% - ≥ 35% 8,1 8,4

< 35% - ≥ 25% 2,9 3,5

< 25% - ≥ 15% 1,7 1,7

< 15% 0,0 0,0

Castilla y León < 50% 11,1 12,0

< 50% - ≥ 35% 8,3 9,1

< 35% - ≥ 25% 2,4 2,2

< 25% - ≥ 15% 0,3 0,3

< 15% 0,2 0,3

Castilla-La Mancha < 50% 9,4 10,8

< 50% - ≥ 35% 8,0 8,8

< 35% - ≥ 25% 0,8 1,1

< 25% - ≥ 15% 0,5 0,9

< 15% 0,0 0,0

Cataluña < 50% 4,2 3,9

< 50% - ≥ 35% 3,5 3,3

< 35% - ≥ 25% 0,6 0,7

< 25% - ≥ 15% 0,1 0,0

< 15% 0,0 0,0

Com. Valenciana < 50% 7,5 8,4

< 50% - ≥ 35% 5,9 6,7

< 35% - ≥ 25% 1,3 1,5

< 25% - ≥ 15% 0,1 0,1

< 15% 0,3 0,2

Extremadura < 50% 22,6 25,4

< 50% - ≥ 35% 17,1 17,4

< 35% - ≥ 25% 5,0 7,0

< 25% - ≥ 15% 0,5 1,0

< 15% 0,0 0,0
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Fuente: Estimación propia a partir de INE: ECPF.

Galicia < 50% 12,8 15,5

< 50% - ≥ 35% 10,5 13,0

< 35% - ≥ 25% 1,7 1,9

< 25% - ≥ 15% 0,4 0,4

< 15% 0,1 0,3

Madrid < 50% 5,9 7,2

< 50% - ≥ 35% 4,8 5,5

< 35% - ≥ 25% 1,0 1,2

< 25% - ≥ 15% 0,1 0,5

< 15% 0,0 0,0

Región de Murcia < 50% 11,2 14,8

< 50% - ≥ 35% 8,5 11,5

< 35% - ≥ 25% 2,0 2,3

< 25% - ≥ 15% 0,6 0,9

< 15% 0,0 0,0

Navarra < 50% 3,9 4,6

< 50% - ≥ 35% 2,8 2,9

< 35% - ≥ 25% 1,1 1,7

< 25% - ≥ 15% 0,0 0,0

< 15% 0,0 0,0

País Vasco < 50% 4,2 4,9

< 50% - ≥ 35% 3,7 4,2

< 35% - ≥ 25% 0,5 0,6

< 25% - ≥ 15% 0,0 0,0

< 15% 0,0 0,0

La Rioja < 50% 5,1 4,7

< 50% - ≥ 35% 4,5 4,4

< 35% - ≥ 25% 0,3 0,2

< 25% - ≥ 15% 0,3 0,2

< 15% 0,0 0,0

Ceuta y Melilla < 50% 12,4 16,3

< 50% - ≥ 35% 6,2 7,5

< 35% - ≥ 25% 2,4 2,8

< 25% - ≥ 15% 1,5 1,5

< 15% 2,2 4,5
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Cuadro 25. Umbrales ofi ciales de pobreza y efectos de los requisitos legales 
para ser benefi ciario del IMI Comunidades Autónomas

Umbrales de RFD
Hogares 

(%)
Personas 

(%)

Andalucía
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 1,3 0,9

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,9 0,7

Aragón
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 2,7 1,7

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,2 0,3

Asturias
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 2,3 1,6

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 1,2 1,1

Baleares
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 1,5 0,7

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,2 0,1

Canarias
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 1,7 1,9

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 1,0 1,4

Cantabria
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 2,3 1,9

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 1,3 1,2

Castilla y 
León

Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 2,1 1,7

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,6 0,7

Castilla-La 
Mancha

Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 0,6 0,3

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,2 0,2

Cataluña
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 1,1 0,5

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,1 0,1
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Com. 
Valenciana

Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 1,8 0,9

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,4 0,2

Extrema- 
dura

Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 0,4 0,2

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,0 0,0

Galicia
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 1,2 1,0

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,6 0,7

Madrid
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 0,7 0,4

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,3 0,2

Región de 
Murcia

Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 1,3 1,0

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,8 0,7

Navarra
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 0,7 0,2

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,0 0,0

País Vasco Inferior a los umbrales medios regionales de los IMI 0,7 0,4

Umbrales con restricciones de acceso 0,1 0,1

La Rioja
Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 1,8 0,8

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 0,0 0,0

Ceuta y 
Melilla

Inferior a los mínimos vitales (promedios ofi ciales de 
renta) 4,4 4,2

Inferior a las umbrales ofi ciales con aplicación de los 
requisitos adicionales 1,3 2,0

Fuente: Estimación propia a partir de INE: ECPF.
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promedios de los umbrales ofi ciales de pobreza, el 1,3% de los hogares murcianos 
no alcanza esta renta mínima, cumpliendo el 0,8% los requisitos para acceder a la 
prestación del IMI.

3.3.4. Análisis de estáticas comparativas

Una de las principales cuestiones que se plantean al estudiar la pobreza es 
la dinámica de la misma, es decir, si su tendencia es a aumentar o a disminuir. En 
sí se trata de un problema complejo pues para abordarlo en plenitud sería preciso 
un planteamiento más amplio, donde además de establecer la relación con las dis-
tintas fases del ciclo económico –aparte de con otras variables fundamentales que 
infl uyen sobre la pobreza– se analicen las transiciones desde un tramo o umbral 
de renta al otro, tanto en sentido ascendente como descendente, lo cual excede los 
objetivos iniciales del presente estudio. Sin embargo, se trata de una cuestión de 
tanta importancia que no puede quedar sin respuesta aunque sólo sea de manera 
aproximada.

La perspectiva adoptada para atender a los aspectos dinámicos de la pobreza 
ha consistido en la comparación de los datos antes analizados –correspondientes al 
año 2000– con los del año 1998, de los que también se disponía del fi chero longi-
tudinal de la ECPF y de la sexta oleada de datos del PHOGUE, publicada en 1999, 
que recoge el nivel de renta neta de los hogares en 1998. Aunque se trata de de un 
período de tiempo realmente corto, tan sólo dos años, y enmarcados en la misma 
fase ascendente del ciclo económico, se pueden extraer algunas conclusiones, si 
bien, no son extrapolables hacia el futuro. Así pues, realmente se realiza un análisis 
de estática comparativa.

La comparación señalada se encuentra en el cuadro 26, centrando los resul-
tados en tres ámbitos territoriales: conjunto de España, la NUTS-I región Sur y la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. De la observación de este cuadros 
se pueden extraer las siguientes conclusiones generales:

• A grandes rasgos se ha producido una reducción general del porcentaje de 
hogares que se sitúan en situación de pobreza severa. Sin embargo, tanto 
en España como en la región Sur, la proporción de hogares por debajo del 
umbral del 50% de renta equivalente permanece prácticamente constante o 
con ligeras reducciones.

• En la Región de Murcia, según la ECPF, la reducción del porcentaje de ho-
gares bajo el umbral de pobreza ha sido más notable. Si bien, el reducido 
tamaño de la muestra puede llevar que pequeñas variaciones en la misma 
provoquen fuertes oscilaciones en los resultados.

• En términos de personas la disminución de los porcentajes ha sido mayor, lo 
que pone de manifi esto la tendencia generalizada de reducción del tamaño 
medio del hogar.
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Cuadro 26. Evolución de los umbrales de pobreza entre 1998 y 2000

Hogares (%) Personas (%)

Porcentaje de renta media 
equivalente

PHOGUE-
1999

PHOGUE-
2001

ECPF-
1998

ECPF-
2000

PHOGUE-
1999

PHOGUE-
2001

ECPF-
1998

ECPF-
2000

< 50% 16,9 16,9 10,3 9,6 19,3 18,2 12,7 11,2

< 50% - ≥ 35% 9,4 9,9 7,9 7,3 10,0 10,5 9,5 8,3

< 35% - ≥25% 4,0 3,5 1,7 1,8 5,1 3,8 2,3 2,2

< 25% - ≥15% 1,6 1,7 0,5 0,3 2,2 2,2 0,6 0,5

< 15%  2,0 1,8 0,2 0,1 2,1 1,6 0,3 0,1

Inferior a los umbrales 
medios ofi ciales 3,2 2,5 2,0 1,3 2,9 2,0 1,5 0,9

Inferior a los umbrales 
con restricciones 2,1 1,4 1,2 0,5 2,0 1,1 1,0 0,4

NUTS-I: SUR

Hogares (%) Personas (%)

Porcentaje de renta media 
equivalente

PHOGUE-
1999

PHOGUE-
2001

ECPF-
1998

ECPF-
2000

PHOGUE-
1999

PHOGUE-
2001

ECPF-
1998

ECPF-
2000

< 50% 27,7 25,4 17,8 15,4 32,0 26,5 22,3 17,9

< 50% - ≥ 35% 14,2 14,2 13,1 11,6 15,0 14,9 15,9 13,4

< 35% - ≥25% 7,9 6,4 3,1 2,8 9,6 6,5 4,2 3,5

< 25% - ≥15% 3,4 2,7 1,3 0,6 5,1 2,7 1,6 0,8

< 15% 2,2 2,1 0,3 0,4 2,3 2,4 0,6 0,3

Inferior a los umbrales 
medios ofi ciales 3,9 3,4 2,7 1,3 3,5 2,9 2,3 0,9

Inferior a los umbrales 
con restricciones 2,5 1,7 2,1 0,9 2,4 0,8 2,0 0,7

REGIÓN DE MURCIA

Hogares (%) Personas (%)

Porcentaje de renta media 
equivalente

ECPF-
1998

ECPF-
2000

ECPF-
1998

ECPF-
2000

< 50% 18,9 11,2 23,3 14,8

< 50% - ≥ 35% 15,1 8,5 18,2 11,5

< 35% - ≥25% 2,4 2,0 3,3 2,3

< 25% - ≥15% 1,3 0,6 1,7 0,9

< 15% 0,0 0,0 0,0 0,0

Inferior a los umbrales 
medios ofi ciales 3,8 1,3 2,2 1,0

Inferior a los umbrales 
con restricciones 1,8 0,8 1,2 0,7

Fuente: Estimación propia a partir de INE: ECPF.
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• En cuanto a la comparación de las fuentes, aunque con ambas se detecta 
una reducción de la pobreza –a escalas diferentes–, no se puede concluir 
que la intensidad de esta disminución haya sido mayor según el PHOGUE 
que según la ECPF. En función de la variable o estrato, el grado del descenso 
–en términos relativos– reducción es mayor o menor indistintamente sin que 
pueda establecerse un patrón fi jo.

3.4. Potenciales benefi ciarios del IMI

Una vez realizada las estimaciones de los hogares que se sitúan bajo los um-
brales de pobreza según las distintas defi niciones, se procede a estimar el número 
total de hogares que cumplen todos los requisitos de acceso a la prestación del 
Ingreso Mínimo de Inserción. Para ello, a la cantidad estimada, según las distintas 
fuentes, hay que sumar el número de hogares que efectivamente es benefi ciario del 
IMI. Los resultados para el año 2000 se resumen en el cuadro 27.

Cuadro 27. Potenciales benefi ciarios del IMI

ECPF-2000 PHOGUE-2001

España R. Murcia España R. Murcia

BT (MTAS) 75.061 290 75.061 290

RA 60.048 2.849 214.320 n.d

HPB 135.109 3.139 289.381 n.d.

Donde:

BT: Benefi ciarios titulares. Se ha utilizado la cifra del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales (cuadro 5). 

RA: Peticionarios que cumplen los requisitos de acceso, según las estimaciones 
realizadas en este trabajo. En los cuadros 17 y 21 se encuentran las proporciones 
de hogares para España y Región de Murcia, respectivamente. En concreto, para 
la Región de Murcia, según la ECPF, el 0,8% de los hogares.

HPB: Hogares potenciales benefi ciarios (BT+RA). 

n.d.: no disponible. El PHOGUE, lamentablemente, no ofrece información sobre 
Comunidades Autónomas. No obstante, se pueden establecer supuestos –y más 
adelante se explicita alguno de ellos– asimilando los resultados regionales a los de, 
por ejemplo, la NUTS región Sur. 

En consecuencia, en el año 2000 y a partir de la ECPF, se estima que el número 
de hogares en condiciones de recibir el IMI ascendería a 3.139, de los que sólo 290 
efectivamente lo percibían.
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3.5. Análisis de los potenciales benefi ciarios

Con el objeto de identifi car los grupos sociales en que la incidencia de la ex-
clusión social es mayor se calcula a continuación la incidencia del fenómeno dentro 
de cada subgrupo de población, así como la incidencia relativa. Además se realiza 
una estimación del riesgo asociado a cada categoría de diversas variables de interés 
para la política de inserción social.

Se han clasifi cado las variables objeto de estudio en cuatro grupos: atendiendo 
a la demografía del hogar, aspectos socioeconómicos, vivienda y equipamiento de 
la misma y hecho espacial (cuadros 28 al 31).

A fi n de identifi car los grupos sociales donde la incidencia de la exclusión social, 
tal como es defi nida en la regulación normativa vigente, según los requisitos de 
acceso a los programas de IMI, es superior, en los cuadros citados aparece infor-
mación relativa a la distribución de la población (Ni) y del colectivo de potenciales i) y del colectivo de potenciales i

benefi ciarios (Di) dentro de cada partición de la población. La incidencia relativa i) dentro de cada partición de la población. La incidencia relativa i

IriIriIr  se defi ne como la relación entre una y otra distribución, i se defi ne como la relación entre una y otra distribución, i DiDiD /Ni/Ni/N , y viene a ser un 
índice de representación de cada grupo de población. De forma que una incidencia 
superior a la unidad denota que ese grupo tiene una representación superior a la 
que debiera corresponderle según su participación relativa en la población, y lo 
contrario ocurre si la incidencia es inferior a la unidad. Las dos columnas siguientes 
presentan la incidencia de la exclusión en forma de índice relativo, y nos muestra la 
contribución de un grupo a la exclusión social del país. Por último, el riesgo relativo, 
última columna de cada cuadro, estima la probabilidad de que los hogares pertene-
cientes a un grupo determinado cumplan los requisitos de acceso en relación con 
la correspondiente probabilidad del resto de hogares de la sociedad (resto de los 
grupos). De forma que un grupo identifi cado de acuerdo con una característica de-
terminada, por ejemplo el grupo de mujeres, que presenta un valor positivo, signifi ca 
que la condición de mujer es un factor de riesgo en relación al resto de los grupos, 
en este caso, respecto al grupo de hombres. Y viceversa, un grupo que tiene un valor 
negativo de riesgo relativo signifi ca que la característica identitaria del grupo es un 
factor de protección en relación al resto de la sociedad, por ejemplo, el contar con 
un nivel de educación superior al primer ciclo de educación secundaria es un factor 
de protección frente a quienes no alcanzan ese nivel educativo.

Características demográfi cas del hogar o, en su caso, del sustentador prin-Características demográfi cas del hogar o, en su caso, del sustentador prin-
cipalcipal

Primer y segundo grupos de riesgo:

• Variable mixta edad-sexo: 1º) Mujer de edad comprendida entre 30 y 44 
años. 2º) Mujer menor de 30 años.

• Estado civil: 1º) Divorciado o separado. 2º) Unión en pareja.
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• Tamaño del hogar: 1º) Hogar de 8 miembros. 2º) Hogar de una persona, con 
una frecuencia superior a la categoría anterior.

• Tipo de hogar: 1º) Una persona con niños de hasta 16 años. 2º) Pareja sin 
niños, miembro mayor con menos de 65 años.

Características socioeconómicas del hogar o, en su caso, del sustentador 
principal

Primer y segundo grupos de riesgo:

• Situación socioeconómica del sustentador principal: 1º) Parado. 2º) Ama de 
casa o actividad no económica e incapacitados para trabajar.

• Situación económica del hogar (activos): 1º) El Sustentador Principal o el 
cónyuge activo, ningún otro miembro activo. 2º) Ningún miembro del hogar 
activo.

• Situación económica del hogar (ocupados): 1º) Ningún miembro del hogar 
ocupado. 2º) El Sustentador principal y el cónyuge o pareja ocupados, ningún 
otro miembro del hogar ocupado.

• Fuente principal de ingresos: 1º) No consta. 2º) Otros subsidios y Otros.

Características espaciales

Primer y segundo grupos de riesgo:

• Densidad: 1º) Zona intermedia. 2º) Zona densamente poblada.

• Zona de residencia: 1º) Urbana inferior 2º) Rural agraria.

• NUTS: 1º) Sur (Comunidades de Andalucía, Región de Murcia y Ceuta y 
Melilla). 2º) Canarias.

• Comunidad Autónoma: 1º) Cantabria. 2º) Ceuta y Melilla.

Características de la vivienda y equipamiento del hogar

Primer y segundo grupos de riesgo:

• Régimen de tenencia de la vivienda principal: 1º) No consta. 2º) Alquiler.

• Disposición de lavadora: No dispone (Riesgo: 4,8 veces más que el resto de 
la sociedad).
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Cuadro 28. Incidencia de la pobreza y riesgos asociados según características 
demográfi cas 

Ni= porcentaje de población.; Di= porcentaje de potenciales benefi ciarios; Iri= (incidencia relativa: Di/Ni/Ni i); 
IIG= índice incidencia del grupo (incidencia nacional x Iri); IIRG= índice incidencia resto de grupos. 
RRG= riesgo relativo de ser potencial benefi ciario en relación al resto de grupos: (1- (IIRG/IIG))*100.



218

EL INGRESO MÍNIMO DE INSERCIÓN EN LA REGIÓN DE MURCIA

Ni= porcentaje de población.; Di= porcentaje de potenciales benefi ciarios; Iri= (incidencia relativa: Di/Ni/Ni i); 
IIG= índice incidencia del grupo (incidencia nacional x Iri); IIRG= índice incidencia resto de grupos. 
RRG= riesgo relativo de ser potencial benefi ciario en relación al resto de grupos: (1- (IIRG/IIG))*100.

Cuadro 29. Incidencia de la pobreza y riesgos asociados según características 
socieconómicas
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Cuadro 30. Incidencia de la pobreza y riesgos asociados según características 
espaciales

i= porcentaje de población.; Di= porcentaje de potenciales benefi ciarios; Iri= (incidencia relativa: Di/Ni/Ni i); 
IIG= índice incidencia del grupo (incidencia nacional x Iri); IIRG= índice incidencia resto de grupos. 
RRG= riesgo relativo de ser potencial benefi ciario en relación al resto de grupos: (1- (IIRG/IIG))*100.

• Disposición de lavavajillas: No dispone (Riesgo: 5,6 veces más).

• Disposición de microondas: No dispone (Riesgo: 2,4 veces más).

• Número de automóviles nuevos: Ninguno (Riesgo: 5,8 veces más).

• Disposición de cadena HIFI: No dispone (Riesgo: 1,1 veces más).

• Disposición de vídeo: No dispone (Riesgo: 1,1 veces más).

• Disposición de ordenador: No dispone (Riesgo: 4,9 veces más).
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Cuadro 31. Incidencia de la pobreza y riesgos asociados según Características 
de la vivienda y equipamiento del hogar

Ni= porcentaje de población.; Di= porcentaje de potenciales benefi ciarios; Iri= (incidencia relativa: 
Di/Ni/Ni i); IIG= índice incidencia del grupo (incidencia nacional x Iri); IIRG= índice incidencia resto de 
grupos. RRG= riesgo relativo de ser potencial benefi ciario en relación al resto de grupos: (1- (IIRG/
IIG))*100.
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Sin embargo, hay que poner de manifi esto que la asociación estadística entre la 
variable potencial benefi ciario y algunas de la variables anteriores no es signifi cativa, 
según los test usuales (Chi-cuadrado de Pearson) y de medidas de simetría como 
las pruebas Phi y V de Cramer que miden el grado e intensidad de la asociación, 
respectivamente. En concreto las variables que no han superado estas pruebas 
son las siguientes: sexo del sustentador principal, nivel de estudios alcanzados por 
el sustentador principal, densidad, Comunidad Autónoma, disposición de vídeo y 
disposición de cadena Hi-Fi.

3.6. Estimación del coste presupuestario del derecho al IMI en la Región de 
Murcia 

El défi cit de pobreza de cada hogar potencial benefi ciario informa de la dis-
tancia económica que media entre las rentas de dicho hogar y el umbral ofi cial de 
pobreza. 

El défi cit agregado de pobreza se calcula sumando los défi cit de pobreza de 
cada uno de estos hogares, y representa la dotación presupuestaria mínima para 
que todos los hogares alcancen, al menos, el umbral ofi cial de pobreza. 

Formalmente:

��
�

∑
=

−=
�

�

�� ���

Donde:

D = Défi cit agregado de pobreza.

k =  Número de potenciales benefi ciarios.

Z h = Umbral de pobreza del hogar h.

X h = Renta total disponible del hogar h = Renta total disponible del hogar h h.

El concepto de gap agregado de pobreza va a ser utilizado aquí para estimar 
el volumen de recursos necesario para garantizar el derecho subjetivo al IMI en la 
Comunidad Autónoma de la Región Murcia.

Para realizar la estimación se han considerado cinco escenarios alternativos 
cuyos resultados se sintetizan en el cuadro 32.
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Cuadro 32. Estimación de los recursos presupuestarios necesarios. Región de 
Murcia

Escenario 1 Escenario 2 Escenario 3 Escenario 4 Escenario 5

Benefi ciarios potenciales 2.849 6.838 3.076 11.620 2.734

Gap medio anual por hogar (€) 836 836 1.118 599 656

Recursos anuales adicionales (€) 2.382.600 5.718.969 3.438.111 6.955.417 1.793.363

Número benefi ciarios titulares 290 290 290 290 290

Gap medio anual por hogar (€) 3.282 3.282 3.282 3.282 3.282

Gasto ejercicio 2000 (€) 951.807 951.807 951.807 951.807 951.807

TOTAL NECESIDADES (€/año) 3.334.407 6.670.776 4.389.918 7.907.224 2.745.170

• Escenario 1 

Los hogares benefi ciarios en la Región de Murcia se corresponden con las esti-
maciones realizadas a partir de la información ofrecida por la ECPF (el 0,8% de los 
hogares murcianos, tres décimas por encima de la media nacional). En la siguiente 
tabla se desglosa cómo se llega a la estimación de los recursos necesarios.

Número de 
Hogares

Umbral (euros/
mes)

Renta del hogar 
(euros/mes)

Défi cit por hogar 
(euros/mes)

Presupuesto IMI 
(euros/año)

550 264 235 29 191.400

896 306 240 66 709.632

1.403 355 267 88 1.481.568

RA: 2.849 Media: 69,7  2.382.600 

BT : 290 Media: 273,5 951.807

HPB: 3.139 Media: 88,5 Total: 3.334.407

BT: Benefi ciarios titulares, según cifras del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. RA: Peticionarios 
que cumplen los requisitos de acceso, según las estimaciones realizadas en este trabajo. HPB: Hogares 
potenciales benefi ciarios (BT+RA).

La interpretación de este cuadro es sencilla. En el año 2000, en la Región de 
Murcia se estima que habría 550 hogares con una renta neta media de 235 euros 
al mes. El umbral de pobreza de este conjunto de hogares se sitúa en 264 euros 
al mes por lo que su gap de pobreza estaría en 29 euros mensuales. Suplementar gap de pobreza estaría en 29 euros mensuales. Suplementar gap
esta renta supondría 191.400 euros anuales (el resultado de multiplicar 29 euros 
por 550 hogares por doce meses).

Otros 896 hogares disponían de una renta media neta de 240 euros mensuales 
con una gap de 66 euros. Por tanto, la dotación necesaria para completar su renta gap de 66 euros. Por tanto, la dotación necesaria para completar su renta gap
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se estima en 709.632 euros. Asimismo, completar la renta de los 1.403 hogares 
cuyo gap de pobreza es de 88 euros mensuales, requeriría de 1.481.568 euros en 
el ejercicio 2000.

El resultado fi nal es que conseguir que todos los hogares murcianos alcanzaran 
los umbrales ofi ciales medios nacionales de los baremos del IMI hubiera supuesto 
una cantidad de 3.334.407 euros en el año 2000, es decir, 2.382.600 euros más de 
los que se ejecutaron en el IMI.

Téngase en cuenta que, tal como se recoge en los cuadro 3 y 10 del epígrafe 
anterior, en el ejercicio 2000, entre el IMI y las Ayudas Periódicas de Inserción y 
Prestación Social (APIPS) se presupuestaron 3.005.061 euros, de los que fi nalmente 
se ejecutaron 1.799.995. Considerando que las APIPS tienen un fi n similar al IMI 
como mecanismo de complemento de rentas, el resultado del párrafo anterior implica 
ampliar el presupuesto conjunto en 1.177.495 euros.

No obstante, hay que advertir que, según la normativa actual (artículo 4 de la 
Orden de 2 de septiembre de 2002, de la Consejería de Trabajo y Política Social, 
sobre actualización del importe de la prestación del ingreso mínimo de inserción), 
sólo se concede la prestación del IMI en aquellos casos en los que su importe 
mensual sea igual o superior a 70 euros, lo que dejaría fuera, en principio, los dos 
primeros grupos de hogares cuyo gap de pobreza se situaba por debajo de este 
límite. Si bien, es cierto que esta orden se refi ere al año 2002 y la estimación reali-
zada corresponde a 2000 por lo que para estimar el efecto de esta restricción –por 
otra parte criticable desde el punto de vista de la lucha contra la pobreza y exclusión 
social– habría que realizar la oportuna actualización.

Finalmente, véase también que según el gasto ejecutado del IMI (951.807 
euros) y el número de benefi ciarios reales del 2000 (290), la prestación actual está 
cubriendo de hecho un gap de pobreza de 3.282 euros al año.gap de pobreza de 3.282 euros al año.gap

• Escenario 2 

 En este segundo escenario, los hogares benefi ciarios en la Región de Murcia 
se corresponden con la incidencia de la NUTS-I Sur según el PHOGUE (el 1,7 
% de los hogares). Así pues, la ratio es de 2,1 hogares del PHOGUE por 1 de la 
ECPF. Además se realiza el supuesto de que el gap de pobreza medio por hogar 
se corresponde con los resultados obtenidos con la ECPF, es decir, 836,3 euros al 
año. Todo ello arroja los siguientes resultados:
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Número de Hogares Défi cit por hogar (euros/mes) Presupuesto IMI (euros/año)

RA: 6.838 Media: 69,7  5.718.969 

BT : 290 Media: 273,8 951.807

HPB: 7.128 Media: 78,7 Total: 6.670.776

BT: Benefi ciarios titulares, según cifras del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. RA: Peticionarios 
que cumplen los requisitos de acceso, según las estimaciones realizadas en este trabajo. HPB: Hogares 
potenciales benefi ciarios (BT+RA).

Bajo esta hipótesis el coste total anual, dado que se está considerando un 
porcentaje muy superior de hogares potenciales benefi ciarios, hubiera ascendido 
a 6.670.776 euros.

• Escenario 3 

En los tres siguientes escenarios, para evitar en lo posible la pérdida de repre-
sentatividad de la muestra cuando desagregamos la muestra territorialmente (error 
muestral) se aplican diversos supuestos alternativos.

En el escenario 3 se parte de la ECPF del año 2000 y se seleccionan los hogares 
de la NUTS Sur cuya renta está por debajo del umbral ofi cial de pobreza (satisfacen 
sólo el requisito de rentas). Para calcular el número de hogares que cumplen todos 
los requisitos se infi ere que se mantiene la incidencia del resto de requisitos en el 
conjunto de hogares del Sur (ratio «todos requisitos/pobres») para cada estrato de 
hogares por debajo del umbral ofi cial de pobreza.

A continuación se calcula el gap de pobreza para cada estrato de hogares y se gap de pobreza para cada estrato de hogares y se gap
proyectan estos resultados para la NUTS Sur al total de hogares de la Región de 
Murcia. Para ello, se multiplica el porcentaje que representa cada estrato de hoga-
res que superan todos los requisitos por 341.778 hogares murcianos. Además, se 
supone que se mantiene el mismo gap de pobreza por estrato.gap de pobreza por estrato.gap

Con estas hipótesis, tal como se plasma en el cuadro 32, el volumen de recursos 
necesario ascendería a 4.389.918 euros que complementarían la renta tanto de los 
290 benefi ciarios actuales como de los 1.118 benefi ciarios potenciales estimados 
según estos supuestos.

• Escenario 4

Se aplica el mismo procedimiento utilizado en el escenario 3 a los resultados 
obtenidos con el PHOGUE, cambiando únicamente los parámetros relativos a la 
incidencia de los requisitos de acceso, de acuerdo con los resultados del trabajo.
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El número de benefi ciarios potenciales ascendería de esta forma a 11.620 con 
un gap de pobreza medio anual de 599 euros. Por tanto, los recursos necesarios gap de pobreza medio anual de 599 euros. Por tanto, los recursos necesarios gap
anuales totales se elevarían a 7.907.224 euros.

• Escenario 5

Por último, en el escenario 5 se han aplicado los cálculos utilizando los hogares 
murcianos con un nivel de renta inferior al umbral ofi cial nacional. En este caso, en 
lugar de exigir el cumplimiento de todos los requisitos de acceso, se seleccionan 
aquellos hogares que cumplen el requisito de rentas; si bien, para calcular el número 
de benefi ciarios y los recursos necesarios se aplica el mismo procedimiento de los 
dos escenarios anteriores con la diferencia de adjudicar sobre cada estrato la ratio 
«todos requisitos/pobres de la Región de Murcia». 

Con este método se estima 2.734 benefi ciarios potenciales con un gap me-
dio de pobreza de 656 euros anuales. La dotación de recursos fi nal ascendería a 
2.745.170 euros.
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CAPÍTULO 5
CONCLUSIONES Y PROPUESTAS DE MEJORA

El examen de la reglamentación aplicable permite concluir la necesidad de 
revisar la normativa dirigida al reconocimiento de derechos.

1. Actualmente, la prestación de IMI se halla regulada por las siguientes nor-
mas: Decreto 65/1998, de 5 de noviembre; Orden de 16 de noviembre de 1994, de 
la Consejería de Sanidad y Asuntos (BORM nº 224, de 28 de septiembre de 1994) 
y por Orden de 2 de septiembre de 2002, de la Consejería de Trabajo y Política 
Social, de actualización de la cuantía del IMI (BORM, nº 218, de 20 de septiembre 
de 2002).

En relación con el marco regulador de la prestación IMI se advierte en general 
una falta de precisión de los requisitos y condiciones para la obtención de la citada 
prestación, así como de otros aspectos importantes de una adecuada regulación 
tales como valoración de los recursos económicos, régimen de suspensión y extinción 
de la prestación, obligaciones de los benefi ciarios, etc. 

El Decreto 65/1998, establece sólo de forma bastante escueta los requisitos bá-
sicos para obtener la prestación IMI, estando contenido el grueso de la regulación en 
la Orden de 1994, lo que provoca importantes defi ciencias de seguridad jurídica. 

En lo referente a este punto, consideramos que la Región de Murcia debería 
sumarse a las Comunidades Autónomas que regulan esta prestación mediante Ley, 
dotándola así de mayor rango jurídico. Dicha Ley, llamada a constituir el marco ge-
neral de la regulación, deberá ser objeto de desarrollo reglamentario mediante un 
Decreto que, siguiendo la estructura formal de la Ley, descienda de forma detallada 
a cada uno de los distintos aspectos que son exigidos para complementar aquélla, 
de manera que sirva como instrumento efi caz para los ciudadanos, así como para 
quienes deben intervenir en su ejecución desde las instancias públicas. 

Como ejemplo de esta regulación completa y detallada de la prestación de renta 
mínima cabe citar la actual normativa reguladora de la renta mínima de inserción de 
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la Comunidad de Madrid, la cual se lleva a cabo mediante Ley 15/2001, desarrollada 
por Decreto 147/2002. 

2. En relación con la cuantía de la prestación IMI, hay que señalar que ac-
tualmente su importe viene determinado por Orden de 2 de septiembre de 2002. 
Según la Exposición de Motivos de la citada Orden, con la revisión de la cuantía de 
la prestación que aquélla lleva a cabo, se pretende garantizar que el tramo inferior 
de la prestación se corresponda, al menos, con el equivalente al importe de la pen-
sión no contributiva. Sin embargo, al establecerse normativamente una cantidad fi ja 
(260 euros), en lugar de fi jar su importe utilizando un índice de referencia que sea 
objeto de revisión anual (el importe del salario mínimo interprofesional, el importe 
del IPREM o la cuantía mensual de la pensión no contributiva), dicha cuantía queda 
pronto desfasada y hasta que tenga lugar una nueva reforma de la norma corres-
pondiente, la cantidad garantizada se aleja cada año más de la pretendida por el 
legislador. De hecho, como se desprende de la observación de la tabla comparativa 
de las cuantías de la prestación IMI en las distintas CC.AA. (Vid. Apdo. 1.2 D) del 
Capítulo 3), Murcia es la Comunidad Autónoma que establece una cuantía básica 
más baja de todo el territorio nacional.

Idéntica censura cabe realizar a la forma de fi jar la cuantía de los complementos 
de la prestación básica. De ahí que parezca conveniente en una próxima reforma 
de la normativa reguladora de la prestación IMI, que dicha reglamentación se limite 
a recoger un determinado índice de referencia revisable cada año al que se vincule 
la cuantía de la prestación. Asimismo, los complementos para miembros adicionales 
deben dejar de estar cuantitativamente establecidos en la correspondiente norma, 
siendo preferible establecer su importe en un determinado porcentaje de la cuantía 
básica.

Por otra parte, hay que señalar que la escala de equivalencia implícita en los 
baremos ofi ciales amplifi ca las economías de la convivencia, en tanto que las escalas 
de equivalencia usuales asignan pesos superiores al segundo y sucesivos miembros 
del hogar. Sería preciso, por tanto proceder a una revisión de los complementos por 
miembros del hogar más ajustados a las necesidades reales.

3. Respecto de la valoración de los ingresos propios del benefi ciario o de la 
unidad familiar, cabe realizar las siguientes consideraciones:

– Resulta plausible la exclusión del cómputo de los recursos de aquellas pres-
taciones de carácter fi nalista destinadas al estudio o formación, así como 
del importe de la asignación económica por hijo a cargo menor de 18 años 
no minusválido.

– En relación con los ingresos procedentes del trabajo, se considera que el 
cómputo íntegro de esos ingresos puede dar lugar a situaciones en que se 
desincentive la incorporación a un empleo, ya que aunque tal incorporación 
conlleve una promoción personal (status, autoestima,…), no siempre supone 
una promoción económica, al no implicar necesariamente una acumulación 
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extra de ingresos para la unidad familiar. Así pues, se estima conveniente 
que en una próxima revisión de la normativa reguladora se contemplen 
exenciones y deducciones parciales y temporales, siguiendo las buenas 
prácticas existentes al respecto en las regulaciones del País Vasco y Nava-
rra, por ejemplo. En otros países, soluciones de este tipo se han adoptado 
en Francia y Bélgica, tal y como se ha visto más arriba. En esta línea, en 
nuestra Comunidad Autónoma deben articularse nuevas medidas en función 
de la duración del contrato de trabajo y de los ingresos para que el acceso 
al empleo por parte de una persona perceptora de la renta mínima signifi que 
una mejora neta en el nivel de ingresos. Así, por ejemplo, en Navarra, si el 
contrato tiene una duración de entre 1 y 6 meses y los ingresos son inferio-
res al SMI, se respeta el pago íntegro de la Renta Básica. Si el contrato es 
inferior a 3 meses y los ingresos son superiores al 60% del SMI se respetará 
la concesión entera de la Renta Básica en esos tres primeros meses. La 
Renta Básica se extinguirá a partir del 4º mes si el contrato se prolonga en el 
tiempo. Por último, si el contrato es superior a tres meses y los ingresos son 
superiores al 60% del SMI se distingue entre dos situaciones, según que los 
ingresos que percibe sean inferiores o superiores a la Renta Básica. En la 
primera situación percibirá una compensación hasta alcanzar la cuantía que 
antes percibía de Renta Básica. En la segunda de las hipótesis, la prestación 
de Renta Básica, se extinguirá a partir del mes siguiente del contrato.

– En cualquier caso, en la actual regulación se echa en falta una mayor preci-
sión en el tratamiento de los ingresos, distinguiendo las distintas fuentes de 
procedencia (rendimientos del trabajo, por cuenta propia o ajena, patrimonio, 
etc.) y aplicando exenciones y deducciones a dicho cómputo. Asimismo, sería 
deseable una mayor claridad en la enumeración de los recursos computa-
bles y no computables, tomando como modelo la normativa madrileña, por 
lo menos en su aspecto formal, aunque incorporando soluciones de fondo 
adoptadas sobre aspectos concretos (valoración del patrimonio y de los 
ingresos procedentes del trabajo) en otras Comunidades Autónomas, como 
Navarra o País Vasco.

4. En relación con los requisitos de acceso, se ha reducido la antigüedad 
mínima de residencia en Murcia de veinticuatro a doce meses, lo cual resulta una 
medida positiva. Aunque esta condición es exigida por todas las CC.AA., siendo 
también la regla más extendida la de requerir un año de antigüedad, consideramos 
oportuno establecer en la normativa reguladora una previsión similar a la contenida 
en la reglamentaciones de la prestación gallega y madrileña, de acuerdo con la que 
se excepcione del requisito de residencia previa en su propio territorio a los bene-
fi ciarios en otras CCAA de prestaciones de renta mínima de inserción, de acuerdo 
con el principio de reciprocidad. 

A diferencia de lo que sucede en otras CC.AA., en la regulación de la Comu-
nidad Autónoma de Murcia no se exige el requisito de constitución de un hogar 
independiente, salvo para el caso de menores de 25 años de edad. 
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De otro lado, aunque no se rebaja la edad de acceso a los 18 años, sí que se 
contemplan amplias excepciones al límite mínimo de edad de 25 años. No obstan-
te, mientras se mantenga dicho límite de edad consideramos necesario incorporar 
nuevas excepciones que permitan dar cabida en el programa a todos los jóvenes 
emancipados en situación de exclusión social (por ejemplo, víctimas de malos tratos, 
huérfanos, etc.).

La condición de no realizar habitualmente actividad profesional, industrial, laboral 
o comercial, resulta poco precisa, por lo que debería especifi carse qué se entiende 
por «habitualidad». Además, consideramos que este requisito puede resultar su-
perfl uo, puesto que la fi nalidad pretendida con el mismo de dejar fuera a personas 
que obtienen otras fuentes de ingresos regulares, queda cumplida con la condición 
de ingresos inferiores al baremo establecido, cualquiera que sea la procedencia de 
tales ingresos.

Asimismo, consideramos criticable la restricción de acceso a la prestación 
que se establece en el artículo 4 de la Orden de 2 de septiembre de 2002, so-
bre actualización del importe del ingreso mínimo de inserción, de acuerdo con 
el cuál, según se indicó más arriba, «Sólo se concederá la prestación del IMI 
en aquellos casos en los que su importe mensual (…) sea igual o superior a 70 
euros». De este modo, no basta con cumplir todos los requisitos que, de acuer-
do con la normativa aplicable dan derecho a la prestación, incluido, claro está, 
que los ingresos sean inferiores al nivel mínimo garantizado que corresponda, 
sino que, además, la diferencia entre la cuantía de la prestación y los ingresos 
computables de la unidad familiar, debe dar como resultado una cantidad supe-
rior al tope mínimo establecido (70 euros mensuales). Por ello, proponemos la 
supresión de este requisito.

Por último, no nos parece adecuada la incompatibilidad que se establece de 
la condición de benefi ciario de prestaciones o subsidios por desempleo o de otras 
prestaciones o ayudas cuya fi nalidad sea garantizar la subsistencia de la persona 
que las perciba con la condición de benefi ciario de la prestación IMI. Desde nuestro 
punto de vista, dado el carácter subsidiario-complementario del IMI, lo lógico sería 
admitir al programa de renta mínima a los perceptores de esas otras prestaciones 
sociales públicas cuando el importe de las mismas sea inferior al fi jado para el IMI, 
en cuyo caso, esta última prestación complementaría la cantidad percibida hasta 
dicho límite.

5. En relación con la duración de la prestación, aunque consideramos que la 
prestación debería otorgarse «mientras subsistan las circunstancias que motivaron 
su concesión», la duración sólo es en principio ilimitada en Madrid, Cantabria y 
País Vasco.

En Murcia, al igual que en Galicia, La Rioja y País Vasco, la duración se fi jará 
en la resolución de concesión. En nuestra Comunidad, la duración máxima es de 
12 meses, aunque este límite no se aplica en caso de discapacidad de todos los 
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miembros adultos de la unidad familiar que les impida trabajar, límite que estimamos 
resulta excesivamente rígido. 

En relación con este punto cabe señalar que el Plan Regional de Inclusión So-
cial de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia contempla en relación con 
el objetivo de garantía de ingresos mínimos, la necesidad de impulsar una nueva 
regulación del IMI en la que se fl exibilice la permanencia de las personas con es-
peciales difi cultades sociales242.

6. En relación con el reconocimiento del derecho a las Prestaciones y Ayudas 
establecidas en el Decreto 65/1998, entre ellas, la prestación de Ingreso Mínimo de 
Inserción, consideramos interesante seguir el ejemplo que ofrece la Ley de Rentas 
Mínimas de Inserción de la Comunidad Autónoma de Madrid. Esta Ley ha supuesto un 
cambio cualitativo al reconocer expresamente un doble derecho. Es decir, el derecho 
a disponer de medios económicos sufi cientes para hacer frente a las necesidades 
básicas de la vida y el derecho a los apoyos personalizados necesarios para la 
inserción laboral y social. De acuerdo con la nueva relación que se establece entre 
prestación económica y actividades de inserción, cada uno de los derechos respon-
de a una lógica que sigue su propio procedimiento. Como consecuencia de ello, el 
proceso de intervención debe ajustarse a cada caso, lo que implica la posibilidad 
de prescindir de los programas de inserción en algunas situaciones, concediendo la 
renta mínima sin mayores condicionamientos. Pero además, el establecimiento de 
un programa individual de inserción deja de utilizarse como elemento sancionador 
para la percepción de la renta mínima. Sólo en algunos casos extremos, como por 
ejemplo la negativa reiterada e injustifi cada a aceptar un empleo adecuado, se podrá 
utilizar para extinguir la renta mínima. 

Similar avance sustancial se ha producido en Navarra, a partir de la aprobación 
de la Carta de Derechos Sociales mediante Ley Foral 9/1999, de 6 de abril, cuyo 
artículo 2 procede al reconocimiento efectivo del derecho ciudadano a una parte del 
producto social, en forma de una Renta Básica para quienes demandan y no encuen-
tran empleo. Consecuentemente con tal reconocimiento se da un cambio reseñable 
en materia de fi nanciación de la prestación a través de las oportunas previsiones 
presupuestarias. Así, si antes se estaba a merced de la disponibilidad de partidas 
presupuestarias, a partir del reconocimiento de la Renta Básica como un derecho, 
se entiende la obligación de contar con una consignación presupuestaria sufi ciente 
para cubrir todas las solicitudes que cumplan con los requisitos, estableciendo su 
carácter ampliable. 

En lo que se refi ere a la regulación vigente en la Comunidad Autónoma de Murcia 
en materia de Ingreso Mínimo de Inserción, cabe hacer una doble consideración. La 
primera, que a diferencia de las normativas existentes en las Comunidades de Madrid 
y Navarra, la reglamentación de Murcia no contiene formalmente el reconocimiento 

242  Vid. Región de Murcia, Consejería de Trabajo y Política Social: Plan de Inclusión Social, pág. 
205.
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de un derecho ciudadano a la prestación de IMI. La segunda es que el disfrute de 
la prestación aparece expresamente condicionado a la existencia de disponibilida-
des presupuestarias. Tal vinculación formal a las consignaciones presupuestarias 
aparece prevista en la Disposición adicional Segunda del Decreto 65/1998, a tenor 
del cual «El reconocimiento del derecho a las Prestaciones y Ayudas establecidas 
en este Decreto, se realizará en función de los créditos disponibles contemplados 
en los Presupuestos Generales de la Región de Murcia».

Sin perjuicio de que en la práctica no se produzcan denegaciones de solicitudes 
por falta de créditos disponibles, lo cierto es que una previsión normativa de este tipo, 
que sujeta el disfrute de la prestación a la existencia de partidas presupuestarias 
sufi cientes, introduce un lamentable elemento de inestabilidad y excepcionalidad 
en la protección otorgada, que impide la consideración del IMI como un auténtico 
derecho subjetivo que debe tener garantizado toda persona que reúna los requisitos 
de acceso exigidos.

Ahora bien, como se indicó al describir los caracteres propios de esta prestación 
en el ámbito de nuestro país243, son cada vez más numerosos los ejemplos de nor-
mativas autonómicas que dejan de condicionar el disfrute del derecho a la existencia 
de créditos disponibles (Navarra, Asturias, Castilla y León y Galicia), práctica ésta 
que esperamos que sea muy pronto acogida en el seno de la regulación de nuestra 
Comunidad Autónoma.

En este sentido cabe destacar que el Plan Regional de Inclusión Social, apro-
bado en Murcia en 2001, señala como actuación necesaria para la consecución del 
objetivo 1 relativo a la garantía de ingresos mínimos la de asegurar la sufi ciencia 
presupuestaria para hacer frente a estas prestaciones244.

7. Por último, se considera necesario avanzar en la promoción de la inserción 
de los colectivos en riesgo de exclusión social en la línea del Programa de Acom-
pañamiento para la inclusión social, cuya puesta en marcha juzgamos positiva. Éste 
trata de mejorar el modelo de funcionamiento de los servicios sociales buscando la 
máxima colaboración y sincronización con los servicios de empleo y demás áreas 
de la protección social. Por ello, es imprescindible que se dote de los recursos ne-
cesarios para el logro de los objetivos pretendidos con su instauración.

243  Véase apartado 1.1 del Capítulo 3 (Situación Actual en España).
244  Vid. Región de Murcia, Consejería de Trabajo y Política Social: Plan de Inclusión Social, pág. 

205.






